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ACUERDOS DE LA SUPREMA CORTE 



Acuerdo integrando la lista de jueces suplentes del juzgado 

de sección de Mendoza 

En la ciudad de Buenos Aires, á los veinticinco días del 
mes de Abril de mil ochocientos noventa y nueve, reunidos 
en acuerdo los señores ministros de la Suprema Corte, doc- 
tores don Benjamín Paz, don Luis V. Várela, don Abel Bazan, 
don Octavio Bunge y don Juan E. Torrent, dijeron: Que ha- 
biendo comunicado el juez de la provincia de Mendoza, por 
oficio de fecha diez y nueve del corriente, que ha fallecido el 
doctor Maximiliano Leiva, que fíguraba en la lista de jueces 
suplentes y fiscales ad Aoc, formada por esta Suprema Corte 
con fecha veintidós del año próximo pasado, manifestando al 
mismo tiempo la necesidad de nombrarle reemplazante por 
las frecuentes causales de impedimento de los demás aboga- 
dos incluidos en aquella, acordaban designar al doctor De-- 
raetrio Petra, para integrar la mencionada lista en reemplazo 
del doctor Leiva. 

Así lo dispusieron, mandando que se publicase y se comu- 
nicase á quienes corresponda. 

benjamín paz. — LUIS V. VARK- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRENT. 

José A. Frías, 
S ffcrelario . 
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Acuerdo con motivo del fallecimiento del doctor Vladislao 
FrtaSy ministro jubilado de la Suprema Corte 

En la ciudad de Buenos Aires, á losveinticualro días del mes 
de Julio de nnil ochocientos noventa y nueve, reunidos ex- 
traordinariamente en su sala de acuerdos, el señor presidente 
de la Suprema Corte Federal, doctor don Benjamin Paz, y los 
señores ministros doctores don Abel Bazan, don Octavio Bun- 
ge y don Juan E. Torrent, dijeron : Que habiéndoseles comu- 
nicado el sensible fallecimiento ocurrido el día de hoy, del 
distinguido ciudadano doctor don Uladislao Frías, ministro 
jubilado de esta Suprema Corte, y debiendo honrar la memo- 
ria de este esclarecido ciudadano, que tan importantes ser- 
vicios ha prestado en la magistratura del.pais, acordaban, en 
homenaje á sus méritos, suspender ia audiencia del dia de 
mañana, asistir en corporación á la inhumación de sus res- 
tos, dirigir á la íamilia una carta de pésame y transmitir la 
noticia de tan lamentable acontecimiento al poder ejecutivo, 
á su efectos, con copia del presente acuerdo. 

Así lo ordenaron, mandando se registrase en el libro co- 
rrespondiente y se publicase, por ante mí. 

benjamín PAZ. — ABEL BAZAN. 
OCTAVIO BüNGÉ. — JUAN E. 
TORRENT. 

Federico Ibargurefi, 
Secretario. 
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CAVSA I 



Criminal de extradición contra don Jorge Walker; 
sobre presentación de documentos 

Sumario. — i^ En la apelación interpuesta contra el auto 
que manda presentar unos documentos, desaparece el caso para 
resolver sobre el recurso, si pendiente éste ha tenido lugar la 
presentación. 

2® La resolución sobre este punto no es de confundirse con 
la del caso en que se hubiese hecho mérito de los documentos 
presentados. 

Caso. — En la cansa de extradición de Jorge Walker, concluí- 
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da la tramitación. legfil y despaes Üe llamados autos 'para sen- 
• tencia, se dietó el siguiente : 



FAlle del Jíues Federal 



Mendoza, Diciembre 28 de 1897. 

Vistos : Haciéndose referencia en estos antecedentes á un 
auto de prisión cuya fecha y contexto es necesario conocer, co- . 
mo asimismo la época en que se haya cometido el delito y de- 
cretado la solicitud de extradición, — para mejor proveeT y en 
ejercicio de la facultad acordada por el artículo 16, inciso 1®, de 
la ley de procedimientos, requiérase la presentación de los do- 
cumentos antedichos, en forma legal, por intermedio del Minis- 
terio de Relaciones Exteriores. Oficiese. 

Castillo. 



El defensor del detenido apeló y se le negó el recurso, por lo 
que ocurrió de hecho á la Suprema Corte. 



Felle de Ia SupremA Certe 



Buenos Aires, Febrero 3 de 1898. 

Autos y vistos en el acuerdo: Considerando : Que el auto 
directamente recurrido por apelación denegada en la presente 
causa, es el auto para mejor proveer de foja. . . por el cual el 
juez de sección ordena que se pidan a) gobierno de Chile, por 
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condaoto del Ministerio de Belaoíónes Exteriores, Iqs doóuxnen- 
tos á qae'se refiere ea dicho aato. » - . . 

«Que pendiente de está Saprema Corte la resoiacioa deleitado 
recurso, el mencionado juez ha manifestado por el oñció dirir 
gido*á Secretaría, de fecha diez y sietede Enero p.r6zim'o pasa- 
do, qoe harrecibido ya Los antecedentes solicitados para mejor 
proveer,, y pide se recabe del tribunal la devolución de los autos- 
que remitió juntaiñente con el informe que expidió sobre el re- 
curso deducido. 

« 

Que dada la circunstancia de estar ya cumplido el auto re- 
corrido y en poder del juez de la causa los documentos de su 
referencia, es evidente que ha desaparecido el caso que podía 
hacer necesaria la resolución del recurso de que se trata, desde 
que por este recurso sólo se proponía el recurrente evitar que se 
pidan dichos documentos, lo que no puede hacer ya esta Su- 
prema Corte, no siendo de confundir una resolución sobre este 
punto con la del caso en que se hubiese hecho mérito de los re- 
feridos documentos, que no es el del auto apelado. 

Por estos fundamentos, se resuelve que se devuelvan los au- 
tos al inferior juntamente con las actuaciones relativas al re- 
curso directo, que serán agregadas, haciéndose presente á aquél 
que no ha debido enviar el expediente, como lo tiene estableci- 
do esta Suprema Corte en su acuerdo de fecha seis de Abril de 
mil ochocientos sesenta y nueve y lo disponen los artículos qui- 
nientos cuarenta y quinientos cuarenta y uno del Código de 
Procedimientos en lo criminal. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 

— LUIS V. VABKLA (en disi- 
dencia). 
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DISIDENCIA 

Antos y yistos : Considerando: Que dada la naturaleza del 
juíciaque precede á lu extradición de un habitante de la Repú- 
blica, por requisición de un gobierno extranjero, éste debe pre- 
sentar, con su pedimento, todos los recaudos que al efecto de- 
terminan las leyes de laBepública, ó los tratados internaciona- 
les. 

Que la omisión en la presentación de todos 6 de alguno de 
esos recaudos, no puede ser suplida de oficio por auto del juez, 
que ordene la presentación de esos recaudos, puesto que con 
arreglo al artículo seiscientos cincuenta y ocho del Código de 
Procedimientos en lo criminal, sustanciado el requerimiento de 
extradición, el juez debe dictar sentencia definitiva concedien- 
do 6 negándola extradición, según resulte de autos la pertinen- 
cia 6 no del pedido. 

Que en el caso sub'judice el juez a quo en yez de proceder 
como lo dispone el referido artículo, ha diotado el auto apela- 
do, que evidentemente produce gravamen al recurrente, porca- 
ya razón ha debido concedérsele la apelación deducida á foja. . . 

Por estos fundamentos, se declara mal denegado eWecurso y 
se concede en relación. 

Y hallándose los autos principales ante esta Corte- por ha* 
herios remitido el juez a quo por vía de informe, y consideran- 
doen c aanto ai fondo, que con posterioridad al auto apelado, el 
gobierno de Chile, requirente de la extradición de Jorge Wal- 
ker, ha remitido al juez a quo los documentos á que se refiere 
ei auto apelado, con lo que se modifica sustancialmente el esta- 
do de la causa, pues las omisiones con que se formuló el primer 
pedido de extradición^ desaparecen por la presentación de nue- 
vos documentos. 
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Qoe no obstante la oportunidad en que esos documentos han 
sido presentados al juzgado, ellos deben ser tomados en con-, 
sideración, por cuanto esta Suprema Corte tiene establecida la 
jurisprudencia de que las sentencias, en los casos de extradición, 
no causan instancia. 

Por estos fundamentos se declara: Que se devuelvan los au- 
tos al juez de la causa para que proceda con arreglo á derecho, 
debiendo hacérsele la prevención contenida en la decisión de la 
mayoría respecto á la remisión de los autos. 

• LUIS V. VÁRELA. 



CAUSA II 



Don José Nogueroles contra J. Mudd y compañía^ por cobro 
de pesos; sobre absolución de posiciones 

Sumario. — Las posiciones deben darse por absueltas, si la 
parte, debidamente citada, no comparece á absolverlas ni mues- 
tra justo motivo para ello. 



Caso. — No habiendo concurrido el actor á la audiencia seña- 
lada para que absolviera posiciones, el demandado pidió que 
haciéndose efectivo el apercibimiento decretado, se le tenga por 
confeso en aquellas, según el pliego depositado en secretaría. 
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Vallo del Jims Fedemi 

Buenos Aires,. Setiembre 22 de 189>. 

De conformidad Qon lo pedido en el presente, escrito, y ha- 
ciéndose efectivo el apercibimiento decretado á foja 22 vuelta, 
se dan por absueltas, en rebeldía de don José Nogueroles, las 
posiciones contenidas en el pliego qae se encuentra depositado 
en Secretaría, el cual se agregará á los autos. 

# 

Urdinarrain. 



Auto del Jue» Federal 

Buenos Aires, Octubre 5 de 1897. 

T vistos: Considerando: Que deacnerdocon el artículo 108 
de la ley nacional de procedimientos, cada parte puede poner 
posiciones i la contraria, después de contestada la demanda, en 
cayos términos han sido puestas las posiciones de foja 24; que 
á foja 22 vuelta consta el auto ordenando la absolución de po- 
siciones bajo apercibimiento, el cnal fué notificado en el domi- 
cilio legal del demandante, como consta á foja 23 vuelta, ha- 
biendo más del intervalo exigido por la ley entre el día de la 
notificación y el de la absolución. 

Que por todo esto, y no habiéndose pedido diligencia alguna 
antes del día señalado, ni justiñcádose imposibilidad material 
de concurrir al acto, corresponde decretar, como se decreta, no 
haciendo lugar ala revocatoria pedida, y concédese en relación 
el recurso de apelación para ante la Suprema Corte, donde se 
elevarán losantes en la forma de estilo. Repóngase el papel. 

Agustín Urdinarrain. 
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Fullo de la Suprema €)orte 



Buenos Aires, Febrero 3 de 1898. 

Vistos : De aoaerdo con lo dispuesto en el artículo ciento 
ocho de la ley de procedimientos, estando hecha en debida for- 
ma la notificación de foja veintitrés, j por los fundamentos 
concordantes del auto de foja treinta yueita, se confirma el ape- 
lado de foja yeinticinco vuelta; no haciéndose lugar á la conde- 
nación en costas reclamada en la apelación deducida á foja 
treinta j cinco, por no haber mérito para ello. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

LUIS y. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA III 



Crtminal por sumario instruido con motivo de la muerte de 

Luis Pohú ; sobre competencia 

Sumario. — En las causas criminales, la prevención en su 
conocimiento justifica la competencia del juez. 



Caso. — Habiéndose remitido al juez federal de La Plata el 
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samarlo instruido con motivo de la muerte de Luis Pohú, el 
procurador fiscal pidió que se declare incompetente en razón 
del lugar en que ha ocurrido el hecho y en Tirtud de lo dis- 
puesto en el artículo 3®, inciso ^°, de la ley de jurisdicción, y 
artículo 23, inciso 2"^, Código de Procedimiento en lo criminal. 
Apelaba desde ya en caso negativo. 



Fallo del Juea Federal 



La Plata, Noviembre 29 de 1897. 

Habiendo prevenido este juzgado en el presente caso, se de- 
clara competente, con arreglo al artículo 8°, inciso 2^, déla ley 
i4 de Setiembre de 1863; no se hace lugar á la incompetencia 
deducida por el Procurador fiscal, y concédese en relación el 
recurso entablado, debiendo elevarse estos autos á la Suprema 
Corte en la forma de estilo. 

Áurrecoechea. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Diciembre 13 de 1897. 

Suprema Corte: 

Con sujeción á la jurisprudencia establecida en diversos fa- 
llos dictados por Y. E. en casos idénticos al actual, correspon- 
de la confirmación del auto recurrido de foja 7, que solicito 
de V. E. 

Sabiniano Kier. 
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Pallo de la SupreniA Corie 

Buenos Aires, Febrero 3 de 1898. 

Vistos y consíderaado : Que segan resulta de aatojs, el juez 
de la sección de Buenos Aires ha prevenido en el conocimiento 
de la causa. 

Por ésto, de acuerdo con lo dispuesto en los artículos terce- 
ro, inciso segundo, de la ley de jurisdicción, y ciento once, 
inciso doce, de la ley orgánica de los tribunales de la Capital, 
con la jurisprudencia de esta Suprema Corte, y de conformidad 
con lo pedido por el señor Procurador general, se confirma el 
auto apelado de foja siete. Devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA I¥ 



Criminal contra Pedro Pereyra ó Manuel Quimil, por 
circulación de un billele falso de curso legal 



Sumario. — Debe absolverse de culpa y cargo al que ha cir- 
culado un billete de curso legal falso, si no resulta que haya 
tenido conocimiento de la fabedad. 
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Oz^. — BesulU del 



Valto «d Ji 



Buenos Air», Octubre 4 de 1897. 

T Tistes : estos «otos seguidos cen Pedro Pererra 6 Manuel 
Goimil, español, de 29 años, soltero, Gomerciante, domiciliado 
San Martin 860, acusado de circular billetes de banco falsos, de 
los que resulta: 

Que en 20 de Febrero del corriente año ;>e presentó ante el 
comisario de la sección 13* de policía el sQJeto Pedro Bellaud 
manifestando: Que hallándose trabajando el 13 del corriente 
en la peluquería qoe tiene en so domicilio, fué el daeüo del al- 
macén ó café, sito San Martin 860, don Pedro Perejra y le pi- 
«ii.< le cambiase por otros menores un billete de Teinte pesos, 
¡o que efeciu^ por ser Tecino. 

Qcr á 1 -s diez ó quince días, teniendo qoe hacer algunas 
cc-mpras fué á la perfumería del señor Saco y como al pagar 
c»:n ese bil.ete se lo rehusaran temiendo fuese falso, se foé i lo 
de Perejra y se lo devolvió diciéndole lo que ocurría. 

v¿ae como Perejra le contestase que sabía quien se lo había 
¿ado. él que lo había recibido á condiJiOR. temiendo lo mismo 
s^ lo iej j y se retiró, pero como pasaran dos días sin que nada 
Ir dijrim fué r;ieTamente á inquirirle lo que había, diciéndole 
Pereyra q^ie lo a:om:añara hasta el almacén de la esquina 
Tres Sareenu^s t San Martin. 

Que se traslaiaron allí, y como el dueño de ese negocio les 
niAiiifestara que halia tenido ^iu su poier rl billete dos días 
sin rccerlo pasar se ¡o JeToIvió y fué entonces que resolTÍó ha- 
Cirr la denuncia á la polioia. 

Q:ie á foja 5 Tudta. declara Enrique San Manin, diciendo: 
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Que el día i 5, como á las nueve, fué á Tísitar á Bellaud en su 
negocio y con este motivo le refirió éste que dos días antes, Pe- 
reyra, le había ido á cambiar por emisión menor un billete de 
veinte pesos que resultó ser falso ; que Bellaud solicitó al de- 
clarante lo acompañara á hacer el reclamo y pudiera oir lo que 
se le dijera al respecto, á ñn de que Pereyra no pudiese negar 
que él no hubía entregado el billete. 

Que el declarante y Bellaud fueron á lo de Pereyra y con 
éste á un almacén sito en la esquina Tres Sargentos y Sah 
Martin, donde Pereyra propaso á Bellaud que le daría diez pe- 
sos perjudicándose cada uno en diez pesos, á lo que se negó, 
diciéndole que de buena fé y por ser vecino le había recibido 
el billete que sabía era falso. 

Que á los tres días volvió Pereyra y le pidió le guardara el 
mismo billete hasta que viniera el interesado. 

Que al día siguiente fueron con Pereyra, á su almacén. Be- 
llaud y. otra persona, y allí Pereyra propuso á Bellaud perdiese 
diez pesos y él también el billete de veinte, á lo qne se negó 
diciéndole que él se lo había recibido de buena fé y por ser ve- 
cino y no era justo que se perjudicara* 

^ Que á foja 8 es llamado á declarar el procesado Pereyra y 
manifiesta: Que conoce á Bellaud y ha estado en su casa á pe- 
dirle le cambiara por emisión menor un billete de veinte pesos, 
que había recibido de un cliente en pago de un gasto que hi- 
ciera; que como Bellaud le cambiara el billete se retiró y dan- 
do el vuelto al cliente éste se retiró en seguida; que el billete 
que se le presenta es el mismo que recibió del cliente y dio á 
Bellaud para que se lo cambiara ; que cuando recibió el billete 
de su cliente no le pareció bueno y se lo advirtió para el caso en 
que resultara falso, devolvérselo, contestándole que si así suce- 
día se lo recibiría, á cuyo efecto le prometió volver al día si- 
guiente, como lo hizo, pero como hasta entonces nada le hubiera 
dicho Bellaud^ nada le dijo. 

T. LXZII 2 
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Que á foja 11 vaelta declara José A. Vega, diciendo : Qae 
Pereyra estuvo á cambiarle un billete de veinte pesos y como 
no le pareciera bueno al declarante, le preguntó á su patrón si 
lo cambiarla, y éste le dijo que no, porque le parecía ilegítimo. 

Que pocos días después volvió Pereyra con el mismo billete 
y le pidió á su patrón que se lo guardara, por habérselo devuel- 
to Bellaad, hasta tanto apareciera la persona de quien él lo 
había recibido. 

Que después volvió nuevamente Pereyra, Bellaud y otra per- 
sona, y en presencia de su patrón Pereyra dijo á Bellaud que 
podía darle diez pesos y que retiraría el billete, negándose á 
ello Bellaud, y sacando el billete del cajón lo puso sobre el 
mostrador de donde lo tomó Bellaud, retirándose con Pereyra. 

Que ratificadas estas declaraciones ante el juzgado, el Pro- 
curador ñscal, entablando la acusación á foja 27 vuelta, pide 
se aplique al procesado la pena establecida en el artículo 285, 
segunda parte, del Código Penal. 

Que contestando el traslado de la acusación el defensor del 
procesado pide se le absuelva de culpa y cargo por no haber 
cometido el delito de que se le acusa. 

Que abierta la causa á prueba no se produce ninguna, lia- ' 
mándese autos para definitiva á foja 30 vuelta. 

Y considerando: Que elheoho de que se acusa al procesado se 
encuentra debidamente justificado con las constancias de autos 
y la propia declaraciou. 

Que constando de la declaración del encausado que al recibir 
el billete de foja... sospechó de su legitimidad, es necesario con- 
venir que cuando fué á cambiarlo á Bellaud lo hizo inducido 
por esa misma sospecha y á fin de resarcirse del perjuicio que 
le había ocasionado el haberlo recibido, pues de otra manera 
se habría limitado á constatar la legitimidad dudosa del billete 
ó hubiera manifestado á Bellaud sus dudas- al respecto ; si su 
intención no era causarle un daño. 
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Qae estos antecedentes determinan. claramente la aplicación 
de la disposición del artículo 63 de la ley nacional penal de íl 
de Setiembre *de 1863, qae es la qoe corresponde apupar al en-, 
cansado. 

Por estos fundamentos, de conformidad con lo dictaminado 
por el señor Procurador fiscal, fallo, imponiendo á Pedro Perey- 
ra 6 Manuel Grnimil, una multa de sesenta pesos 6 sea el triple. 
del valor del billete expendido, más las costas del juicio. 

Notifíquese original, cancélese la fianza ofrecida previa de- 
ducción de la multa y costas impuestas. Avísese al director de 
la Penitenciaría, al jefe de policía, al Consejo general de edu- 

cacion y archívese. 

Gervasio A. GraneL 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Diciembre 13 de 1897. 

Suprema Corte : 

» 
Encuentro ajustados á las constancias de autos y á lo dis- 
puesto en el artículo 63 de la ley sobre crímenes contra la Na- 
cien, los fundamentos y conclusiones de la sentencia recurrida 
de foja 32, que impone al procesado Pedro Pereyra una multa 
de triple valor del billete falso expendido. 
Pido á y. E. se sirva confirmarla. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Febrero 5 de 1898. 

Vistos y considerando: Que según resulta de autos, el pro- 
cesado Pedro Pereyra en ningún momento ha tenido conoci- 
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miento de la falsedad del billete á que se refiere esta cansa. 
Que por el contrario, el hecho de haber Bellaad, que recibió 
el billete de Pereyra, conservádolo durante diez 6 quince dias 
sin manifestar la falsedad ha debido hacer que este último cre- 
yera que estaba en error cuando supuso falso ese billete. 

Que no habiendo en autos elemento alguno que justifique la 
sospecha de que Pereyra ha intentado circular el billete con 
conocimiento de que era falso, no es el caso de aplicación del 
articulo 63 de la ley penal. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de 
foja treinta y dos, absolviéndose de culpa y cargo al procesado. 
Devuélvanse. 

LGISV. VÁRELA. — ABEL BA-* 
ZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



CAUSA \ 



Maririy Perezy compailia contra la compañía Hetnmerich, 
por. cobro de pesos ; sobre nombramiento de juez 

Sumario. — No está en las atribuciones de la Suprema Corte 
proveer al nombramiento de juez para una diligencia judicial. 



Caso. — El representante de Marín, Pérez y compañía se 
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presentó á la Saprema Corte solioitando qae, de acaerdo con el 
artículo 1^ de la ley de 24 de Setiembre de 1878, se autorizo á 
uno de los abogados déla lista á que se refiere dicha ley, para 
qae proceda á recibir la declaración de un testigo, que debía 
ausentarse inmediatamente para Europa. Dijo que el juez titu- 
lar se encontraba ausente con licencia. 



FaIIo d« la SupreniA C^rte 



Buenos Aires, Febrero 5 de 1898. 

No estando en las atribuciones de esta Suprema Corte pro- 
veer al nombramiento que se solicita, no ha lugar. 

LUIS V. VÁRELA. — ABBL BkZkfi» — 
OCTAVIO BUNGE. — JDAN E. TO- 
RRENT. 



CAUSA ¥1 



El Banco Británico del Rosario contra don Teíésforo Slurla, 
sobre compra de oro sellado y daños y perjuicios 

Sumario. — 1° En la comprade oro sellado que no haya si- 
do entregado en el día convenido, el comprador tiene derecho de 
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pedir contra ei vendedor la rescisión del contrato y los daños y 
perjaicios. 

2^ Este derecho no se suspende por haber el vendedor obte- 
nido moratorias antes del vencimiento del día de la obligación. 

3^ Los daños y perjuicios consisten en la diferencia que 
exista entre el mayor precio del oro en el día en que debió ser 
entregado y el menor que tenía en el día de la compra. 



Caso. — Resulta del fallo de la Suprema Corte y del 



Fullo del Jiies Federal 



Rosario, Agosto 21 de 1896. 

Vistos estos autos seguidos por el Banco Britán^o de esta 
ciudad contra don Telesforo Sturla por cantidad de pesos pro- 
veniente de falta de cumplimiento de una obligación, y resul- 
tando que á foja 8 se presenta el mencionado Banco demandan- 
do al señor Sturla el pago de treinta y cinco mil setecientos pe- 
sos moneda legal^ por serla diferencia líquida existente entre el 
precio convenido en la compra del metálico según contratos y 
el fijado en la Bolsa de Buenos Aires para la operación de Ma- 
yo y Junio de 1894. 

Las bases de la acción consisten en que Sturla vendió al Ban- 
co cuarenta y cinco mil pesos oro sellado al precio de trescien- 
tos cuarenta y cuatro pesos moneda nacional de curso legal por 
cada cien pesos oro sellado, que se comprometía entregar Sturla 
al Banco el 81 de Mayo de 1894, según la boleta de foja 8, y 
sesenta mil pesos oro sellado al precio de trescientos cincnenta 
y cinco pesos moneda nacional de curso legal por cada cien pe- 
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SOS oro sellado, que se comprometía entregar el vendedor al 
comprador el. 30 de Janio del mismo año, según boleta de fo- 
ja-i. 

No habiendo cumplido Stnrta con su obligación de entregar 
la especie vendida en el plazo convenido, el Banco, dice, hizo 
protestar los documentos y adquirió de otras personas las mis- 
mas cantidades, habiéndolas pagado al precio de cuatrocientos 
seis pesos moheda nacional de curso legal por cada cien pesos 
oro la suma vencida el 31 de Mayo y á trescientos setenta y ocho 
pesos moneila nacional de curso legal por cada cien pesos oro, 
de la suma vencida el 30 de Junio; que son éstos los tipos fija- 
dos por la Bolsa de Buenos Aires en las respectivas fechas para 
el cambio legal del metálico. Para proceder así, se funda el 
demandante en el artículo 21 6 del Código de Comercio, que es- 
tablece que los contratos comerciales sinalagmáticos ó bilate- 
rales llevan implícitamente la condición resolutoria para el ca- 
so en que una de las partes no cumpla su compromiso. La parte 
á quien se ha faltado, puede optar entre forzar ala otra á la eje- 
cución de la convención 6 pedir la rescisión con daños y per- 
juicios. Esto último es lo que exige el demandante, optando por 
la segunda parte del artículo citado. 

El demandado pide el rechazo de la demanda por falta de fun- 
damento legal, aunque reconoce los hechos sustanciales que ca- 
racterizan la demanda. 

Dice c que no ha faltado á sus compromisos, pues como lo de- 
muestra la carta de foja 5, dirigida previa consulta de los in- 
terventores de la moratoria y abogados, ha estado dispuesto á 
entregar el oro vendido, en las condiciones expresadas en esa 
carta, es decir, á los tres dias de aviso, siempre que éste sea 
dado dentro de seis dias de la fecha de la carta, ó al fin de la 
moratoria. Si no enti^egó la especie el dia del vencimiento de la 
boleta, fué porque el dia antes, 30 de Mayo, obtenía la suspen- 
sión de pagos en virtud de moratoria solicitada en conformidad 
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al Código de Comercio. De consiguiente, los términos de obli- 
gaciones personales del demandado están afectados por la mo- 
ratoria y no vencen sino el 30 de Mayo de 1895, no habiendo 
vencido el término, no hay derecho para calificar de inejecnta- 
da la obligación por parte del demandado » . 

Sostiene igualmente el demandado : c que aun en el supuesto 
de que la moratoria no produjera la suspensión de los términos 
de las obligaciones, la demanda por daños y perjuicios fundada 
en el artículo 216 del Código de Comercio, dando por rescindido 
el contrato de venta, noeslegal, porque tal artículo no pronun- 
cia ipso jure la rescisión en casos como el presente, pues no es- 
tá pactada la condición resolutoria, sino que faculta al deman- 
dante á pedir la c restitución > con daños y perjuicios. El artí- 
culo 467 también autoriza á pedir la rescisión del contrato. En 
ambos casos habíala ley de pedir judicialmente la rescisión del 
contrato y no declarar su resolución por propia autoridad. No 
ha podido, pol: tanto, comprar el Banco el oro por cuenta de 
Sturla sin autorización judicial en tal sentido >. 

Que abierta la causa á prueba, la parte áctora ha producido 
los testimonios de fojas 45 á 48, que son los protestos de los bo- 
letos de fojas 3 y 4 hechos ante los escribanos Paganini y 
Munce; las actuaciones de fojas 40 á 58 ante el juez que enten- 
dió en la moratoria de Sturla, en las que consta el informe de 
la comisión interventora, y contiene las ventas de oro sacadas 
de los libros de Sturla, áque se refieren estos auto3. Ese in- 
forme manifiesta que no encuentran los interventores mérito 
para denegar la moratoria solicitada, porque queda un saldo, 
aún descontando la pérdida de cincuenta y un puntos del oro 
vendido, que importarían ochenta y nueve mil setecientos se- 
senta pesos. El informe del juez de comercio, expone: que el 
auto sobre concesión de la moratoria á Sturla, como el mismo 
expresa, tuvo en consideración, entre otras cosas^ dicho informe , 

k foja 67 está el informe expedido por el Presidente del 
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Centro Comercial, á solicitud del actor, por el que instruye que 
el precio del oro en estci, plaza era de 406 por ciento el 31 de 
Mayo, y 366 por ciento el 30 de' Junio de 1891 . 

A foja 68 está el informe del Secretario sobre los asientos en 
los libros del Banco respecto de las operaciones á oro, resultan- 
do que el libro áe conversión no está en idioma nacional ni está 
sellado por el Tribnnal de Comercio; pero el libro de caja e$tá 
arreglado á la ley mercantil, constando qne en Mayo 3i de 
1894 ha hecho pagos el Banco en oro sellado por valor de 
560.149 pesos con .99 centavos y el 30 de Junio del mismo 
año, 539.453 pesos con 74 centavos oro sellado. 

El demandado no ha presentado prueba alguna. 

A foja 70 presenta el demandado un escrito, que dice : «con- ' 
secueute con la doctrina y la ley que viene sosteniendo en es- 
tos actuados poneá disposición del demandante en el dia el oro 
vendido, debiendo entregarle el Banco el precio convenido en los 
boletos >. De ese escrito dase vista al actor, contestando se re- 
chace la propuesta por ser inoportuna la cierta. El juzgado 
decreta se tenga presente lo expuesto por una y otra parte para 
resolver en la sentencia lo que corresponda. 

Ambas partes hacen mérito de la prueba y de lo alegado en 
el curso del litigio, llamando á continuación autos para sen- 
tencia. Para mejor proveer, con respecto al fuero, se pide in- 
forme al jaez de comercio si ha cesado la moratoria concedida, 
contestando que ha terminado 1^ moratoria por expiración del 
plazo acordado. 

Y con8Íderand9: 1^ Que en mérito del reconocimiento que 
ha hecho el demandado de la exactitud de los hechos sustancia- 
les en que se fúndala demanda, y en virtud de la prueba pro- 
ducida, queda demostrada la existencia legal de los contratos de 
venta de oro sellado hechos por Sturlaá favor del Banco, acre- 
ditados en las boletas de fojas 3 y 4. 

Que el vendedor no ha cumplido con la obligación de entregar 
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la especie vendida en el plazo convenido, aunque alega la cau- 
sal de la moratoria, la que se tomará en consideración más ade- 
lante. 

Que el oro sellado tenía un precio mayor el dia del venci- 
miento de los boletos citados, que el pactado en los mismos con- 
tratos. Por consiguiente, queda reducido el litigio, según los 
derechos y defensas que hace valer cada una de las partes, á 
considerar y resolver el siguiente cuestionario : 

a) ¿ Se ha demandado en esta causa la ejecución ó cumpli- 
miento de la obligación personal del deudor? 

b) ¿La moratoria en que estuviera el deudor suspende la 
obligación de entregar el oro vendido? 

e) ¿ Se ha demandado en este proceso la resolución de los con- 
tratos y los daños y perjuicios^ 6 únicamente estos últimos? 

d) ¿ Es procedente la rescisión en el presente caso y debe 
soportar el demandado la diferencia del precio del oro como 
compensación de los daños y perjuicios? 

2^ En cuanto á la primera cuestión : que en el escrito de 
demanda no se pide en ningún capítulo que el señor Stur* 
la cumpla con su compromiso de entregar la especie vendida, 
sino que se ha optado por ejercitar la facultad que da al acreedor 
la segunda parte del artículo 216 del Código de Comercio, para 
demandarla resolución del contrato, con más los daños y per- 
juicios. Por consiguiente, el demandado no puede alegaren 
esta acción la excepción de estar en moratoria, y cuyo efecto, 
según el artículo 1599 del citado Código es suspender toda y 
cualesquiera ejecuciones y suspender igualmente la obligación 
de pagar las deudas puramente personales del que ha obtenido 
la moratoria. El hecho mismo de iio haberse suspendido en 
ningún momento el procedimiento de este juicio, ni haber exi- 
gido el acreedor el pago ó entrega de la cosa vendida, demues- 
tra que no es el caso de acogerse á la primera parte del artícu- 
lo 1599; pues la presente acción es un litigio ordinario en el que 
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se pide la declaratoria de rescisión de on contrato y la conde- 
nación accesoria de daños y perjaicios. La moratoria podrá ser- 
vir en ciertos casos como causal justificable para impedir transi- 
toriamente la resolución del contrato y absolver al demandado 
de los daños y perjuicios; pero, ni la ley ni la jurisprudencia le 
dan el efecto que le atribuye el demandado, c de suspender los 
términos de las obligaciones, de tai s^uerte que se realice la 
ficción de que durante el año de moratoria no han transcurrido 
los plazos acordados en los contratos. El artículo 1598, al auto- 
rizar pagos proporcionales, se pone en el caso que hayan crédi- 
tos que vencen durante la moratoria. 

Si la ley hubiera querido que se suspendan los plazos para el 
cumplimiento de las obligaciones, se habría expresado clara- 
mente en ésta 6 análoga forma: c el efecto de la moratoria es 
suspt^nder los términos para el pago ó prorogar los plazos de 
las obligaciones personales del deudor ». 

No está redactado así el artículo 1599, porque él establece 
que la moratoria sólo suspende las ejecuciones y pagos vencidos 
antes ó durante ella. 

3^ En cuanto á la segunda proposición: que la moratoria ju- 
dicial no suspende en absoluto la obligación de pagar los cré- 
ditos meramente personales, porque, según el artículo 1598, el 
acreedor tiene derecho á exigir y el deudor obligado á pagar 
proporcionalmente los créditos que existan al tiempo de pedir 
la moratoria. 

El mismo deudor é interventores de la moratoria hanlo com- 
prendido así, al ofrecer en la carta de foja 6 entregar la canti- 
dad total de oro vendido. Si á la oferta hubiera seguido la con- 
signación efectiva de lo prometido, ó si hubiera consignado en 
la época de los vencimientos de los boletos la cuota proporcio- 
nal que corresponde á estos créditos del Banco, se habría ajus- 
tado á los términos de la ley . 

En el escrito de contestación á la demanda, foja 32, se des- 
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arrolla el principio contenido en el artículo 1598, pero incu- 
rriendo en el error de considerar como facultad potestativa en el 
deudor la de pagar ó no las deudas^ que se convenga, argumen- 
tando del siguiente modo : < la moratoria concedida á un comer- 
ciante es un beneficio concedido en exclusivo provecho suyo. Co- 
mo todo beneficio puede renunciarse y de este derecho puede 
usar en la moratoria el comerciante á quien convenga hacer un 
pa^o antes del vencimiento de aquella ». 

El artículo 1601 citado en apoyo de este razonamiento, esta- 
blece que la moratoria es personal al deudor y que no aprove- 
cha á codeudores ó fiadores; mas no dice ese artículo ni otro del 
Código, que la obligación de pagar los créditos queda sujeta 
al resultado arbitrario de las conveniencias del deudor. 

4^ En cuanto á la tercera proposioion: Que la idea predomi- 
nante en el escrito de demanda está perfectamente manifestada 
y expresada : c demandar la rescisión de los contratos y se 
condene al demandado al pago de las diferencias del precio del 
oro y como indemnización de los daños y perjuicios » . 

En los párrafos 6, 7 y 11 del escrito de foja 8, se lee con cla- 
ridad la intención de optar por la segunda parte del artículo 
216 del Código de Comercio, que es demandar la rescisión de 
los contratos y cobrar las diferencias en concepto de daños y 
perjuicios. 

No existiendo en el trámite de los juicios ante la justicia fe- 
deral el procedimiento de riguroso formulismo de la antigua le- 
gislación romana y de las partidas, á cuyas solemnidades esta- 
ban atados jueces y litigantes, está hoy en vigencia el princi- 
pio más conforme ala razón, de la ley 10*, título 17^ libro 4% 
de la Recopilación Castellana, según la cual las causas deben 
resolverse, sabida la verdad, sin obtener escrupulosas solemni- 
dades aunque fuesen de las que llaman del orden y sustanciacion 
de los jueces, por lo cual ensenan los autores prácticos que el 
juez no debe ligarse á las palabras de la conclusión de la de- 
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manda, que es la que generalmente determina la acción para 
conceder ó negar lo qae en ella se pide, antes debe suplirla con- 
virtiendo el juicio en beneficio de las partes y Ja justicia^ si de 
él resalta manifiesto el derecho que corresponde al actor y no 
es ajeno á la materia de la demanda. 

£s esta la jurisprudencia establecida por la Suprema Corte 
en varios fallos, especialmente en el muy ilustrado déla serie 4^, 
tomo 8^ página 160. 

Los autores que han estudiado el procedimiento patrio ense- 
ñan las mismas reglas que debe observar el juez al dictar sen- 
tencia. Entre estos jurisconsultos se encuentra Castro, que ea 
la página 48 de su obra intitulada: Práctica forense, iioe : 
€ Pereque después que' la ley recopilada removió la necesidad 
ele observar escrupulosas solemnidades, aunque fuesen de las 
que se llaman del orden y sustancia de los juicios, dispuso que 
se determinasen lasoausas, sabida la verdad. Por ejemplo: si la 
demanda es por venta hecha con lesión enormísima en más de 
la mitad del justo preció, en la cual cumpliendo la elección al 
demandado de suplir el precio ó el valor de la cosa^ el deman- 
dante pide determinadamente la cosa, ó al contrario, estando el 
juez & la letra de la demanda debería absolver al demandado de 
la instancia, y condenar ul demandante en las costas, porque ca- 
rece de acción eficaz en la forma que pide, pero para evitar una 
nueva demanda, nuevo juicio, nuevos gastos, y dar á las partes 
las que les corresponde por sus contratos, debe el juez, atenta 
la verdad, suplir estos defectos y concebir su sentencia conde- 
nando al demandado áque restituya la cosa ó resarza el justo 
precio». 

£1 doctor Jerónimo Cortés, ha sintetizado el mismo pensa- 
miento con esta brillante frase: < Las formas y solemnidades 
en los juicios han sido establecidas para descubrir la verdad y 
no para ocultarla». 
La mayor parte de los jurisconsultos franceses y también 
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muy especialmente el sabio alemán Savigny, nos enseñan que la 
jurisprudencia moderna tsl caminando en su progreso á. la idea- 
lización del derecho, que la forma rigurosa tiende a desapare- 
cer con la civilización; los procedimientos judiciales se simpli- 
fican de tal manera, que los que litigan no observarán sino 
aquello que es de absoluta necesidad para exteriorizar la cues- 
tión que ventilan. 

Estas reglas 7 principios son de aplicación oportuna para re- 
solver el presente caso, que la intención del actor manifestada 
expresamente en diversos pasajes del proceso, es demandar á la 
vez la rescisión de los contratos, juntamente con indemniza- 
ción de daños y perjuicios, que le ha ocasionado la falta de 
cumplimiento por parte del demandado; y no únicamente esta 
última conclusión como sostiene la defensa. 

5"" En cuanto ala última tesis : Que los artículos 216 y 467 
del Código de Comercio autorizan á unas de las partes — en los 
contratos bilaterales ó sinalagmáticos — á pedir la resolución 
del contrato con daños y perjuicios, cuando la otra parte no ha 
cumplido su compromiso en el plazo estipulado. 

La rescisión es procedente en este caso, porque es de la natu- 
raleza del contrato de compra-venta de oro sellado á plazo, que 
debe entregarse el metálico el mismo dia designado, porque las 
variantes continuasen su precio por la oferta y demanda diaria 
en el comercio, hace presumir lógicamente que la intención de 
ambos contratantes ha sido que el cumplimiento de los compro 
misos no sufra prorogacion bajo ningún concepto. Esta presun- 
ción es tanto más justificada, cuánto que no se trata de una sola 
negociación aislada, sino de una serie de operaciones llevadas á 
cabo por comerciantes que se dedican á esta clase de negocios, 
como lo demuestran los dos juicios que se tramitan en este juz- 
gado y el informe de los acreedores ante el juez de comercio. 

El articulo 216es semejante al il84 del Código Civil fran- 
cés y su estudio sirve para corregir el error de impresión desli- 
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zadoenel primero, y tambieapara la recta aplicación de so» 
principios. € La condición resolutoria es siempre subentendi- 
da en los contratos sinalagmático?, para el caso qne una de las 
partes no satisfaciera sn compromiso. Én este caso, el contra- 
to no se resuelve de pleno derecho. La parte para la cual no ha 
sido cumplida la obligación, tiene la elección ó de forzar á la 
otra á la ejecución de la convención cuando es posible, ó de- 
mandar la resolución con daños é intereses. La resolución debe 
ser demandada ante el juez, y él puede acordar al demandado 
un plazo según las circunstancias » . 

Demolombe, estudiando la aplicación de este artículo, en el 
tomo 25, página 454 y siguientes, de su obra de derecho ci- 
vil, dice: c La condición resolutoria que el artículo 1184 de- 
creta^ es muy importante; y juega un rol muy importante en 
las relaciones de la vida civil». (Con razón más fundamental 
en las relaciones de orden comercial). 

Buenas razones no faltan para justificar este principio. Es 
claro, desde luego, qu6 la misma considecacion de equidad y de 
práctica, que le hizo admitir en el derecho antiguo, lo reco- 
mienda aún en el derecho moderno. Pero nos parece que puede 
ser justificado además de una manera satisfactoria, bajo el 
punto de vista científico. 

En efecto, en los contratos sinalagmáticos, la obligación de 
una de las partes siendo la causa de la obligación de la otra, 
resulta que si una de ellas no cumple su obligación, la obliga- 
ción de la otra cesa de tener una causa por aquella razón, de 
suerte que la condición resolutoria tácita se vuelve una conse- 
cuencia lógica de los principios relativos á la catísa en las obli- 
gaciones convencionales; y es bajo este aspecto que los mismos 
jurisconsultos romanos la habían considerado establecida en 
los contratos innominados, acordando á la parte para la cual el 
pacto no se había ejecutado^ una conditio ofcausam date causa 
non secuta. 
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Por otra parte, interrogada la común intención de las partes, 
¿ no es verdad q.ue ellas no han querido obligarse recíprocamen- 
te, sino bajo la condición, en efecto^ que las obligaciones recí- 
procas, serían ejecutadas ? 

¿ Quién supondría que el vendedor entiende entregar la cosa 
inconmutablemente al comprador, si éste no paga el precio? 
¿ Y quién podría creer que el comprador entiende pagar inco- 
mutablemente el precio al vendedor, si éste no le entrega la 
cosa? 

He aquí, creemos, una explicación que justifica cieAtíñca- 
mente la condición resolutoria tácita. (Véase páginas 460 y 
461). 

Es en los términos los más generales que el artículo 1184 
dispone que la condición resolutoria es siempre subentendida, en 
los contratos sinalagmáticos, para el caso en que una de las par- 
tes no satisfaciera su compromiso. No hay que distinguir de 
dónde procede esta inejecución, ya sea por negligencia impu- 
table á la otra parte, ó por caso fortuito ó de fuerza mayor. 

Desde que, en efecto, la condición resolutoria procede por 
falta de causa, la obligación de la parte para la cual el contra- 
to no se ha ejecutado por cualquier motivo qne sea, falta, 
desde luego, uno de los elementos esenciales á so existencia. 

Es necesario agregar, sin embargo, que si la resolución pue- 
de ser demandada aún en el caso en que la inejecución po|r una 
de las partes no le es imputable, pertenece á los jueces tomar en 
consideración las circunstancias por las cuales la inejecución se 
encuentra retardada ó impedida. 

Vemos, en efecto, que los jueces tienen, en la aplicación de 
esta condición resolutoria, un poder de apreciación discrecio- 
nal, en virtud del cual pueden, si hay lugar, suspender el efec- 
to de la resolución y acordar un plazo al demandado. 

Es muy justamente que se dice que la rescisión es, en este 
caso, judicial. 






DE JUSTICIA NACIONAL 33 

Este principio es notable, y del que resalta, que en tanto que * 
la decisión jodioial no se pronuncie por la rescisión, la conven- 
ción continúa existiendo; luego, si la convención existe aún, ella 
puede producir sus efectos; y por consiguiente, el demandado 
puede, en tanto que dure la instancia, conjurar la resolución 
ejecutando su obligación. (Véase páginas 468 y 482). 

Es haciendo uso de ese poder discrecional que conñere la ley 
al juez, y tomando en consideración las circunstancias del caso, 
que resuelvo la rescisión de los contratos, fundado en que el 
demandado no ha manifestado con hechos positivos mu voluntad 
de cumplirlos. Verdad es que ofrece reiteradas veces cumplir 
con sus compromisos, pero las ofertas no son sino simples pro- 
mesas y con promesas no se satisfacen las exigencias económi- 
cas del comercio. 

La oferta de pagar una deuda, si no va seguida de la entrega 
ó consignación efectiva del valor debido, no modiñca la situa- 
ción jurídica del deudor. Nuestro derecho civil y comercial exi- 
ge que se haga el depósito judicial de la cantidad debida é in- 
timar judicialmente al acreedor reciba el valor depositado, pa- 
ra qne el deudor pueda considerarse libre de la deuda por el 
pago por consignación. 

El proceso demuestra que el demandado no ha hecho consig- 
nación de la deuda antes del juicio, ni durante la moratoria ha 
depositado la parte proporcional de su deuda, según el artículo 
1598 del Código de Comercio, ni después de la moratoria ha 
evitado las consecuencias de este litigio sobre rescisión, cum- 
pliendo el contrato; luego no corresponde, en conclusión, sino 
pronunciar la rescisión. 

Por la resolución del contrato también se manifiesta acorde 
la comisión de acreedores de Sturla, al informar al juez de la 
moratoria el estado de sus negocios, puesto que cargan al pasi- 
vo la cantidad de ochenta y nueve mil setecientos sesenta pe- 
sos moneda nacional que ellos consideran legítimamente debi- 

T. LXXII 3 
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dos por el demandado, por efecto de la rescisión del contrato ó 
falta de cumplimiento en la época convenida; y, habiendo acep- 
tado el demandado, sin protesta alguna, las conclasiones á qae 
ha llegado la comisión de acreedores, á mérito de las cuales ha 
obtenido el importantísimo beneficio de qae el juez de comer- 
cióle concediera moratoria, es lógico suponer que se ha confor- 
mado pagar lo que la comisión ha manifestado deber él. 

Por otra parte, el plazoque el juez puede conceder, jautoriza- 
do por los artículos 216 y 467, para que el deudor cumpla con 
su compromiso, antes de pronunciar la sentencia de resolución 
lo ha tenido sobradamente el demandado por razón de la mora- 
toria y de la duración del presente proceso. 

6® En cuanto á los daños y perjuicios: Que es de rigor apli- 
carlos como consecuencia forzada de la resolución declarada en 
el anterior considerando; autorizada, además, por el artículo 
216 del Código de Comercio. Los daños y perjuicios consisten 
en la diferencia de precio que tenía el oro el dia del vencimien- 
to de la obligación, con respecto al precio acordado en los bo- 
letos de compra-venta. Esa diferencia cobrada por el actor, es 
la consecuencia inmediata y necesaria de la falta de cumpli- 
miento de la obligación del demandado, ya se considere como 
pérdida efectiva (damnun emergens) sufrida por eíBanco á cau- 
sa de que tuvo que adquirir de otro vendedor la mismaespecie á 
mayor precio que el convenido con Sturla, ó ya que se atribuya 
á la utilidad legítima que habría obtenido el Banco vendiendo 
el oroá mayor precio, si el deudor le hubiera cumplido con la 
promesa de entregarle el dia convenido. 

Por estas consideraciones y concordantes del fallo de la Su- 
prema Corte de justicia nacional, contenido en la serie 2*, to- 
mo 16, página 324, que en lo pertinente se incorpora á esta 
sentencia,' fallo definitivamente: condenando al señor Telésfo- 
ro Sturla al pago de la diferencia entre el precio de trescientps 
cuarenta y cuatro pesos moneda nacional por cada cien pesos 
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oro sellado, á que se refiere el contrato de foja 3, y el de cua- 
trocientos seis pesos moneda nacional por cada cien pesos oro 
sellado, que es el precio fijado para esta especie el dia del Ten- 
cimiento de la expresada obligación de foja 3, y al pago de la 
diferencia entre trescientos cincuenta y cinco pesos moneda 
nacional por cada cien pesos oro, precio convenido en el docu- 
mento de foja 4, y el de trescientos sesenta y ocho pesos mo- 
neda nacional por cada cien pesos oro, que es el precio fijado 
para esta especie el dia del vencimiento de la obligación de fo- 
ja 4. Ejecutoriada que sea esta sentencia, hágase la liquida- 
ción por el secretario sobre la base de las cantidades expresa- 
das en los contratos de foja 3 y foja 4, con costas. Notifíquese 
con el original y repóngase. 

Daniel Goytia. 



Fallo de la Suprema €)orte 



Buenos Aires, Febrero 8 de 1898. 

Vistos : Resulta : Que ambas partes, según se demuestra 
por los términos de la litis contestación, han reconocido la ver- 
dad y legitimidad de las dos operaciones de compra-venta de 
moneda metálica de fojas tres y cuatro que celebraron con ven- 
cimiento al treinta y uno de Mayo y treinta de Junio de mil 
ochocientos noventa y cuatro, la primera al tipo de trescientos 
cuarenta y cuatro y la segunda al de trescientos cincuenta y cin- 
co pesos moneda nacional billetes, por cada cien pesos oróse-* 
liado. 

Que también es un hecho reconocido por ambas partes, que 
el vendedor don Telesforo Sturla no entregó en los dias estipu- 
lados, al comprador, Banco Británico de la América del Sur, el 



I 
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oro Tendido, por lo que este último dedujo contra el primero 1 a 
demanda de foja ocho, en la cual, como se ve en el párrafo ocho 
de la misma, exigió la resoiaion de los contratos con daños y 
perjucios, pidiendo se condenase á Starla al pago de la canti- 
dad que expresa en la conclusión del escrito de demanda, como 
diferencia que se le adeudaba entre el precio á que se cotiza- 
ba el oro en la Bolsa de Buenos Aires, el treinta y uno de Ma- 
yo y el treinta de Junio de mil ochocientos noventa y cuatro, y 
el fijado en los contratos, con más los intereses desde la fecha 
de los respectivos vencimientos, ó cuando menos, de la interpe- 
lación judicial y las costas. 

Que á su vez, el demandado Stnria pidió el rechazo de esta 
demanda con costas, alegando que no era ni podía considerarse 
deudor de la cantidad que se le demandaba, porque había obte- 
nido judicialmente moratorias por el término de un año, de sus 
acreedores, un dia antes del vencimiento del primer boleto de 
venta de oro al Banco; y en virtud de esas moratorias habien- 
do quedado suspendida la obligación de pagar sus deudas pu- 
ramente personales, según la explícita disposición (jlel artículo 
mil quinientos noventa y nueve del Código de Comercio, no po- 
día considerársele obligado á entregar al Banco el oro vendido, 
en los dias fijados al efecto, por tratarse de una obligación, 
como ésta, puramente personal. 

Agrega, además, que por afectar las moratorias el cumpli- 
miento de las obligaciones personales del deudor, el término de 
éstas no vence, sino cuando aquellas concluyen y que antes de 
su vencimiento no hay derecho para tener por ejecutada su 
obligación para con el Banco, ni para dar por rescindidos los 
contratos de venta, demandando daños y perjuicios; pues que 
la ley no declara ipso jure la rescisión, si no que faculta para 
pedirla judicialmente, y al juez para negarla también, acor- 
dando, según las oirounstancías, un plazo al demandado. 

Que puesta la causa á prueba y presentados los respectivos 
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alegatos sobre el mérito de la prodacida^ se ha dictado la sen- 
tencia de foja ciento veinte y seis, por la qae se condena á Stu^r- 
la á pagar al Banco demandante la diferencia entre el precio 
estipulado del oro en los contratos de fojas tres y cuatro y el 
que tenía según la cotización de la Bolsa, en los dias treinta y 
uno de Mayo y treinta de Junio de mil ochocientos noventa y 
cuatro, con costas. 

Que considerándose agraviado con esta sentencia el deman- 
dado lo mismo que el actor, por no haberse condenado á aquél al 
pago de los intereses que éste solicitó en la demanda, ambos ape- 
laron de ella para ante esta Suprema Corte. 

Y considerando : Que los contratos de compra-venta de oro 
sellado de fojas tres y cuatro son contratos de carácter mercan- 
til, segnn el artículo cuatrocientos citícnenta y uno del Código 
de Comercio, y se reglan^ con tal motivo, por las disposiciones 
de este Código. 

Que en consecuencia, y dado el hecho comprobado en autos 
de no haber el demandado Sturla entregado en el plazo estipu- 
lado en dichos contratos la cantidad de pesos oro que vendió al 
Banco Británico de la América del Sud, es indudable que éste 
ha podido, en su calidad de comprador, solicitar, como lo ha 
hecho en la demanda de fojaocho^ la rescisión de esos contratos 
con los daños y perjuicios procedentes de la domora, siendo 
como es éste uno de los derechos que explícitamente acuerda al 
comprador para el caso de que se trata el artículo cuatrocientos 
sesenta y siete del citado Código. 

Que á la legitimidad del ejercicio de este derecho no ha po- 
dido oponer Sturla, con resultado favorable, la concesión judi- 
cial de moratorias que le hicieron sus acreedores, porque aun 
cuando sea cierto el hecho de esa concesión tal como lo refiere el 
demandado, no es menos exacto también que la moratoria no ha 
podido invocarse para otros efectos que los muy limitados que 
le atribuye el artículo mil quinientos noventa y nueve del Có- 
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digo de Comercio, y que son suspender toda y cualesquiera eje- 
cuciones y suspender igualmente la obligación de pagar las 
deudas puramente personales del que ha obtenido la moratoria, 
lo que ciertamente no quiere decir, como lo ha pretendido Stur- 
la, que el término de las obligaciones personales del deudor no 
venza durante la moratoria, aunque en ella no se cumpla ni que 
deje de haber derecho pera tener por inejecutada la obligación 
de aquel^ antes del vencimiento de la moratoria, cuando real- 
mente no se ha ejecutado. 

Que la suspensión del pago de las obligaciones personales ^el 
acreedor en moratoria no implican negar al acreedor el ejercoio 
en juicio de las acciones que tenga para pedir y obtener el re- 
conocimiento de los derechos que el contrato ó la ley le acuer- 
da contra su deudor, como lo demuestra el texto mismo del ar- 
tículo mil quinientos noventa y nueve en su último inciso, cuan- 
do fijando el alc^ince de las moratorias con relación al curso ór- 

• dinario de las causas pendientes ó que de nuevo iniciasen, dis- 

« 

ponen que éste sólo se suspende en cuanto á la ejecución, lo que 
tale decir, que la moratoria no obsta al más amp.lio ejercidio 
en juicio dé todos los derechos del acreedor, ya dimanen de 
contrato 6 de la lev, con tal que no se trate por su parte, de .eje- 
cutar al deudor. 

Que según ésto, no siendo una ejecución la que se ha enta- 
blado contra Sturla por la demanda de foja ocho, sino una ac- 
ción dirigida á obtener judicialmente la rescisión de los contra- 
tos de fojas tres y cuatro con los daños y perjuicios procedentes 
de la demora en no haber cumplido, á su debido tiempo, la obli- 
gación que por ellos se impuso, es evidente que no puede oponer 
la moratoria al ejercicio de dicha acción ni pedir en su mérito 
el rechazo de la misma estando fundada en el hecho incontesta- 
ble de haber faltado Sturla á lo estipulado en los referidos con- 
tratos y en el texto expreso del artículo cuatrocientos sesenta y 
siete del Código ya citado. 
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Qae tampooo vale alegar contra la acción dedacida, que los 
contratos á cuyo cumplimiento falta una de las partes, no se re- 
suelven ipso jure^ y que los tribunales pueden, según las cir- 
cunstancias, conceder un plazo al demandado, porque tocante á 
io primero el Banco ha pedido, de acuerdo con el artíóulo dos- 
cientos diez y seis del Código de Oomercio, que el juzgado pro* 
nuncio la resolución de los contratos celebrados con Storla y 
que lo condene al pago de las diferencias que expresa el final 
de su demanda, como justa indemnización' de los daños y per- 
juicios que le ha causado, y porque en cuanto á lo segundo'no 
podrían los jueces hacer aso, «en el presente caso, de la facnltad 
que les acuerda el último inciso del referido artículo doscientos 
diez y seis, concediendo á Sturla un plazo cualquiera, desde 
que esa facultad .deben ejercerla según las circunstancias, lo 
que importa decir discretamente ó' según la eqnidad, y no ha- 

! bríadiscrecion ni eguidad'en acordar á' Sturla un plazo para 
que cumpla los contratos antes mencionados, cuando por haber 

> bajado ya el precio del oro, el Banco no recibiría el que había 

comprado conelmismo valor en moneda legal que le daban las 
, * . • 

cotizaciones de la Bolsa el dia treinta y uno de Mayo y treinta 
de Junio de mil ochocientos noventa y cuatro, fechas en que de- 
bió entregársele, viniendo á resultarle así un perjuicio positivo 
por razón de lucro cesante, á la vez que para Sturla una ganan- 
cia con daño del Banco, estando el oro á menos precio del esti- 
pulado con éste, según se ha opinado en autos, sin contradic- 
ción • 

Que respecto á los intereses que el actor ha demandado tam- 
bién, y que corresponden á la cantidad que ha pedido se le pa- 
gue, justo es que se le abonen, según la tasa fijada por el Banco 
de la Nación desde la notificación de la demanda, como lo tie* 
ne resuelto la jurisprudencia de esta Suprema Corte, entre 
otros casos en el que se registra en el tomo cuarenta y tres, pá- 
gina ciento ochenta de sus fallos. 
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Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apela- 
da de foja ciento veintiséis, se confirma ésta con costas, decla- 
rándose que el demandado debe pagar intereses sobre la cantir 
dad que se le manda abonar por dicha sentencia de&de la fecha 
de la notificación de la demanda. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse, pudiendo notificarse con el original. 

LUIS V. VÁRELA.— AREL RA- 
ZAN. — OCTAVIO RÜNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



CACflA VII 



El escribano de marina don Jacinto Correa ^ sobre adscripción 
á su registro del escribano don Fabriciano P. Torres 

Sumario. — La adscripción á un registro de escribano de 
marina, puede concederse mientras dure el impedimento de 
éste, 7 bajo su responsabilidad. 



Caso. — Don Jacinto Correa, escribano de marina del Rosa- 
rio de Santa Fé, se presentó á la Suprema Corte solicitando 
autorización para adscribir á su Registro al escribano Fabricia- 
no F. Torres, mientras dure su ausencia, motivada por razones 
de salud. Invocó el artículo 178 de la ley orgánica de los tri- 
bunales de la Capital, que rige el caso. 
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VISTA DEL SBflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Febrero 11 de 1898. 

Suprema Corte : 

Los escribanos de marina están sujetos á la saperintenden- 
oia de V. E. 

La adscripción que solicita el de la ciudad del Rosario don 
Jacinto Correa, es por razón de salud quebrantada^ y mientras 
dure la asistencia médica á que piensa someterse. Es el caso de 
carácter transitorio, que prevee al artículo 178 de la ley sobre 
organización de la justicia de la Capital; y pienso que, con suje- 
ción á lo dispuesto en ese artículo, Y. E. podría autorisar la 
adscripción solicitada, bajo la responsabilidad del proponente. 

Sabiniano Kier. 



RcMolueloii de la Suprema Caerte 



Buenos Aires, Febrero 15 de 1898. 

De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Procurador 
general, concédese la adscripción solicitada por el escribano 
Correa, bajo su responsabilidad, debiendo durar ella el tiempo 
que dure el impedimento del solicitante. Bepóngase el papel. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜN- 
GE. — JUANB. TORRENT. 
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CAUSA YIII 



Don Augusto C, Hflengelle en el juicio seguido por los señores 
doctor don Juan José Romero, doctor don José María Rosa y 
don Enrique Bonifacio contra don Marcos Martigena ; sobre 
honorarios y gastos de depósito de bienes embargados 

4 

* 
P 

Sumario, — El cobro de gastos en el depósito de bienes em- 
bargados, que no hayan sido autorizados por el tribanal, y res- 
pecto de los cuales haya oposición^ debe hacerse por la aooion 
que corresponda. ... 

Qaso. r— Don Augusto C. Menge^e se presentó en los atitos 
de la ejecución de los señores Bosa, Romero y otro», contra 
Martigena, diciendo que en ellos fué nombrado depositario de 
los bienes embargados; que realizados éstos, venía á cobrar los 
gastos que le ha ocasionado el cargo y la comisión que le corres- 
ponde; que esos gastos importan la suma de 9207 pesos moneda 
nacional, en cuya cantidad están comprendidos los arrenda- 
mientos de un campo, pagados para el mantenimiento de las 
ovejas embargadas, los gastos de esquila, peones, veneno para 
la sarna, etc. ; que de esa cantidad ha recibido 2957 pesos, im- 
porte de la esquila que se le autorizó á practicar, quedando asi 
un saldo de 6250 pesos, que pide se declare de legítimo abono 
á su favor, fijándosele al mismo tiempo su comisión. 

La parte de Martigena dijo que la cuenta de gastos era 
monstruosa y no guarda relación con los precios generales ; que 
no estaba conforme con ella. 
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rallo del Jaes JFedepal 



La Plata, Octubre 15 de 1896. 

Yvistos: No siendo, á jaício del tribanaU suficiente prueba la 
documentaoion presentada por el depositario para justificar los 
gastos en la conservación del depósito ; .cuyos gastos no han sido 
autorizados por el tribunal; no pudiendo por otra parte pedir 
la aprobación en el juicio sumario de cantidad considerable sin 
la noticia en forma contenciosa á la persona que se pretenda 
deba pagar esos gastos. 

Por esto, el juzgado declara, que no debe aprobar ni desapro-f 
bar las euentas presentadas en la formia propuéstla, sin perjui- 
cio de que el interesado pueda deducir la acción que le corres- 
ponda. 

Y proToyéndose é lo pedido sobre comisión del depositario en 
atención al tiempo que' ha durado. el depósito, su mituraleza y 
el resultado obtenido, se regula la comisión del depositario en 
seiscientos pesos moneda nacional. Repónganse los sellos. 

M. S. de A urrecoechea. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires» Febrero 15 de 1898. 



Vistos: Teniendo presente la oposición deducida con el escri- 
to de foja ciento ochenta y por sus fundamentos, se confirma 
el auto de foja doscientas doce en cuanto se refiere al cobro de 
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gastos hechos por el depositario don Aogasto Meogelle. T 
considerándose equitativa la comisión de depósito fijada por el 
mismo ante: se confirma igualmente en esa parte. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

AREL RAZAN. — OCTAVIO RUNGB. 
— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA IX 



' Sumario contra el teniente coronel don Marcelino Diaz^ por he- 
ridas ; sobre recurso de resoluciones de la Cámara de Ape- 
laciones de la Mioja. * 

Sumario. — La interpretación y aplicación de las leyes de 
procedimiento por los tribunales de provincia no autoriza el 
recurso á la Suprema Corte contra sus resoluciones. 



Caso. — Lo explica la 



VISTA DEL SEÍltOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Agosto 22 de 1893. 
Suprema Corte : 

En juicio criminal seguido ante el juez provincial de la Bio- 
ja, la Cámara de Apelaciones de aquella jurisdicción dictó el 
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auto que testimoniado corre de fojas 2 á 6, declarando la nuli- 
dad del proceso, y mandado sobreseer en la cansa. 

Interpuesto el recurso para ante Y. E., invocando la falta de 
jurisdicción del tribunal á quo^ ese recurso fué desechado, con 
sujeción & los fundamentos del auto denegatorio de foja 8. 

Del examen de las actuaciones testimoniadas de foja 9 ade- 
lante, resulta que no se ha desconocido por el recurrente la 
jurisdicción ordinaria de los tribunales provinciales ni preten- 
dido que la causa corresponda al fuero federal. Toda la diver- 
gencia ha versado sobre recusación 6 excusación de algunos de 
los miembros de la Cámara provincial, y sobre la integración 
de aquel tribunal, según su ley de procedimientos, cuestiones 
de orden interno sujetas á las disposiciones de la ley orgánica 
y de procedimientos de la Provincia y á la decisión de sus tri- 
bunales ordinarios. 

El artículo 18 de la Constitución, que prohibe juzgar por co- 
misiones especiales^ no ha sido discutida en esta causa ni puede 
ser aplicable á un tribunal preexistente con la jurisdicción 
originaria apelada y las funciones requeridas para su integra- 
ción^ con sujeción á leyes que rigen sus procedimientos. 

No habiéndose puesto en cuestión la inteligencia de cláusula 
alguna de la Constitución nacional al resolverse por la Cámara 
provincial de la Bíoja los incidentes sobre excusación ó recu- 
sación de sus miembros y su reemplazo, no es aplicable al caso 
el articulo 14 de la ley de 14 de Setiembre de 1863, como lo 
demuestran los sólidos fundamentos del auto denegatorio. 

Pido á Y. £. se sirva así declararlo, mandando devolverlos 
antecedentes traídos. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo de la SapreMia C^rte 



Buenos Aires» Febrero 16 de 1898. 

Autos y vistos : No corresponde á esta Suprema Corte cono- 
cer 7 juzgar de los procedimientos de los jaeces de provincia en 
asuntos de sú exclusiva jurisdicción, j no resultando cierto que 
este caso haya sido juzgado , por una comisión especial, según 
consta de los mismos autos, traídos á la vista del tribunal ; se 
declara, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador general, bien denegado el recurso. Hágase saber, 
agregúense estas actuaciones al expediente remitido como 
informe, y devuélvase al tribunal de su origen con el correspon- 
diente oficio. Repóngase el papel. 

ABEL BAZAN. —OCTAVIO BÜNGE. 
JUAN B. TORRBNT. 



CAUSA X 



Don Cecilio López contra el Ferrocarril del Sud, por indemni- 
zación de perjuicio ; sobre recurso de resolución de la Cáma^ 
ra de Apelaciones de la Capital, 

* 

Sumario. —Fenecido ante los tribunales ordinarios el juicio 
de responsabilidad regida por la ley de ferrocarriles nacíona- 
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les, la fijáoioQ del quantum de la indemnizacicn no es de la 
competencia federal. 

Caso, — Resulta de las siguientes piezas : 



VISTA DEL AGENTE FISCAL 



Señor Juez : 



Estudio, Agosto 4 de 1897. 



El jaicio principal por indemnización de daños y perjuicios 
correspondía indudablemente al fuero federal, pero habiendo 
ocurrido el actor á un juzgado ordinario de esta Capital, y ha- 
biendo la empresa demandada contestado ante el mismo la de- 
manda sin oponer la excepción de declinatoria, ambos han acep- 
tado esa jurisdicción y los autos han llegado hasta dictarse 
sentencia condenatoria contra la parte demandada, sentencia 
que se halla ejecutoriada. 

Se inicia ahora el juicio por ejecución de esa sentencia y des- 
de luego ya no está en discusión si se ha violado ó no una ley 
del Congreso; por lo que la excepción opuesta es improceden- 
te, tanto más cuanto que esta ejecución es un incidente de lo 
principal. v 

R. Naveira, 



ACTO DEL JUEZ DE 1 " INSTANCIA 



Buenos ^ires, Agosto 12 de 1897. 

« 

T vistos : por los fundamentos de la precedente vista fiscal y 
los concordantes aducidos en el escrito de foja 498, no ha lugar 
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á la declinatoria de jurisdicción interpuesta á foja 491, sin es 
pecial condenación en costas, atenta la naturaleza de la cues 
tion debatida. 

Ángel Garay. 

Ante m í : 

J. M, Castro^ 



VISTA DEL FISCAL UB LA CÁMARA 



Buenos Aires» Setiembre 3 de 1897. 
Exma. Cámara: 

Consecuente con opiniones manifestadas en asuntos análo- 
gos, como juez primero, y después como fiscal, pienso que por 
los fundamentos legales contenidos en el escrito de foja 491 
debe Y. E. revocar el auto apelado de foja 503 Vuelta. 

El artículo 14 de la ley de 14 de Setiembre de 1863, que se 
invoca en el escrito de foja 498 para fundar la competencia de 
ios tribunales ordinarios déla Capital en el presente juicio, se 
refiere á los juicios de jurisdicción concurrente, en que es pro- 
rrogable la jurisdicción yunque, por consiguiente, puede radi- 
carse ante un tribunal del fuero común, un juicio cuyo conoci- 
miento corresponde á los tribunales federales. 

Pero en casos como el presente la radicación del juicio es 
legalmente imposible, porque el juicio es do la privativa com- 
petencia de los tribunales federales, lo que quiere decir que 
solo ellos pueden conocer eficazmente en el asunto, y en manera 
alguna los tribunales ordinarios. En este caso no es posible la 
prórroga de jurisdicción, porque ésta no puede nacer de la vo- 
luntad de los litigantes, sino que tiene su origen ezclusivamen- 
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te en la ley; la que, por ser de orden público, no puede ser mo- 
dificada por el caasi-contrato de la litis contestación, ni por 
conTencion expresa, ni alterada por ninguna resoluoion ju- 
dicial. 

i4. S. Pizarro. 



RESOLUCIÓN DE LA CÍMARA DE APELACIONES 



Baenos Aires, Setiembre 30 de 1897. 

Y vistos : Considerando: Que el juicio en lo que respecta á 
la responsabilidad de la empresa demandada, quedó definitiva- 
mente terminado con la sentencia de foja 461 , revocatoria de la 
de foja 407. 

Que la sentencia de foja 461 establece la responsabilidad de 
la empresa, y la declaración del tribunal, al respecto, tiene la 
autoridad de la cosa juzgada, por encontrarse debidamente eje- 
cutoriada. 

Que es en ese juicio y en las sentencias dictadas á fojas 407 
y 461, donde ha podido ponerse en discusión la validez de la ley 
especial del Honorable Congreso y, como queda dicho, él se en- 
cuentra definitivamente concluido. 

Que ahora sólo se trata de fijar el monto de la indemnización, 
no siendo necesario para ello tener en cuenta la ley especial que 
las partes tampoco han invocado. 

En efecto, ordenada la devolución de los autos al juez infe- 
rior para que hiciera aquella estimación, éste la fijó en la mis- 
ma suma en que habían sido apreciados los perjuicios en el pro- 
nunciamiento de foja 407, sin hacer mérito para ello de ningu- 
na ley especial de la Nación, como tampoco se había invocado 
en aquel pronunciamiento. 

T, LXllI 4 
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Recurrido el anto de foja 475 por no haber observado el juez 
lo prevenido en el artículo 552 del Código de Procedimientos, 
se convino por las partes imprimir al asunto la sustanciacion 
de que instruye el acta de foja 483: solicitar la devolución de 
los autos para que teniendo presente el juez las constancias 
del expediente, oyendo á la parte del ferrocarril, sobre el es- 
crito de foja 470 y previo un término probatorio para comple- 
mentar los elementos de juicio, fijase el monto de la indemni- 
zación. Ni en el escrito de foja 470, ni en el de foja 471 , en el 
punto que se refiere á la indemnización se hace mérito de ley 
especial alguna del Honorable Congreso . 

Por estas razones, se confirma, con costas, el auto apelado de 
foja 503, fijándose en 80 pesos los honorarios del dootor Dema- 
ría y en veinte los del apoderado Lopes. . 

Devuélvanse, reponiéndose los sellos. 

González del Solar. — Gimeixez. — 
Molina Arrotea, 

Ante mí : 

yv. González del Solar. 



TISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



fiuenos Aires, Noviembre 9 de 1897. 
Exmo. Señor: 

Las resoluciones de Y. E. sobre prelacion de la justicia fede- 
ral, recaídas en causa contra los ferrocarriles nacionales, no 
falladas todavía, son inaplicables al caso sub-judice, en el que 
el pleito principal ha sido ya definitivameute resuelto, quedan- 
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do establecido el deber de indemnizar los perjuicios^ por sen- 
tencia ejecutoriada de foja 467. 

¿De qué se trata ahora? Sólo de fijar el monto de los perjui- 
cios declarados, ni este panto es esencialmente regido por la 
ley de ferrocarriles nacionales, ni esta ley« ha podido invo- 
carse en un incidente que sólo versa sobre cumplimiento de las 
sentencias ejecutoriadas. 

Las consideraciones expuestas en la primera parte del escrito 
de foja 498, y las corroborantes del auto de la Exma. Cámara 
a qtM) de foja 512, demuestran que no procede en el caso, con 
sujeción á sus propios términos, la aplicación del artículo 14 
de la ley sobre competencia nacional de 1863; y pido á Y. E. 
se sirva así declararlo desechando el recurso ó confirmando el 
auto recurrido de foja 5i2. 

Sabiniano Kier. 



F»llo de la 0«preMia Corte 



Buenos Aires, Febrero 15 de 1898. 

Vistos: Considerando: Que la contienda de competencia 
suscitada en estos autos por la empresa del Ferrocarril del Sod, 
y resuelta en contra del derecho sostenido por su parte en la 
sentencia apelada de foja quinientos doce, dictada por la Cáma- 
ra de Apelaciones en lo civil de la Capital, se funda en que se 
trata de una causa regida por ley especial del Congreso, como 
es la de ferrocarriles nacionales, y cuyo conocimiento, por razón 
de la materia, corresponde á la justicia federal. 

Que de los autos elevados á esta Suprema Corte para la de- 
cisión del recurso traído ante ella, resulta claramente demos- 
trado que el caso que sirve de materia al juicio pendiente ante 
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la justicia ordinaria de la Capital, y en que se ha^ntablado la 
cuestión de competencia, es el de la fijación del quantum de la 
indemnización de daños y perjuicios á que ha sido condenada 
la empresa del ferrocarril por la sentencia ejecutoriada de 
foja cuatrocientos sesenta y siete. 

Que dicho caso, como consecue^cia de la sentencia dictada, 
no se halla regido para su resolución, por la Constitución, leyes 
del Congreso, ni tratados con naciones extranjeras, sino por 
las disposiciones del derecho común ; y es por loianto, de la 
competencia de la justicia ordinaria, sin que pueda ni deba con- 
fundirse con el de responsabilidad de la empresa recurrente, 
que es regido por la ley de ferrocarriles nacionales y que di6 
lugar al juicio fenecido ya por la sentencia definitiva antes 
citada . 

Que si pendiente este juicio, el de responsabilidad, ante los 
tribunales de la Capital, ha podido ser procedente la declinato- 
ria de jurisdicción, de conformidad con lo resuelto en repetidos 
fallos de esta Suprema Corte, no puede decirse lo mismo, una 
vez que ha fenecido dicho juicio y no existe por lo mismo, el 
caso que reclame con arreglo á la ley, el ejercicio de la justicia 
federal. 

Por estos fundamentos, y los concordantes de la vista del 
señor Procurador general y de la sentencia apelada de foja qui- 
nientos doce, se confirma ésta, con costas, y respuestos los se- 
llos devuélvanse, pudiendo notificarse con el original. 

ABEL RAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA \l 



Don Vicente Guas contra don Nicolás Mihanovich, por daños 
y perjuicios ; sobre excepción de arraigo, condenación con 
costas y apercibimiento. 

Sumario. — i° Debe ser rechazada con costas, por ser contra 
expreso derecho, la excepción de arraigo deducida dorante el 
término probatorio. 

2° El empleo de términos ofensivos en los escritos hace pro- 
cedente el apercibimiento á las partes de abstenerse de ha- 
cerlo. 



CcLSO. — La parte de Mihanovich, estando la causa á prneba, 
pidió que la contraria absuelva posiciones, y no habiendo sido 
posible notificarla por ignorarse su paradero, desistió de su pe- 
dido 7 solicitaba al mismo tiempo el arraigo del juicio, por re- 
sultar que no está domiciliado en la República. Sastanoíada 
esta petición, se dictó el siguiente: 



Fallo del Juea Federal 



Baenos Aires, Julio 24 de 1897. 

« 

Atento el desistimiento manifestado por el representante del 
demandado en su escrito de foja... respecto á la absolución de 
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posiciones por parte del actor^ y no siendo pertinente al estado 
del juicio la excepción de arraigo propuesta en el mismo, no ha 
lugar, con costas, áesta peticioD; preyiniéndose á las partes que 
en lo sucesivo se abstengan de hacer en sus escritos manifesta- 
ciones personales que afectan la seriedad y los respetos debidos 
al juzgado. 

Urdinarrain. 



Amim del Jae» Federal 



Boenps Aires, Agosto 13 de 189^. 

1 vistos: Considerando: 1® Que la primera parte ' de la re- 
solución de fecha 24 de Julio fué motivada á causa de los pro- 
. pios términos dal escrito de fecha 26 de Junio, en qué se ma^ 
nifestaque c no viene á insistir en su peticíou anterior», lo 
•que indujo al juzgado á interpretar tal concepto como un desis- 
tiruiento de las posiciones pedidas y en modo alguno significaba, 
como se afirma, privar á esa parte del ejercicio de su derecho, 
desde que tal facultad no encuadra en la ley, ni menos en la 
corrección de sus procederes; por ello, así se declara. ' 

2"* Que las costas impuestas con motivo del rechazo de la ex- 
cepción de arraigo deducida, surge necesariamente de la ley y 
. de la naturaleza intempestiva de dicha excepción, la que s61o 
liúdo ser alegada en el tiempo fijado por el artículo 75 de ía ley 
de procedimientos. 

3® Que el apercibimiento decretado nace de los términos ve-^ 
lados del escrito que lo motivó, términos que son susceptibles 
de herir el honor de los qne intervienen en el juicio, así tomo 
el de afectar la seriedad del debate y respetos debidos al juz- 
gado. 
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Por ello, no se hace logar, con costas, ala reyocatoria pedida, 
y atenta la apelación subsidiariamente dedncida, se concede 
para ante el superior en relación dicho recurso, elevándose los 

autos en la forma de estilo. 

« 

Agustín Urdinarrain. 



VmUm de ln Supremii Cmwim 

Buenos Aires, Febrero 17 de 1898. 

Vistos j . considerando : Que el demandado* al deducir la 
excepción de arraigo en el escrito de foja yeintiseis, ha proce- 
dido contra expreso derecho, por haberla opuesto fuera de los 
términos en que* la ley lo autoriza. 

Por ésto, 7 por los fundamentos del autode foja treinta y seis, 
se confirma» con costas, el auto apelado de foja veintinueye en 
la parte apelada. Bepuestos.los sellos, devuélvanse. 

LUIS y. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 
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€;ausa XII 



Don José Brianzi contra don Carlos Cortesi, por disolución 

de sociedad; sobre competencia 

Sumario. — No procede el fuero nacional por razón de per- 
sonas en las cansas entre dos extranjeros. 



Caso. — El demandado opnso, entre otras excepciones dila- 
torias, la de incompetencia de jurisdicción* fnndado en ser él ex- 
tranjero 7 el actor argentino. El juez de comercio, doctor Amu- 
chástegni, rechazó las excepciones opuestas, diciendo respecto 
de la de incompetencia que el actor ha justificado ser italiano^ 
según certificado expedido por la Legación de Italia, y que en tal 
caso no existe la diversa nacionalidad que requiere el artículo 2^, 
inciso 2^, ley de jurisdicion, para surtir el fuero federal. 

La Cámara de Apelaciones confirmó esa sentencia por sus 
fundamentos. 

El demandado apeló para ante la Suprema Corte y se le con- 
cedió el recurso. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Diciembre 3 de 1897. 
Suprema Corte : 

El incidente sobre recepción á prueba, originado por el auto 
foja 59 yuelta, qnedó definitivamente resuelto por el de la Ex- 
celentísima Cámara, de foja 80. 
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f 
I 

Ese auto, refiriéndose á los procedimientos de la cansa, no 
era recurrible ni fué recurrido para Y. £. quedando por 9II0 
ejecutoriado. 

En cuanto á la nacionalidad del demandante don JoséBrian- 
z¡, ha sid^ bien apreciada en la primera parte del auto de foja 86, 
con sujeción al mérito de los documentos de fojas 50 7 77. 

Esos documentos, bastando á comprobar la nacionalidad ex- 
tranjera del demandante, y reconociéndose por el demandado^ 
ser también de nacionalidad extranjera, conducen á la conclu- 
siotí de la primera parte del auto de foja 86, sobre procedencia 
de la jurisdicción común. Pido á Y. E. se sirva así declararlo, 
confirmando en consecuencia, el auto recurrido en lo referente á 
la jurisdicción declarada. 

Sabiniano Kier. 



OFullo de ln Suprem» Corte 

Buenos Aires, Febrero 19 de 1898. 

Yistos y considerando: Que con arreglo al artículo catorce 
de la ley de jurisdicción y competencia de catorce de. Setiembre 
de mil ochocientos sesenta y tres, la resolución de foja noventa 
y siete, sólo está sometida \ la jurisdicción de apelación de esta 
Suprema Corte, en la parte que rechaza la excepción de incom- 
petencia opuesta por el demandado^ fundado en el artículo se- 
gundo, inciso segundo, de la citada ley. 

Que la mencionada resolución se ajusta á las prescripciones 
legales que rigen el caso, y al mérito de la prueba producida 
en autos; de la que resulta, que tanto el demandante como el 
demandado son extranjeros, en cuya virtud, el conocimiento de 
esta causa no corresponde á la justicia federal. 
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Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador genera], se confirma, con costas, el auto apelado de 
foja noventa y siete, en la parte que es materia del recurso 
para ante esta Suprema Corte. Repuesto el papel, deyuélyanse 
al tribunal de su origen. Kotifíqnese original. 

LUIS y. \ARELA. — ABBLBAZAN. 
— JÜAM E. TOBRERT. 



CAUSA XIII 



Don Amadeo ieevedó, en tercería de dominio contra la ejecu-r 
don del Banco Nacional en liquidación con don Antonio Pe- 

' laez; sobre alzamiento de embargo. 

* 

Sumario. — Después de trabado por demanda y. por respues- 
to el juicio de tercería de dominio, no es permitido al tercerista 

yariarlo, y pedir durante él el alzamiento inmediato del ém- 

• • • . 

bargo . 

* 

Caso, — En la tercería de dominio deducida por don Amadeo 
Acevedo, éste se presentó al juez de feria, solicitando se levan- 
te la orden de embargo dictada á petición del Banco Nacional, 
sobre fondos existentes á la orden del ministerio del interior. 
Dijo que el levantamiento procede por cuanto esos fondos son 
de su propiedad, según consta de la escritura de cesión otorga- 
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da á so favor por don Antonio Pelaez, cesión de que tiene co- 
nocinliento el gobierno, lo que determina su don^inio, de acuer- 
do con los artículos 1457 y 1459, Código Civil, j en cuyo caso 
no han podido ser embargados, por no estar Pelaez en posesión 
de el1os« 

El representante del Banco se opuso á la solicitud de Ace* 
vedo* diciendo: quePelaez, en peticiones presentadas al Banco 
para arreglar el asunto, lia incluido entre sus bienes los fondos 
de que se trata ; que si Pelaez ha hecho la cesión, el Banco no 
loacepta, por cuanto perjudica su derecho^ y asíio ha soste- 
nido al contestar la demanda de tercería^ atacando aquella dé 
simulación; que trabado el pleiteen estas condiciones y llama- 
do autos, no procede la solicitud de desembargo del tercerista. 



Fiill« del Mwk^m Federal 



Buenos Aires, Enero 27 de .1896. 

Vistos': Por los fundamentos admitidos en el precedepte es- 

erito^ que el juzgado encuentra ajustados á derecho, no ha 

lugar al levantamiento del embargo solicitado en el escrito de 

fojaSB: 

Gervasio F. GraneL 



Wmltm de ln Suprem» C^rte 



Buenos Aires, Febrero 19 de 1898. 

Vistos y considerando : Que don Amadeo Acevedo dedujo por 
su escrito de foja dos, tercería de dominio sobre los fondos pú- 
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blicos embargados en el juicio ejecutivo seguido por el Banco 
Nacional en liquidación contra don Antonio Pelaez, por cobro 
de una letra, pidiendo que en oportunidad se levantara el em- 
bargo trabado sobra ellos. 

Que corrido traslado ai ejecutante y ejecutado, ambos lo eva- 
cuaron y el juzgado llamó autos. 

Que en este estado de la causa, Acevedo solicita á foja 22, 
que se alze inmediatamente el embargo, librándose al efecto el 
correspondiente oficio, y dejándose á salvo el derecho que crea 
tener el ejecutante para contestar la cesión que aquel alega ha- 
bérsele hecho de los fondos públicos depositados en el Banco de 
la Nación, y en que funda su tercería. 

Que es de doctrina inconcusa, que contestada la demanda, 
ésta no puede ser mudada, quedando inalterable. 

Que en el caso, elegida la vía de la tercería, en la forma y 
términos expresados, contestada la acción y consentido el pro- 
cedimiento pertinente, no es permitido variarla, como se ha 
pretendido á foja veintidós, debiendo esperarse la terminación 
del juicio por medio de la sentencia definitiva que corresponda, 
para obtener ó no» el objeto de aquella, según sea de justicia. 

Por estos fundamentos, y teniendo además presente lo dis- 
puesto en el artículo cincuenta y ocho de la ley de procedimien- 
tos, se confirma el auto apelado de foja treinta y uno, declarán- 
dose que las costas del incidente son á cargo de la parte de Ace- 
vedo. Repuestos los sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse 
con el original. 

AREL RAZAN. — OGTAVtO RUÑGE. 
— JUAN B. TORRENT. 
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CAUSA XIW 



Criminal contra don Francisco Araujo, por infracción de la ley 
de movilización de la guardia nacional 

* 

Sumario. — £1 infractor de la ley de movilización de guar- 
dias nacionales, inoorre en la pena de dos años de servicio mi- 
litar, en el ejército de línea. 



Caso. — Resulta del 



Füllo del Jttes FederM 



Buenos Aires, Setiembre 14 de 1897. 

T vistos: estos autos seguidos contra Francisco Aranj o, ar- 
gentino, de 20 años, soltero» jornalero, domiciliado Billingburst 
1723, por infracción á la ley de movilización, de los qn6 resulta: 

Que á foja 2 comparece á declarar el detenido y manifies- 
tano l)aber concurrido á la movilización correspondiente al 
presente año. 

Que el señor Prócuradoi fiscal, deduciendo la acusación co- 
rrespondiente, pide se aplique al procesado la pena establecida 
en el artículo 14 de la ley número 3318. 

Que el defensor de pobres, á foja 10, contestando el traslado 
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conferido, pide qne sa defendido sea abaaelto de onlpa 7. cargo 
en vista de la buena fé con que ha procedido al concurrir á en- 
rolarse presentando la fá de bautismo que recien el último día 
pudo conseguir, y atenta su humilde condición de pescador que 
no le permitía conocer debidamente las obligaciones en tal sen- 
tido. 

Qne abierta la causa á prueba no se produce ninguna, llamán- 
dose autos para definitiva á foja... 

Y considerando : Que el hecho de que se acusa al procesado 
se encuentra debidamente justificado con su propia declaración , 
prestada de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 316 del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal, para qne surta los efec- 
tos de la confesión 7 haga fé en juicio. 

Que no es admisible la excusa alegada por la defensa sobre 
el desconocimiento que tenía el procesado de su obligación de 
concurrir ¿ la movilización, por cuanto á ningún ciudadano le 
es permitido alegar como excusa la ignorancia de las leyes de 
su país. 

Que no habiendo justificado circunstancia alguna que le im- 
pidiese cumplir con aquella obligación, ha incurrido en la pena 
que establece el artículo 14 de la ley 3318. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo dictaminado 
por el Procurador fiscal, fallo, condenando á Francisco Aran jo 
á dos años de servicio militar, que deberá cumplir en el cuerpo 
del ejército que el poder ejecutivo nacional designe, debiendo 
descontársele el tiempo de prisión preventiva qne lleva sufrida 
á razón de un día de ella por otro de servicio militar. 

En consecuencia, y en la oportunidad debida', hágase saber 
al señor ministro de la guerra, al director de la penitenciaría y 
al jefe de policía. 

Notifíquese original. 

Gervasio J. Granel. 
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VISTA DEL SEfiOB PROCORADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 31 de 1897. 
Suprema Corte : 

Nada tengo qne observar contra la sentencia recurrida de 
foja 13 vnelta, cuyos fundamentos y conclusiones se ajustan á 
las constancias de autos, y á las prescripciones del artículo 14 
de la ley sobre servicio militar, número 3318. Pido por ello á 
y. E. se sirva confirmarla por sus fundamentos. 

Sabiniano Kier. 



Vullo de ln Suprenui Cf^rte 

Buenos Aires, Febrero 19 de 1898. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador general y por sus fundamentos, se Confirma, con costas, 
la sentencia apelada de foja trece vuelta. Devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUN6E. — JÜAlf E. TO- 
RRENT. 
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CAUSA XY 



Don Juan Busnelli contra don Pedro N. de María, por cobro 
ejecutivo de pesos; sobre condenaciotí en costas 

Sumario. — En la ejecncion en que el demandado ha proba- 
do en parte sa excepción, no procede la condenación en costas. 



Caso. — Lo explica el 



rullo del Ju#B Feder»! 



Buenos Aires, Setiembre 25 de 1897. 

Y vistos : la presente ejecncion seguida por don Juan Bus- 
nelli contra don Pedro N. de María, por cobro de la cantidad de 
seiscientos noventa y seis pesos n^oneda nacional, importe de 
honorarios devengados y sellos. 

Y considerando: Que el demandado ha opuesto á la acción 
intentada por Busnelli la excepción de pago parcial, fundándo- 
se en queá cnenta de los honorarios cobrados había pagado las 
siguientes somas : en Abril 11 de 1890, cien pesos ; en Enero 3 
de 1891, doscientos cuarenta y siete pesos ; en Agosto 7 del mis- 
mo año, setenta y cinco pesos; en Setiembre 9 del mismo año, 
cien pesos; y finalmente, en 14 de Diciembre del mismo, cien 
pesos, lo que hace un total de seiscientos veintidós pesos. 
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Qae para comprobar este pago ha acompañado los recibos de 
foja 595 j foja 596, firmados por Basnelli, coya autenticidad, 
no habiendo sido objetada por Busnelli, debe tenerse por reco- 
nocida (artícalo 86 de la ley nacional de procedimientos). 

Que respecto del recibo de setenta y cinco pesos, si bien 
Basnelli pretende que le fueron dados para abonar los honora- 
rios de un tasador que no llegó á prestar el servicio previsto, 
ni ha comprobado este hecho, ni ha manifestado de qué tasador 
se trata, y en todo caso no ha alegado haber devuelto el dinero 
que recibió por un servicio que dice no haber sido prestado, 
debiendo por todas estas razones tenerse dicha suma como pa- 
gada al mismo Busnelli, que es quien firma el recibo. 

Que respecto de los recibos de foja 608 y foja 609, resulta 
del simple examen de los autos, que ellos han sido presentados 
después de vencido el término de prueba,' por cuya causa no 
pueden ser considerados como válidamente presentados. 

Que si bien la parte de Busi^elli pretende que algunos de esos 
pagos han sido hechos por honorarios devengados en otros 
asuntos, no es menos cierto que no lo ha probado y por el con- 
trario, al absolver posiciones á foja 623, manifiesta € que no re- 
cuerda á causa del tiempo transcurrido en qué juicios, ante qué 
jueces, y en qué fecha ha seguido estos asuntos >, todo lo cual 
da lugar á que se tenga por insubsistente legalmente lo mani- 
festado por Busnelli al respecto. 

Que la cuenta de foja 602, por^valor de veinte pesos, ha sido 
presentada fuera de oportunidad, para poder ser considerada en 
la presente ejecución. 

Por estos fundamentos, fallo^ declarando comprobada la ex- 
cepción de pago parcial opuesta por de María á Busnelli hasta 
la cantidad de ciento setenta y cinco pesos moneda nacional j 
debiendo en consecuencia llevarse adelante la ejeeucion por lo 
restante ó sea quinientos veinte y un pesos de igual moneda^ 
sin especial condenación en costas, eu atención al resultado 

T. LXXII 5 



k 
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del presente jaícío. Notifíqnese original j repónganse las 

fojas. 

Agustín Urdinarrain. 



Wmiím úe im 0iipreiii» C^rte 



Buenos Aires» Febrero 24 de 1898. 

Vistos: Por sus f andamentos, se confirma la sentencia ape- 
lada de foja seiscientos treinta y tres, no haciéndose lugar á la 
condenación en costas, solicitada por el ejecntante en virtud 
de haber probado el ejecutado en parte la excepción opuesta. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS y. VÁRELA. —ABEL RAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. TO- 
RRENT. 



CAUSA XVI 



Don Rafael Gallino contra don Francisco Bonberan^ 
por interdicto posesorio; sobre competencia 

Sumario. — 1^ En las causas que tengan origen en actos ad- 
ministrativos del gobierno nacional, el demandado no puede de* 
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cliaar la jnrisdiccion de la jasticia federal alegando haber obra^ 
do en cumplimiento de órdenes de aquél . 

2° Esto corresponde al fondo de la causa, que, sea cual fuere 
SQ solucien, nada tiene que ver con la cuestión de competencia. 



Caso. — Lo explica el fallo déla Suprema Corte y el 



F»llo úel Jiies IPederiil 



Corrientes, Mayo de 1896. 

Vistos j resaltando : Qne don Martin Miranda, en represen- 
tación de don Rafael Gallino, se presentó exponiendo á foja 30: 
qne su mandante es propietario y poseedor de la casa y sitio 
correspondiente, ubicada en la calle Plácido Martínez, entre las 
deBioja y San Juan, según consta de los títulos de propiedad, 
que en veintiocho fojas útiles acompaña; que con motivo de las 
obras de calzada y desagüe de la región adyacente al muelle, se 
ha levantado el suelo con un terraplén cuyo nivel es superior al 
del terreno de la finca de su mandante, lo que ha venido á can- 
sarle perjuicios de consideración, impidiendo el desagüe de la 
casa y exponiéndola á ser anegada; que este hecho turba la po- 
sesión de su mandante, y le autoriza por consiguiente, parado- 
ducir la acción posesoria consagrada por los artículos 2499 y 
2500 del Código Civil, con el objeto de conseguir que se suspen- 
da la obra y que á la terminación del juicio se mande deshacer 
lo hecho; que de conformidad al artículo 337 de la ley nacio- 
nal de procedimientos instaurad interdicto de obra nueva con- 
tra don Francisco Barberan, empresario de las obras referidas; 
que para justificar el fuero, que lo refiere al inciso 4"^, artículo 
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2"*, ley sobre la jurisdíceion y competencia de los tribanales 
nacionales de 14 de Setiembre de 1863, pide que los testigos 
que nombra, digan si saben y les consta qne el demandado, 
Francisco Barberan, ha contratado con el gobierno nacional las 
obras dé calzadas y desagüe de la región adyacente al maelle. 

Qne justificado el fuero en la forma solicitada, se ordenó por 
el auto de foja 33 vuelta la suspensión provisional de las obras, 
y se convocó al denunciante y denunciado, á juicio verbal, en 
el cual expuso éste que el interdicto incoado no puede dirigir- 
se contra él, empresario de las obras que se practican en el 
muelle, porque no se trata de actos que le sean propios ó per- 
sonales, sino de actos administrativos ejecutados en nombre del 
gobierno nacional, que en el caso, y en su calidad de empresa- 
rio, es mero ejecutor de las obras ejecutadas y ordenadas por 
el gobierno de la nación, pudiendo decirse que á este respecto 
ejercita un mandato del gobierno; que siéndooste así el juzga- 
do es incompetente, porque la nación no puede ser demandada 
sin su consentimiento, ni directamente, ni por medio de sus 
mandatarios, ni por intermedio de aquellas personas que ejecu- 
tan órdenes del gobierno nacional; que no obstante lo expues- 
to, tampoco procede el interdicto, porque él implica que las 
aguas que salen de la propiedad de G-allino deben correr por el 
terreno que se ha formado con el terraplén mandado hacer por 
el gobierno nacional en la playa del Rio, á lo que se oponen los 
artículos 3099, 3102 y 2647 del Código Civil, estando, por el 
contrario, consagrada en las ordenanzas municipales de esta 
ciudad de Octubre 24 de 1879 y de Enero 16 de 1880, la regla 
que establece que á las aguas de los predios debe dársele salida 
á la calle, á fin de no molestar ó perjudicar á los vecinos; que en 
consecuencia, pide al juzgado rechace el interdicto y mande le- 
vantar la suspensión de las obras, con costas. 

Que oido por el demandante lo expuesto, se opuso, diciendo: 
que es absurda la pretensión del demandado, cuando cree que 
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está exento de responsabilidad por los actos de turbación ejecu- 
tados por él en menoscabo de la propiedad de Gallino, á título 
de que obra por orden del gobierno, dejando asi al perjudicado 
sin derecho ni acciones á título deque al gobierno no se le pue- 
de demandar, que la naturaleza misma de la acción de obra 
nueva, el carácter urgente que ella tiene, no permite investi- 
gaciones dilatorias tendentes á averiguar por qué y por quién 
se mandan ejecutar las obras que motivan el interdicto, bastán- 
dole al damnificado saber quién es el autor directo de la turba- 
ción para dirigirse contra él, sin necesidad de averiguar si pro- 
cede por mandato ó en representación de tercero; que en cuanto á 
que la casa deOallino pretenda tener desagüe en un terreno in- 
ferior, no es exacto, porque según resulta de los títulos presen- 
tados, el límite de su terreno es el rio Paraná, y por consi- 
guiente, el desagüe debe caer en él, sin que el gobierno ni per- 
sona alguna tenga derecho á modificar la condición de su do- 
minio sin acuerdo y las indemnizaciones correspondientes; que, 
por último, estando confesados ios hechos en que se funda el 
interdicto, se hace innecesaria la prueba, y pide al juzgado que 
resuelva el caso de conformidad con lo solicitado en el escrito 
de demanda. 

Con estos antecedentes terminó el juicio, ordenándose se pu- 
sieran los autos al despacho para resolver. 

Y considerando: Que el presente interdicto de obra nueva, 
instaurado por don Martin Miranda en representación de don 
Hafael Gallino, se ha dirigido contra el empresario de las 
obras de calzada y desagüe que se construyen en la región ad- 
yacente al muelle de esta ciudad, ó sea, contra el señor don 
Francisco Barberan, que es quien contrató con el gobierno na- 
cional la ejecución de esas obras, según las propias expresiones 
de la demanda; que ya se considere la acción instaurada por 
Gallino como una acción posesoria, ó como indemnización de da- 
ños y perjuicios, derivada de la turbación de su posesión^ con- 
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sistente en la obra nueva q^ne denuncia, ninguna de las dos ac- 
ciones puede ser dirigida contra Francisco Barberan, empresa-, 
rio de la obra. 

En el pritner caso, no sólo porque el menoscabo ó Qiengua 
que pudiera sufrirla propiedad del demandante no cedería en 
beneficio de aquel, sino en el del gobierno nacional, dueño déla 
obra, que se ejecuta, pues en esto estando acuerdo denunciante 
'j denunciado, sino también, porque respecto de Barberan no 
podría cumplirse el único objeto que tienen las acciones pose- 
sorias; ó sea, obtener la restitución de la pcíaesion, ó la manten- 
ción de la posesión en sn plenitud y libertad, ya que él no pue- 
de alterai; la obra, de la que no es dueño sino mero ejecutor. 
En el segundo caso', esto es, si la acción fuese de indenmiza- 
cion de. daño, tampoco procedería contra Barberan, porque el 
hecho que lo moti^va no es el resultado de una libre determina- 
ción de su parte, circunstancia indispensable para que el acto 
déla turbación de la posesión se repute delito, artículo 1076 

• I a 

del Código Civil, y cree la obligación consagrada por el artícu- 
lo 1109 del mismo. 

Que de lo expuesto resulta qpe, siendo el gobiefno na- 
cional el autor de las obras mandadas efectuar con el em- 
presario constructor Francisco Barberan, que motivan este 
interdicto, e^ contra él que debió dirigirse la acción tenden- 
te á conseguir la manutención de la posesión en su plenitud y 
libertad, ó la indemnización del daño. 

Que si esto es así, y siendo un principio inconcuso estableci- 
do por la Suprema Corte, que el gobierno nacional no puede ser 

* * 

demandado sin su consentimiento, es evidente que esté juzga- 

« 

do es incompetente para entender en el presente interdicto, que 
tiene por objeto la suspensión y demolición de las obras man- 
dadas ejecutar por aquél, ya que Barberan no es sino un em- 
presario constructor de ellas. 
Que resuelta así la excepción de incompetencia deducida por 
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el denuneiado, no hay para qué entrar á considerar la aocion 
principal incoada por el denunciante. 

Por estos fundamentos, el juzgado se declara incompetente 
para conocer en el presente interdicto de obra nueva, mandan- 
do, en consecuencia, levantar la suspensión provisional decreta- 
da, sin especial condenación en costas, por no encontrar mérito 
para imponerlas. Hágase saber en el original, y repónganse las 
fojas. 

E. A. Lujambio. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Rueños Aires, Junio 2 de 1896. 

Suprema Corte: 

Nada necesito agregar á las consideraciones del auto recurri- 
do de foja 40 vuelta, una vez que no se trata de actos de carácter 
privado, sino de la ejecución de una obra de carácter público, 
ordenada y costeada por la autoridad de la nación, bajo la di- 
rección de sus oficinas técnicas. Pido por ello áV. £. la confir- 
mación, por sus fundamentos, del auto recurrido. 

Sabiniano Kier. 



Wmtlm de 1» Suprem» Corte 

Buenos Aires» F'ebrero 24 de 18984 

Vistos : Considerando : Que según resulta de las constan- 
cias de autos la acción posesoria deducida por don Rafael Ga« 
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llino, en la demanda de foja treinta, loha sido contra don Fran- 
cisco Barberan como empresario de las obras allí mencionadas, 
cuya ejecución había contratado con nn agente del gobierno 
nacional, cumpliendo dicho agente con órdenes de este último. 

Que con tal motivo, es evidente qne se trata de nn pleito que 
se inicia entre particulares, teniendo por origen actos adminis- 
trativos del gobierno nacional, lo que hace que el conocimien- 
to del caso corresponda á la justicia federal, con arreglo á la 
terminante disposición del artículo segundo, inciso cuarto, de 
la ley de jurisdicción y competencia de los tribunales naciona- 
les, de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres . 

Qne para la correcta solución de la cuestión de competencia, 
no debe confundirse, como ha sucedido en el auto apelado, lo 
que es materia de jurisdicción federal con lo que concierne á la 
responsabilidad del demandado, cuestión que corresponde al 
fondo de la causa, y que sea cual fuere su solución, nada tiene 
que ver con la de competencia. 

Que el juez a qiu)^ en el caso sub-judice, no ha podido decla- 
rar que la acción posesoria deducida á foja treinta contra Bar- 
beran, no ha debido dirigirse contra él, desde que se le ha de- 
signado y ha resultado ser el autor personal de la turbación de 
que se reclama, circunstancia que basta para que la acción po- 
sesoria se intente válidamente, aunque el perturbador pretenda 
no haber obrado sino en el interés y por orden de un tercero, 
como lo enseña el codificador argentino en la nota al artículo 
dos mil cuatrocientos ochenta y dos del Código Civil, y lo ha 
establecido la jurisprudencia de esta Suprema Corte. 

Que no desautoriza la verdad de la anterior conclusión, el 
hecho de que ese tercero sea el gobierno nacional y que el autor 
personal de la turbación sea un agente suyo, porque, como lo 
dice Story, On the Constitution, § 1677: c Respecto de la pro- 
piedad, Idk acción en cuanto á las violencias se lleva inmediata- 
mente contra sus perpetradores, los que pueden ser demandados 
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7 no paeden defenderse de la debida responsabilidad bajo el 
pretexto de la imaginaria inmunidad del gobierno. Así, por 
ejemplo, cualquier agente del gobierno que invada injustamen- 
te la propiedad de un ciudadano, so color de una autoridad pú- 
blica, debe, como cualquier otro violador de las leyes, respon- 
der de los daños causados >• 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de fo- 
ja cuarenta, declarándose que el inferior es competente para 
conocer en esta causa. Devuélvanse, en consecuencia, los autos 
para que reasumiendo la jurisdicción deque se ha desprendido 
proceda con arreglo á derecho. Notifíquense coa el original y 
repóngase el papel. 

LUIS V. VARfcLA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 

r 

TORRENT. 



/ 



CAVfi^A XYIl 



Doña Angela Londó de Escala, en tercería de dominio contra 
don Carlos Calck y don César A . Escala; sobre recurso contra 
resoluciones de la Cámara de Comercio de la Capital. 

Sumario. — No procede recurso contra las resoluciones de 
los tribunales ordinarios, si el caso no es de los determinados 
en el artículo 14 de la ley de jurisdicción. 
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Caso, — Don César A. Escalase presentó interponiendo re- 
curso de una resolución de los tribunales locales de la Capital, 
por la que se le obligaba á comparecer conjuntamente con su 
esposa, ó sea, á una misma audiencia, con 6l objeto de absolver 
posiciones, dijo que no existe ley que lo obligue á ello. 



Vallo de I» Suprem» C^rCe 



Buenos Aires, Febrero 36 de 1898. 

No estando el caso comprendido en ninguno de los d-etermi- 
nados por el artículo catorce de la ley de jurisdicción, ni tra- 
tándose de una sentencia definitiva, se declara improcedente 
el recurso deducido. Hágase saber y archívese. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E.TORRENT. 



CAVfilA .l^YIII 



Banco de Londres y Brasil contra Luis Scheiner y compañía, 
por cobro de pesos ; sobre competencia 

Sumario, — Para que la causa de una sociedad anónima con- 
tra una sociedad particular corresponda al fuero federal, es ne- 
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cosario probar qoe los que componen esta última son todos ex- 
tranjeros. 



Caso, — Resulta del 



ACUERDO Y SENTENaA DE LA CÁMARA DE APELACIONES 

' DE LA CAPITAL 



Buenos Aires, Noviembre 20 de 1897. 

Reunidos los señorea vocales en la sala de acuerdos y traídos 
'para conocer los autos seguidos por el Banco de Londres y Bra- 
sil contra don Luis Scbeiner y compañía, por cobro de pesos, se 
practicó la insaculación que ordena el articulo 256 del Código de 
Procedimientos, resultando de ella que debían votar los señores 
vocales en el orden siguiente: doctores García, Saavedra, Pé- 
rez. 

Estudiados los autos, la cámara planteó la siguiente cues- 
tion á resolver : 

¿Es procedente la excepción de incompetencia de jurisdic- 
ción opuesta por el ejecutado? 

El doctor García dijo: Según lo dispuesto por el artículo 9^ 
de la ley de 14 de Setiembre de 1863^ sobre competencia de los 
tribunales nacionales, las sociedades anónimas son reputadas, 
para los efectos del fuero, como ciudadanos de la nación, y esta 
disposición es aplicable al ejecutante, el Banco de Londres y 
Brasil (posiciones de foja 64). Si el ejecutante fuera extranje- 
ro, esta causa sería de la competencia del juez nacional de la ca- 
pital (artículo 2^ de la misma ley), pero tratándose de una so- 
ciedad colectiva, debe atenderse á la nacionalidad de todos 
los miembros de la sociedad, siendo preciso que cada uno de 
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ellos se halle en el caso previsto por el citado artículo 2^ de la 
ley, pues así lo dispone el artículo 10. 

Los demandados en esta causa son Luis Scheiner y compa- 
ñía y en esta forma han firmado el documento de foja 1 que 
motiva esta ejecución. Desde luego se presume que existe tal 
sociedad, según la disposición expresa del inciso?® del artícu- 
lo 298 del Código de Comercio. Como consecuencia de esto el 
ejecutado ha debido, 6 manifestar quiénes eran los socios y 
probar que todos ellos eran extranjeros, para que fuera proce- 
dente la excepción opuesta, ó justificar en forma legal que no 
tenía socio alguno . 

La excusa dada de que agregaba á su firma el aditamento 
c y compañía > por ser costumbre del país, sin tener socio algu- 
no, no es admisible; siendo cierto, ello constituiría un abuso« 
una falsedad que no puede ser consentida. De todos modos, en 
vista de la presunción legal sancionada por el artículo 298 del 
Código de Comercio, correspondería al ejecutado destruir la 
presunción por los medios que el derecho previene. 

Por estas consideraciones, voto por la negativa. 

Por razones análogas, los doctores Saavedra y Pérez se ad- 
hirieron al voto anterior. 

Con lo que terminó este acuerdo que firmaron los señores vo- 
cales doctores 

Saavedra. — García.— Pérez. 

Ante mí: 

Luis S. Aliaga. 
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VISTA DEL SEfiÓR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Febrero 11 de 189S. 
Suprema Corte : 

Habiéndose cnestionado en esta causa sobre procedencia de 
la aplicación de la lej especial del Congreso, sobre competen- 
cia 7 jurisdicción nacional, y siendo la resolución recurrida por 
el recurrente, opino que procede en el caso, el recurso concedido 
para ante Y. E., por auto de foja 77 vuelta. 

Entrando por ello al fondo de la resolución recurrida, pienso 
debiera confirmarse por sus fundamentos; pues habiendo afir- 
mado el recurrente, bajo su firma, en el documento otorgado á 
foja 1% que lo constituye bajo una firma social, á éi incumbe 
la prueba de que esa sociedad no existe, ó deque los que la for- 
man son todos argentinos. Por ello pido á Y. E. se sirva con- 
firmar, por sus fundamentos, el fallo de la Excma. Cámara a 
quo, de foja 85 vuelta. 

Sabiniano Kier. 



Falla de 1» Huprem» Carte 

Buenos Aires, Marzo 1* de 1898. 

Yistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, y por sus fundamentos, se confirma, con 
costas, la sentencia apelada de foja ochenta y cinco vuelta. 

Repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS y. VÁRELA.— ABEL BAZAN* 
— OCTAVIO BONGE.— JUAN E. 
TORRENT. 



78 FALLOS DE LA SUMEMA CORTE 



CAUSA XIX 



Don Juan Coronado por don Luis Maiotti^ por daños y perjui^ 
dos; sobre recurso de resolución de la Cámara de Apelado- 
nes de la Capital. 

Sumario. — lia resolución délos tribanales ordinarios man- 
dando derolTer an escrito por no estar firmado por letrado, no 
autoriza el recurso á la Suprema Corte. 



Caso. — Don Juan Coronado se presentó á la Suprema Corte 
exponiendo: Que ejercitando su oficio como procurador públioo 
patentado, y representando la persona y los derechos del señor 
Luis Maiottí, ocurrió ante él señor juez civil de la capital doe- 
tor Arana, demandando el pago de daños y perjuicios que á di- 
cho señor Maiotti le habían sido cobrados por sentencia dada 
en la jurisdicción criminal, y el señor juez ante quien demandó, 
puso esta providencia: c no estando firmado por letrado, de- 
vuélvase >. 

Que no creyendo arreglada dicha providencia, en razón de no 
existir en vigencia ley alguna que le obligase á hacer lo que el 
juez inferior y tribunal superior, colocándose en el lugar de la 
ley le mandan que haga, y no atribuyendo la Constitución es- 
ta facultad á los jueces sino á la ley, puesto que los jueces no 
hacen leyes y sólo tienen facultad para interpretarlas y aplicar- 
las cuando existen, pidió inmediatamente reposición de tal pro- 
videncia, interponiendo el recurso de apelación subsidiaria pa- 
ra el caso denegado. 
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El juez inferior denegó la reposición solicitada, concediendo 
la apelación; y el tribunal superior, confirmando la resolución 
delinferior 7 denegando el recurso interpuesto para ante la Su- 
prema Corte le obliga á ocurrir de hecho como lo hace, de acuer- 
do con lo dispuesto en el artículo 14 de la ley de 14 de Setiem- 
bre de 1863, sobre competencia de los tribunales nacionales, en 
razón de tratarse de una sentencia definitiva dada por un tri - 
bunalde provincia en una cuestión fundamental respecto de la 
inteligencia y validez de cláusulas de la Constitución, y de ser 
dicha sentencia contraria á la validez del derecho y exención 
fundados en dichas cláusulas, y de haber sido ellas materia de 
litigio. 

VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

» 

Buenos Aires, Noviembre 20 de 18d7. 

Suprema Corte: 

La Constitución nacional ha declarado por su artículo 18, in- 
violable la defensa en juicio, de la persona y de los derechos. 

Pero la defensa consagrada en ese artículo, como un requisi- 
to necesario, no podría ejercerse jamás con latitud tan amplia 
que pudieran conculcarse las leyes, la moral, los respetos á la 
magistratura, los procedimientos judiciales, las conveniencias 
sociales. Libertad tan amplia, contrariando los propósitos mis^ 
mos de la garantía constitucional, podría llevar la anarquía al 
foro, el escándalo á los debates, y tantas perturbaciones seña- 
ladas, aún en las leyes antiguas. 

Para evitar tales consecuencias el mismo Código fundamen- 
tal que consagra la inviolabilidad de la defensa, prescribe por 
su artículo 14 c que todos los habitantes de la nación gozan el 
derecho de peticionar ante sus autoridades, conforme d las le-- 
yes que reglamentan su ejercicio > . 
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De ahí ha surgido necesariamente el Código de Procedimien- 
tos, creación indispensable en todas las civilizaciones, para de- 
terminar las formas comunes del ejercicio de todos los dere- 
chos, y especialmente el de la defensa en juicio. 

El juez de primera instancia y la cámara a quo han aplica- 
do las leyes de procedimientos de la capital federal, al decidir 
el requerimiento de firma de letrado en el ca6o sub-judice, de 
representación de un tercero, segnn los antecedentes expuestos 
por el mismo recurrente en queja. 

Si las del antiguo régimen están aún en vigencia como leyes 
suplementarias respecto de los puntos no legislados por los có- 
digos de actualidad ; si aquellas de la antigua ó nueva recopila- 
ción, olas del Código de Procedimientos para la Capital, han 
sido bien ó mal aplicadas en el caso, son puntos que no caen ba- 
jo la jurisdicción de V. E. 

La ley de 14 de Setiembre de 1863,prescriptíva de esa juris- 
dicción, sólo la acuerda á Y. E. respecto de los juicios radica- 
dos ante los tribunales de provincia ó de la Capital cuando la 
apelación serenero á una sentencia definitiva dictada contraía 
validez de alguna cláusula de la Constitución, tratado ó ley del 
Congreso, ó de una autoridad ejercida á nombre de la nación. 
Pero si resulta que la Constitución no ha establecido reglas pa- 
ra el ejercicio del derecho de defensa en juicio, que ha referido 
su determinación á las leyes reglamentarias, que esas leyes,aán 
emanando del Congreso, formando parte de los códigos Civil, 
Penal, Comercial y de Minería y con m^yor razón del de Proce- 
dimientos, peculiar á cada provincia, están excluidas de ese re- 
curso, segnn la disposición del artículo 15 de la ley citada, y fi- 
nalmente que, para que el recurso del artículo 14 proceda ante 
Y. E. debe relacionarse directa é inmediatamente con lascues- 
tiones sobre validez de las cláusulas constitucionales, como lo 
prescribe la ley y ha sido establecido por una constante juris- 
prudencia; el recurso traido, refiriéndose sólo á indebida aplica- 
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cion de las leyes de procedimientos en la jurisdicción común, 
está fuera del régimen del artículo 14 de la ley de competencia 
nacional. Pido á Y. £. se sirva asf declararlo. 

Sabiniano Kier, 



Fallo de I» Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 1* de 18d8. 

7istos en el acuerdo: Considerando: Que según resulta de ia 
propia exposición del recurrente, la sentencia apelada para ante 
esta Suprema Corte no hace lugar á la defensa sin firma de letra- 
do, que pretende hacer el procurador Coronado de la persona 
que le ha confiado su representación en el juicio á que se refie- 
re, dejando para ello, según expone, de hacer el tribunal a quo 
la correcta aplicación que debiera, y se desprende claramente 
de los artículos ocho, nueve y diez y siete del Código de Pro- 
cedimientos para los tribunales nacionales de la Capital, y pro- 
cediendo también con manifiesta violación de los artículos die« 
y ocho y diez y nueve de la Constitución nacional. 

Quo esta Suprema Corte tiene declarado en repetidos casos, 
que no procede para ante ella el recurso que acuerda el artículo 
catorce de la ley de jurisdicción y competencia de los tribuna- 
les nacionales de catorce de Setiembre de mil ochocientos. sesen- 
ta y tres, délas sentencias de los tribunales de provincia, y en 
su caso, de la Capital, que resuelvan puntos regidos por sus res- 
pectivas leyes de procedimiento, cuando éstas no fuesen impug- 
nadas como contrarias á la Constitución ó violatorias de leyes 
del Congreso, debiendo agregar que tal recurso no resultaría 
procedente, porque se alegue con manifiesta incongruencia, co- 

T. LXXU 6 
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mo ha saoedido en el presente caso, que se ha violado el artícu- 
lo diez y naevede la Constitncion nacional. 

Que no siendo sinónimos, ni de igual importancia en el de- 
recho procesal la defensa en juicio, que declara inviolable el ar- 
tículo dieciocho de ia Constitución y la representación de las 
personas que actúan en él por medio de procuradores, mal pue- 
de decirse que ha sido violado dicho artículo porque se niegue 
á éstos el derecho de hacer aquélla, no siend(» por esta circuns- 
tancia viable el recurso que se deduce para ante esta Suprema 
Corte, desde que su procedencia no aparece prima facie como 
debiera, con arreglo al artículo quince de la ley de jurisdicción 
y competencia. 

Por estos fundamentos, y concordantes de la vista ' del señor 

« 

Procurador general, se declara bien denegado el recurso. Hága- 
se saber con el original y repuestos los sellos, archí?ese. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 

I 

—OCTAVIO BUNGE.— JUAN B. 
TORRENT. 



CAUSA XX 



Don José C, Quintana por isidro Seller y hermanos contra el 
capitán del vapor c Victoria >, por cobro de pesos ; sobre re- 
gulación de honorarios. 

Sumario. — El apoderado de la parte vencedora en el juicio, 
puede, sin necesidad de poder especial, pedir que se regulen 
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las costas en que ha sido condenado el contrario, y cobrar su 
importe. 

Caso^ — Don José C. Quintana, por los señores Seller her- 
manos, se presentó al juzgado diciendo : qne fallado el asunto, 
con costas, á favor de su parte correspondía la regulación de los 
hsnorarios de abogados y procuradores que por ella hablan 
intervenido en la causa. A este efecto hizo la estimación délos 
respectivos honorarios, para que se tramitara con el condenado 
en costas y las pagara oportunamente. 



Fallo del Summ Fedeml 

Rosario, Agosto 23 de 1897. 

) 

Y vistos: Disponiendo la ley de Agosto 31 de 1894, en sus 
artículos 2^ y 7® que sean el mismo abogado y procurador que 
hayan intervenido en el juicio los que deben t)re8entar al juz- 
gado sus respectivas cuentas de honorarios para que el juez de 
. la causa las aprecie; y no constando que así se haya procedido, 
ni tampoco el señor Quintana tuviera la representación del abo- 
gado y procurador^ no se hace lugar á la regulación solicitada. 
Repóngase. 

Daniel Goytia. 



Auto del Juea Federal 



Rosario, Setiembre 16 de 1887. 



Vistos y considerando: l^Que según dispone el artículo 4 de 
la ley nacional de enjuiciamiento, la persona que se presente 
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en juicio por un derecho qae no sea propio, aanque le competa 
ejercerlo por subrogación del acreedor en los casos establecidos 
por los artichilos 767 y siguientes del Código Civil, está obliga- 
do^ al gestionar esos derechos, á acompañar con su primer escri- 
to los documentos que acrediten su personalidad, sin la cuál no 
se dará curso á sus pretensiones. 

S^ Que no habiendo cumplido lA parte de Seller con el deber 
de acreditar^ con documento público privado, qué queda facul- 
tado 6 subrogado en los derechos del abogado doctor Bivas y 
]¡)rocnrador Lassaga, para gestionar la regulación de los honora- 
rios qae á éstos les correspondan, no tiene derecho para tomar 
la representación de intereses ajenos. 

Por estas consideraciones y las del auto de foja 4, no se ha- 
ce lugar ala revocatoria solicitada. 

Concédese en relación el recurso de apelación subsidiaria- 
mente interpuesto. Elévense al superior con la nota de estilo. 
Repóngase. ^ 

Daniel Goyíia. 



Fallo de 1» Suprema Carie 



Buenos Aires, Marzo 3 de 1898. 

Vistos y considerando : Que según resulta de los términos de 
los escritos de fojas primera y cinco, la gestión promovida en 
este incidente por el apoderado de la parte de Seller, tiene por 
objeto hacer efectiva la condenación en costas, contenida en la 
sentencia definitiva que corre á foja ciento quince de los autos 
agregados. 

Que siendo dicha condenación pronunciada á favor déla parte 
vencedora en el juicio, el apoderado de Seller se halla facultado 
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debidamente para cobrar del contrario el pago de las costas 
procesales, sin necesidad de poder especial dado al efecto por el 
mandante, como lo tiene resuelto esta Suprema Corteen el ca- 
so análogo que se registra en el tomo sesenta y dos, página cien- 
to veinte y seis de los fallos. 

Que no obsta á esta oonclusion lo dispuesto en los artículos 
dos y siete de la ley de treinta y uno de Agosto de mil ochocien- 
tos noventa y cuatro, sobre regulación de honorarios, d^sde que 
la parte vencedora en el juicio manifiesta haber abonado ya 
privadamente los correspondientes á su abogado y procurador, 
y que la petición que deduce para que sean judicialmente deter- 
minados, tiene por fin fijar sus relaciones con el vencido para 
hacer efectivo el derecho que le acuerda la sentencia mencio- 
nada, de reembolsarse de los gastos del juicio. 

Por estos fundamentos, se revocA el auto apelado de foja cua- 
tro, declarándose que debe precederse á la regulación de hono- 
rarios pedida en el escrito de foja primera, con arreglo á las dis- 
posiciones de la ley de la materia. 

Bepóngase el papel y devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA.— ABEL BA^AN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 
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CJAVSA \XE 



Criminal contra Enrique Constatl Roper^ por adulteración de 
los libros de la Dirección general de rentas ; sobre prisión 
preventiva. 

Sumario. — El auto de prisión preventiva es apelable, y debe 
ser revocado si en antes no resultan llenados los extremos del 
artículo 366, Código de procedimientos eñ lo criminal. 



Caso.—- Besultade las siguientes piezas : 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 



Buenos Aires, Diciembre 23 de 18H7. 

Señor Juez: 

Está demostrado de una manera completa que se han adulte- 
rado los libros de la Dirección general de Rentas en el sentido 
de hacer figurar como libradas á la venta al público en 29 de 
enero, ciertos sellos que en realidad lo fueron en 19 del mismo 
mes, sellos que se utilizaron en un testamento, cuya validez 
atacaba ante los tribunales el procesado Enrique Constatt 
Roper . 

Está igualmente demostrado, por varias declaraciones, y para 
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citar algunos, Tallaferro, foja 29-, Blanco, foja 50^ qae dicho 
Constatt estovo varias veces en la oficina y tuvo á su disposi- 
ción los libros en que se hizo la adulteración j si bien tam- 
bién se agrega que estuvo en dicha oficina, contra la prác- 
tica reglamentaria que prohibe á los particulares compulsar 
los libros de ese género, ésto no pasaría de una irregularidad 
imputable á los empleados, que en manera alguna excusaría ó 
alejaría las presunciones ó indicios que resultan en contra de 
Constatt. * 

Pero entrando á examinar cuál haya sido el objeto de la 
adulteracion,^ salta á la simple vista que no ha sido otro que el 
de facilitar el informe de foja 12 del expediente agregado, solici- 
tado por el mismo Constatt, para demostrar ante el juzgado de 
lo civil del doctor Arana, que los sellos de referencia fueron es- 
pendidos con posterioridad á la fecha en que se otorgó el testa- 
mento, fundamento principal éste en que apoyaba la nulidad 
del mismo que tenía deducida. 

Dados estos antecedentes y sin dejar pasar por alto la cir- 
cunstancia de que tanto el abogado defensor doctor Zavaleta 
como el representante del procesado renunciaran sus cargos en 
el juicio civil por considerarlo inmoral, no trepido en asegurar 
que en el caso presente hay bastantes elementos para que 
Y. E. decrétela prisión preventiva de Enrique Constatt Bo- 
per, de acnerdo con lo establecido en el artículo 2 del Código 

de procedimientos en lo criminal . 

J. Botet, 

rallo del Jíuea Federal 

Buenos Aires, Diciembre 24 de 1897. 

Autos y vistos: Encontrándose reunidos en el presente caso 
, los extremos á que se refiere el artículo 366 del Código de pro- 
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codímientos en lo criminal, constituyase en prisión preventiva 
en el departamento de policía, en calidad de incomanicado áEn* 
riqne Constatt Roper, sin sobrenombre ni apodo, argentino, de 
treinta y tres años de edad, casado, comisionista de bolsa y 
domiciliado en la calle de Pedernera, número O (Flores), á qnien 
se procesa por adulteración y falsificación de documentos nacio- 
nales, debiendo permanecerá la orden de este juzgado. 

A los efectos del artículo tí 1 de la citada ley, trábase embar- 
go en sus bienes por la suma de cinco mil pesos moneda nacio- 
nal, debiendo librarse el mandamiento de estilo, el que deberá 
ser entregado al oficial de justicia para su diligenciamiento. 
Fecho, vuelva. 

Gervasio F. Granel. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Febrero 17 de 1898. 
Suprema Corte: 

£1 artículo 5(M del Código de procedimientos en lo criminal, 
sólo autoriza el recurso de apelación contra los autos interlo- 
cutorios, en cuanto decidan algún artículo ó cansen gravamen 
irreparable. 

£1 de foja 88 no reúne aquellas condiciones, es un auto de 
carácter interlocutorio, contra el que sólo pudo usarse del recur- 
so de reposición y apelación en subsidio, al que se refieren los 
artículos 498 y 500 del Código de procedimientos citado. . 

Si no obstante, Y. £. creyera que el recurso de foja 90 
fué legalmente concedido, pienso que el auto recurrido de foja 
87 es arreglado á derecho, porque median conjuntamente en 
esta causa, los tres requisitos que parala conversión de la sim- 
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pie detención en prisión preventiva, determina al artículo 366 
del Código de procedimientos penales. 

En su consecnencia pediría á Y. E. la confirmación del 
auto recurrido. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 5 de 1898. 

Vistos 7 considerando: Que el auto de prisión ha sido dictado 
considerando el juez a quo que las constancias de autos bastan 
para justificar los extremos del artículo trescientos sesenta y 
seis del Código de procedimientos en materia criminal. 

Que á fin de resolver si existe en autos la semiplena prueba 
ó indicios vehementes que autoricen la prisión, es, por tanto 
indispensable entrar á estudiar las constancias del proceso, y 
aplicar la ley á sus resultados. 

Que si bien diversas declaraciones de empleadosde la oficina 
de papel sellado, afirman que el procesado Constatt ha tenido 
en su poder el libro que aparece adulterado, todos los testigos 
están conformes en declarar que Constatt no sacó el libro de las 
oficinas, que lo examinó sólo en ellas* delante de los empleados 
y que ninguno le vio hacer en él raspaduras ni alteraciones. 

Que, por otra parte, todos los empleados declarantes están 
conformes en que, con arreglo á las disposiciones que rigen el 
easo, no pudieron ni debieron mostrar el libro á ningún parti- 
cular, ajeno al personal de la oficina, como lo era Constatt, lo 
que prueba que ellos faltaron á su deber al facilitárselo al pro- 
cesado. 

Que los peritos calígrafos nombrados declaran á propósito de 
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las adulteraciones, que cotejadas éstas con los guarismos escri- 
tos por Constatt á foja... dan un resultado negativo. 

Que la única presunción que contra éste puede nacer^ es la 
que arrojan las declaraciones de los empleados de la oficina, 
fundada sólo en el hecho de que Constatt tuvo el libro enau po- 
der, 7 esta presunción pierde su fuerza y su importancia si se 
piensa que quienes la formulan son precisamente aquéllos que 
en el caso de existir adulteraciones, deberían explicar satisfac- 
toriamente cómo han podido ellas producirse en libros que esta- 
ban bajo su custodia jque no pudieron ni debieron entregarse 
á particulares. 

Que, en consecuencia, de autos no aparecen llenados los ex- 
tremos del artículo trescientos sesenta j seis del Código de 
procedimientos para decretar en su mérito el auto de prisión 
preventiva. 

Por estos fundamentos, 7 siendo apelable el auto de prisión 
preventiva, como lo tiene declarado esta Suprema Corte, se 
revoca el auto de foja y devuélvanse. 

LUIS y. YAAELA. — ABEL BA- 
ZAN. — OCTAVIO BUMGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA XXll 



Contra los miembros de la mesa del deparlamento de Giménez 
Primero^ en la provincia de Santiago, por infracción de la 
ley de elecciones. 

Sumario. — No comete infracción el jaez de paz que no ha 
instalado la mesa en el panto donde antes se efectuaban las 
inscripciones, si dicho panto ha cesado de ser el asiento del 
juzgado, y ha caido en ruinas la iglesia que allí existía. 



Caso. — Besnlta del 



Fallo d«l Jíuea Federal 



Santiago, Diciembre 17 de 1897. 

Y vistos los iniciados por el ciudadano don Francisco Aranda, 
contra los miembros de la junta de inscripción del departamento 
de Oimenez Primero, por infracción ala ley electoral, consis- 
tente dicha infracción, en no haber los acosados, bástala fecha, 
instalado la mesa en la villa de Pozo Hondo, cabeza del referi- 
do departamento, asiento de la Iglesia parroquial y donde siem- 
pre se habían efectuado inscripciones y elecciones, todo según 
lo afirma el denunciante. 
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Señalada la aadienciapara tramitar el jaioio coq arreglo á la 
lej de la materia, sólo fueron notificados por la autoridad comi - 
sionada á este efecto el juez de paz Juan G. Diaz y los titulares 
de la junta, Domingo Gardoso y Vicente Gómez, para que bajo 
apercibimiento, comparecieran á aquella á levantar los cargos. 

Sólo compareció al acto el juez de paz, contra quien se siguió 
la denuncia, prosiguiéndose también contra las dos personas 
notificad as. 

El juzgado por la presente, declara rebeldes á Cardozo y 
Gómez. 

El referido juez de paz Diaz expresa: que desde que fué nom- 
brado en tal carácter, instaló la mesa en el juzgado de paz de 
Puerto Sánchez, porque en Pozo Hondo no había juzgado y la 
iglesia estaba en completo abandono y destrucción, que si en 
años anteriores la mesa funcionó en Pozo Hondo, fué porque 
entonces había iglesia y juzgado de paz. 

Abierta la causa aprueba, el actor ha producido la testimo- 
nial de Sebastian Gómez y Donato Sánchez; y el reo, la declara- 
ción de don Hilarión Iramain. 

Los testigos Gómez y Sánchez declaran con precisión, uni- 
formidad y concordancia, que el primer domingo de inscripción 
no se instaló la mesa en ningún punto por el juez de paz, en- 
tonces donTiburcio Gómez, que el segundo domingo, funcionó 
en la estación de Pozo Hondo y no en el juzgado, porque éste 
no existía, ni en la iglesia^ porque ésta se encontraba destruida 
y abandonada, desde hacía mucho tiempo; que desde que Diaz 
fué nombrado juez de paz de Giménez Primeru, esto es desde el 
tercer dia de inscripción, la mesa se instaló y continuó funcio- 
nando en el juzgado de paz del departamento, que estaba esta- 
blecido en Puerto Sánchez. 

La declaración del testigo Iramain concuerda en su mayor 
p arte con las anteriores. 

Para mejor proveer se decretó la diligencia de foja 14. 
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Y considerando : Que está plenamente oomprobado qoe el 
primer dia de inscripción la mesa no se instaló por los miem- 
bros de la jnnta, en ningún punto del departamento Giménez 
Primero, siendo por ese hecho responsables, con arreglo á la ley 
de elecciones, los miembros que entonces componían dicha 
junta, entre ellos, Domingo Cardoso y Vicente Oomez. 

Que respecto al segundo dia de inscripción, por haberse ésta 
practicado en la estación, siendo únicamente las dos personas 
antes nombradas, á quienes el infrascripto debe juzgar y en 
mérito de la primer infracción y consiguiente pena en que ellos 
han incurrido, no pueden ser responsabilizados nuevamente por 
aquel acto, dado el caso en que la mesa debió instalarse en la 
iglesia. 

Que por loque hace á la inscripción del tercero y subsiguien- 
tes dias en Puerto Sánchez y no en la iglesia ó juzgado de paz 
de Pozo HondOy debe tenerse en consideración y con referencia 
exclusivamente al juez de paz Diaz : 1** que si bien es verdad 
que existía Iglesia en Pozo Hondo, donde en años anteriores 
concurrían los ciudadanos á poner en práctica los derechos 
cívicos, también lo es que en la actualidad y desde antes de la 
apertnra de los registros, dicha iglesia se encontraba en com- 
pleto abandono y destrucción siendo estos hechos una elocuen- 
te demostración de la desaparición del local, como lugar de la 
congregación de los fieles de la parroquia y por consecuencia de 
toda reunión ; 2^ que correctos ó no los procedimientos 
del gobierno de la provincia, disponiendo que los juzgados de 
paz, funcionen en la casa domicilio del nombrado en tal carác- 
ter, por razones de economía y comodidad, este juzgado carece 
de facultades para juzgarlos, máxime si se tiene en cuenta que 
la ley electoral no designa el nombre de las villas ó ciudades 
donde han de instalarse las juntas, quedando esto librado á los 
puntos que designen los gobiernos locales, abstracción hecha 
de las villas ó ciudades donde exista parroquia ó iglesia ; 3^ 
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que demostrada como queda la desaparioion de la iglesia de 
Pozo Hondo como tal, y resultando del informe de foja 20 que 
la cabeza del departamento Giménez Primero, es Puerto Sán- 
chez, donde funciona el juzgado de paz j donde también se ha 
efectuado la inscripción, la absolución del acusado don Juan G. 
Diaz se impone de derecho. 

Por estas consideraciones fallo condenando á Domingo Car* 
dozo y Vicente Gómez á la multa de doscientos pesos naciona- 
les cada uno, con destino al fondo escolar, y se absuelve al juei 
de paz don Juan G. Diaz de todo cargo. Notifíquese con el 
original á los presentes y por edictos á los rebeldes, fijándose 
uno de dichos edictos en los parajes de costumbre. 

. Saturnino Salva. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Febrero 16 de 18^8. 

Suprema Corte : 

El informe oficial de foja 20 expresa que la cabeza del De- 
partamento Giménez Primero y residencia oficial del Juez de 
paz, es puerto Sánchez. 

La prueba testimonial ha comprobado que en Pozo Hondo, 
no existe juzgado de paz ni iglesia parroquial, estando en rui- 
nas la capilla que existió en anos anteriores. 

Si no existe juzgado de paz ni iglesia parroquial en Pozo 
Hondo, el juez de paz no ha infringido la ley de elecciones en 
el punto que motiva la acusación de don Francisco Aranda, y 
pido por ello á Y. E. se sirva confirmar, por sus fundamen- 
tos, la sentencia de foja 21 en la parte apelada. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo, de %m Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 5 de 1898. 

Vistos: De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señorPro- 
curador genera] se confirma, con costas, la sentencia de loja 
veinte y una^ en cuanto absuelve al juez de paz don Juan G-. 
Diaz. Devuélvanse. 

LUfS V. VÁRELA. ABEL BAZAN. 

— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT. 



CAUSA XXIIE 



4 

m 



Don Jaime Crambington contra la Empresa del Ferrocarril Bue- 
nos Aires y Puerto de la Ensenada, por daños y perjuicios; 
sobre competencia . 

Sumario. — Es jaez competente para conocer en lacaestiou 
de daños causados por un hecho illcitOi el del lugar donde se 
produjo el hecho. 



Caso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte. 
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Fallo ilel Jí«e» Federal 



La Plata, Agosto 31 de 1897. 

Y vistos: El incídeate sobre iacompetencia de este juzgado 
promovido por la empresa demandada y teniéndose en conside- 
ración : 

Que la jurisdicción federal procede en térmipos generales, por 
razón de las personas ó por razón de la materia, produciéndose 
este último caso cuando se trata de la aplicación de preceptos 
constitucionales de la nación ó de las leyes del congreso y sus 
reglamentos : artículo 21 de la ley sobre jurisdicción y compe- 
tencia de los tribunales nacionales. 

Que en la presente demanda se trata de un daño causado den- 
tro del territorio que comprende la jurisdicción de este juzgado, 
y precisamente por omisiones que se dicen cometidas por la em- 
presa demandada, á las leyes y reglamentos nacionales sobre 
ferrocarriles, y desde que el hecho en que se funda la demanda 
ha tenido lugar dentro del circuito de esta jurisdicción^ es indu- 
dable que este juzgado es competente para conocer de la acción 
deducida, pues el fuero surte en el caso por razón de la ma- 
teria. 

Por ésto no se hace lugar á la excepción dilatoria opuesta, con 
costas, y contéstese derechamente la demanda. Hágase 8a1)er en 
el original y repóngase el sello. 

Mariano 5. de Áurrecoechea. 
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VISTA DEL SEÑOR PReCCRADÓR GENERAL 

Buenos Aires, Noviembre 4 de 1897. 

Suprema Corte : 

Tratándose de un daño cansado en la jurisdicción déla sec- 
ción de Buenos Aires y Ensenada, que tiene allí una estación 
principal, considero ajustadala resolución recarridade foja 29, 

cuya confirmación solicito de Y. £. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 5 de 1897. 

Vistos y considerando: Que el actor demanda la enmienda 
del daño que afirma habérsele causado por hecho ilícito produ- 
cido en la provincia de Buenos Aires, haciendo recaer las res- 
ponsabilidades legales sobre el demandado. 

Que en tal caso, el demandante ha podido deducir su acción 
ante el juez con jurisdicción en el lugar donde se Terificó el he- 
cho ; con arreglo á la ley tres, titulo quince, partida séptima. 

Por éstoy de conformidad á lo resuelto por esta Suprema Cor- 
te en el caso análogo de don Francisco Tassara con el Ferroca- 
rril del Sud, y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General, se confirma con costas el auto apelado de foja veinte y 
ocho vuelta. Repuestos los sellos^ devuélvanse. 

LUIS V . VÁRELA. — ABEL RAZAN. 
— OCTAVIO BURGE. — JUAN 
E. TORRENT. 

T. LXDIl 7 
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CAUSA XX W\ 



Criminal contra don Ricardo Mora, por infracción i la ley de 
movilización de la Guardia Nacional 



Sumario. — La infracción á la ley demovilizaciondé lagasr 
día nacional es penada coa dos años de servicio militar. 



Caso • — Resulta del 



Fallo del Jíiiea Federal 



Buenos Aires, Diciembre 24 de 1897. 

Y vistos estos autos seguidos contra Luis Ricardo Mora, solé- 
telo, de 20 años^ cochero, domiciliado en la calle Paraguay 971 , 
acusado de infracción ala ley 3318 sobre movilización de la 
Guardia Nacional, de lo que resulta: 

Que llamado á declarar el procesado, manifiesta á foja 2 ha- 
berse presentado dos veces al cuartel del Parque, donde se le 
informó no estar comprendido en la lista de los que tenían que 
salir á campaña en el presente año. 

Que el señor procurador fiscal, entablando la acusación co- 
rrespondiente se expide á foja 8 vuelta, y solicita se aplique al 
procesado la pena que para tales casos establece el artículo 14 
de la ley 3318. 
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Qoe el defensor del encaasado, contestando al traslado de la 
acusación fiscal solicita la absolución de toda pena para su de- 
fendido por haberse presentado en tiempo á llenar sus deberes 
y haber sido informado que no le correspondía salir á cam- 
paña. 

Abierta la causa á prueba, las partes no produjeron ninguna. 

Y considerando: Que el hecho que ha motivado este proceso 
se encuentra debidamente justificado por la propia declaración 
del encausado, prestada con todos los requisitos exigidos por el 
artículo 316 del Código de Procedimientos en materia penal, pa- 
ra que surta los efectos de la confesión y haga plena fe en juiciu. 

Que tanto por la papeleta de enrolamiento como por el certi- 
ficado acompañado, resulta que el procesado estaba comprendi- 
do entre los conscriptos que durante el presente año debían sa- 
lir á los ejercicios doctrinales, no siendo atendible la excusa 
por él alegada, de habersido rechazado de la mayoría del Parque, 
por cuanto no se ha justificado en la estación oportuna del 
juicio. 

Que la indicación hecha por la defensa, respecto á la época en 
que fué detenido Mora, tampoco es atendible, desde que éste, 
según el decreto del poder ejecutivo, debió presentarse antes de 
finalizar el mes de Febrero. 

Que la causa invocada por la defensa, de la enfermedad de 
Mora, resulta inaceptable ante las conclusiones del informe mé- 
dico de foja 7 vuelta, que declara que éste se encontraba en 
perfecto estado de salud en la época en que debió presentarse á 
su respectivo cuerpo á cumplirlos deberes que le imponía la ley 
de movilización. 

Que aún aceptando como verídica esa causa, si el procesado 
quería ponerse á cubierto de toda responsabilidad, debía dar el 
aviso del caso á su jefe ó presentarse á la mayoría de su regimiento 
una vez que se encontró curado de esa afección, la que según el 
informe médico recordado, había desaparecido en los primeros 
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días de marzo, á objeto de dar cumplimiento á la ley ; y no ha- 
biendo procedido en esa forma, se desprende claramente qne su 
intención ha sido Tiolarla. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo dictaminado 
por el señor procurador fiscal, fallo condenando á Luis Ricardo 
Mora, á la pena de dos años de servicio militar, que deberá 
cumplir en el cuerpo de ejército que el poder ejecutiTO nacional 
designe, y de los que se les descontará el tiempo de prisión que 
lleva sufrido á razón de un día de servicio por uno de prisión. 
Notifíquese con el original y en oportunidad póngase al deteni- 
do á disposición del jefe de la oficina de reclutamiento. Hágase 
saber al jefe de policía y director de la penitenciaría. 

Gervasio F. Granel. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Febrero 17 de 1898. 

Suprema Corte: 

El procesado no ha justificado la excusa alegada, lo mismo 
en la declaración de foja 2 que en la defensa, de haberse presen- 
tado dos veces al Parque á recibir las órdenes para el servicio 
que le correspondía, y de habérsele contestado allí que no esta- 
ba incluido entre los conscriptos. 

Xo obstante, pienso que con la calidad de para mejor proveer, 
Y; E. podría disponer que por medio del Estado Mayor se pro- 
duzca un informe oficial al respecto. Si de ese informe resuU 
tase inexacta la excusa alegada por el procesado Mora, siendo 
justa y fundada la resolución de foja 18, pediría á Y. £. se 
sirviera confirmarla por sus fundamentos. 

Sabiniano Kier. 
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Pallo déla Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 5 de 1898. 

Vistos 7 considerando : Que la cansa fné recibida á prneba 
para justificar las excepciones que el procesado adujo en su de- 
fensa. 

Qae esa prueba no se ha producido ni intentado producirse. 

Por estoy por sus fundamentos se confirma, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja diez y ocho. Devuélvanse. 

LUIS y. VÁRELA. — ABBL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB. — lüAR E. 
TORREIIT. 



C^AIJSA \\\ 



Criminal contra Jorge Walker^ por malversación de caudales 
públicos; sobre extradición pedida por el gobierno de la 
República de Chile. 

« 

Sumario. — Si el delito que motiva el proceso tiene en la re- 
pública una pena inferior de la establecida por las leyes del país 
requirente, no debe hacerse Ingar al pedido de extradición, si- 
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no á condicioD de qne en caso de resaltar la criminalidad del 
encausado, se le imponga la pena menor, debiendo al efecto 
transcribir los artículos relativos del Código Penal argentino. 



CcLSo. — Resulta de las siguientes piezas : 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR FISCAL (od hoc) 

Señor Juez Federal : 

El defensor de Jorge E. Walker solícita que V, S. decrete 
la inmediata libertad de su defendido, porque no se ha produ- 
cido hasta hoy orden de dentencion emanada de autoridad com- 
petente ; la captura se hizo efectiva á solicitud del Cónsul de 
Chile j por mandato del señor jefe de policía de esta provincia^ 
que no autoriza ni una ni otra cosa, ni aun en casos de mayor 
urgencia, ni la ley nacional de 1885 sobre extradición, ni la 
parte correlativa del Código penal en materia penal, circuns- 
tancia que le da á este encarcelamiento un carácter arbitrario é 
ilegal, tanto más si se tiene en cuenta que se ha verificado sin 
los recaudos legales, y en momentos en que el ministro de rela- 
ciones exteriores no había aún dado curso al pedido de detención 
interpuesto por el señor ministro de Chile acreditado en esta 
nación. 

Se opone también á la entrega de su defendido, porque su 
extradición no está autorizada por un tratado especial entre las 
dos naciones, pues que no puede dársele este carácter al protoco- 
lo firmado el 15 de Marzo de 1894 en Santiago de Chile por los 
plenipotenciarios de ambos países, y aprobado por decreto de 
nuestro gobierno con fecha 5 de junio del mismo año, desde que 
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este convenio no ha sido aprobado por el Congreso como lo pres- 
cribe el artículo 67 de la Constitución nacional. 

La práctica de las naciones^ agrega, es no acordar la extra- 
dición sin tratados, porque, entre otras razones, hay que tener 
muy en cuenta que la entrega de un asilado es un verdadero 
ejereicio de la soberanía que no puede efectuarse sino mediante 
el formal compromiso establecido á título de reciprocidad en nn 
tratado ; y que si bien es cierto que la ley nacional de 1885 y el 
Código de Procedimientos en lo criminal fijan las reglas que han 
de observarse para la extradición, ha de entenderse que estas 
disposiciones han sido dictadas para que se observen en todos los 
casos en que hubiera de hacerse entrega de una persona en vir- 
tud de un tratado. 

Entrando al examen de )os antecedentes que se han acompa- 
ñado al pedido deextradicion, observa el señor defensor que no 
se encuentran los documentos indispensables, exigidos por 
nuestra ley, y que los que se han presentado no vienen tampoco 
con los requisitos de autenticidad que ella exige y que el juez 
que ha de conocer de la solicitud debe apreciar las formas in- 
trínsecas de esos antecedentes, y negar la extradición por de- 
ficiencia de ellos, sin que puedan subsanarse más tarde esos de- 
fectos, como lo autorizaba el artículo 22 de la ley de 1885, 
puesto que el capítulo que marcaba el procedimiento en dicha 
ley no ha sido conservado en el código de sustanciacion en lo 
criminal que se sancionó con posterioridad, y este sólo autori- 
za reveer el fallo por la apelación que pueda interponerse en su 
contra para ante la Suprema Corte. 

Concluye manifestando que, si á pesar de las consideraciones 
que deja expuestas se estimase que la extradición puede ser 
concedida, invoca en favor de su defendido las disposiciones de 
nuestras leyes que no permiten la extradición del encausado, 
cuando el delito qne motiva el pedido tenga una pena menor en 
la república, como en el presente caso, sino á condición de que 
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los tribunales del país que lo reclama le impongan la pena me- 
nor. 

En los asuntuB de extradición, señor juez, es menester distin- 
guirlas cuestiones que pueden llamarse de fondo, de aquellas 
que sedenomiiian generalmente de forma. 

Los principios del derecho internacional y la práctica casi 
uniforme de todas las uaciones-, han consagrado reglas de en- 
tendimiento en todos aquellos puntos que se relacionan directa- 
mente con los casos que pueden ser materia de extradición. No 
ocurre lo mismo con las cuestiones que determinan el pro -edi- 
miento que cada país sigue para acordar la entrega del refu- 
giado. 

No hay duda de que todos los pueblos civilizados de la tierra 
reconocen como una obligación natural incorporada al derecho 
de gentes, de prestarse toda la ayuda posible para perseguir á 
los delincuentes, porque el deber de conceder la extradición 
está en armonía con los ñnes morales de la sociedad, y con la 
conyeniencia recíproca de los pueblos. La utilidad y la justicia 
que representan la extradición, forman una obligación jurídica 
que los Estados están en el deber de respetar^ aconsejados por 
el interés de su propia conservación y para estimular, con la es* 
pectativa déla impunidad, la ejecución de delitos que se multi- 
plican con el seguro asilo que las naciones limítrofes dieran á 
los malhechores. Si conceder la entrega de un criminal es un 
derecho inherente á la soberanía, también lo es el concluir tra- 
tados, dictar leyes y establecer conyenios para hacer efectiTO un 
tributo de la justicia que puede considerarse como una deuda 
de la humanidad. No es exacto, como lo dice el señor defensor, 
que la doctrina internacional y las jurisprudencias de las na- 
ciones y muy principalmente la nuestra, hayan consignado el 
principio de que la extradición no puede acordarse sinú median- 
te un tratado solemne celebrado de antemano por los dos 
países. 
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La celebración de los tratados de extradición no orea pro- 
piamente d deber de facilitar el castigo de los delitos, porque 
este deber emana de la justicia, que interesa á todos los pue- 
blos. 

Si ellos consignan esta obligación, es para evitar discusiones 
frecuentes sobre los diversos pantos que puede contener el tra- 
tado, pero eso no excluyela extradición individual acordada á 
título de reciprocidad. 

Esta es la opinión de todos los tratadistas en cuyo número se 
puede citar á Fií^ri, Billot, Faustin Helie, y este es el principio 
que las naciones ban incorporado al derecho interi^acional, aún 
aquellos, como los Estados Unidos, que exigen mayores formali- 
dades para la entrega de los perseguidos. Si bien es cierto que 
nuestro país no ha celebrado con la Bepública de Chile un tra*- 
tado solemne de extradición, existe el protocolo aprobado por 
ambos gobiernos á que ha hecho referencia la defensa, y aún 
cuando él no tenga la aprobación del congreso, no hay duda 
que sus estipulaciones deben ser de rigurosa observancia, hasta 
tanto una de las partes contratantes avise á la otra su propósi- 
to de hacer cesar los efectos déla declaración que contiene. Nues- 
tra constitución prescribe que los tratados que la nación celebre 
tienen que ser sometidos á la aprobación del Congreso, y aún 
cuando un protocolo no es en la generalidad de los casos sino 
un acuerdo escriturado que forma parte de un tratado, hay 
protocolos, como el presente, que están fundados en una 
ley del Congreso, y que el poder ejecutivo puede por sí solo ce- 
lebrar, porque en ello no compromete nada qne no esté autoriza- 
do á coniprometer por esa otra rama del poder público. Pero, 
aun cuando no resultase una obligación nacional de ese proto- 
colo, el pedido de extradición está hecho también á título de re- 
ciprocidad y ya he dicho, con la opinión de publicistas notables, 
qne el gobierno argentino está autorizado á entregar áWalker 
sin tratados, como lo ha consagrado nuestra jurisprudencia^ 
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ann cuando no se pueda desconocer que hay suma conveniencia 
en la celebración de tratados á este respecto, en los que se con- 
sigue un gran número de detalles que no puede abarcar una ley-, 
y que dependen en ciertos casos de la situación especial del 
país. 

No es exacto tampoco, que la ley de 1885 se haya dictado con 
el limitado propósito de prescribir el procedimiento que ha de 
seguir nuestro gobierno, para la entrega de los requeridos por 
una nación con la cual hubiéramos celebrado tratados de extra- 
dición. 

La letra y el espíritu del artícelo i'' de aquella sanción le- 
gislativa reconoce en el gobierno de la República Argentina la 
íacultad de entregar á los gobiernos extranjeros, en la condi- 
ción de reprocidad, á todo individuo perseguido, de acuerdo con 
las reglas que ella establece. La redacción de este artículo y el 
alcance de su signiñcado se encuentran luminosamente debati- 
dos en las discusiones que precedieron á su sanción en la hono- 
rable Cámara de Diputados de la nación. 

El protocolo firmado con el gobierno de Chile compromete á 
la República Argentina á entregar á aquella nación á los per- 
seguidos por sos tribunales, por alguno de los crímenes ó deli^ 
tos especificados por la ley de extradición de criminales, de 25 
de agosto del año 1885, que se refugiasen en su territorio, á 
título de reciprocidad, y con arreglo al procedimiento marcado en 
sus respectivas legislaciones internas. 

£1 procedimiento que ha de seguirse para la entrega del asi- 
lado, reviste una gran importancia, desde el momento que á este 
respecto no son uniformes las reglas y los principios adoptados 
en el mundo civilizado. 

Desde luego, un pedido de extradición^ decía el doctor Delfin 
Gallo en aquellos debates de la Camarade Diputados, pone en 
presencia de uno y otro á dos intereses antogónicos; por una 
parte, el interés de la justicia represiva que no quiere que los 
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criminales qaeden sin castigo por el hecho de abandonar el te- 
rritorio en el oaal hubiesen cometido el delito, y por otra el 
interés individual del aeusado, qae no debe ser sustraído á las 
garantías que ofrecen las leyes del país del. refugio, sino en 
virtud de graves consideraciones. Por consiguiente, el mejor de 
los sistemas será aquel que mejor pueda equilibrar estos dos 
intereses, contradictorios entre sí ; es decir, aquel que teniendo 
en cuenta los intereses de la justicia represiva no prive al indi- 
viduo reclamado de las garantías y los derechos que las leyes 
de la República Argentina acuerdan á todos los habitantes de 
su territorio. 

Y es por esto, señor, que nuestro país ha lijado en sus leyes 
internas, el procedimiento judicial denominado más pomposa- 
mente mixto^ porque no acepta ia entrega de los criminales, 
como la Francia y la mayor parte de los estados europeos, por 
resolución puramente administrativa, ni va hasta donde han 
llegado la Inglaterra y los Estados Unidos, que no conceden la 
extradición sino después de haber estudiado detenidamente el 
asunto por los tribunales, y de quedar comprobado que con arre- 
glo á las leyes del país reclamado, el criminal es susceptible de 
la pena que le ha sido aplicada, 6 que debe serle, conforme alas 
leyes del país reclamante. Nosotros hemos adoptado el proce- 
dimiento seguido por Bélgica y Suiza, y si bien le damos, de 
acuerdo con nuestras leyes institucionales, una intervención de- 
cisiva y directa al poder judicial para resolver de la entrega del 
refugiado, este no entra á analizar el fondo del proceso que se ha 
seguido en el país reclamante, y su observación se limita á ave- 
riguar si se han cumplido los requisitos que nuestras leyes exi- 
gen para la entrega del condenado ó procesado, y si los docu- 
mentos que lo acrediten, según sus formas extrínsecas, tístán ó 
no conforme á las estipulaciones del tratado 6 á las reglas de- 
terminadas en nuestra legislación íntima. 

Me parece innecesario examinar los antecedentes que pueden 
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detQfmioar la legalidad de la detención provisoria del recla- 
mado, desde que el caso que está á la decisión de T. S. no se 
encuentra comprendido en ese estado del procedimiento, pero 
el defensor de Walker ba solicitado un pronunciamiento espe- 
cial 7 previo sobre la ilegalidad de la detención de su defendi- 
do, y pide que se decrete la libertad inmediata por estar encar- 
celado por una verdadera vía de hecho consumada por la policía 

de esta provincia. 

» 

No obstante que el refugiado ha sido puesto ya, por orden del 
ministerio de relaciones exteriores, á que Y. S. ha dado el co- 
rrespondiente cursOf á la disposición de este juzgado, creo de 
mi deber ocuparme aunque rápidamente de este punto de la 
defensa, en atención á su pedido y porque es bueno no dejar 
que se arraiguen precedentes equivocados en nuestm derecho 
público. 

Todo pedido de eitradicion deberá introducirse por la v{a 
diplomática con los documentos que lo motiven, y aun cuando 
en algunos tratados ó .leyes internas se faculte también á la 
vía consular para iniciar estas reclamaciones, la ley del año 
1885 solamente autoriza la vía diplomática para interponerla 
demanda de entrega de un fugitivo. 

El arresto provisorio de un extranjero podrá ordenarse por 
el poder ejecutivo nacional ó por los tribunales de la Repúbli- 
ca, á pedido de un ministro diplomático, ó á solicitud directa 
de las autoridades judiciales de un país ligado con la Repúbli- 
ca por tratado de extradición, siempre que se presente un caso 
de urgencia, y que se invoque la existencia de una sentencia ó 
de una orden de prisión, y se determine con claridad la natura- 
leza del delite del condenado ó perseguido (artículos 25 y 27 de 
la ley de 1885). 

« 

No hay en los antecedentes que han sido sometidos al estudio 
de este ministerio, nada que autorice, ni aun que disculpe la de- 
tención de Walker por los agentes de seguridad de esta provincia. 
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El jefe de policía no ha podido dar curso á la solicitud de 
detención interpuesta en contra del perseguido, por el señor 
cónsul de Chile, porque las convenciones entre naciones, no se 
ejecutan por la intervención directa délas autoridades adminis* 
trativas de una provincia, y porque no es posible sustraer á las 
garantías que tan noblemente otorga nuestra Constitución á 
todos los individuos que pisen el territorio argentino, sino en 
virtud de formalidades j de actos en cuya estricta observancia 
quede ligada la fé nacional. 

El pedido del señor cónsul de Chile, la facilidad en darle una 
acogida favorable por la autoridad administrativa local, la falta 
de requisitos prescritos por el artículo 25 de la ley sobre extra- 
dición, antes citada, también exigidos por el artículo 671 del 
Código de Procedimientos, forman un conjunto de antecedentes 
que no deben incorporarse ni á la doctrina ni á la jurispruden- 
cia argentina para el procedimiento que ha de observarse, en 
casos semejantes, en la detención de los asilados, y debe decla- 
rarse, que ellos no han podido motivar el arresto legal de 
Walker. 

Pero esta detención, que puede juzgarse realmente como una 
vía de hecho, ha colocado al prófugo bajo la acción del pedido 
de extradición interpuesto subsiguientemente por el ministro 
plenipotenciario de Chile, y su encarcelamiento está ya autori- 
zado con arreglo á las formas que nuestras leyes prescriben, 
hasta tanto se sustancie y decida sobre su entrega. 

Veamos ahora, si el pedido de extradición se ha introducido 
con los recaudos necesarios para que puedan los jueces autori- 
zar la entrega del requerido. 

El artículo 10 de la ley de extradición, estatuye que no será 
permitido poner en cnestion la validez intrínseca de los docu- 
mentos producidos por el gobierno requirente, debiendo el jui- 
cio limitarse, á los puntos que él enumera. 

El señor ministro plenipotenciario de Chile sólo ha acompa- 
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nado á su solioitud, copia de un mandamiento de detención ex- 
pedido por el ministro de la ilnstrisima Corte de apelaciones 
de Santiago, en visita en el tercer juzgado del crimen, por es- 
tar así mandado según lo expresa en ese documento en auto de 
fecha del día anterior, y copia del inciso 3® del artículo 23 del 
Código Penal chileno, en el que se establece la pena á que fue- 
re acreedor Jorge Walker, si se le condenase por el delito de 
malversación de caudales públicos, por el que se encuentra 
procesado. 

Se nota, á primera vista, la ausencia de todo dato y antece- 
dente que pudiera justificar la identidad de la persona requeri- 
da, cuya omisión no la reputo sustancial en el presente caso, 
por cuanto el refugiado no ha negado en su defensa ni ha pues- 
to en duda que de él se trata en esta solicitud de extradición. 

El artículo li2 de la citada ley prescribe que ha de acompa- 
ñarse al pedido de extradición de un procesado el mandato de 
prisión expedido por los tribunales competentes, con la designa- 
ción exacta del delito y la fecha en que se ha cometido. Estos 
documentos se presentarán originales 6 su copia auténtica. 

En la mayoría de los tratados concluidos por Francia y por 
Italia, con una cantidad de naciones, se ha establecido la regla 
que la orden de detención 6 cualquier otro acto equivalente 
basta para motivar una demanda de extradición, pero en el tra- 
tado celebrado por aquella primera nación con los Estados Uni- 
dos, se dispone de una manera general que los individuos re- 
clamados no berán entregados sino cuando el crimen se hubiere 
constatado en el país requerido, de manera que pudiera motivar 
un proceso y aún auto de detención contra el fugitivo. 

Estas diferencias nacen, como lo he indicado anteriormente, 
de la variedad de sistemas de cada pueblo y de la índole délas 
instituciones que organizan á cada gobierno. 

No es raro, pues, que en aquellas en donde se observa el pro- 
cedimiento puramente administrativo para la entrega de un 
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refugiado, se admita cualquier antecedente como suficiente 
para acordar la extradición, y hasta se citan casos en que la 
Francia ha ordenado la entrega de un requerido, sin averiguar 
siquiera si se encontraba asilado en su territorio. 

Pero ésta es cuestión puramente teórica, como dice Fiore, la 
pnlctica ha resuelto estas dudas haciendo que se consigne en 
cada tratado, cuáles son los documentos que deben acompañar á 
los pedidos de extradición, y las naciones que han dictado sus 
leyes internas sobre este punto, establecen en sus disposiciones 
qué recaudos han de exigirse para la entrega de un refugiado. 

Ya hemos dicho que nuestra ley de 1885, á que hace refe- 
rencia el protocolo firmado con el gobierno de Chile, exige el 
mandato de prisión, y ahora agregamos que el artículo 651 del 
Código de Procedimientos, además de exigir este mismo requi- 
sito prescribe que ha de remitirse con la nota de comunicación 
en que se solicite la extradición, un testimonio literal del auto 
que decrete esta diligencia. 

Si realmente ha de intervenir el poder judicial en el exa- 
men denlos documentos que se acompañen, para juzgar si el auto 
de prisión ha sido expedido por los tribunales competentes del 
país reqnirente, y si el caso no se encuentra comprendido entre 
aquellos en que no se acuerda la extradición, como, por ejem- 
plo, cuando la pena ó la acción para perseguir el delito que 
motivase el pedido^ se encontrase proscripto, ¿ cómo es posible 
prescindir del auto de detención, y suplirlo como ha hecho el 
señor ministro de Chile por un mandamiento de arresto expe- 
dido por una autoridad que no es el- juez de la causa, y en vir- 
tud del auto de detención que él no ha dictado sin que se in- 
dique en ese mandamiento la fecha en que se cometió el delito, 
los motivos que hagan presumir la delincuencia, ni siquiera la 
designación de la autoridad que ordenó la prisión? 

Esta deficiencia en los recaudos acompañados es tan sustan- 
cial con arreglo al protocolo de extradición celebrado por núes- 
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tro gobierno con el de Chile, y tan imperiosamente exigida 
por nuestra leyes internas, para poder consentir en la entrega 
de un asilado, que si se accediera al pedido del señor ministro 
plenipotenoiario de la república vecina, se haría completa- 
mente ilusoria la intervención del poder judicial, y se echaría 
por tierra todo el sistema del procedimiento empleado por la 
nación argentina para los casos de extradición. 

Semejante resolución pugnara también con los progresos del 
derecho internacional moderno, que aconseja, por la opinión de 
sus tratadistas más notables, que se exija por lo menos el auto 
motivado de detención como recaudo necesario, & 6n de que el 
poder judicial del país requerido pueda tener su intervención 
eñcaz^in la cual valdría más quizá dejar impunes los delitos 
de los refugiados, que entregarlos administrativamente poruña 
mera requisición. 

Opino, pues, que Y. S. debe negar la extradición de Jorge 
E. Walker, por deficiencia de los documentos que se han acom- 
pañado al pedido, debiendo comunicar esta resolución al minis- 
terio de relaciones exteriores, á los fines que indica el artículo 
22 dé la ley de 25 de Agosto de 1895. 

Las consideraciones que aduce en su defensa el doctor Lapri- 
da, para conceptnar derogada la disposición que contiene este 
artículo, no las reputo acertadas, desde que la ley de procedi- 
mientos sobre extradición incorporada al Código de Procedi- 
mientos en lo criminal, no contiene ninguna resolución que 
contraríe este principio consagrado en la ley de extradición, y 
toda ella debe reputarse complementaria de ésta. 

La formalidad de la legalización de las piezas que justifiquen 
el pedido de extradición ha sido introducida, dice Billot, en la 
jurisprudencia internacional de los países en donde el examen 
de esos recaudos ha sido confiado al poder judicial, y así se ex- 
plica que este tratadista afirme que esta formalidad no baya 
sido consagrada por el derecho convencional de aquellas nació- 
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• nes que observaa el procedímieato administrativo, y él mismo 
nota que en las convenciones más recientes se establece que las 
piezas que acompañan al pedido del^en ser remitidas originales 
ó en copia auténtica, tal cual lo consagra nuestra ley de extra- 
dición en su articulo 1^. 

Juzgo inútil hacer un examen de los caracteres de autentici- 
dad que reviste el mandamiento de' arresto que ha acompañado 
á su pedido el señor ministro plenipotenciario de Chile, desde 
que ha opinado que este antecedente es insuficiente para dar 
margen á la concesión de la extradición. 

Concluyo este dictamen, ratificando mi opinión de que V. S. 
no está autorizada para ordenar la extradición que se ha solici- 
tado por el gobierno de Chile, del prófugo Jorge Walker . 

Juan E. Serú. 



Fallo del Jíuea Federal 



Mendoza, Febrero 14 de 1898. 

Vistos los autos sobre extradición del procesado Jorge E. 
Walker, á solicitud del gobierno de Chile, por intermedio de su 
Legación en esta República, de cuyos antecedentes resulta: 

1^ Que el dia 30 de Noviembre del año próximo pasado, fué 
aprehendido en el departamento de San Rafael, por un agente de 
policía, el subdito chileno Jorge E. Walker, secuestrándose el 
dinero y objetos que expresa el documento de foja 22; captura 
áque se procedió por la subdelegacion del departamento ante- 
dicho, por orden de la jefatura de policía de la ciudad, á requisi- 
ción del señor agente consular de Chile^ mientras se daba trá- 
mite á la solicitud diplomática instaurada ante el Ministerio 

T. LXin 8 
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de Relaciones Exteriores con feoha 21 de noviembre (foja 3» 
foja 5, y de foja 20 á foja 24). 

2° Que siendo deficiente la primera requisitoria del se- 
ñor Ministro de Chile en representación de su gobierno, con 
arreglo á las leyes del país, como lo hace notar en su 
dictamen de foja 7 el señor Procarador general de la na- 
ción, fué de necesidad el pedido complementario de foja H, pre- 
sentado diez dias después, el 2 de diciembre de 1897, con los 
requisitos omitidos antes, para que se le diera curso administra- 
tivamente, pasando los antecedentes á este juzgado para la re- 
solución judicial del caso. 

3^ Que conducido el procesado á esta ciudad y puesto á dis- 
posición del juzgado se le tomó declaración en la audiencia in> 
mediata siguiente, estableciéndose en ella la identidad personal 
del requerido, sobre lo que no existe duda alguna, á pesar de la 
negativa á responder á determinadas preguntas del interroga- 
torio, y respecto de cuyo punto no ha habido controversia du- 
rante la sustanciaciun de la causa. 

4® Que dentro del término en que se le intimó el nombra- 
miento de defensor, el procesado lo constituyó en el doctor 
Manuel Laprida (foja 18). 

5^ Que conferida vista al defensor nombrado, con arreglo á 
lo prescrito por el artículo 656 del Código de Procedimientos 
criminales, sostiene que debe declararse improcedente la extra- 
dición y arbitrario é ilegal el encarcelamiento á que se sujeta 
su defendido, poniéndosele en libertad ; que el procedimiento 
empleado para la detención constituye una verdadera vía de 
hecho que nada justifica, pues el dia 30 de noviembre no se ha- 
bía producido acto alguno del gobierno argentino, que impor- 
tase autorizar la detención preventiva y aún regía la opinión 
contraria del señor Procurador General de la nación consigna- 
da en la vista de foja 7; que posteriormente no se ha producido 
mandato alguno de autoridad competente, de modo que las cir- 
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ounstanoias no han variado ; qae ni á pedido del cónsul de Chile 
ni por orden del señor jefe de policía, ha podido verificarse la 
detención; que ésta se ha llevado á cabo con manifiesta inob- 
servancia de las formalidades prescritas en el Código de Proce- 
dimientos Criminales para los casos de extradición y violando 
las garantías acordadas por la constitución á la libertad y se- 
guridad personal; que el pedido de extradición no puede intro- 
ducirse sino por la via diplomática ó judicial y con los recaudos 
exigidos para acreditar las circunstancias que autorizan á pro- 
ceder al arresto de la persona reclamada; que, además de esto, 
la gestión del señor Ministro de Chile es improcedente y corres- 
pondedenegar la extradición, por cuanto no existe tratado vigen- 
te con la República Argentina el derecho á lia reciprocidad; que 
la aprehensión de un individuo por reclamo de otra nación para 
someterlo á su jurisdicción importa un verdadero ejercicio de la 
soberanía y en este concepto sólo podría efectuarse en virtud 
de un tratado concluido con el país requirente y que hubiese 
recibido la sanción del Congreso; que ni la ley de extradición 
de 1885 ni las disposiciones del Código de Procedimientos en lo 
Criminal, implican por sí solas que la extradición haya de con- 
cederse á los paises con los cuales la República no está ligada 
por tratados; que entrando en la apreciación de los documentos 
con que se ha formalizado el pedido de extradición resulta que 
ellos son insuficientes para motivar el arresto ó la detención del 
acusado; que en el presente caso la gestión no se ha iniciado 
directamente sino por la vía diplomática; que el Código d^Pro- 
cedimientüs ha derogado la disposición de la ley de extradición 
que acuerda un mes de término al gobierno requirente para sal- 
var las omisiones, en caso de sentencia desfavorable por diferen- 
cias de la documentación; que, de consiguiente, la sentencia no 
es susceptible sino de ser apelada para ante la Suprema Corte 
federail, sin las dilaciones que acordaba el artículo 22 déla ley 
de extradición; que no se han acompañado al pedido formal de 
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extradición, los docamentos indispensablemente exigidos, por 
nuestra ley, ni los presentados tienen los requisitos de autenti- 
cidad prescriptos por la misma ; que falta el testimonio literal 
del auto que decreta la eitradicion y asimismo el auto de prisión 
debidamente autenticado, pues la firma del secretario de la le- 
gación al pie délas copias de fojas 9 y 10 no es suficiente; que el 
documento de foja 9 es un mandamiento para poner en ejecu- 
ción un auto de prisión, el cual no se transcribe y parece ema- 
nar de diversa autoridad de la que suscribe el mandamiento; 
que aun para el caso de no ser atendibles las observaciones 
relativas á la eficacia del pedido de extradición, invoca la dispo- 
sición del articulo 667 del Código de procedimientos, según la 
cual cuando el delito que motiva la solicitud tenga una pena 
menor en la Bepública, el encausado se entregará á condición 
de que los tribunales del país que lo reclama le impodrán la 
pena menor. 

6^ Que habiéndose excusado de entender en esta causa el se- 
ñor fiscal titular, se expide á foja 43 el señor fiscal ad-hoc 
doctor don Juan E. Serú, en quien recayó el cargo, y dice, 
después de historiar la defensa, que la utilidad y la justicia que 
representan la extradición, forma una obligación jurídica que 
los estados están en el deber de respetar, aconsejados por el in- 
terés de la propia conservación y para no estimular con la es- 
pectativa de la no impunidad la ejecución de delitos que se mul- 
tiplicarían con el seguro asilo qui las naciones limítrofes dieran 
á los malhechores; que no es exacta, como lo dice el señor de- 
fensor del procesado, que la doctrina internacional y la juris- 
prudencia de las naciones hayan consignado el principio de que 
la extradición no pueda acordarse sino mediante un tratado so- 
lemne celebrado de antemano por los dos países; que si bien 
es cierto que nuestro país no ha celebrado con la República de 
Chile un tratado solemne de extradición, existe el protocolo 
aprobado por ambos gobiernos y aun cuando él no tenga la 
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aprobación del Congreso no hay duda que sus estipulaciones 
deben ser de rigurosa observancia, hasta tanto que una de las 
partes avise á la otra su propósito de hacer cesar los efectos de 
sus declaraciones, teniéndooste carácter en razón de estar fun- 
dado en una ley del Congreso, de manera que el poder ejecutivo 
puede por si solo celebrar convenios al respecto, porque nada 
compromete fuera de lo autorizado por esa otra rama del poder 
público; queda consiguiente, hecho como está el pedido á títu- 
lo de reqiprocidad, el gobierno argentino está autorizado para 
entregar á Walker, aún á falta de tratados; que tampoco es 
exacto que la ley de 1885 se haya reducido á prescribir sólo el 
procedimiento, desde que faculta la entrega en la condición de 
reciprocidad y esta se encuentra asegurada por el protocolo ; que 
el procedimiento para la entrega reviste mucha importancia y 
entre nosotros es mixto, administrativo y judicial, sin que cor- 
rresponda á los jueces examinar el fondo del proceso, sino las 
formas intrínsecas de la petición, con arreglo á las leyes del 
país ; que en cuanto á la detención de Walker, debe observar que 
el jefe de policía no ha podido dar curso á la solicitud de de- 
tención interpuesta en contra del perseguido, por el señor Cón- 
sul de Chite y corresponde declarar que en esta forma no ha 
podido motivarse legalmente el arresto de Walker, si bien el 
pedido de extradición interpuesto subsiguientemente por el 
Ministro plenipotenciario de Chile, aut</iiza el encarcelamiento 
con arreglo á las formas que nuestras leyes prescriben; que 
respecto de los documentos referidos, se nota á primera vista 
la falta de todo dato y antecedente que pudiera justificar la 
identidad de la persona, cuya omisión no es sustancial^ por 
cuanto el refugiado, no ha negado ni puesto en duda que de él 
se trata; que debe acompañarse el mandato de prisión expedida 
por los tribunales competentes, con la designación exacta del 
delito y la fecha en que se ha cometido y la requisitoria lo omi- 
te, pretendiendo suplirlo con un mandamiento de arresto expe- 
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dido por ana autoridad que no es el juez de la causa, en virtud 
de un auto de detención no dictado por él, sin que se indique la 
fecha en que se ha cometido el delito, los motivos que hagan 
presumir la delincuencia, ni siquiera la designación de la auto- 
ridad que ordenó la prisión;; que esta deficiencia en los recaudos 
es tan sustancial y tan imperiosamente exigida por nuestras 
leyes que no puede consentirse en la entrega del asilado, y debe 
comunicarse el fallo que así lo resuelva al Ministerio de Rela- 
ciones exteriores álos fines que indica ei artículo 22 de la ley 
de 25 de Agosto de 1895. 

7*^ Que pronunciada la citación para sentencia, el juzgado 
dictó el siguiente decreto : € haciéndose referencia en estos ante- 
cedentes á un auto de prisión cuya fecha y contexto es necesario 
conocer, como asimismo la época en que se haya cometido el 
delito y decretada lasolícitud de extradición para mejor proveer 
y en ejercicio de la facultad acordada por el artículo 16, inciso 
1^, de la ley de procedimientos, requiérase la presentación de los 
documentos antedichos, en forma legal, por intermedio del Mi- 
nisterio dcBelaciones Exteriores, oficíese» ; enrespuestadecuyo 
oficio, trasmitido á la legación chilena, se remitieron los docu- 
mentos agregados de foja 59 á foja 60 (notas de foja 61 y 
foja 89). 

8^ Que entre los documentos remitidos antes del auto para 
mejor proveer y los aCo|;npañados con motivo de dicho decreto, 
se encuentran por duplicado y en forma auténtica, el mandamien- 
to de prisión (foja 59 y foja 62) antes enviado con la sola firma 
del secretario de la Legación de Chile y la copia de las disposi- 
ciones penales que rigen el caso (foja 10 y foja 60), habiéndose 
adjuntado, además, una copia de un acuerdo extraordinario de 
la corte de apelaciones, primera sala, en que se comisiona € al 
señor Ministro don Miguel Luis Yaldez para que constituido en 
visita extraordinaria por el término de unmes, sustancie y falle 
ol proceso sobre desfalcos en la oficina de canje, teniendo pre- 
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senté el trabajo que pesa sobre los juzgados del crimen de San- 
tiago. 

9° Que, finalmente, el documento de foja 84, emanado del 
señor Ministro en visita extraordinaria que instruye el proneso 
Walker en reemplazo del juez del crimen de Santiago, contiene 
á foja 87 una copia del auto de prisión dictado contra Walker, 
circunstancia que ha impedido que fuera devuelto ala autoridad 
de su procedencia, como extraño á esta causa y ajeno á su trá- 
mite ordenado y correcto, según los más elementales principios 
en materia de procedimiento judioial ; 

T considerando : 1° Que si bien es verdad que la Policía de 
Mendoza, no ha debido proceder á la detención del procesado 
Walker, mediante el solo pedido del. señor Cónsul de Chile, 
aunque invocase la solicitud diplomática de extradición, de fecha 
anterior, retardada en su trámite administrativo por las noto- 
rias deficiencias de la requisitoria presentada por el Ministro 
plenipotenciario del gobierno requirente, tanto por faltar á 
aquel funcionario todo carácter diplomático, pues entre noso- 
tros no les corresponde sino la condición de simples agentes 
comerciales, cnanto por no haberse presentado antecedentes 
que^ con arreglo á las leyes del país, autorizasen la privación de 
la libertad; no puede desconocerse, como lo observa el señor 
fiscal ad-hoc, que la introducción posterior, en forma, del pe- 
didode extradición admitido por el gobierno argentino, y el 
hecho de avocarse el juzgado el conocimiento de la causa, esta- 
bieciendo su jurisdicción sobre la persona del aprehendido, 
sancionan la legitimidad del arresto, hacen innecesaria la consi- 
deración del hecho anterior, legalmente impropia, aunque sig- 
nifique UD exceso de celo, y urge entonces la improcedencia de la 
cuestión planteada por la defensa del procesado acerca del vicio 
que pretende conservarlo hasta hoy en aquella detención, que 
autos jurisdiccionales posteriores han legalizado, dándole su ver- 
dadero carácter, sin necesidad de nueva disposición al respecto; 



120 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

2^ Que el presente caso debe ser juzgado con arreglo á la ley 
nacional de extradición de 25 de agosto de i885« En efecto, 
según el protocolo sobre extradición de 15 de Marzo de i894, 
firmado por los plenipotenciarios déla Bepública. Argentina y 
de Chile y aprobado por decreta del Poder Ejecutivo de 5 de 
Junio del mismo año, c el gobierno de la República Argentina se 
compromete á entregar al gobierno de Chile á los perseguidos, 
acusados ó condenados por sus tribunales, por alguno de los 
crímenes ó delitos especificados por sn ley de extradición de 25 
de Agosto de 1885 y qae se refugiasen en este territorio ; y el 
gobierno de Chile acepta, por su parte, la reciprocidad á que se 
refiere el articulo 1^ de la misma ley y con arreglo, para la en- 
trega, á los procedimientos de sus leyes ». Este protocolo es su- 
pletorio de un tratado, y además de que establece la reciproci- . 
dad con otra nación que acepta las prescripciones de la ley ar-r 
gentina sobre extradición, que le sirve de base, se encuentra su . 
Tígor legal perfectamente autorizado por el Código de Procedi- 
mientos criminales, que en su articulo 646, inciso 2^, dice tex- 
tualmente que la estradicion procede: c á falta de tratados, e¿ 
los casos en quesea procedente según el principio de reciproci- 
dad ó la práctica uniforme de las naciones >. 

La doctrina va más lejos. 

c El principio de extradición es un gran principio de solida- 
ridad y garantía entre los gobiernos y los pueblos. Las leyes 
que subordinan la extradición á la condición de la reciprocidad, 
no conforme á los verdaderos principios... 

c Es siempre ventajoso desembarazarse de un criminal ex- 
tranjero y no hay razón para soportar el inconveniente que re- 
sulta de la presencia de un criminal, por el único motivo de que 
el otro país quiera soportar ia de los nuestros... 

€ La extradición debe considerarse obligatoria entre los esta- 
dos, independientemente de los tratados. Es obligatoria : i<^ por- 
que tiene por objeto proteger los intereses del género humano 
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entero, iatereses para isnya protección es necesario qoe los. deli- 
tos contra las personas y las propiedades; y que por tanto, aten- 
tan al bienestar de toda la sociedad, sean reprimidos con la 
aplicación de ana pena que tenga por efecto apartar con el ejem- 
plo á otros individuos de la idea de cometer esos mismos deli- 
tos y detener de una manera permanente ó temporal el mal- 
hechor mismo en el camino del crimen; 2^ porque resguarda los 
intereses del estado en cuyo territorio se ha refugiado el cri- . 
minal, intereses para cuya integridad es necesario que el cri- 
minal no quede largo tiempo impune en ese mismo territorio, 
pues es probable que pudiese cometer nuevos delitos, sitan 
amplia hospitalidad se le ofreciese. La obligación de entregar, 
al marhechor fugitivo deriva, por otra parte, de los misnios 
principios de donde nace el deber social de la represión y^ de la 
protección jurídica. La única cosa que conviene poner en claro, 
es averiguar cuándo el derecho de la parte que pide la extra- 
dición debe considerarse fundado, y cuándo la obligación de 
entregar al fugitivo puede ser en ciertos casos -limitada por 
consideraciones particulares. » (Fiore, Tratado de derecho pe- 
nal internacional y de la extradición, páginas 308 y 309). 

La procedencia de la extradición es, pues, independiente de 
la existencia de tratados internacionales. 

En los casos en que las leyes del país las autorizan, basta 
con la reciprocidad y con la práctica uniforme de las naciones. 

Prescindiendo de que la reciprocidad no es un requisito que 
salve la soberanía, cuando no se exige aquella para acceder á 
un pedido de extradición, desde el momentoque, como queda re- 
cordado, el hecho de que una nación refugiase los criminales de 
otra no sería una razón para convertir ésta en refugio de los 
suyos^ sopeña de considerar aceptada la soberanía nacional. 
No sólo la reciprocidad, sino la práctica, pueden fundar la pro- 
cedencia de un pedidode extradición, con tal que se ajusteá las 
leyes del país. 
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Siendo esto así, es fuera de duda qne un protocolo aprobado 
por los gobiernos, mientras se concluye un tratado, tiene fuer- 
za legal desde que no afecte prescripción ninguna de la Consti- 
tución y leyes nacionales, y con mucha mayor razón cuando ra- 
tifica las prescripciones de una de dichas leyes (la de extradi- 
ción), por el reconocimiento que de ella hace el gobierno de la 
nación requirente. 

3° Que el delito por el que se encuentra procesado Walker 
está comprendido en la prescripción del artículo 3** de la ley de 
extradician de i885, pues le corresponde, para el caso de culpa- 
bilidad, una pena corporal mayor de un año de prisión. 

4^ Que la identidad del aprehendido y el encausado por el de- 
lito de malversación de caudales públicos en la nación requi- 
rente, se halla establecida mediante las constancias del juicio, 
y, además no ha sido materia de alegación alguna por el intere- 
sado, ni su defensor. 

5° Que todo pedido de extradición deberá introducirse por la 
vía diplomática acompañado de los siguientes documentos : 
i^ la sentencia de condenación notificada según la forma 
prescripta por la legislación del país requirente, si se tratase 
de un condenado, ó el mandato de prisión expedido por los tri- 
bunales competentes, con la designación exacta y la fecha del 
delito que la motivasen» si se tratase de un procesado. Estos 
documentos se presentarán originales ó en forma auténtica ; 
2^ todos los datos y antecedentes necesarios para justificar la 
identidad de la persona requerida; 3^ la copia de las disposi- 
ciones légalas aplicables al hecho acusado, según la legislación 
del país requirente (art. 12, ley de extradición). 

6^ Que acompañada la copia de las disposiciones legales apli- 
cables al caso y establecida la identidad de la persona requeri- 
da, no queda sino la cuestión relativa á los documentos habili- 
tantes de la requisitoria^ su autentioidad y valor legal para el 
objeto de la solicitud. 
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7** Que, 8¡n embargo de no encontrarse en forma los docu- 
mentos de fojas 9 y 10, que siendo copia del auto de prisión 
y de la penalidad establecida por la ley chilena, evidentemente 
no establecen su verdadera procedencia ni la autenticidad reque- 
rida, con la sola ñrmadel secretario de la Legación déla Repú- 
blica, la reproducción de dichos documentos en debida forma, 
sellados y firmados por la autoridad respectiva y con la auten- 
ticación correspondiente por el ministerio de relaciones exte- 
ríores, además de su remisión oficial por el señor ministro del 
gobierno requirente, subsana del todo la omisión anterior y ha- 
ce inoficiosa la cuestión promovida en la defensa con respecto 
á los primeros documentos (véase fojas 59 y 60). 

8^ Que el documento de foja 83 estableciendo el nombra- 
miento del ministro en visita extraordinaria y el carácter de su 
intervención en el proceso instaurado en Santiago de Chile res- 
pecto de los desfalcos en la oficina de cange, resuelve las ob- 
servaciones del defensor en cuanto á la competencia de la auto- 
ridad que formaba la causa y dirigía él enjuiciamiento del acu- 
sado. Así se explica que el auto de prisión esté firmado por el 
juez del crimen (foja 87) con fecha 19 de Noviembre y que el 
mandamiento de arresto lo firme el señor ministro en visita ex- 
traordinaria el dia 20 de Noviembre en que fué constituido 
con el encargo de substanciar y fallar el proceso (véase resul- 
tando 8«). 

9'' Que además del mandamiento da arresto, único documen- 
to que expresa el delito de malversación de caudales públicos 
de que se sindica al ex-cajero de la oficina de cange^ Jorge E. 
Walker, se ha agregado copia del auto de prisión dictado por 
el señor juez del crimen, cuyo auto no sólo no indica el delito, 
ni la época siquiera aproximada de su comisión sino que omite 
los fundamentos legales de la culpabilidad, en razón de cuya 
existencia 6 vehemente presunción, se autorice la medida que 
se indica, dentro del territorio de Chile. Es de notar, con todo, 
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que el representante en el país, del gobierno reqairente, afirma 
proceder en nombre de éste y que la constitución de un funcio- 
narlo especial para el proceso sobre desfalco en la oficina de 
cange, se hizo á indicación del ministro de justicia que recla- 
maba para ese asunto la preferencia del juez del crimen. 

El testimonio literal del auto que decreta la extradición no 
es requerido por la ley nacional de 1885; no puede considerarse 
un requisito esencial en una solicitud de extradición estableci- 
da por la vía diplomática. Y en cuanto al auto de prisión, la 
circunstancia de omitirse los elementos de convicción que in-^ 
formen su procedencia, corresponde más que á la forma extrín- 
seca, al valor legal del fondo del. proceso con arreglo á las pres- 
cripciones que d^ben observarse en el país requircnte, sobre cu- 
* ya materia no puede emitir juicio la autoridad que tramite y 
resuelva el pedido de extradición. 

Por otra parte, el documento de foja 60 ratifícala culpabili- 
dad del procesado^ afirmando que ella resulta comprobada de 
los antecedentes acumulados. Este documento emana del juez 
encargado de la substanciación y fallo de la causa. 

10° Que el documento de fojar 84^ en que á propósito de una 
comunicación del señor cónsul de Chile en Mendoza al minis- 
tro de relaciones exteriores de su país, se abre discusión acerca 
del dictamen del señor fiscal, emitido en estos autos constituye 
una pieza que no ha debido omitirse, desde que no proviene de 
parte interesada en la causa, ni es lícito que en forma alguna 
se introduzcan alegaciones que aparte de ser completamente 
desautorizadas ante este tribunal, violan el procedimiento que 
)a ley argentina ha establecido con autoridad incontrovertible 
y soberana para el régimen de los juicios dentro del territorio 
de su jurisdicción. Como queda dicho (resultando 9°), declara- 
da impertinente la controversia y extemporánea acerca del dic- 
tamen fiscal, por la autoridad judicial del pais requirente, solo 
permanece en los autos ese documento por cuanto contiene co- 
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pia del auto de prisión, que debió remitirse en forma desde el 
primer momento, de conformidad á la ley puesta en vigencia 
para ambas naciones, por el acuerdo celebrado en 1894 por los 
plenipotenciarios de las mismas. 

11^ Que al presente, después de diferentes envíos de docu- 
mentos, algunos debidos al decreto dictado de c para mejor 
proveer >, se encuentran reunidos y en forma legal presentados 
los documentos habilitantes de la requisitoria de extradición 
con arreglo al artículo 12 de la ley de la materia; quedando a^í 
resueltas las cuestiones propuestas en el caso sub-judice^ den- 
tro de lo prescripto por el artículo 18 íle la misma ley, y deplo- 
jadala dificultad de saber si procedería ó no después del fallo, 
acordar al gobierno requirente^ un término para complemen- 
tar las deficiencias del pedido de extradición que tuviera omi- 
siones en razón de encontrarse éstas salvadas con anterioridad 
á la sentencia, como queda establecido por esta resolución. 

12^ Que correspondiendo al delito origen del presente pedi- 
dode extradición, la pena de 5 á 15 años de presidio, con inha- 
bilitación perpetua para cargos y oficios públicos, según el Có- 
digo chileno (foja 60 de estos autos), y la pena de 3 á 10 años 
de presidio é inhabilitación perpetua para cargos públicos se- 
gún el código penal argentino (artículos 268 y 190), correspon- 
de que la extradición se acuerde á condición de que la penali- 
dad se graduará con arreglo á la ley más benigna, de conformi- 
dad al artículo 667 del Código de Procedimientos criminales, 
que es de aplicación por consignar un principio de orden públi- 
co, cuyo respeto es de carácter obligatorio como precepto de 
sana doctrina, en cuanto á la efectividad de las penas y en 
cuanto sanciona un beneficio humanitario en presencia de dos 
legislaciones que se auxilian para un propósito común : la re- 
presión del delito. 

Por estos fundamentos, omitiendo mayores consideraciones, 
fallo: declarando procedente la extradición solicitada por el 
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gobierno de Chile, respecto del procesado Jorge E. Walker, 
como autor de un desfalco en la oficina de cange de Santiago 
de Chile, bajo promesa de la nación requirente de ajustarse á 
la penalidad más benigna, con arreglo á lo establecido en el 
considerando último de esta resolución. 

Póngase al procesado á disposición de S. £. el señor minis- 
tro de relaciones exteriores, remitiéndosele además el proceso 
original, previa compulsa de todo lo actuado, que para constan- 
cia se dejará en este juzgado, 

Al tiempo de la entrega del preso, requiérase de la policía la 
remisión del dinero y objetos secuestrados, que igualmente que- 
den á disposición del ministerio. 

En definitiva, así lo declaro y ordeno, en Mendoza á 14 de 
Febrero de 1898. Notifiquese con el original. 

Severo (i, del Castillo. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 1* de 1898. 
Suprema Corte : 

La procedencia de los documentos habilitantes del pedido de 
extradición que analiza la sentencia recurrida de foja 93, y los 
sólidos fundamentos, que legalmente apoyan sus conclusiones 
relativas á la aplicabilidad, al caso sub-judice^ de las prescrip- 
ciones de la ley nacional sobre extradición de 1885, me excusan 
de otros detalles. 

Nada podría agregar de fundamental, á los considerandos de 
tan ilustrada sentencia. Limitándome por ello á exponer á 
Y. E., que resultando llenados los procedimientos legales y apli- 
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cados los principios y leyes nacionales que rigen la materia 
sub'judice^ pido á Y. E. se sirva confirmar por sus fundamen- 
tos la sentencia que á foja 93, declara procedente la extradi- 
ción de Jorge E, Walker, bajo la promesa establecida en ella, 
de aplicarse al procesado, si resaltase culpable, la penalidad 
más benigna que nuestro código penal impone al delito apun- 
tado. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 17 de 1898. 

Vistos: Importando el documento de foja cincuenta y nueve, 
expedido por el juez encargado de la prosecución y conoci- 
miento de la causa criminal que da lugar á este procedimiento 
un acto equivalente al mandato de prisión á que se refieren los 
artículos doce de la ley de veinticinco de Agosto de mil ocho- 
cientos ochenta y cinco, y seiscientos cincuenta y uno del Códi- 
go de Procedimientos en lo Criminal, siendo, en consecuencia, 
bastante á los efectos de la extradición solicitada y, conside- 
rando, además, que dicho documento se encuentra agregado 
en autos, no sólo en copia, sino también original. 

Que por la copia de foja sesenta, debidamente autenticada 
resulta, que se ha decretado y pedido la extradición por el 
juez encargado de la prosecución de la causa criminal seguida 
al recurrente. 

Que la competencia del expresado juez aparece también jus- 
tificada por la nota de foja sesenta y uno, del enviado extraor- 
dinario y ministro plenipotenciario de Chile^ y del documento 
de foja ochenta y tres, que aún cuando no se halla legalizado 
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debe ser tomado en cuenta por ^er remitido por la legación de 
aqnella república. 

Que la identidad del requerido no ha sido puesta en duda, 
habiéndose también agregado copia autenticada de las disposi- 
ciones legales aplicables al hecho acusado^ según la legislación 
del país requirente, como también la designación del delito im- 
putado al requerido. 

Que sí bien no se ha acompañado antecedente que indique 
la fecha de la comisión del delito, ella debe darse por acredita- 
da en vista de la fecha de los recaudos remitidos y de la época 
á que en ellos se hace referencia, máxime cuando el detenido 
no ha alegado la prescripción de la acción penal, fundándose 
en que aquella pudiera ser procedente por razón de la fecha del 
delito que se le atribuye. 

Que, en consecuencia se encuentran reunidos todos los requi- 
sitos que la ley exige para la procedencia de la extradición. 

Que con arreglo al artículo seiscientos sesenta y siete del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal, cuando el delito que 
motiva la solicitud de extradición tenga una pena menor en la 
República, el encausado no será extraído sino á condición de 
que los tribunales del país que lo reclama le impondrán la pena 
menor. 

Que en el presente caso, la pena aplicable al delito de que se 
tratn, es la señalada por los artículos ciento noventa y tres y 
doscientos sesenta y ocho del Código penal argentino^ inferior 
á la señalada por la ley chilena. 

Por estos fundamentos, y de acuerdo con lo pedido por el 
señor Procurador general, se confirma le sentencia apelada de 
foja noventa y tres, en cuanto hace lugar á la extradición^ de- 
clarándose que ella procede, con la condición de aplicarse, en 
caso de resultar la criminalidad atribuida al requerido, por los 
tribunales de la nación requirente, la pena fijada en los artícu- 
los ciento noventa y tres y doscientos sesenta y ocho del Códi- 
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go penal argentino, qae se transcribirán al efecto. Hágase sa- 
ber con el original 7 devuélvanse . 

LUIS V. VÁRELA. — ABE|i BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA \X\E 



Don Elíseo Brizuela contra don Teodoro M. Undoso, por 
reivindicacoin ; sobre lüispendenda 

Sumario. — No existiendo juicio pendiente sobre el punto 
que es materia de la deníianda, debe rechazarse la excepción de 
litispendencia. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del Jues Vederal {ad hoc) 



Salta, Octubre 13 de 1894. 

T vistos: Don Eliseo Brizuela, representado por don Saturni- 
no Salguero, deduce á fojas 18 y 19 acción reivindicatoría con 
tra don Teodoro M. Lindóse, fundándose en que éste le ha des- 

T. Lxxn 9 
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pojado de una fracción de terreno que forma parte de su fundo 
denominado c Rosario Viejo », comprendida entre on cerco de 
rama y un alambrado construido por el señor Lindoso. 

Apoya su demanda en las disposiciones legales que cita, y 
pide la condenación en costas al demandado. 

Corrido traslado, éste, á foja 25, sin contestar la demanda, 
opone la excepción dilatoria de litispendencia prevista por el 
inciso 3° del artículo 73 del procedimiento nacional, alegando 
haber el actor iniciado demanda sobre el particular ante el juez 
de paz del Rosario de Lerma por interdicto de obra nueva pi- 
diendo se tenga por opuesta la excepción, resolviéndose como 
corresponda, con costas. 

Recibida á prueba la excepción, se ha producido la que in- 
forma la diligencia de foja 45. 

Considerando: i^ Que del testimonio de fojas 33, 34 y 35, 
consta que el señor Briznela dedujo interdicto de obra nueva 
por la construcción de un alambrado que afirma que construía 
el señor Lindoso avanzándose en terrenos que reputaba de su 
propiedad. Tramitada esta demanda y á solicitud del demanda- 
do señor Lindoso, se declara incompetente el referido juez de 
paz, antes de contestarse aquella, quedando ejecutoriada su re- 
solución. 

2° Que para que la excepción de litispendencia sea admisible, 
según todos los tratadistas de procedimientos, entre ellos Cara- 
vantes, página 87, tomo 2^, se requiere varios requisitos como el 
de haberse trabado pleito ante juez competente, que la causa de 
las acciones sea la misma, sobre idéntica cosa y otros, no concu- 
rriendo en el caso sub-judice estas circunstancias, porque del 
testimonio de foja 33 resulta que el juez de paz del Rosario de 
Lerma se declaró incompetente para entender en la demanda, con 
la particularidad de que el mismo señor Lindoso se excepcionó 
alegando la incompetencia, lo que sería motivo y cansa suficiente 
para declarar insubsistente la excepción de litispendencia. 
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Qae también son diferentes las causas de ana 7 otra deman- 
da, poes la presente nace del derecho real de propiedad j la 
iniciada ante el juez de paz del Rosario de Lerma del derecho 
de. poseer 7 de la posesión misma. 

3^ Que aun en el supuesto de que concurrieran en el caso sub- 
judice los requisitos enunciados anteriormente, no puede jurídi- 
camente decirse que el juicio por interdicto de obra nueva sea 
un pleito pendiente, porque según todos los tratadistas sobre 
materias de procedimientos^ ba7 verdadero pleito ó litis cuando 
éste se ha trabado con demanda v contestación, la cual no exis- 
te en el presente caso. 

Por estas consideraciones, fallo: no haciendo lugar á la excep- 
ción deducida, ordenando que el demandado conteste derecha- 
mente la demanda, con costa. Notifíqnese con el original 7 re« 
póngase los sellos. 

Felipe ñ. Arias. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 17 de 1898. 

Vistos : Resultando de la prueba producida por ambas partes 
que no existe juicio pendiente entre ellos, sobre el punto que es 
materia de la demanda de foja diez y ocho^ se confirma, con 
costas, el auto apelado de foja cincuenta 7 dos. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

LUIS y. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB. 
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CAUSEA x:vi^ii 



Cnmtnal, por contrabando, sobre entrega del buque « Antonie- 

tta d'Ottone^ 



Sumario. — Durante el juicio sobre contrabando, pueden en- 
tregarse á los interesados los objetos detenidos bajo fianza de 
responder, en caso de condena, al monto de ésta. 



Caso. — Besnlta de las siguientes piezas: 



Fallo del Jues Federal 



Buenos Aires, Noviembre 23 de 1897. 

Autos y vistos : El pedido de entrega del buque c Antonietta 
d'Ottonet bajolafianzadedon FortunatoFerro, y considerando: 
Que el artículo 1046 de las Ordenanzas de aduana la autoriza 
con las formalidades que establece el artículo 1044. Que ante 
esta disposición y la garantía que ofrece la persona de don For- 
tunato Ferro^ presentado como fiador, carece de fundamento la 
oposición que hace el señor Rolon Pérez en su escrito de foja 4, 
desde que con este procedimiento no se alteran ni perjudican en 
nádalos derechos. Por estos fundamentos, se hace lugar á la 
entrega del buque c Antonietta d'Ottone t bajo la fianza personal 
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las 



de don Fortunato Ferro, fijándose sa responsabilidad, atenta la 
valaacion hecha por la Prefectura Marítima del referido buque 
en la suma de 5000 pesos moneda nacional. Previa conformidad 
de la parte de Bolón Pérez, que podrá manifestarla en el acto de 
la notificación, pase al secretario Rodríguez de la Torre para 
que extienda la correspondiente escritura, y fecha, líbrense las 
órdenes del caso para la entrega del buque precitado. 

Gervasio F. GraneL 



Autm del ^«es Federal 



Buenos Aires, Diciembre 14 de 1897. 



Autos y vistos : Los recursos de revocatoria y de apelación 
deducidos por la parte de Rolon Pérez contra el auto de foja 9 
vuelta. 

Y considerando en cuanto á la revocatoria: Que el juzgado al 
proveer la entrega del buque cAntonietta D'Ottone» tuvo presen- 
te la prescripción del artículo 1044 de las Ordenanzas de aduana, 
que en sentido imperativo, dispone: c Que si alguno de los inte- 
resados de los objetos detenidos reclama el suyo, le será entre- 
gado bajo fianza, etc.!. Que cumpliéndolo dispuesto en el 
artículo 1044 de las citadas ordenanzas se mandó practicar 
por intermedio de la Prefectura Marítima, la tasación que hace 
á foja 9. 

Que este tribunal, velando por los intereses de las partes^ dis- 
puso la entrega del buque de la referencia, bajo la fianza de 
don Fortunato Ferro, cuya responsabilidad le había sido debi- 
damente acreditada y fijó la suma de 5000 pesos moneda nacio- 
nal, cantidad que, según la escritura de foja 194dei procesoque 
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' se le sigue á Roberto Imsen por contrabando y la tasacioa de la 
prefectura de foja 9, excedía al valor del buque. 

Por estas consideraciones, el juzgado resuelve mantener el 
auto de foja 9 vuelta j concede la apelación que subsidiaria- 
mente interpone. Elévense al superior los autos en la formado 

estilo. 

Gervasio P. Granel. 



VISTA D£L SEÑOR PROCURADOR GBUfiRAL 



Suprema Corte: 



Buenos Aires, Diciembre 28 de 1897. 



La resolución administrativa de foja 84 declaró oaida en co- 
miso la embarcación c Antonietta d'Ottone » con otros objetos 
concurrentes á la realización de un contrabando. Esa resolución 
administrativa ha sido recurrida, y dado origen al juicio con- 
tencioso recientemente iniciado. No puede decirse^ entonces^ que 
el buque en cuestión haya caido en comiso, pues aun cuando 
una resolución administrativa así lo declara, pendiente el juicio 
contencioso^ en el que puede ser revocada, aquella resolución 
careoe en absoluto de fuerza ejecutoria. 

No habiendo aun sentencia de comiso que con la fuerza de tal 
haya hecho perder la propiedad del buque, éste pertenece aún 
á su propietario, aunque sujeto á las responsabilidades legales. 
En este estado, las aduanas retendrán únicamente los buques, 
lanchas^ carros, etc., con que se ha prevaricado, según el ar- 
tículo 1045 de las Ordenanzas, pero si alguno de los interesados 
en los objetos detenidos reclama el suyo, le sería entregado bajo 
fianza suficiente del valor fijado en el artículo 1044 para respon- 
der al monto de la condena según prescripción expresa del ar- 
tículo 1046. 
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Habiendo fijado el jaez a 91^ el monto de responsabilidad del 
buque en ana sama saperior al precio de compra, según la es- 
critora de fo)al94>y al de tasación, según el informe de la 
Prefectura general de puertos, de foja 9 del expediente corrien* 
te, encuentro legal y justa la resolución recurrida de foja 9 
Tuelta^ cuya confirmación solicito de Y. E. 

Sabiniano Kier. 



Pallo de la Suprema Ck»rte 



Buenos Aires, Marzo 17 de 1898. 

Vistos: Por los fondamentos del auto de foja trece, los de la 
sentencia apelada de foja nueve vuelta y de conformidad con lo 
expuesto y pedido por el señor Procurador general, se confirma, 
con costas, la citada sentencia y repuestos los sellos, devaél- 
vanse. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BURGB. 
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A X.'KTIII 



Criminal contra Horacio Fragueiro; sobre tentativa 

de homicidio 



Sumario, — Debe confirmarse la sentencia qae impone la 
pena denn año de prisión por disparo intencional de arma de 
fuego, si ésta ha sido la pedida por la acusación fiscal. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo d«l Jnefs Federal 

Rosario, Setiembre 15 de 1897. 

Vistos: el siguiente proceso seguido por el señor Procurador 
fiscal contra Horacio Fragueiro, de 19 años de edad, soltero, 
de nacionalidad argentino, de profesión empleado, con domici- 
lio en la calle Córdoba, quien no ha sido procesado antes de 
ahora, sobre tentativa de homicidio, de los que resulta: 

1^ Que á foja 1, don José B. Mazza hace ante el Comisario 
de la 2" sección de policía, la siguiente denuncia: 

Que el dia 20 del mismo mes y año, ordenó al jefe de la ofi- 
cina de clasificación que cambiara el horario que regía de seis 
á doce pasado meridiano que tenía el empleado de su dependen- 
cia Horacio Fragueiro. 
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Que cumplida ia disposición, Fragueiro se apersonó al de« 
nunciante^ que se hallaba en su despacho, y con voz exaspera- 
da, le dijo: Que no le convenía ese horario porque él lo inhabi- 
litaba á concurrir á otro empleo que tenía, lo cual estaba dis- 
puesto á no hacerlo; á lo que contestó aquél qué había diotado 
esas medidas por las conveniencias del servicio, y si no le con- 
venía, que renunciara; que al oir esto Fragueiro, dio dos pa- 
sos atrás, y sacando un revólver del cinto, le apuntó, pero al 
hacer el disparo el proyectil no salió, que acto continuo volvió 
á apuntar é hizo fuego sin dar en el blanco, yendo la bala á in- 
crustarse en la puerta de la oficina de transmisión, hecho lo cual 
se retiró precipitadamente. 

Que á foja 2 vuelta, y ante el mismo funcionario, comparece 
el procesado y declara : que á causa de habérsele ordenado el 
cambio de horario que teníase apersonó al señor Mazza á mani- 
festarle que el nuevo servicio lo perjudicaría tanto, que lo in- 
habilitaría á concurrir á otro puesto que desempeñaba en la 
Municipalidad. 

Que el señor Mazza, un tanto violento, se levantó de su 
escritorio, y haciendo ademanes descompuestos, le dijo : c si 
no le gusta renuncie >, y acto continuo se dirigió al decla- 
rante en ademan agresivo, diciéndoie en alta voz á un empleado 
que había allí que redactara inmediatamente la renuncia; que 
en vista de la agresión violenta de que era víctima por parte del 
señor Mazza, y no estando dispuesto, á pesar de su corta edad, 
á que nadie le ponga las manos encima, sacó un revólver de la 
cintura, pero* sólo con el propósito de intimidar al señor Mazza, á 
fin de que no lo tomara á golges de puño; que estando algo ner- 
vioso é impensadamente tocó el gatillo del arma y salió un tiro, 
que como su intención no era ofenderlo» guardó el arma y se re- 
tiró á su domicilia, con toda la tranquilidad que lo puede hacer 
toda persona consciente de no haber cometido delito . 

Que al llegar á la esquina Córdoba y Buenos Aires, fué ínvi- 
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tado por an agente de pesquisas á pasar al Departamento de 
Folicía,donde permaneció hasta qae prestó esta declaración, que 
el arma mencionada la tiró en el pozo del escusado del café de la 

» 

calle Libertad j Santa Fe. 

Que á foja 12 el denunciante declara ante este tribunal, que 
se ratifica en el contenido de su denuncia de foja 1; que cuan- 
do el procesado le reclamó de la disposición que mandó poner 
en práctica, el declarante ordenó con actitud tranquila al secre- 
tario, que lo suspendiera del cargo que tenía, que antes no ha- 
bía tenido con el procesado ningún resentimiento personal, es- 
tando presente cuando ocurrió el hecho Francisco Weber, Luis 
Rodríguez y Octavio Sivori; que el revólver estaba apuntado 
contra el declarante cuando salió el tiro, lo que prueba la señal 
que dejó en la puerta en cuya dirección se encontraba el depo- 
nente, hablando con el secretario; que no tuvo tiempo de to- 
mar medida alguna porque fueron instantáneos los disparos, 
pero el procesado, después del primero, bajó el arma, volviendo 
á apuntar para hacer el segundo disparo, pasando el proyectil 
á algunas pulgadas del declarante, á la altura del pecho. 

Que á foja tS vuelta comparece el procesado y contestando 
á las preguntas que se le hicieron, expresa: que la cansa de 
su prisión es por un tiro que se le escapó en la oficina del señor 
Mazza; que se presentó á la oficina del jefe para pedirle no 
cambiase el horario, porque tenía dos empleos, y que aquél lo 
insultó con palabras injuriosas, diciéndole que saliera de la ofi- 
cina; que el declarante le contestó que no tenía motivo para 
cambiarle el horario y hacerle ese perjuicio, porque su supe- 
rior inmediato estaba contento con su servicio; que él no se de- 
jaba humillar por las palabras qae acababa de dirigirle y que 
las contestó á su vez en el mismo tono; que por este motivo se 
dirigió el señor Mazza hacia el declarante á obligarlo á que re- 
dactara su rennncia, y como no quisiera el deponente, se apro- 
ximó á tomarlo de un brazo, por lo cual el declarante diópa- 






♦ » 



é 
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SOS atrás, sacó el revolver y se le escapó un tiro, habiendo sido 
un solo disparo el que hizo; qne el jefe estaba, cuando salió el 
disparo, parado cerca del escritorio del secretario', á poca distan- 
cia del declarante porque él retrocedió, y que la bala se incrus- 
tó en la pared de la oficina de transmisión; que el arma la tiró 
en el escusado del café Eaiser-Hale, esquina Libertad y Santa 
Fe; que tiró el arma para evitar hacer uso de ella contra los que 
lo perseguían, dado el estado de excitación en que sq encontra- 
ba; que siempre ha acostumbrado cargar armas, no habien- 
do tenido nunca resentimiento con el señor Mazza, con quien 
siempre se haa estimado y respetado, que en el acto del suceso 
no se encontraba persona alguna; que después déla detonación 
concurrió todo el personal; que sacó el revólver con el solo ob- 
jeto de intimidar al señor Mazza, y no ha apuntado á éste y se 
le salió el tiro al sacarlo ; siendo el revolver del sistema Bull- 
dog, de seis balas; que se ratifica en la declaración de fojas 3 á 
4, menos en la parte que dice : c que había un empleado presen- 
te á quien se le ordenó que redactara su renuncia »; que lo exac- 
to es lo que ha declarado en este momento, de que no había 
ningún empleado y la orden para redactar la renuncia fué diri- 
gida al declarante. 

Que de fojas 19 á20, presta su declaración el testigo Fran- 
cisco A. Weber, de acuerdo con lo depuesto por el señor José 
B. Mazza á foja 12, con la diferencia de que después del dis- 
paro el jefe trató de tomar á Fragaeiro* saliendo éste de la ofi- 
cina, y al bajar la escalera apuntó éste nuevamente con el re- 
vólver al señor Mazza, desistiendo del propósito de tomarlo, y 
ordenó al declarante que diese cuenta del hecho á la policía; que 
además del deponente estuvieron presentes cuando se produjo 
el hecho, Luis Rodrigues, Octavio Sivori y Benito Domínguez. 

Que á foja 21 declara don Octavio Sivori que ha oido decir lo 
que expresa (declara de acuerdo con lo depuesto por el señor 
Mazza á foja 12). 



• ♦. 
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Que á foja 22 declara don Luis Bodriguez que el señor Maz- 
zalo hizo llamar al declarante para qiie cambiara el horario de 
servicio del joven Fragaeiro, por convenir así &I mejor despa- 
cho; que en esta circunstancia se presentó Fragueiro á la ofici- 
na del jefe y reclamó la medida en tono altanero, por lo que el 
jefe ordenó su suspensión, pero en estas circunstancias pasó á 
la pieza inmediata y escuchó que el joven Fragueiro al oir la 
orden de suspensión, dijo algunas palabras groseras al señor 
Mazza^ diciendo que parecía que el motivo que tenía para 
portarse así el jefe, era porque precisaba el empleo que él de- 
sempeñaba, que podía disponer de él, pero que se arregla- 
rían; en este estado oyó el declarante una detonación y pene- 
trando en la oficina del jefe vio á Fragueiro que salía al paso 
natural. 

e 

2^ Que á foja 20 el señor procurador fiscal formula su acu- 
sación expresando : que el delito está plenamente justificado; 
que no habiendo existido, entre el procesado y el jefe, resenti- 
miento alguno, ni otros antecedentes que hayan originado ese 
hecho, estas circunstancias hacen suponer que el procesado (de 
18 años cumplidos) ha sido víctima de ligereza por falta de expe- 
riencia, por cuya razón pide se condene al procesado don Hora- 
cio Fragueiro al mínimum de la pena que establece el artículo 
99 del </6digo Penal, 6 sea un año de prisión, y en las costas 
de este juicio. 

3^ Que de fojas 33 á 36, el defensor del procesado contesta 
la vista fiscal, expresando que el procesado ha obrado sin vo- 
luntad criminal en el hecho que se lu imputa, y desde que no 
ha existido deliberación ó premeditación sólo es pasible de la 
pena aplicable á la falta ó culpa; que como causa atenuante de 
su responsabilidad hay que tener en consideración la edad del 
procesado y la amenaza de su jefe, que importa un ultraje á su 
dignidad personal y de empleado; que en atención ¿ los funda- 
mentos expuestos se declare al acusado sólo como reo do culpa 
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leve, conforme al artículo 19, inciso 1^, del Código Penal^ con 
aplicación, además, del mínimum de la pena. 

4° Que abierta la causa á prueba á foja 39, el defensor pro- 
doce un testimonio del Intendente municipal, del cual resulta 
que el procesado observó durante el desempeño del puesto de 
auxiliar de la subsecretaría de esa repartición, una conducta 
intachable; y á foja 46 otro testimonio del jefe de correos de 
este distrito, en el cual se dice asimismo que la conducta del 
procesado ha sido irreprochable, salvo una que otra leve obser- 
vación hecha por dicho jefe. 

Y considerando: 1*^ Que en estos autos se encuentra compro- 
bado debidamente el hecho del atentado contra e! jefe del dis- 
trito de correos, que sirvió de cabeza á este proceso, que el 
mismo sindicado ha declarado ser autor del disparo, sin haber 
probado la agresión que imputa al jefe del distrito, ni que haya 
obrado en legítima defensa; por el contrario, consta eñ autos por 
declaración de testigos no tachados, que no ha existido tal 
agresión, sino que el disparo de arma de fuego contra el jefe de 
correos fué intencional^ y como consecuencia del ejercicio de 
sus funciones, al cambiar horario para el empleado procesado. 

2® Que según el artículo 6° del Código Penal, en la ejecución 
de los hechos clasificados de delitoa, se presume la intención 
criminal á no ser que resulte lo contrario de las circunstancias 
particulares de la causa. El procesado no ha probado en el curso 
déla causa la falta de intención criminal, oque ha procedido 
por culpa ó imprudencia, como alega la defensa en su favor. 

3^ Que según el artículo 59 del citado Código Penal, el acto 
de disparar intencionalmente un armado fuego contra una per- 
sona, sin herirla, será penado el autor con prisión de uno á tres 
años, pena á que se ha hecho acreedor el acusado por el delito 
probado. 

4^ Que según el inciso 6° del artículo 83 del Código Penal, 
es causal atenuante para la pena, el estado de excitación sin 
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culpa del autor del delito, en el acto de cometerlo, como parece 
indudable haber sufrido el joven Fragneiro una gran exalta- 
ción de sus pasiones qne le hizo perder el buen sentido j la cal- 
ma de la razón al Comunicársele el cambio de horario que le per- 
judicaría en sus intereses, porque ya no podría desempeñar dos 
empleos. 

Por estas consideraciones, 7 de conformidad al dictamen del 
señor fiscal y artículo 07 del Código Penal, fallo definitivamen- 
te en esta sala de audiencias, condenando al procesado Fra- 
gueiro á la pena de un año de prisión, con descuento del tiempo 
de detención sufrida, en la proporción del artículo 47 del mismo 
Código. Con costas, consistiendo éstas en la reposición de se- 
llos. Notifíquese con el original. 

Daniel Goytia, 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Febrero 17 de 1898. 

Suprema Corte : 

Hay prueba plena sobre el disparo de dos tiros de revólver 
por el procesado Horacio Fragueiro, contra su jefe de oficina, 
don José 6. Mazza. 

£1 procesado no ha justificado la excusa alegada, de falta de 
intención. Por otra parte, la intención dolosa se presume en to- 
dos los actos delictnosos, y en el que motiva este proceso, se 
deduce de una manera convincente de la repetición de los dis- 
paros, y de todas las circunstancias en que se produjeron los 
hechos. Tampoco se ha justificado la provocación de hecho ó 
de palabra, por parte del jefe de oficina, pues no importaba 
nna provocación la orden de redactar su renuncia al empleado 
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subalterno que se negaba á cumplir los tornos establecidos para 
la oficina de correos. 

£n tal caso corresponde al hecho la aplicación de la pena de 
ano á tres años de prisión, que establece el artículo 99 del Có- 
digo Penal. Y pienso que esa pena debió aplicarse en su grado 
máximo, porque teniendo el procesado 18 años cumplidos cuan- 
do ejecutó el hecho, no está comprendido en la atenuación pres- 
crita en el artículo 83, inciso 2^, del Código Penal; mientras que, 
ejecutado el delito contra su jefe y en lu misma oficina donde 
ejercía sus funciones, militan en contra del procesado, las cir- 
cunstancias agravantes á que se refiere el artículo 84, inciso 15, 
del código citado. 

Considerando, no obstante, que la acusación fiscal de foja29 
sólo ha pedido un año de prisión, dictándose la sentencia recu- 
rrida de foja 63 de conformidad con la acusación, me limito á 
pedir áY. E. se sirva confirmar la sentencia recurrida. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la SapreniA Corte 



Buenos Aires, Marzo 17 de 1898. 



Vistos: De acuerdo con lo expuesto j pedido por el señor 
Procurador general y fundamentos concordantes de la sentencia 
apelada de foja sesenta y tres, se confirma ésta, con costas, y 
devuélvanse. 



LUIS V. VARBL4. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. 
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CAVSA XXIX 



Criminal contra Nieva Taboada; sobre circulación de un 

billete falso 

Sumario. — No habiéadose comprobado el delito imputado, 
procede la absolución de todo cargo. 



Caso. — Resulta del 



Fallo del Jí««m Federal 



Santiago, Junio 18 de 1897. 

• 

Y vistos: los seguidos contra doña Nieva Taboada, natural 
de esta provincia, de 30 años de edad, soltera, profesora y do- 
miciliada en la localidad, calle de Tucaman, sobre circulación 
del billete falso de foja 3, valor de cincuenta pesos moneda na- 
cional de corso legal, hecho que tuvo lugar el 24 de Noviembre 
del año próximo pasado, según consta de la acusación de foja 1 
de doña Brígida Salvatierra, ratificada á foja 7 vuelta, y que 
prosiguió también el señor agente fiscal, por intervención que 
le confiere el ministerio de la ley. 

La acusación se basa en que, en la fecha arriba expresada, la 
acusada envió á la acusadora y en pago de un mes de sueldo 
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devengado por ésta como maestra de la escuela Zorrilla, el bi- 
llete en coestion, el cual le fué inmediatamente devuelto á la 
primera por ser falso, quien se negó á recibirlo. 

La demandada niega el hecho que se le atribuye, exponien- 
do: Que el 24 de Noviembre del año á que alude la acusación, 
y por intermedio de doña Jesús Pizarro de Aguijar, pagó el 
sueldo de la acusadora con un billete de cincuenta pesos algo 
usado y con una pequeña rotura hacia la derecha, en presencia 
de doña Gabriela Grigera y Ascención Lezcano. 

Que al dia siguiente, la Salvatierra le devolvió un otro bi- 
llete de igual valor que el anterior, conjuntamente con la carta 
de foja 9, pero observando ella (la acusada) por el contenido 
de la carta, y por el estado y condiciones del billete, que éste 
no era el mismo que aquél con el que había efectuado el pago, 
lo remitió al Banco de la Nación, donde le pusieron el sello de 
«falso», por cuyo motivo lo envió de nuevo á la. querellante 
con el portero de la escuela, y por orden del Consejo de educa- 
ción. 

Los testimonios presentados por la acusadora son, los de Ro- 
melia Aguirre, foja 15, quien declara que estando en casa de 
aquella, vio que por intermedio de doña Jesús de Aguilar, do- 
ña Nieva Tabeada, remitió á la expresada Salvatierra, un billete 
de cincuenta^ pesos roto hacia la izquierda, y que es el mismo 
de foja 3, pero que entonces no tenía el sello de falso. 

De Tarchíni, de foja 16, quien dice que la persona que pre- 
tendió pagarle una cuenta con el billete de foja 3, fué la Salva- 
tierra. 

La de Jesús Pizarro de Aguilar, que dice: que ella misma 
fué la portadora del billete de cincuenta pesos, y que como lo 
vióy está segura que no es el de foja ^, sino otro un poco roto 
á la parte de la derecha y no á la izquierda, y el cual fué entre- 
gado por la Salvatierra á la madre de ésta, sin que hiciera 
manifestación alguna. 

T. LXXII 10 
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G-abriela Grigera, á foja 21 vuelta, sostiene que estando en 
casa de la Taboada vio que ésta entregó en presencia de sn prir 
ma Ascención Lezcano á doña Jesús de Aguilar, y para que ésta 
pagara un mes de sueldo á la Salvatierra, nn billete de cin- 
cuenta pesos, que si bien algo destruido, no es el mismo que 
corre á foja 3. 

Ascención Lezcano, citada por la anterior testigo, depone : 
que encontrándose ella conjuntamente con su prima Gabriela 
Grigera, en casa de la Taboada, vio que ésta entregó á doña 
Jesús de Aguilar y para que abonase un. mes de sueldo á la Sal- 
Tatierra, como maestra, un billete de cincuenta pesos algo aja- 
do y roto hacia la derecha, pero que no es el mismo de foja 3* 

Santiago Barrionuevo, foja 24, sólo pudo ver que el billete 
que tuvo la Salvatierra en casa de la Taboada era el mismo de 
foja 3, sin que al respecto supiera algo más. 

Luis M. Abales, foja 34, que á su casa se presentó nn herma- 
no de doña Brígida Salvatierra á cambiar un billete de cin- 
cuenta pesos algo roto á la izquierda, pero observando que era 
falso no lo quizo cambiar. 

Las de Carel, de foja 35 vuelta, de don Arcadio Diaz, de fo-^ 
ja 40^ y de don Santiago Dónovan, 4e foja 41, ningún interés 
ofrecen, y la de Amelia Villalba, foja 41 vuelta: que ella fué 
al Banco de la Provincia, con un cheque valor de- los sueldos 
de los empleados en la escuela Zorrilla; que el pagose.le hizo 
en billetes de cincuenta pesos, pero que ninguno era falso ; que 
el importe del cheque lo entregó á la Taboada que era la en- 
cargada de efectuar los pagos; que al día siguiente de esto oyó 
decir que la Salvatierra había devuelto á la Taboada, el mes 
de sueldo, por habérsele hecho el pago con un billete falso, que 
es el mismo de foja 3, pero que no pudiéndolo cambiar la de- 
clarante lo entregó nuevamente á la Taboada, quien ásu vez lo 
devolvió á la Salvatierra. 

De todo lo anterior se desprende que un solo testimonio, el 
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de foja 15, abona la afirmación de la querellante; mientras que 
las de foja 18 vuelta, 21 y 22vnelta, mayores de toda excep- 
ción, precisas, claras, concordantes y presenciales del hecho 
que motiva esta causa, demuestran concluyentemente, que el 
pago á la Salvatierra, se hizo con un billete distinto por com- 
pleto al de foja 3, siendo por lo tanto esta prueba, conforme á 
los artículos 306 y 307 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal, plena y superior á la de un solo testigo. 

Por estas consideraciones, fallo, absolviendo libremente á la 
demandada. Hágase saber con el original y en oportunidad, 
archívese. 

S. Salva. 



Auto del Summ Federal 



Santiago, Julio 2 de 1897. 

Conforme al artículo 144 del Código de Procedimientos en 
lo Crimina], declárase que las costas son á cargo de la quere- 
liante. . 

Salvd. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Suprema Corte : 



Buenos Aires, Diciembre 11 de 1897. 



La parte acusadora no ha podido justificar que el billete fal- 
so de foja 3, le fuera entregado en pago de su sueldo de precep- 
tora en la escuela c Zorrilla >. 
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La parte acasuda ha demostrado, en eontraposicion, con el 
testimonio de diversos testigos intachados, que el billete man- 
dado pagar por ella, no era el mismo que pretendió devolverle 
con la clasificación de falso. 

Considerados estos hechos en la sentencia recarrida de foja 
57, conducen á la absolución de la parte acusada, que establece 
su parte dispositiva. 

Pido á y. £. se sirva confirmar, por sus fundamentos, la sen- 
tencia recurrida. 

Sabiniano Kier. 



Fallo del Jues Federal 



Buenos Aires, Marzo 17 de 18d8. 

Vistos : No habiéndose comprobado el delito que se imputa 
á la procesada, como lo demuestra la sentencia apelada, y de 
acuerdo con lo expuesto y pedido por el s^ñor Procurador ge- 
neral se confirma, con costas, dicha sentencia, corriente á foja 
cincuenta y siete y el auto ampliatorio de foja sesenta y uno 
vuelta. Eepuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VAKELA.— ABEL BA- 
ZAN. — OCTAVIO BDNGE. 



J 
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CAUSA \XX 



Don Agustín Baya contra don Francisco Bustelo, por cobro 
de pesos ; sobre recurso de denegada justída 

Sumario. — Sin haberse proannciado demanda, ni acreditado 
el faero federal, no corresponde proceder. 



Caso. — Resulta del 



INFORME DEL JUEZ FEDERAL 

Eanna. Suprema Cor te Nacional : 

Evacuando el informe ordenado por Y. E. debo manifestar 
que con fecha 19 de Febrero del corriente año, fué remitido á 
este juzgado por el de comercio déla Capital un expediente se- 
guido por don Agustín E. Baya contra don Francisco Bustello, 
en virtud de haberse declarado incompetente dicho juzgado á , 
causa de la distinta nacionalidad de las partes. 

En el juicio de remisión el juzgado proveyó lo siguiente : 

« Buenos Aires, Febrero 20 de 1897. 
« P or recibido, hágase saber al juez que va á conocer. 

€ Urdinarrain. » 
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Después de este decreto la parte de Bajá presentó escrito 
manifestando que no habiendo opuesto el ejecutado otra excep- 
ción que la de incompetencia de jurisdicción, y no pudiendo opo- 
ner ahora ninguna otra, con arreglo al articulo 269 de la ley 
nacional de procedimientos, pedia al juzgado dictara sentencia 
de remate. El juzgado, considerando que por haberse declarado 
incompetente el juzgado de comercio de la Capital debía repu- 
tarse como nulo y sin efecto lo actuado ante él, en Tisba de no 
haber sido ni siquiera reproducido ante el juzgado de sección, 
proveyó lo siguiente : 

«Buenos Aires, Febrero 25 de 1897. 

€ Atento el estado de la causa, no ha lugar por ahora. 

€ Urdinarrain. * 



De este decreto la parte de Baya apeló y el juzgado proyeyó : 



»• ^. 



« Buenos Aires, Marzo 8 de 1897. 



cNo siendo apelable el auto recurrido, por no cansar gravamen 
irreparable, no ha lugar al recurso de apelación interpuesto. 

€ Urdinarrain. » 



Este auto es el que ha originado el recurso de hecho inter- 
puesto ante Y. £. 
Dios guarde ¿V. E. 

AgtAsHn Urdinarratn. 
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Falle de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 17 de 1898. 

Autos y vistos : Resultando de la Exposición de la parte y de 
lo informado por el juez federal que no se ha promovido ante él 
demanda alguna por el recurrente, ni que se haya acreditado él 
fuero en debida forma, devuélvanse estas actuaciones á los efec- 
tos que hubiere lugar. Repóngase el papel. 

LUIS V. VÁRELA. — ABBL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. 



CAUSA ]1)CXI 



El doctor don José C. Paz, contra la compañía de vapores 
€ Mensajerías Marítimas »; sobre daños y perjuicios 

Sumario. — 1® La cláusula sin responsabilidad eñ caso de 
muerte^ en el contrato de transporte de animales no exime á la 
empresa de toda responsabilidad, sino que obliga al demandan- 
te á probar que ha habido culpa ó dolo por parte de ella, 6 de 
sus agentes. 

2^ Probada la culpa, la empresa está obligada <i abonar el 
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yalor del animal muerto, y á devolver lo recibido por el flete y 
mantención. 

á® Está obligada también á pagar lascostacs del jnicio, si ba 
negado todo derecho á indemnización, y por tal negativa ha 
obligado el actor á segair el pleito para hacer efectivo el cobro 
de lo qne le corresponde. 



Caso. — Lo explica el 



Falle del Jiiem Federal 



Buenos Aires, Diciembre 2 de 1896. 

Vistos: Estos aatos seguidos por el doctor José C. Paz, 

contra la compañía de vapores € Mensajerías Marítimas», por 
cobro de pesos. 

Besulta : 1^ Que á foja 5 se presenta don Julio Patino, en 
representación de Paz, exponiendo que entabla formal demanda 
contra la expresada compañía de vapores para que se la condene 
al pago de la suma de 10.000 pesos moneda nacional^ en que 
su poderdante estima los perjuicios sufridos con la muerte de 
un caballo de raza que traía de Europa en el vapor € Portugal > 
en virtud de los hechos siguientes : 

Que según lo comprueba con el conocimiento de foja 1, 
el señor Paz embarcó en este vapor tres caballos de raía y de 
tiro, bajo la formal promesa del jefe de tráfico de la compañía 
demandada de qne los caballos serían perfectamente colocados 
á bordo, con cuya promesa su mandante se resolvió á pagar la 
enorme suma de 1233 francos por concepto de transporte de cada 
caballo, de Paris á Buenos Aires, siendo así que dicha compañía 
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cobra solameate 150 franeos por flete de cada caballo, sin 
mantenoioa, en sus vapores de oarga^ pero que se dicidió á ha- 
cer gastos tan eihorbitantes en la seguridad de que sos caballos 
vendrían con mayores comodidades y ventajas, lo que no suce- 
dió, desgraciadamente. 

Que al arribo del vapor á Dakar, el mejor de los caballos fué 
sacada del sitio conveniente y abrigado que tenía para exponer- 
lo á la acción del sol africano, délo que los agentes del doctor 
Paz reclamaron sin resultado, por lo que el mismo doctor Paz 
se apersonó al comisario del vapor, que le contestó que aun 
cuando aquello no era de su atribución trataría de poner reme- 
dio, lo que no sucedió, permaneciendo el caballo en el sol, con 
la cabeza apoyada en una escotilla, por laque subían y bajaban 
inmigrantes que lo inquietaban, durante los dias 13 y 14 de Oc- 
tubre del año próximo pasado, sobreviniéndole á consecuencia 
de esto, una insolación, déla que murió el dia 25 del mismo 
mes. 

Que estos hechos importan evidentemente una violación de 
los deberes y obligaciones que el capitán tiene como depositario 
de la carga de practicar todas las medidas y diligencias que 
sean necesarias á fin de que aquella no se pierda ó sufra avería, 
pues el capitán no pudo, sin consentimiento del cargador, variar 
con desventaja la colocación del caballo exponiéndolo durante 
dos dias á la acción del ardiente sol africana), que debió proveer 
podía producir la enfermedad ó muerte de un animal no acos- 
tumbrado á un tratamiento semejante ; máxime habiéndosele 
advertido del peligro que corría el caballo si no se le mandaba 
sacar de donde estaba, lo que agrava la culpa, pues cuanto ma- 
yor es el deber de obrar con prudencia y pleno conocimiento de 
las cosas mayor es la obligación que resulta de las consecuen- 
cias pasibles de las omisiones. Que si bien, en el conocimiento 
se lee la cláusula: <No responde por la mortalidad >, ella debe ser 
interpretada racionalmente en el sentido de que hay responsa- 
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bilid^d coando ha mediado calpa 6 negligencia, pues lo contra- 
rio sería aceptar la facultad de pactar el dolo 6 negligencia con- 
tra el texto expreso de la lej. Por todo lo cual pide al juzgado 
condene á la compañía de vapores demandada al pago de la 
sumado 10.000 pesos moneda nacional, más las costas del 
jai ció. 

^ Qae corrido traslado, don Octavio de Martin Donos, en 
representación de la compañía de vapores c Mensajerías Marí- 
timas >, contesta que es cierto que durante la estadía en Dakar 
fueron removidos los caballos de su sitio, pero que la remoción 
se hizo con sus respectivas bases, en que forzosamente tenían 
que hacer la travesía, lo que el conocimiento no lo prohibía, 
pues para los caballos no se había adquirido el derecho de tener- 
los en tal 6 cual parte del vapor, durante todo el viaje, sino el de 
ser colocados en lugar conveniente. 

Que si los caballos fueron trasladados á otro sitio fué porque 
hubo necesidad de ello, para cargar el carbón necesario para la 
marcha del vapor^ habiéndose tenido con los caballos en esa 
ocasión, los mayores cuidados, para que no sufrieran con la es- 
tadía en Dakar, que es de doce horas más ó menos. 

Que además, la cláusula del conocimiento : « No responde por 
la mortalidad >, exime á la compañía de toda responsabilidad, 
pues es la ley entre las partes y debe estarse á sus términos; 
cláusula cuya existencia en un contrato de fletamentode anima- 
les se comprende perfectamente y se funda en muchas razones, 
entre otras, en que dado el estado de la ciencia, hay pocas per- 
sonas que conocen si el caballo sufre 6 no de una enfermedad 
orgánica, en que nadie sino sn dueño conoce sus costumbres, 
siendo sabido que basta el cambio de alimentación y el mareo 
para ocasionar la muerte de un animal completamente sano 
antes de embarcarse, además de . que los animales y especial- 
mente los caballos tienen un precio de afección, cuya responsa-* 
bilidad las empresas de vapores no pueden aceptar, estando para 
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eso las compañías de segaros. En mérito de todo lo caal solicita 
del juzgado rechace la demanda. 

3® Qae abierta la causa á prueba se ha producido la que ex- 
presa el certificado del actuario de foja 52. 

Y considerando: i^ Que no haciendo distinción el Código de 
Gomercio entre un cargamento de efectos generales de mercade- 
rías, 7 el de animales, son aplicables al asLSO sub'judice las dis- 
posiciones del mismo relativas á la responsabilidad del capitán y 
sus obligaciones como depositario de la carga. 

2^ Que la aplicación del artículo 913 del citado Código desde 
que el conocimiento nada dice sobre el estado de la carga, le 
impone al capitán la obligación de probar que la pérdida 6 ave- 
ría se ha producido ¿ consecuencia de cualquiera de las tres 
únicas causas que le eximende responsabilidad^ establecidas por 
el artículo 909, habiéndose invertido en el caso sub-judice la 
posición de las partes en el pleito, en virtud de la cláusula : 
€ No responde por la mortalidad > , contenida en el conocimiento^ 
que coloca al actor en la necesidad de probar que ha habido cul- 
pa por parte del capitán que anule esa convención especial. 

3® Que en la presente causa hay dos cuestiones á resolverse: 
de derecho la primera, cual es la validez ó nulidad de la expresada 
cláusula en presencia de las disposiciones legales que reglan la 
materia ; y de hecho la segunda, si se ha probado la existencia 
de culpa en el capitán que destruya la fuerza legal que ella tu- 
viera. 

4^ Que la primera cuestión envuelve la de si las leyes y de- 
cretos que reglamentan la responsabilidad de las empresas de 
transporte son ó no de orden público y por consiguiente si les son 
ó no aplicables la máxima privatorium conventio juri fyublico 
non derogat. < 

5° Que si el punto es susceptible de controversias y resolu- 
ciones contradictorias en las naciones extranjeras, no lo es entre 
nosotros si nos hemos de atener á los principios que informan 
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las disposicioaes del Código de Comercio sobre la materia, ei^- 
puestos en el informe de la comisión redactora del mismo. 

Así, el artíoalo 204 del citado Código, en su segnnda parte, 
establece qne cías estipulaciones de las empresas que hubieren 
ofrecido sus servicios al público, excluyendo ó limitando las 
obligaciones y responsabilidades impuestas por el Código se- 
rán nulas y sin ningún efecto », cuyo mejor comentario é inter- 
pretación encontramos en las palabras con que la comisión da 
cuenta al Congreso de las razones que ha tenido presente para 
introducir modificación tan sustancial en esta materia, legisla- 
da en el antiguo Código de una manera tan liberal para las 
empresas de transporte. En efecto, es sabido que si bien éstas 
tienen un carácter particular por el interés que mueve á sus 
propietarios al establecerlas, no se puede desconocer que hay 
intereses esencialmente públicos vinculados á ellas directa y 
estrechamente, por la naturaleza de los servicios que prestan ; 
así, el progreso moral y material de una nación, el desarrollo de 
sus riquezas y 8u bienestar en general dependen tan directa- 
mente de las empresas de transporte, que se puede decir con 
todo fundamento que es proporcional y paralelo al desarrollo y 
progreso de ellas mismas. Si esto, pues, es verdad, es innegable 
que el interés particular no prima en el carácter de este auxi- 
liar del comercio y que por el contrario el bienestar de la co- 
munidad se halla principalmente interesado en ellas. Estable- 
cido esto, el poder legislador comprendió desdo luego la gra- 
vedad de los perjuicios que para las conveniencias públicas 
podían provenir de la falta de nna reglamentación prolija que 
evite las impoHÍcionesdel interés particular sobre el general con 
monopolios que excluyen la competencia moderadora de aquel, 
por medio de estipulaciones de aceptación forzosa, cuyos fines 
pueden llegar á ser contraríos á la esencia del contrato de trans- 
porte y cuyos resultados serían evidentemente desastrosos para 
la comunidad. 



DE JUSTICIA NACIONAL 157 

Así, paes, está fuera de toda discusión que entre nosotros son 
de orden publico las disposiciones legales sobre la materia, por 
las fundamentales y poderosas razones aducidas por la Comisión 
en su informe. 

Ahora bien, ¿esto que se halla CKtablecido para las empresas 
de transporte terrestre, es aplicable á las de transporte marítimo? 
Si bien nuestro Código de Comercio no lo dice expresamente, 
hay serias razones para pensar que no son inaplicables, si he- 
mos de atenernos ala naturaleza de los servicios que estas últi* 
mas prestan y las condiciones en que ordinariamente se celebran 
los contratos de netamente. En efecto movidos por el interés 
particular, estas empresas ofrecen su servicios el público bajo 
condiciones que en la generalidad de los casos, la urgencia y h\ 
necesidad obligan al ^cargador á aceptarlas, no obstante las 
restricciones y limitaciones que ellas importan para la responsa- 
bilidad délas empresas, es cierto que estas circunstancias, tra- 
tándose detransporte marítimo no revisten la gravedad que sidel 
transporte terrestre se tratase, por no existir un monopolio tan 
rigoroso, pero no es menos cierto que en la práctica y á pesar de 
la competencia que puade resultardel establecimiento de varias 
empresas^ aquel existe, si bien en formas menos violentas para 
el fletador que siempre se ve obligado á contratar con ellas, eli- 
giendo la que menos restricciones ponga á su responsabilidad. 

Siestas consideraciones no fueran bastantes para convencer 
que las leyes que establecen la responsabilidad de las empresas 
de transporte marítimo son de orden público, bastaría conside- 
rarlos extremos absurdos á que se arribaría si esa responsabili- 
dad pudiera ser restringida en los términos en que se pretende, 
con cláusulas semejantes á la consignada en el conocimiento. 
Una cláusula cno responde de la pérdida ó avería del cargamen- 
to> establecería la impunidad de la culpa, sancionaría el dolo* 
atentaría contra la esencia del contrato de fletamento. 

6^ Sentado que las leyes que reglamentan la responsabi- 
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lidad de las empresas de transporte son de orden público y á las 
que son aplicables la máxima: privatorium eonventio jurepu^ 
bliconon derógate ¿cnál es el valor de la cláusula inserta en el 
ooncfcimiento de foja 1, en virtud de la cual la empresa no es 
responsable por la mortalidad, en presencia del artículo 909 
del Código de Comercio, que establece que el capitán es respon- 
sable de los daños (con mayor razón de la pérdida) que sufra la 
carga, á no ser que provengan de vicio propio de la cosa, fuerza 
mayor 6 culpa del cargador ? Evidentemente que ninguno, desde 
que se considera aplicables á las empresas marítimas las dispo- 
siciones legales sobre los terrestres, y el artículo 204 declara 
nula toda convención tendente á disminuir la responsabilidad de 
las empresas. 

7® Que aun en el supuesto de que esa cláusula no fuese nula 
por ser contraria :1 una ley de orden público, su valor legal no 
sería indudablemente el que le atribuyela compañía demanda- 
da, cuando pretende eximirse absolutamente de toda responsa- 
, bilidad. En efecto, las leyes acuerdan alas partes el derecho de 

» 

establecer en los contratos convenciones que modifiquen los efec- 
tos .generale3 y ordinarios de los mismos, pero no es menos 
cierto que el valor y alcance de esas convenciones no es otro que 
el que las mismas partes contratantes han tenido la intención 
de acordarles; así, en el caso sub'judice el actor ha aceptado la 
cláusula de que la compañía* no responde de la pérdida de la car- 
ga por muerte del caballo, pero no ha entendidoque la empresa 
quedaba exetita de responsabilidad cualquiera que fuese la cau- 
sa de la muerte, sino en el caso de que ella hubiese acaecido 
por causa no imputable á aquélla, pues de otro modo se llegaría 
al absurdo de que el cargador consintió en que la compañía no 
estaba obligada á entregar la carga, perdida por culpa 6 dolo de 
ella misma, absurdo que aun cuando lo )iubiese aceptado el car- 
gador y convenido en él, la ley no lo aceptaría, porque ello im-« 
portaría sancionar el dolo, poner su acción al servicio de una 
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convencioQ dolosa^ además de ana cláasala qoe eximiese de 
la obligación de entregar la oarga en el panto convenido, lo qne 
es inmoral y por consigaiente inaceptable. 

8" Qae se halla plenamente probado que el caballo foé saca- 
do de su sitio y expoesto á la acción de los rayos solares, duran- 
te dos dias, no obstante los reclamos del interesado, loque, dado 
la sitnacion geográfica de Dakar, la época del año en que tuvo 
lugar el hecho, el tiempo que permaneció el animal al aire libre, 
laclase y costumbre del mismo, es indudable que hubo impru- 
dencia, imprudencia que se convirtió en culpa grave, una vez 
que se hizo presente el peligro qne corría el caballo, en atención á 
las circanstancias expresadas al principio de este considerando. 

9^ Que si bien el solo informe de los peritos veterinarios co- 
rriente áfoja 47y no basta para probar que la causa de la muer- 
te del caballo fué la insolación, la conclusión á que llega de que 
c un caballo colocado en las condiciones en que estuvo el del doc- 
tor Paz, es posible y probable su muerte por un ataque de in- 
solación >, después de enunciar que según numerosas observado- 
nes verificadas en la veterinaria, los síntomas que se notaran eo 
el animal durante el tiempo que estuvo enfermo en el trayecto 
hasta Montevideo, expuestas en el cuadro sintomátio que en- 
cierra el acta redactada por el segundo capitán del vapor € Porv 
tugal ».de fojas 15 y 16. son con los que comunmente se mani- 
fiesta aquella enfermedad, todo induce á creer que el caballo 
murió á consecuencia de la insolación producida por la perma- ' 
nencia durante dos dias^ según lo declaran los testigos de la 
parte actora, al aire libre bajo la acción de los rayos solares.. 

10* Que en cuanto al monto de los daños y perjuicios sufri- 
dos por el actor con la pérdida del caballo, debe ser fijado to- 
mando por base el precio que por él pagó, declarado por su co- 
chero á foja 44/y el costo aproximado de su adiestramiento. 

Forestas consideraciones, las concordantes de los escritos de 
foja 5 y foja 54 y los fundamentos legales en ellos aducidos. 
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definitivamente juzgando, fallo: condenando como efectivamente 

condeno á la compañía de vapores € Mensajerías Maítimas» á 

pagar al doctor José C. Paz, en el término de diez dias, la can^ 

tidad de 3000 pesos moneda nacional por los perjuicios sufridos 

con la pérdida del caballo que conducía el vapor c Portugal >, 

sin especial condenación en costas. Hágase saber original y, 

repuestos los sellos , archívese este expediente si no fuere ap^la^ 

da la presente resolución. 

Así lo resuelvo en Buenos Aires^ capital de la República fecha 

ut supra. 

P. Olaechea y Alcor la • 



Fallo de im Suprema €)orte 

Buenos Aires, Marzo 17 de 1^8. 

Vistos y considerando: Que las partes están conformes en 
cuanto á los hechos principales que sirven de base á la demanda 
tales como que el caballo en cuestión fué embarcado por el doc- 
tor Faz en el vapor € Portugal» de la compañía demandada ; que 
ese animal vino hasta Dakar en un paraje determinado del bu- 
que, que en ese punto de la costa de África, el onimal fué cam- 
biado de sitio á bordo ; que después de ser cambiado de lugar, 
el caballo sufrió modificaciones en su salud, muriendo en el tra- 
yecto de Dakar á Montevideo. 

Que el actor pretende hacer á la compañía responsable de la 
muerte del caballo^ atribuyendo ésta á culpa de sus agentes, y 
la compañía se pretende eicepcionar fundándose en que el caba- 
llo estaba enfermo cuando fué embarcado, y que en el conoci- 
miento figura una cláusula por la cual la compañía declara que 
no responde por la muerte. 

Que ante todo, corresponde establecer la responsabilidad de 
la empresa^ si es que ésta existe, para luego apreciar la exten-* 
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sion de daños y perjuicios qoe aqaella debiera pagar, si esa res- 
poüsabilidad se declarase. 

Qae aaa ooando, efectivamente, en el conocimiento se ha 
consignado, sin protesta por parte del demandante, la cláusula 
de € sin responsabilidad en caso de muerte > , esta condición no 
puede importar la responsabilidad absoluta de la empresa, sino 
que por ella sólo viene á establecerse que la prueba de la culpa 
ó el dolo del capitán que hubiesen ocasionado la muerte es. á 
cargo del demandante, j que si la una ó el otro se probase, la 
responsabilidad seiía evidente, como en cualquier otro caso de 
cuasi-delito del derecho civil. 

Que en el sub-judice, la culpa del capitán está plenamente 
probada por la prueba acumulada en autos. La empresa no ha 
probado que el animal estuviese enfermo al ser embarcado en 
Burdeos, j esta alegación debe ser rechazada, porque tal cir- 
cunstancia debió haberse hecho constar en el conocimiento si 
ella hubiese existido. Tampoco ha probado que antes de llegar 
á Dakar el animal en cuestión presentase síntomas de enferme, 
dad. En cambio, la parte del doctor Paz ha probado que el ani- 
mal estuvo en apariencia sano, sin mostrar sufrimiento alguno 
hasta que en Dakar fué sacado del pesebre que ocupaba á la 
sombra j puesto en otro lugar del buque, donde durante dos 
dias, sufrió constantemente los rayos del sol. Ha probado que, 
después de ese cambio de colocación tuvo ciertas manifestacio- 
nes de agitación y de enfermedad, que el mismo segundo coman- 
dante del buque describe á foja diez y* seis, y que, á juicio de 
los peritos nombrados por el juzgado, corresponden á una in- 
solación debida á la exposición de la bestia al rigor del sol tro- 
pical de Dakar. 

Que no habiendo en autos dato alguno que pueda hacer atri- 
buir, ni siquiera por inducción la muerte del animal á otra 
causa que la enunciada, forzoso es concluir en que el caballo 
murió de la enfermedad contraída con esi.^ motivo, y ésta no 

T. LXXIl II 
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se habría producido, si aquél hubiera sido conservado en el lu- 
gar en que fué colocado y con las mismas precauciones que se 
tuvieron al embarcarlo con los otros dos, que no sufrieron per- 
juicio alguno por no haber sido removidos. 

Que dadas todas las constancias de autos, los hechos no se 
han producido por causas fortuitas ni de fuerza mayor, sino 
por actos voluntarios de las autoridades del buque, ejecutados 
para mayor comodidad en la carga del carbón que en Dakar 
recibió el «Portugal >. 

Que, en consecuencia, la culpa del capitán resulta evidente, 
tanto más si se tiene en cuenta que las autoridades del buque 
fueron prevenidas del peligro que corría la salud del animal, 
si permanecía donde había sido colocado. 

Que establecida esa culpa del capitán, la responsabilidad de 
la empresa resulta evidente, puesto que ésta responde de los 
actos de aquél, durante el viaje, en todos los daños y perjuicios 
que pudiera sufrir la carga. 

Que en cuanto al monto del daño causado, en autos existen 
elementos suficientes para apreciarlo aproximada y equitativa- 
mente. La empresa ha convenido en que el caballo ha costado 
dos mil cuatrocientos francos en su adquisición por el doctor 
Paz, y no ha negado el mayor valor atribuido por éste al caballo 
por razón de su adiestramiento, etcétera, hasta hacerlo apto para 
el servicio en el carruaje del demandante. La cifra de tres mil 
pesos fijada por el juez a quo como precio probable del caballo 
en la época de su muerte/ no ha sido tampoco rechazada por el 
demandado, sino en cuanto ha creído que ella no ha debido fi- 
jarse por no tener la compañía responsabilidad alguna. 

Que dada la forma en que el debate jurídico se ha hecho, 
las constancias de autos producen la convicción de que el valor 
del caballo puede equitativamente fijarse en la suma de cinco 
mil francos oro, en que el actor lo ha estimado en su escrito de 
^ojii ciento cincuenta y una vuelta. 
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Qae iodependientemente de esa suma, la empresa debe de- 
volver al actor el precio qae pagó á ella misma por la conduccioa 
hasta Buenos Aires del caballo muerto por su culpa, así como 
la mantención y cuidado del mismo, pues no eá justo ni equita- 
tivo que perciba flete por una carga perdida en viaje por culpa 
del mismo porteador. 

Que lo mismo sucede respecto de las costa i del juicio. Si la 
empresa hubiera reconocido el derecho del demandante á ser 
indemnizado, discutiendo sólo el monto de esa indemnización, 
y la sentencia le hubiese sido desfavorable, la condenación en 
costas no habría procedido. Pero cuándo en el caso ocurrente, 
la empresa ha negado en absoluto todo derecho á indemnización 
obligando al actor á producir un pleito en que se han debatido el 
derecho y los hechos, enlónces la condenación en costas se im- 
pone, porqué ellas han tenido que producirse para poder hacer 
efectivo el cobro de lo que le corresponde, según lo tiene esta- 
blecido esta Suprema Corte (tomo sesenta y dos, página cuatro- 
cientos sesenta y cinco). 

Por estos fundamentos se confirma la sentencia apelada de 
foja ciento trece en cuanto declara responsable á la empresa 
< Mensajerías Marítimas», de la muerte del caballo que embar- 
có en Burdeos de propiedad del doctor José C. Paz, y se reforma 
en cuanto á la suma de la indemnización, declarando que ésta 
debe comprender las cantidades de cinco mil franco oro sellado 
6 su equivalente en moneda nacional por valor del caballo, y mil 
doscientos treinta y tres francos oro, ó su equivalente también 
en moneda nacional, pagados por flete, mantención y cuidado 
del referido caballo á bordo, siendo las costas de ambas instan- 
cias á cargo de la compañía demandada. Notifíquese con el ori- 
ginal y repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V- VÁRELA. —ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. 
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€;aijsa xjcxii 



Don Salvador Romano contra L. S. Boadle y compañía^ 
por daños y perjuicios ; sobre prueba de testigos 

Sumario. — Aun después de vencido el término debe fijarse 
nuevo día para el examen de testigos, que no se baya praticado 
el día señalado sin culpa de la parte. 



Caso. — *La parte de Romano pidió se designara nuevo dia 
para la declaración de sus testigos, por no haber tenido lugar 
en el día anteriormente señalado. 

El juez proveyó de conformidad. 

La parte de Boadle pidió revocatoria y apelación en subsidio, 
diciendo qne el término se hallaba vencido y Romano no había 
urgido para la recepción de sus pruebas. 



CERTIFICADO 



Certifico, en cuanto ha lugar por derecho, respecto á lo ex- 
puesto por la parte demandada en su escrito de foja 95, que 
sólo concurrieron á la audiencia señalada para el día 26 de Fe- 
brero del corriente año, don Enrique Caferata, apoderado del 
demandado, con su letrado el doctor Tarnassi, y los testigos 
presentados por el demandante, no pudiendo verificarse el acto 
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debido á numerosas atenciones qne en ese momento pesaban so- 
bre el juzgado. 

En cnanto á lo que se manifiesta en dicho escrito de foja 95, 
de que el demandante no presentó el interrogatorio al tenor del 
cual debían declarar los testigos por ella presentados, ello no 
es exacto, pnes á foja 89 consta^ agregado con fecha 24 de Fe- 
brero, es decir, dos días antes de recibírseles su declaración, 
dicho interrogatorio. 

Bespecto á lo que se manifiesta en el escrito de foja97, que- 
dan justificados los Jiechos en lo que respecta á la concurrencia 
de los testigos presentados por dicha parte demandante, como 
asimismo de que constaba ya agregado en autos el interroga- 
torio al tenor del cual debían declarar. 

En fé de ello, y cumpliendo lo mandado^ otorgo el presente 
que sello y firmo, en Biienos Aires á 2 de Setiembre de 1897. 

£. M. Zavalia. 



rallo del Jue& Federal 



Buenos Aires, Setiembre 4 de 189^. 

Y vistos : atento lo que resulta del precedente certificado del 
actuario, que las diligencias de prueba sobre que versa este 
incidente no pudieron verificarse por causa de las ocupaciones 
del tribuna), y que el interrogatorio al tenor del cual debían 
ser examinados ios testigos se hallaba agregado á los autos con 
anterioridad al día designado para las declaraciones. 

Y considerando: que por lo tanto, no puede atribuirse á ne- 
gligencia del interesado lo sucedido, no ha lugar á la revocato- 
ria solicitada, y se concede en relación y en ambos efectos el 
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recorso de apelacioD^ subsidiariamente interpuesto, eleyándose 
los autos á la Suprema Corte, en la forma de estilo. 

P. Olaechea y Alcor ta. 



Pallo de I» Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 19 de 1896. 

Vistos: Por los fundamentos del auto de foja ciento nueve 
vuelta, se confirma, con costas, el apelado de foja noventa y 
cinco vuelta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. \ ARELA. — ARELBAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB. 



CAUSA XXXIEI 



El Banco Nacional en liquidación contra donErnestoC. Herrera, 
por cobro ejecutivo de pesos ; sobre reconocimiento de firma 

Sumario, — Si el emplazado por edictos no comparece á re- 
conocer la firma, corresponde nombrarle defensor, y no dar por 
reconocida la firma. 
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Caso, — El representante del Banco dedujo demanda ejecu- 
tiva contra don Ernesto C. Herrera, á quien se le citó por edic- 
tos en virtud de no conocerle su domicilio. Vencido el término 
de los edictos, el representante del Banco solicitó que, hacien- 
do efectivo el apercibimiento decretado^ se dé por reconocida la 
firma del demandado. 



Fallo del Juea Federal 



San Juan, Noviembre 11 de 1897. 

Autos y vistos : No habiendo comparecido don Ernesto C. He- 
rrera, en el término del emplazamiento, nómbrasele en calidad 
de defensor al doctor don Manuel García, á quien se le hará sa- 
ber para su aceptación y juramento en forma. Agregúese los 
periódicos acompañados, y en cuanto al reconocimiento de fir- 
ma que se solicita, no ha lugar, porque la disposición del artí- 
culo 253, ley de procedimientos, sólo autoriza, sucediendo la 
incomparecencia, para el nombramiento de defensor y no para 
la declaración de rebeldía del citado, como lo tiene ya resuelto 
la Suprema Corte de justicia nacional en la causa CXLII, de 
donFrancisco Ferrari contra don José L. Caseros, contenida 
en la cuarta serié, tomo ^, entregad^. 

Albarracin. 
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Fallo de la Suprema Corte 



Baenos Aires, Mar20 19 de 1897. 

« 

Vistos: Por los fundameatos del auto de foja trece, á qae se 
refiere el de foja diez y seis, se confirma éste, con costas, en la 
parte apelada. DeToélvanse. 

LUIS V. VARILLA. —ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 



CACíiA .^A\\IV 



El Banco Nacional en liquidación contra don Enrique Lanzoni 
por cobro ejecutivo de pesos ; sobre excepciones 



Sumario. — Pasado el término de tres dias desde la citación 
de remate, no es admisible excepción alguna. 



Caso. — Vencidos los tres dias de la citación de remate, el re- 
presentante del Banco pidió que se mandara llevar adelante la 
ejecución, por no haberse opuesto el ejecutado. 
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Fallo del Juea Federal 



Buenos Aires, Octubre 21 de 1897. 

Autos y vistos : No habiendo el ejecutado opuesto excepción 
alguna dentro del término legal, llévese la ejecución adelante 
hasta hacer completo pago al acreedor del capital, intereses y 
gastos. 

Agustín ürdmarrain. 



£1 ejecutado dijo que había presentado escrito oponiéndose á 
la ejecución, y que lo había hecho dentro del término legal. 



Fallo del Jues Federal 



Buerros Aires, Noviembre 17 de 1897. 

Y vistos : Para resolver el incidente sobre revocatoria del 
auto de foja 37 vuelta, y considerando : Que el auto por el cual 
se citaba de remate al deudor le fué notificado á éste con fe* 
cha 11 de Octubre del corriente añQ (foja Sb vuelta), habiendo 
presentado el escrito de foja 39, oponiendo excepción de inhabi- 
lidad de título, con fecha 15 del mismo mes, como resulta del 
cargo del secretario puesto al pié del citado escrito. 

Qae de dicho cargo resulta que la excepción de inhabilidad del 
título opuesto, lo ha sido al cuarto dia después de notificada la 
citación de remate, estando por lo tanto fuera del término esta- 
blecido en el artículo 268 de la ley nacional de procedimientos. 
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Por esto, y consideraciones aducidas en el escrito de foja 44 
el juzgado resuelve no hacer lugar, con costas, ala revocatoria 
solicitada, y se concede en relación el recurso de apelación in- 
terpuesto para ante la Suprema Corte, donde se elevarán los au* 
tos en la forma de estilo. Repóngase el papel. 

Agustín Urdtnarrain . 



Viillo de la Suprema Oorfe 



Buenos Aires, Marzo 19 de 1897. 

Vistos : Tratándose de un término perentorio y habiéndose 
deducido la oposición, según resulta de autos, después de venci- 
do aquél, se confirma, con costas, el auto apelado de foja trein- 
ta y nueve vuelta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS Y. VÁRELA. — ABEL RA- 
ZAN . — OCTAVIO BI3NGB . 
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CAVSA XXXV 



Don Saturnino Huniagurria^ por tercería de dominio^ en la eje* 
cucion de don i. Gallino contra don Francisco F, Fernandez; 
sobre cobro de pesos. 

Sumario. — El cesionario del inmueble ya gravado por hi- 
poteca, no pQt;de oponer tercería de dominio á la venta del in- 
mueble ordenada en el juicio ejecutivo contra el deudor ce- 
dente. 



Caso. — Don Saturnino Muniagurria se presentó al juzgado, 
exponiendo: Que don Martin Miranda, en representación de don 
Antonio B. Gallino, tiene entablada demanda ejecutiva contra 
don Erancisco F. Fernandez^ por la .suma de veinte y un mil 
pesos nacionales, provenientes de la venta que el señor Gallino 
hizo del establecimiento denominado c Chacarita >, situado en 
el departamento de Lomas, á favor de Francisco F. Fernandez 
y compañía^ con fecha ^ de Mayo 1887, por ante el escribano 
público don Guillermo Rojas. 

Que por la misma escritura de venta se ha hipotecado por la 
razón social la finca comprada en garantía de los veinte y un mil 
pesos que aquella quedó debiendo al vendedor señor Gallino. 

Que resulta de los términos del mismo título ejecutivo pre- 
sentado por el demandante, que el deudor de la cantidad eje- 
cutada no es don Francisco F. Fernandez, sino la firma social 
Francisco F. Fernandez y compañía, de modo que el juicio 
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ejecutivo seguido contra Fernandez solamente, es de nin- 
gún yalor y efecto para la firma social que compró el estableci- 
miento expresado «La Chacarita >; en consecuencia el embargo 
de este establecimiento en virtud de un juicio nulo y contra un 
deudor que es distinto de la razón social, es improcedente y no 
puede comprometer los intereses de aquella firma, que es la 
que aparece evidentemente responsable del valor de la hipoteca. 

Que fué por esto, y por estas razones, que el juez doctor Eo- 
mero no hizo lugar á la ejecución dirigida contra uno de los que 
componían la firma social, pues es principio inconcuso de ju- 
risprudencia, que la razón social es distinta bajo diferentes 
aspectos álos socios que la constituyen, de tal modo, que la fir- 
ma de uno de ellos no se equipara á la firma de la sociedad. 

Que el juicio ejecutivo seguido por Gallino contra Fernan- 
dez, en ningún caso puede ni ha podido causar perjuicio á la 
firma social, que aparece ser la dueña de la < Chacarita. >, según 
los mismos términos de la venta en que consta la firma de Fran- 
cisco F. Fernandez y compañía, pudiendo por esta circunstan- 
cia oponerse en codo tiempo la excepción de nulidad de la cosa 
juzgada, aun contra el mismo rematador de la finca, como acon- 
sejan los prácticos Castro^ Seguí, Malaver y otros. 

Que, sin embargo^ no es el caso, deque él es dueño exclusivo 
del expresado campo < La Chacarita >, según consta de la es- 
critura de la cesión de derechos hecha á su favor por el señor 
Fernandez con fecha 2 de Julio de 1887, declarándose en la 
misma escritura que él es el único socio á que se refiere la es- 
critura de venta hecha por Gallino á la firma social recordada, 
asumiendo de esta manera todos los derechos concernientes á 
la firma social sobre € La Chacarita >. 

Que siendo exclusivo dueño del establecimiento no puede 
embargarse éste sin su consentimiento, mucho menos en virtud 
de una demanda dirigida contra Francisco F. Fernandez sola- 
mente, y no contra la firma social indicada anteriormente. 
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Qae está establecido que los instrumentos públicos hacen 
plena fé no sólo entre las partes sino contra terceros, respecto 
al hecho de haberse ejecutado el acto, de las convenciones, re- 
conocimientos 6 enunciaciones pertinentes al hecho, según los 
artículos 994 y 995 del Código CítíI. 

Que no se puede, pues, negar la eficacia de la escritura pú- 
blica hecha á su fator por su socio Fernandez respecto al do- 
minio de c La Chacarita», por cuya escritura aparece ser el 
único propietario de ella, título que hace procedente la acción 
que deduce^ ya sea como dueño exclusiyo 6 como socio .^ ^ 

Que cuando en el juicio ejecutivo se deduce tercería de opo- 
sición excluyente, ella ha de fundarse precisamente en eldomi- 
nio de los bienes embargados, debiendo sustanciarse por cuerda 
separada en juicio ordinario/y en tal caso se suspenderán los 
procedimientos de la vía ejecutiva hasta que se decida la terce- 
ría de dominio con el ejecutante y ejecutado. 

Que por las dos escrituras públicas que acompaña en veinte 
fojas útiles, siendo la primera igual á la presentada por el eje- 
cutante, se convencerá el juzgado de que es dueño exclusivo de 
cLa Chacarita », que fué embargada en el juicio ejecutivo de 
Gallino contra Fernandez, por la suma de veinte y un mil pesos 
moneda nacional. 

Que por las consideraciones expuestas, entabla tercería de 
dominio exoluyente de la finca embargada en el juicio ejecuti- 
vo expresado contra el ejecutante y ejecutado, pidiendo, en 
consecuencia, se levante el embargo de la finca y se suspenda 
los procedimientos ejecutivos, con costas. 

V 
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Fallo del Juea Federal 



Corrientes, Noviembre 23 de 1891. 

Vistos: la tercería de dommio instaurada por don Saturnino 
Muniagnrria en la ejecución seguida, por A. Gallino contra 
Francisco F. Fernandez. 

Y considerando: 1° Que ya se considere ai tercerista Munia- 
gurria cesionario de los derechos del que dice fué su socio Fran- 
cisco F. Fernandez, ya se lo considere extraño á esa sociedad, y 
sólo como comprador de « La Chacarita», resulta siempre que 
él tuTo conocimiento de la hipotecaque gravaba el bien inmue- 
ble que adquiría en virtud del contrato de foja 15, y no sólo la 
conocía, sino que, como dice dicha escjitura, «aceptaba la cesión 
bajo la cláusula y condición expresa que quedaba á su cargo el 
gravamen de veinte y un mil pesos 4 que está afecto el expre- 
sado establecimiento, á favor de don Antonio B. Gallino. 

2^ Que habiéndose obligado el tercerista, por su contrato de 
adquisición, á satisfacer el gravamen que reconocía la propie- 
dad de € La Chacarita, y siendo además solidario en la obliga- 
ción contraída por Francisco F. Fernandez y compañía á favor 
de Gallino, que motiva el juicio ejecutivo, según la declaración 
de Fernandez y la propia confesión del tercerista, no es proce- 
dente la tercería excluyente que se deduce. 

3^ Que, por otra parte, siendo la hipoteca un derecho reat 
que afecta y grava la cosa misma con total independencia del 
poseedor, puede el acreedor hipotecario pedir la venta del in- 
mueble en cualesquiera manos que él pase (artículo 3162 del Có- 
digo Civil). 

£1 ejecutante, como acreedor hipotecario tiene, pues, dos de- 
rechos y dos acciones: un derecho y una acción contra el deu- 
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dor Fernandez, y un derecho en la cosa qae le da acción contra 
todo detentador de la cosa. Cuando el deudor enajena el in- 
mueble hipotecado, como en el presente caso, las dos acciones 
se dividen, el acreedor tiene una acción contra el deudor ten- 
dente al pago de la deuda, y una acción contra el detentador 
del inmueble tendente & la ?enta del mismo. Por consiguiente, 
Gallino, no podría dirigir su acción ejecutiva, demandando lo 
que se le debía, sino contra Fernandez, único con quien había 
contratado, y no contra el tercerista, con quien no lo ligaba 
ninguna relación de derecho, ni tampoco contra Francisco F. 
Fernandez y compañía, pues Fernandez no contrató ni se obli- 
gó en nombre y representación de una sociedad sino en su nom- 
bre propio. 

4° Que no habiendo el ejecutado. pagado la cantidad deman- 
dada, es evidente que el ejecutante debió pedir, como lo hizo, 
que se embargara y vendiera el inmueble hipotecado en garan- 
tía de la deuda ; y el tercerista no puede oponerse, fundándose 
únicamente en la cesión hecha á su favor por el ejecutado, dé 
dicho inmueble, posteriormente á la constitución de la hipote- 
ca, máxime cuando no se alega la nulidad de ésta, y por el con- 
trario^ se expresa en ella que queda á cargo del cesionario. 

Por estos fundamentos, fallo : no haciendo lugar á la tercería 
exclnyente, deducida por don Santiago Muniagurria, con cos- 
tas. Hágase saber con el origina] y repónganse las fojas. 

E. A. Lujambio. 
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Falto da la Auprama €?arte 



Buenos Aires, Marzo 19 de 1838. 

Vistos: Por sos faadamentos, se confirma con costas, la sen- 
tencia apelada de foja setenta y siete. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB. 



CAUSA X%\Wi 



Don Rodrigo F. de Silva contra el patrón del pailebot oriental 
€ Daniel », por falta en la entrega de carga; sobre reconoci- 
miento de firma. 

* 

Sumario. — No corresponde ordenar el reconocimiento de fir- 
ma al principio del Juicio, si se trata de documentos que uo tie- 
nen aparejada ejecución. 



Caso. — Don Luis G. Burmeistcr, por Silva, pidió se citara 
por edictos á don José Garasino, patrón del pailebot c Daniel », 
á fin de que comparezca á reconocer la firma de un documento. 
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VwkVm del Swim» Weñewmfi 

Buenos Aires, Abril 22 de 1897. 

Autos 7 ?isto8 : No siendo procedente la medida solicitada, 
dada la naturaleza y estado del juicio, no ha lugar. 

P. Olaechea y Alcorta. 



Autm del Juex Federal 

Buenos Aires, Abril 28 de 1897. 

Autos 7 vistos : Considerando:!'* Que para que proceda la 
vía ejecutiva es necesario que so acredite la existencia de un tí- 
tnlo qne traiga aparejada ejecución, entendiéndose por tal aquel 
en virtud del cual se demanda una cantidad líquida de dinero. 
• 2^ Que del conocimiento de foja 1 no aparece el capitán 6 
patrón obligado á abonar suma alguna de dinero. 

3® Que la acción que se instaura tiene por objet(T recuperar 
el valor de una mercadería que se dice perdida, siendo {^quella 
dirigida contra el buque que la conducía. 

4^ Qne en tal caso, esto será motivo de un juicio ordinario, 
del que resultará ó no haber existido esa mercadería, la pérdida 
que se dice sufrida 7 la responsabilidad en que se hace incurrir 
al buque. 

Por estas consideraciones no ha lugar ala revocatoria soli- 
citada 7 se concede en relación el recurso de apelación subsidia- 
riamente interpuesto, elevándose los autos á la Suprema Corte. 

P. Olaechea y Alcor ta. 
T. Lxxu 12 
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Vulto Ú9t I» Suprema €)#rte 

BaeDos Aires, Marzo 19 de 1898. 

Vistos : Siendo arregladas á derecho las consideraciones adu- 
cidas en el anto de foja diez y siete, y por sas fundamentos, se 
confirma, con costas, el anto apelado de foja trece. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA . — ABEL BAZAN . 
— OCTAVIO BUNGB. 



CAUSA X:iíX¥II 



El Banco Nacional en liquidación contra el Banco Provincial 
de Córdoba^ por cobro de pesos ; sobre absolución de posicio- 
nes. 



Sumario. — El presidente del Banco Nacional está obligado 
á absolverposiciones sobre hechos en que, como tal, haya tenido 
intervención ó de que deba tener conocimiento en el mismo ca- 
rácter. 

Caso. — El juez federal de Córdoba dirigió exhorto al de la 
Capital de la República para que se hiciera absolver posiciones 
al presidente del Banco Nacional. 
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VmUm 4el Sum» Federal 



Buenos Aires, Nonembre 25 de 1897. 

Por recibido, sin perjaioio de la jarísdicoion de este juzgado 
désele cumplimiento al presente exhorto, notifica ndose al señor 
presidente del Banco Nacional en liquidación, comparezca á ab- 
solver posiciones, al tenor del pliego acompañado, en la audiencia 
del dia 2 del entrante á las 3 de la tarde, bajo apercibimiento 
de que en caso de no concurrir se le darán por absueltas en su 
rebeldía. Repóngase la foja. 

P. Olaecheay Alcorta. 



Valle del «lúes Federal 



Buenos Aires, Diciembre 15 de 1896. 

Y vistos: De acuerdo con la jurisprudencia constante déla 
Suprema Corte (tomo 61, página 20i, j tomo 62, página 283), 
no ha lugar á la revocatoria solicitada y se concede en relación y 
enambos efectos el recurso de apelación interpuesto subsidiaría- 
mente, elevándose los autos á la Supremí Corte en la forma de 
estilo. De acuerdo con la ley número 3649, señálanse los dias 
martes y viernes ó el subsiguiente hábil, para que los interesa- 
dos concurran á notificarse en secretaría. Repónganse las fojas. 

P . Olaechea y A Icorta 
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Fallo de la Huprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 19 de 1898. 

Y vistos : Por los fundamentos del auto de foja díes y siete 
se confirma, con costas, el apelado de foja dos yaelta, declarán- 
dose qne el presidente del Banco está en la obligación de absol- 
ver posiciones sobre hechos en que como tal haya p jrsonalmente 
intervenido 6 de que deba tener conocimiento en el mismo ca- 
rácter. Devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL RAZAN. 
— OCTAVIO BCNGE. 



CAUSA X3KXVIII 



Doña Teresa Rappolla de Consentino contra don Nicolás Miaño- 
viche, por daños y perjuicios; sobre término extraordinario. 

Sumario. — No debe hacerse lugar á la solicitud sobre conce- 
sión de término extraordinario, si no reúne todos los requisitos 
de la ley. 

Caso. — Recibida la causa á prueba, solicitó la conccrsion de 
término extraordinario sin cumplir con los requisitos del artí- 
culo 95 de la ley de procedimientos. 
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Falla d«l Jues Pederá i 



Buenos Aires, Setiembre 21 de 1897. 



Y yistos^.Ño llenando la peticíoa de foja.. . todos los reqni- 
Bit09 exigidos por el artículo 45 de la ley nacional de procedi- 
mientos, no ha lagar al término solicitado por el demandado, 

P. Olaechea y Alcor ta. 



Auto del Jluem Pederal 

Buenos Aires, Octubre 11 de 18d8. 

Y vistos : En la revocatoria dedacida á foja 57 y consideran- 
do: 1^ Qae el artículo 95 de la ley nacional de procedimientos 
establece qae para obtenerseel término extraordinario se deberá : 
i"" designar el lugar dónde residen los testigos que nombrará 
6 los documentos, con sus fechas, contenido, registro ó archivo ; 
2^ consignar el valor de l^s costas en que hubiese de incarrir 
su colitigante, constituyendo apoderado que lo represente 
durante la prueba 6 dar fianza por la suma que estime el juz- 
gado; 3° pedir ese término dentro de diez dias contados desde la 
rejepcion á prueba, con jaramente de que t^e vale de esos testi- 
gos por no tener dentro del paí3 otros con qué probar los he- 
chos contenidos en el interrogatorio. 

2^ Que con ninguno de estos requisitos, excepción hecha del 
término de diez dias, ha cumplido la petición de foja5l, pues que 
en ella sólo se dice, que deseando producir algunas pruebas en 
la ciudad de Montevideo, como ser declaración de testigos é 
inform3^de la comandancia de marina de aquella ciudad, sobre 
los antecedentes que en ella obran con motivo del naufragio del 
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buque € Danon », solicita un término extraordinario para que 
puedan practicarse dichas diligencias^ cuyos detalles los solici- 
tará en oportunidad; sin indicar con precisión fechas ni con- 
tenido^ sin consignar el valor de las costas ú ofrecer fianza por 
ellas ; y sin prestar el juramento prescrito en el último inciso. 

3^ Que la expresión de esas enunciaciones es evidente que 
debe contenerla el escrito en que se solicita el término extraordi- 
nario, pues que debiendo correrse traslado de esa petición, es 
menester que desde ya se hallen en ella los motivos de conside- 
ración para que la contraparte pueda evacuarlo en un sentido 
ú otro y la autoridad resolver. 

Por estas consideraciones y las concordantes del escrito de 
foja 67, no ha lugar, con costas, é la revocatoria solicitada, y se 
concede en relación y en ambos efectos el recurso de apelación 
subsidiariamente interpuesto, elevándose ios autos á la Suprema 
Corte en la forma de estilo. 

Considerando : En el incidente promovido por el actor áfoja 
82, que la medida de prueba recurrida no obsta á la pericial 
ordenada y puede ejecutarse sin perjuicio de ésta. Por esto, no 
ha lugar á la reposición solicitada. Repóngauóe la fojas. 

P. Olaechea y Alcor ta. 



WwMm de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 19 de 1898. 

Vistos: Por sus fundamentos y por los del auto de foja cien, 
se confirma, con costas, el apelado de foja cincuenta y tres 
vuelta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BI3NGE. 
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CAVSAX^KXIX 



€ La Sanitaria » por tercería en los autos seguidos por el ca- 
pitán don Andrés Larsen contra el Banco Inglés del Rio de 
la Plata; sobre una diligencia de pericia. 

Sumario. — No siendo condocente para resolver la demanda 
la diligencia pedida, no debe hacerse lagar á ella. 



Caso. — Estando recibida la causa á prueba, la parte de cLa 
Sanitaria > solicitó diversas diligencias, entre ellas la siguiente : 

Disponer que se nombren peritos para estimar el valor del per- 
juicio sufrido por € La Sanitaria », á consecuencia de habérsele 
entregado por el capitán Lsrsen parte de los artículos sanita- 
rios rotos, y por no haber entregado otra parte del cargamento, 

Esta diligencia es necesaria, por no haberse llevado á cabo la 
pericia solicitada por c La Sanitaria». A los efectos de ésta, y 
para que los peritos la tengan en cuenta, se acompañó el deta- 
lle de los artículos inservibles y de los que no se entregaron con 
sus respectivos precios . 



Jluío 4el Sueu Weúermi 



Buenos Aires, Noviembre 5 de 1895. 

Al primer punto, agregúese el recibo acompañado, al segundo 
cítese al testigo que se ofrece, para que comparezca á declarar 
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en la aadiencia del dia 14 del corriente á las 2 p. m. Al ter- 
cero y cuarto pantos téngase como parte de prueba los docn- 
mentes y expediente indicados. Al quinto, traslado. 

Campillo . 



El apoderado del capitán Larsen se opuso á la pericia di- 
ciendo : 

En primer lugar, esa diligencia no la puede pedir sino el 
consignatario de la carga, que para el capitán Larsen lo fué, y 
lo es el Banco Inglés del Rio de la Plata. € La Sanitaria » nunca 
tuyo relaciones jurídicas con mi representado. En segundo lu- 
gar, se trata de carga que se entregó hace más de seis años (en 
Agosto de 1889) y que consistía en caños de barro, de modo que 
si se rompieron^ boy deben ser polvo, ano ser que se hubiera 
guardado cada pedazo de barro dentro de fanales de cristal. 



Fallo del «lúes Federal 



Buenos Aires, Abril 28 de 1896. 

Y vistos : Por los fundamentos del escrito de la parte de Lar- 
sen, que precede, no se hace lugar al quinto pelüum del escrito 
de cLa Sanitaria». Bepóngase el sello. 

\P. Olaechea y Alcorla. 
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Fallo da la Siiprcina Carie 

^ Buenos Aires, Marzo 19 de ]898. 

Yistos: Estando pendiente de resolución jadicial ia responsa- 
bilidad del capitán Larsen en la litis promoyida por c La Sani- 
taria » contradicho capitán y no siendo en este caso condu- 
cente la diligencia solicitada en el quinto pelüum del escrito 
de foja cincuenta y s«Í8, para resolver la tercería deducida, se 
confirma, con costas, el auto apelado de foja setenta y seis. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

LUISV. VARI.LA. — ABEL BAZAN 
— OCTAVIO BURGE. 



€AU8A XIj 



Don Abrahan Medina contra la empresa del Ferrocarril Buenos 
Aires y Rosario ^ por daños y perjuicios; sobre pruebas 

Sumario. — 1^ No debe hacerse lugar á las pruebas solici- 
tadas después de vencido el término probatorio. 

2® El acordado para producir pruebas fuera del municipio no 
ea bábil para los que deban producirse dentro de él. 
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Caso. — Lo explica el 



Fiill« del Jues Federal {ad-hoc) 

Buenos^ Aires, ¡Setiembre 80 de 1897. 

Visto t$l presente incidente por la parte del Ferrocarril Bue- 
nos Aires 7 Rosario, sobre revocatoria déla pro?idencia de fecha 
6 de agosto sobre examen de testigos. 

Y considerando: 1*" Que según el informe del secretario, que 
. antecede, el término ordinario de prueba dentro del municipio 
venció el 6 de julio último inclusive. 

2® Que la solicitud de la parte de Medina pidiendo la ratifica- 
ción de los testigos del sumario ofrecidos como prueba, ha sido 
presentada el diaTde julio último, como puede verse en el cargo 
puesto por el secretario al pié de ese escrito. 

3® Que el simple cotejo de las fechas expresadas, demuestra 
que la diligencia de prueba de ratificación de testigos ha sido 
solicitada al día siguiente de vencerse el término probatorio. 

4^ Que no obsta á lo considerado, la circunstancia de haberse 
concedido á la empresa del Ferrocarril Buenos Aires y Rosario 
una prórroga del término probatorio para producir pruebas en 
Buenos Aires, por cuanto el término de prueba acordado para 
fuera de este municipio no es hábil para producir prueba en él, 
como lo tiene declarado la Suprema Corte en el fallo que se re- 
gistra en la serie 1% tomo 8^, págnia 209. 

5° Que del espíritu de la ley de procedimientos, en el título 
de la prueba, se deduce claramente que toda diligencia de prue- 
ba debe ser pedida dentro del término probatorio y hasta prac- 
ticada dentro de él, salvo que cansas extrañas á la voluntad de 
las partes hayan impedido su recepción, en cuyo caso pueden 



DE JUSTICIA NACIONAL i 87 

practicarse después de vencido, lo que se explica teniendo en 
cuenta que la exigencia de prueba después de vencido el térmi- 
no es una verdadera restitución de él, lo que es absolutamente 
prohibido por la ley. 

Así lo ha resuelto la Suprema Corte en los fallos que se re- 
gistran en la serie 2% tomo S'', página 286; tomo 11, páginas 
27 y 459; tomo 14, página 623; tomo 15, páginas 484 y 495; 
tomo 16, página 390. 

6^ Que tampoco obsta á lo considerado el silencio de la par- 
te demandada al serle notificados los decretos de fecha 12 de 
julio y 2 de agosto ordenando la ratificación, porque se trata 
de una ley de orden público, cual es la que regla el término pro- 
batorio en el interés de la pronta terminación de los juicios y 
las partes, por su voluntad, no pueden desvirtuarla ó dejarla 
sin efecto. 

7® Que^ finalmente, es de tener en cuenta que al pedir la ra- 
tificación de testigos, la parte de Medina no ha pedido prórroga 
del término probatorio por residir los testigos fuera de esta ciu- 
dad, 9egun se ha visto después por el suscrito en el sumario ofre- 
cido como prueba. 

Por 16 expuesto, se revoca por contrario imperio el decreto 
de fecha 6 de agosto último sobre examen de testigos y habien- 
do sido pedida estemporáneamente la ratificación de los del 
sumario traido, por la parte de Medina, no se hace lugar á su 
examen, hágase saber y repóngase los sellos. 

Rufino Cossio. 
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Fallo úe la Suprema Corta 



Buenos Aires» Marz > 19 de 1898. 



Vistos ; ResultHndo de las constancias de autos que el térmi- 
no de prueba se encontraba vencido á la fecha de la presenta- 
ción del escrito de foja..., y por los fundamentos concordantes 
del auto de foja ochenta, se confirma éste, con costas. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 



LCIS y. VÁRELA.— ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BCNGE. 



CAVSA XI.I 



« La Sanitaria » contra don Andrés Larsen, capitán del buque 
Harriei ; sobre reconocimiento pericial de mercaderías 

Sumario. — £1 que aparece ser endosatario del conocimien- 
to puede pedir que los efectos sean reconocidos judicialmente. 



Caso. — Don Emilio Basabilvaso, por cLa Sanitaria», se pre- 
sentó solicitando el reconocimiento pericial de unas mercade- 
rías. 
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Jluío del Jíues Federal 



Buenos Aires, Agosto 14 de 1889. 

Par presentado en cnanto ha lagar y oonstitnido domioilio 
lega], teniéndose por parte, á mérito del poder acompañado, qne 
le aera devuelto, dejando la debida constancia. Manifieste el ca- 
pitán del' buque t Harriet >, don Andrés Larsen, su conformidad 
en el acto de la notificación con el perito propuesto, debiendo 
en caso de no estarlo, proponer el suyo dentro de 24 horas, bajo 
apercibimiento. Líbrese, para su notificación, oficio á la prefec- 
tura marítima. 

Tedin. 



El capitán Larsen pidió se resolviera que € La Sanitaria» no 
tenía personería, diciendo que no puede reconocer á cLa Sani- 
taria » como consignataria del cargamento, pues el consignata- 
rio es el € Banco Inglés del Rio de la Plata », según resulta de 
los conocimientos que ha presentado y que obran en el expe- 
diente iniciado por él por cobro de ñete contra dicho Banco y 
que tramita ante el mismo juzgado, secretaría del doctor D. 
Torino. Dichos conocimientos son á nombre de dicho Banco y 
no d /a orden, y, por consiguiente, no pueden ser transferidos 
por un simple endoso. 

La parte de c La Sanitaria > , expuso: El conocimiento dice tex- 
tualmente : c in to the English of River Píate Bank or lo his 
or their assings » . 

Las antedichas palabras han sido traducidas como sigue: cpara 
entregar al Banco Inglés del Rio de la Plata ó á sus asignata- 
rios » • 
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Las palabras inginas € or to bis or their assigns» equivalen 
á las palabras castellanas cá su orden». Los traductores, ci- 
ñéndose estrictamente á la letra de los documentos, traducen 
cuanto sea posible palabra por palabra. El significado de assigns 
no es de cesionario en el sentido que pretende entenderlo el 
capitaA Larsen. Según él, el cesionario de los conocimientos se- 
ría aquel á quien se cedieran los derechos de los mismos, em- 
pleando para ello la forma señalada en el Código Civil para la 
cesión de* créditos, pues dice que si se le hubiera manifestado la 
cesión á € La Sanitaria », se hubiera opuesto. Que su representa- 
da sostiene que los conocimientos le pertenecen por haberle sido 
endosados por el Banco Ingles, quien podía hacerlo y más cuando 
el mismo conocimiento dice, que se entregue la mercadería al 
Banco ó á su orden. 



ralle ael «lúes Federal 



Buenos Aires, Abril 7 de 1890. 

Vistos: Por los fundamentos aducidos en el precedente escri- 
to, y teniendo presente que la palabra inglesa assigns emplea- 
da en los conocimientos acompañados, significa según Webster 
{Diccionario f página 84), la persona á quien se transfiere una 
propiedad, equivaliendo por consiguiente á la palabra endósala^ 
no, según el contexto de los referidos conocimientos, no ha lu- 
gar á la oposición deducida á foja 7, y cúmplase el auto de f o- 

ja 5. Bepóngase la foja. 

Virgilio Tedin. 



El capitán dedujo los recursos de reposición y apelación en 
subsidio: Que en su demanda tLa Sanitaria > se dice consigna- 
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íaria del cargamento, pero no acompaña los conocimientos de 
que debe resaltado. El capitán Larsen, qne tenía copia de los 
conocimientos en qae se dice que debe entregar el cargamento al 
Banco Inglés del Rio de la Plata 6 á sus < assigns^y debía en- 
tender, qne el Banco había transferido los conocimientos á 
cLa Sanitaria» en forma legal, y como no tenía confianza en 
el supuesto cesionario (La Sanitaria), son las razones que expre- 
só, se opuso á la transferencia. 

Que en la hipótesis de que la traducción cor];ecta al idioma 
castellano déla palabra inglesa tossígns* empleada en conoci- 
mientos, sería equivalente á endosatario 6á la orden, lo que no 
es y no puede dedncirse ni del diccionario de Webster, ni de 
otro autor competente, porque la única versión correcta es la de 
cesionarios, los conocimientos presentados en autos por la ac- 
tora demuestran que no hay tal endoso. El Código de Comercio, 
en su artículo 1201, no permite hacer transferencia de los conoci- 
mientos á la orden por endoso, de que se deduce que por conoci- 
mientos que no son d la orden, ese modo sencillo de transfe- 
rencia no surte efecto . 

Que en el presente caso no hay ni endoso ni otra forma de 
transferencia. 

Que probablemente con una primera ideado transferirlos por 
endoso, dio principio d la fórmula endosante, pero se arrepintió 
y la borró y no la firmó. 

Que el Banco Inglés del Rio de la Plata tampoco ha tenido la 
intención de transferir los conocimientos á cLa Sanitaria», 
sino que ha querido quedar dueño del cargamento, resulta de 
la nota de ese Banco dirigida al capitán Larsen, cuya nota obra 
en el arriba citado juicio de Reynolds contradicho Banco, en la 
cual el Banco, como consignatario, ordena al capitán dónde ha 
de entregar el cargamento. 
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Fallo del «iues Federal 



BueDOs Aires, Octubre 28 de 1896. 

T vistos: En el incidente de revocatoria del auto de foja 18, 
por los fundamentos del escrito de fojas 20 y 21, se revoca por 
contrario imperio el auto de foja 18. Repónganse los sellos. 

P. Olaechea y Aborta. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 19 de 1898. 

Vistos : Tratándose de una diligencia autorizada por la ley 
(artículo mil doscientos cuarenta y seis, Código de Comercio an- 
terior, y el artículo mil noventa y siete del vigente), y apare* 
oíendo endosados los conocimientos de foja nueve^ según se ve 
en el margen del anverso de cada uno de ellos, sin que esto im- 
porte prejuzgar sobre el alcance del endoso y las responsabili- 
dades que del mismo puedan derivarse, se revoca el auto apelado 
de foja treinta y cuatro, declarándose subsistente el de foja diez 
y ocbo. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. -~ ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA Xlill 



El Banco de la Nación contra don Antonio Olivero, por venta 

de prenda ; sobre recurso de hecho 

Sumario. — No procede el recurso de hecho, si no hay dene- 
gación de recursos. 



Caso. — Resalta del 



INFORIIB DEL JUEE FEDERAL 

Suprema Corte: ^ 

Cumpliéndola resolución de Y. E. tengo el honor de informar : 
Que en la cansa seguida por el Banco de la Nación Argentina 
para la ejecución de una obligación preventiva formada por 
escritura pública, en que consta que el deudor da en t calidad 
de prenda > una trilladora á vapor en perfecto estado de servi- 
cio con todos sus enseres, facultando al acreedor para solicitar 
la venta judicial de la prenda si el deudor no cumpliera abo- 
nando el crédito en el tiempo convenido, solicitó el Banco, de 
acuerdo con el articulo 585 del Código de Comercio, ordenara 
la venta judicial, nombrando al efecto rematador qae la prac- 
ticara. El juez resolvió de conformidad i lo solicitado, previa 
publicación de edictos por el término de ley. 

T. Lxxn 13 
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Contra esta resolacíoii presentó el señor Olivero un escrito 
deduciendo los recursos de revocatoria y apelación en subsidio, 
pero conteniendo el cuerpo del escrito peticiones contrarias á 
las reglas de procedimiento, conceptos irrespetuosos para el 
juez j alusiones ofensivas al señor gerente del Banco, procura- 
dor y martiliero nombrado. Al pié de este escrito se dictó el 
siguiente decreto: 

c Por ser contrarias á las reglas de procedimientos las peti- 
ciones del presente escrito, exíjase al presentante firma de le- 
trado en los escritos que presente. » 

En seguida presentó otro escritp con peticiones análogas á la 
anterior, recayendo la siguiente providencia : 

c Lo decretado con fecha 4 del corriente >, que es la providen- 
cia trascrita ya. 

Finalmente presentó un tercer escrito, en debida forma, pa- 
trocinado por abogado, reproduciendo el recurso de revocatoria 
entablado en su primer escrito, queseeicluya déla orden de 
venta en remate los bienes que no están incluidos en la prenda 
y recusando al rematador nombrado, por ser hermano del pro- 
curador del Banco. 

El informante proveyó con fecha 14 del corriente : t De la 
revocatoria, trablado al actor. En cuanto á la suspensión del re- 
mate, no se hace lugar, porque el juzgado no ha ordenado la ven- 
ta de los objetos dados en prenda, de acuerdo en todo con lo 
convenido en la escritura pública, que es ley para las partes. 

Si el rematador extralimita su cometido, ejerza el solicitante 
su acción como corresponda. A la acusación del rematador no 
se hace lugar, porque la causal invocada no es con el litigante, 
es decir con el dueño del litis ola parteen el juicio, sino con su 
procurador, causal que no está autorizada por la ley para fun- 
dar recusación, y así tiene resuelto la Suprema Corte en los fa- 
llos de la serie 2\ tomo 12, página 180, y tomo 21, página 
497. > 
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Hasta hoy, es todo el procedimiento habido en la causa del 

Banco de la Nación con Olivero ; en síntesis no hay denegación 

de recurso alguno. 

Dios guarde á Y. E. 

Daniel Goytia. 



Falle de la Suprema Corte 

Baenos Aires, Marzo 19 de 1896. 

Autos y vistos : Por lo que resulta del informe del juez de la 
causa, remítansele estas actuaciones para que lleve adelante 
sus procedimientos, no haciéndose lugar al recurso deducido. 
Bepóngase el papel. 

LUIS V. VÁRELA, — ABBLBAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 



CAVSA XlilII 



Criminal contra Pedro Franceschini y Julio Estrada Gómez 
por muerte de N. Martínez y Amalia Bassin; sobre prisión 
preventiva. 

Sumario. — Concurriendo los requisitos de ley para la pro* 
cedencia de la prisión preventiva, debe mantenerse el auto que 
la ordena. 
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Caso. — Lo explícala yista del señor Procurador general. 



Fallo del JTuez Federal 



Buenos Aires, Diciembre 30 de 1897. 

Aatos y vistos : Y considerando: Que el señor Procurador 
general de la nación opinaba, como este tribunal, que hay mérito 
bastante para llevar adelante los procedimientos en esta causa, 
por encontrarse justificada la existencia de un delito y resultar 
indicios suficientes para creer responsable de él á Enrique Paye, 
Pedro Franceschi ni y Julio Estrada Gómez. 

Por esto, y de acuerdo con lo que prescribe el artículo 366 
del Código de Procedimientos en lo criminal, constituyase en 
prisión preventiva á Enrique Paye, sin sobrenombre ni apodo, 
norte-americano, de 30 años de edad, casado, maquinista del 
Ferrocarril Buenos Aires y Rosario, domiciliado en el pueblo 
de San Martin, calle Once de Setiembre, número 288, y con 8 
años de residencia en el país ; á Julio Estrada Gómez, sin so- 
brenombre ni apodo, español, de 46 años de edad, soltero, 
guarda-barrera del Ferrocarril Buenos Aires y Rosario, domi- 
ciliado en la calle Soler número 436, y con iO años próximamen- 
te de residencia en el país, los que deberán ser conducidos á 
la cárcel Penitenciaria en calidad de incomunicados y á la or- 
den de este juzgado en razón de procesárseles por el delito pre- 
visto en el artículo 83 de la ley de Ferrocarriles del 24 de No- 
viembre de 1891. 

A los efectos del artículo 411 del Código de Procedimientos 
en lo criminal ya citado, trábese embargo en sus bienes por la 
sumado 20.000 pesos moneda nacional para cada uno de ellos. 

Líbrese el mandamiento de estilo, entregúese al oficial de jus- 
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ticia del jazgado para que proceda á diligenciarlo y de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 464 del referido código, nómbrase 
fiscal ad hoc en esta causa al doctor don Francisco Ayerza, á 
quien se pasarán los autos á los efectos del caso. 

Gervasio J. Granel. 



VISTA DBL SBllOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 4 de 1898. 
Suprema Corte : 

En la causa seguida contra Faye, Franceschini y Estrada Gó- 
mez, sobre responsabilidad del accidente ferroviario acaecido 
en el camino de Palermo, el juzgado decretó, á foja 147, la pri- 
sión preTentiva de los enjuiciados, con sujeción á lo dispuesto 
por el artículo 366 del Código de Procedimientos en lo criminal. 

El maquinista Faye aceptó aquel proreido y su causa fué se- 
guida y fallada definitivamente á foja 180. Pero los otros pro- 
cesados, Franceschini y G-omez no fueron incluidos en los proce- 
dimientos del plenario, por haber mantenido el recurso de ape- 
lación interpuesto á foja 148 vuelta y concedido á foja 140, 
contra el auto de prisión de foja 147. 

Bespecto á la justicia de ese proveído, nada necesito agregar 
á las consideraciones de la vista fiscal de foja 139 vuelta, que 
ruego á Y. E. se sirva haber por reproducidas, para evitar repe- 
ticiones. 

• No .puede desconocerse que existen contra los guarda-barre- 
ras indicios suficientes de culpabilidad, por haber abandonado 
su puesto dejando abiertas aquellas, cuando por tal causa ocu- 
rrió el siniestro que ha causado heridas y muerte. 



I 
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Basta la oircunstancia de la existencia de indicios, nnida á 
las que conjuntamente determina el artícnlo 366 del Código de 
Procedimientos penales, cumplidas también en el caso, paraqae 
proceda la oonyersion de la detención en prisión preTentiya. 

Por ello, pidoáY.E. la confirmación del auto de foja i 47 
en la parte recorrida por los procesados Franceschini y Estra- 
da Oomez. 

Sabiniano Kier, 



Pallo de la Suprema Carie 



Buenos Aires, Marzo 19 de 1898. 

Vistos: Concurriendo en el caso los requisitos exigidos por la 
ley para la procedencia de la prisión preventiva de los procesados 
Pedro Franceschini y Julio Estrada Gromez y de acuerdo con lo 
expuesto y pedidopor el señor Procurador general, se confirma el 
auto de foja ciento cuarenta y seis, en la parte apelada por di- 
chos procesados. Devuélvanse. 

LUIS y. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA XlilV 



El Banco de la JSacion contra el doctor don Teófilo Sai, 
por cobro ejecutivo de pesos ; sobre recusación 

Sumario, — 1^ No es caasal de recusación la amistad ínti- 
ma del jaez con el abogado y procurador de la parte. 

2® No lo es tampoco el ser deador de la parte, cuando ésta es 
el Banco de la Nación. 



Caso. — La parte del doctor Saá recusó al jaez federal por 
haber tenido conocimiento de que aquel es deudor del Banco, y 
fiador de letras en el mismo establecimiento, y por tener el 
mismo juez amistad íntima con el abogado y procurador del 
Banco. 

rallo del JTueB Federal 



Santiago, Octubre 30 de 1897. 

Autos y vistos: la recasacion deducida por el señor Nicolás 
Yofre, á nombre del doctor Saá, en la ejecución que le sigue el 
Banco de la Nación Argentina. 

Y considerando: 1^ Que no se han llenado las formalidades 
del caso, faltando en el escrito de recusación el juramento de 
no proceder con malicia (artículo 26, ley de procedimientos 
nacionales). 

2^ Que las causales invocadas no son legales á juicio del pro- 
veyente, por cuanto la ley se refiere á amistad del juez con el 
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litigante y no oon sn apoderado ó abogado (artículo 43, inciso 
4°, ley citada), y con respecto al hecho de ser deudor del Banco, 
no tratándose de deudor moroso, sino de deuda servida oon re- 
gularidad, con arreglo á los estatutos del establecimientot no 
implica subordinación alguna, desde que no esexigibleaquella> 
haciéndose sus ser?icios correspondientes, por lo que no está 
comprendido el caso en el espíritu del artículo 43, inciso 3^ ; 
que lo que se trata de evitar es la violencia moral que podría 
ejercer el acreedor en el ánimo del juez, violencia sólo presu- 
mible ante la amenaza de una ejeoucion. 

Por estos fundamentos, se resuelve : no hacer lugar á la re- 
cusación. Hágase saber. 

Valentín Suco. 



Wmllm 4e la Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 19 de 1898. 

Vistos: Por los fundamentos del auto apelado de foja cua- 
renta en lo relativo á la segunda causal alegada en el escrito de 
foja treinta y nueve, y considerando respecto de la causal pri- 
mera deducida en el mismo: que no existen circunstancias espe- 
ciales que hagan procedente la recusación interpuesta, como lo 
acredita el informe de foja noventa, y con arreglo á lo resuelto 
por esta Suprema Corte en el fallo que se registra en el tomo 
cuarenta y nueve, páginas cuarenta y una y noventa y seis, 
cuyos fundamentos son de aplicación oportuna en el caso, se 
confirma, con costas, el citado auto de foja cuarenta. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL RAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. 
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CAUSA XliV 



Don Hipólito Beneí contra el Banco Hipotecario de la provin^ 
da de Buenos Aires; sobre nulidad de venta de un inmueble 
hipotecado. 



Sumario, — El hecho de haber el Banco Hipotecario de la 
provincia de Buenos Aires vendido anteriormente el inmueble 
hipotecado, y dejado sin efecto la venta, de conformidad de 
partes, no es motivo para declarar nula la venta posterior prac- 
ticada con arreglo á les estatutos del Banco. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del «iuea Federal 



La Plata, Jalío 22 de 1897. 

Y vistos: estos autos seguidos por don Hipólito Benet con- 
tra el Banco Hipotecario de la Provincia, sobre nulidad de una 
venta, y de los que resulta : 

V Que el actor funda su acción en que siendo propietario 
de un centro agrícola en Pehuajó, cuya área y linderos deter- 
mina en su demanda de foja 1, lo hipotecó al Banco Hipoteca- 
rio de esta Provincia, bajo los números y series que especifica. 
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2^ Que ese campo fué sacado á remate por dicho Banco en 
Julio 22 de 1892 7 comprado por el doctor Liborio Mnzlera 
en la suma de ciento Teínte mil pesos moneda nacional, pagade- 
ro en dinero efectivo; aprobándose el remate en 11 de Agosto 
de ese año; y que aún cuando se había efectuado por un precio 
Terdaderamente bajo, esa operación dejaba á su favor un so- 
brante de treinta mil pesos moneda nacional próximamente una 
vez pagado el capital al Banco, servicios atrasados y demás 
adeudados. 

3^ Que el Banco en vez de apremiar al comprador doctor 
Muzlera en uso de su deber y de su derecho, compeliéndole al 
cumplimiento del contrato, decretó por sí y ante sí, una nueva 
subasta* que tuvo lugar en 4 de Octubre, adjudicándose al úni- 
co postor que se presentó, y según sus informes es el señor 
Juan Girondo, por la suma de cuatrocientos Teinte mil pesos 
moneda nacional pagaderos en bonos, cupones ó cédulas, suma 
estrictamente indispensable para cubrir la deuda y servicios 
atrasados, quedando su derecho lesionado por la suma que exce- 
de* de treinta mil pesos ya expresados. 

4^ Que en esa situación, se presentó al Banco, protestando 
de la validez del remate, solicitando á la vez no fuera aprobado, 
ofreciendo pagar acto continuo la deuda y servicios atrasados, 
á lo que debió deferir dicho establecimiento en uso de las facul- 
tades que le son propias y no sucedió así, pues dando preferen- 
cia á los derechos del tercer adquirente, que nada perdía con 
no comprar, arruinaba al demandante, rechazó la protesta así 
como la proposición que éste hacía. 

5® Que con esos antecedentes, viene á producir esta demanda, 
pidiendo se anule y declare sin ningún valor el último remate 
de su referencia, en primer lugar porque esa venta viene á pri- 
varlo de derechos irrevocablemente ya adquiridos por la apro- 
bación de la venta en favor del doctor Muzlera á que se ha refe- 
rido, debiendo tenerse en cuenta que la tramitación del expe- 
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diente en el Banco se ha hecho con absoluta presoindencia del 
deudor, como si los bienes Tendidos no formaran parte de su 
patrimonio. Que la carta orgánica del Banco podía acordar 
cuantas facultades quiera al directorio, pero nunca la de priyar 
á un particular de los derechos que le son propios, y que le son 
garantidos por el artículo 17 de la Constitución nacional. Que 
la ley do Centros agrícolas establece la forma en que doben ser 
enajena'ios, sin permitir la venta en un solo lote, contrariando 
abiertamente los fines de su creación. Y finalmente, que entre 
otras irregularidades (que no apunta) que acompañaron al re- 
mate, debe mentarse la que se exigió una elevada cantidad 
como seña, que no había sido anunciada, no habiéndose indi- 
cado que los postores debían concurrir con fondos para ser en- 
tregados en el acto al martiliero. Pide que la nulidad se decía- 
re con costas al demandado, y se suspenda la escrituración, á 
lo que defirió el juzgado, como se ve á foja 12 vuelta. 

6^ Que contestada la demanda á foja 15, por el representante 
del Banco demandado, pidió á su vez el rechazo de la demanda, 
diciendo que es oierto que se verificó un remate á favor del doc- 
tor Mnzlera, pero como resultara vicioso, el directorio lo dejó 
sin efecto y deshecha esta operación se procedió á la segunda 
venta por subsistir la causa productora, que consistía en la dea- 
da y mora en el pago de los servicios. Que el Banco, cuando 
vende las propiedades de sus deudores morosos^ huce uso de una 
facultad que le acuerda la ley y todos los contratos de hipote- 
cas que viene celebrando desde su fundación, según los artículos 
29 y 30 de la ley orgánica y 8 de las ampliaciones de la misma 
y el contrato de Benet, loque constituye un verdadero mandato 
de carácter irrevocable, según el artículo 1977 del Código Civil, 
y sólo podía el actor, si la resolución mencionada era abusiva, 
querer decir que el Banco había sido infiel en el ejercicio del 
mandato, y sólo sería procedente una acción de daños y perjui- 
cios ó, en la ignorancia en que dice estar el actor, una acción 
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de rendición de cuentas, pero en manera alguna la acción que 
se deduce, y por lo tanto no tiene para qué entrar á explicar 
ni justificar la anulación del primer remate, reservándose el 
Banco hacerlo el dia que sea procesado en forma. Que el Banco 
no dio intervención al actor ni en la operación de Muzlera, ni en 
la segunda, porque no tiene tal obligación, ni por la ley, ni por 
el contrato, pues procediendo en aquellos actos como mandata- 
rio y dentro de los límites de su mandato, no tenía porqué con- 
sultar ni intervenir para nada á su mandante; hecho el segnn- 
do remate, el Banco lo aprobó porque cubría su crédito, no había 
mejor oferta, el remate no tenía defectos, y en todo ello no 
hacía más que ejercitar sus derechos, sii ser responsable de 
sus consecuencias. Que el Banco aprobó la segunda venta á pe- 
sar del ofrecimiento á que alude el actor, porque ese ofreci- 
miento era tardío, y no era sino un ofrecimiento ; y por lo de- 
más el actor no cita ley, ni invoca convenio que obligue al 
Banco á dejar de aprobar los remates bien hechos € cuando sus 
deudores ofrezcan pagar* (textual). Que tampoco es cierto que 
la ley de Centros agrícolas, ni ninguna otra imponga al Banco 
la prohibición de vender los mismos en un solo lote; no siendo 
tampoco exacto que se haya exigido más seña que la reglamen- 
taria establecida en la escala oficial, pues en todos los avisos 
del Banco se advierte que las condiciones de los remates las 
encontrarán fijadas en el vestíbulo del mismo Banco, donde 
efectivamente están en lugar visible; y en esas condiciones fi- 
gura la escala para el pago de la seña, habiéndose exigido en el 
mencionado remate la correspondiente á la oferta del señor Gri- 
rondo. Que las ventas de los inmuej)les sólo son nulas en los 
casos que la ley concreta, como cuando se vende cosa ajena ó 
no determinada, ó se vende sin título ni poder, y como nada de 
esto se ha alegado, es evidente la improcedencia de la acción 
entablada, que sólo puede ínndarse en aquellos hechos, 
pues los que enumera el actor pueden dar lugar á otros recia- 
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mos, pero no á la aceiotí de nulidad; que el Banco no teme 
aquellos reclamos. Termina pidiendo el rechazo de la demanda, 
con costas. 

V Que asi trabada la litis contestatio, fué recibida la causa 
á prueba por el auto de foja 31, debiendo versar la testimonial 
sobre si el primer remate en que aparece como comprador el 
doctor Muzlera, fué aprobado. Produciéndose el informe de foja 
38 y el de fojas 50 á 63, y posiciones de foja 121 . Con lo que, 
j los alegatos de fojas 129 y 132, se llamó autos para sentencia 
por la providencia de foja 135 vuelta. 

T considerando: 1° Que si bien es cierto, qne el punto indi- 
cado en el auto de prueba, debía ésta recaer sobre el primer 
remate, no lo es menos que no es aquel, que en su validez haya 
sido también traído á tela de juicio, pues de él no deriva, el 
actor, sino un derecho para atacar 6 vulnerar la validez del se- 
gundo remate sosteniendo la subsistencia de aquél. Por lo tan- 
to, queda descartado, y entonces el ponto á resolver en el caso 
sub-judice, es si la venta por segunda vez efectuada por el 
Banco adolece de vicios que lo hagan nulo por sus formas: y 
para entrar á apreciar el conjunto de ellos^ es necesario apre- 
ciar en detalle las causas en que el actor funda su acción. 

2° Que respecto á la primera causa 6 razón de que la venta 
á Girondo había sido precedida de otra hecha por el Banco qne 
era más beneficiosa para el actor, esto no se ha demostrado en 
autos; y si bien la primera pudo estar prestigiada en virtud 
de haber sido primeramente aprobada, no es del caso entrar á 
examinar su validez ó nulidad, por no ser ésta la acción á re- 
solver y menos la deducida en los presentes autos. No habien- 
do sido consumada esa venta, como queda reconocido por las 
partes y comprobado con la prueba, es inversa esa causal en el 
presente juicio, y por lo tanto debe rechazarse. 

3** Que respecto de la segunda de las razones alegadas por Be- 
nety de que no se le dio intervención en el procedimiento segui- 
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do por el Banco, este juzgado ha resuelto en la causa seguida 
por don Dalmiro Mogan contra el mi^mo Banco, sobre nulidad 
de una renta (resolución que según tiene noticias el infras» 
cripto ha sido confirmada por la Suprema Corte de Justicia Na- 
cional), resolvió: cQue el Banco no tiene el deber de hacer in- 
timaciones previas al deudor antes de proceder al remate, pues 
la ley no se lo impone; antes por el contrario, el artículo 29 de 
su carta orgánica, terminantemente preceptúa que procede for- 
zosamente al remate en caso de no verificarse dichus servicios ». 
Resulta, pues, de ello, que ya este juzgado ha declarado que el 
Banco no está obligado á dar intervención al deudor para pro- 
ceder al remate de los inmuebles que se le hayan hipotecado, 
en garantía de sus préstamos, en el caso de mora en el pago 
por servicios atrazados. 

4° Que en cnanto á la tercera razón invocada, que no ha po- 
dido aprobarse el remate Gírondo, por haber ofrecido el actor 
pagar en ese entonces so deuda; tampoco es atendible, pues 
para que lo fuera, ha debido, no ofrecer, sino pagar antes de 
que se hubiera realizado el acto de la venta en subasta pública. 
No habiendo sido así, el fundamento alegado, no tiene razón 
de ser y debe rechazarse. 

5** Que el cuarto fundamento de la demanda, consistente en 
que existe prohibición en la ley de Centros agrícolas de vender 
los mismos en un solo lote; este juzgado también ha resuelto, 
en el caso de Bepetto y Bacigalupo contra el mismo Banco, 
que no existe ni en la carta orgánica, ni en los reglamentos del 
Banco, disposición alguna que importe tal prohibición y que 
ha podido el directorio y puede tomar las resoluciones que crea 
convenientes y que no estén prohibidas por la ley, y así ha 
podido ordenar la venta en un solo lote por considerarlo más 
provechoso, como lo ha hecho en otras ocasiones. 

6^ Que, finalmente, la última razón de las invocadas por el 
actor y negada de contrario, consiste en que el Banco exigió 
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más sena qae la reglamentaria en el acto del remate. Esto, ni 
se ha probado en autos, ni se ha negado el hecho aseverado por 
el Banco de tener á la vista de los postores las tablas respec- 
tivas, 7 no es por lo tanto de estimarse la razón invocada y de 
qne se ocupa este considerando. 

7° Que por lo qne se refiere ala aplicación que se quiere ha- 
cer á este caso, del artículo 17 de la Constitución nacional, 
por el actor, ya este tribunal resolvió también en el asunto ci- 
tado en el tercer considerando de los precedentes, lo siguiente : 
c Que la facultad acordada por el deudor al Banco para enaje- 
nar el bien hipotecado, no puede considerarse opuesta á la ga- 
rantía constitucional, según la que, nadie puede ser privado 
de su propiedad, sino en virtud de sentencia fundada en ley: 
esta garantía tiene por objeto asegurar la propiedad en poder 
de su dueño cuando él la quiere conservar. Que es de notar, si 
voluntariamente el propietario de un bien raíz, lo dona, le ven- 
de, y aún le destruye, como puede hacerlo según los designios 
de un libre albedrío, seguramente éste no practica un acto con- 
trario á la ley fundamental, ejercita pura y exclusivamente 
. un derecho propio, dispone de sus bienes, se trata de un ejer- 
cicio, de un derecho que la ley ampara, pero cuyo abandono no 
impide. Qne la libertad y la vida á que el actor se refiere, no 
son en verdad derechos enajenables, no así la propiedad; por 
consiguiente, si bien sería nula y sin ningún efecto la con- 
vención sobre aquellos, puede válidamente hacer lo que se 
quiera, siempre que no esté expresamente prohibido, sobre 
la propiedad, y en tal caso^ tales convenciones tienen la mis- 
ma autoridad de la ley, según el precepto del artículo 1197 del 
Código Civil. Que otro tanto puede decirse respecto á la facul- 
tad acordada al Banco Hipotecario para proceder á la venta, 
sin necesidad de ocurrir á los tribunales ; rige para ellos, siem- 
pre y en todo instante la ley contrato». 
Por todo lo expuesto, fallo: absolviendo de esta demanda al 
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Banco Hipotecario de esta proTincia, promoYida porrón Hipó- 
lito Benet^ a quien condeno en todas las costas del juicio. Noti- 
fíquese con el original, regístrese j repónganse las fojas sin 
más trámite. 

Mariano S, de Aurrecoeehea, 



Fiíll* de Ia Siipreaiii Certe 

Buenos Aires, Marzo 32 de 1898. 

y vistos: Considerando: Primero: Que el Banco Hipotecario 
de la provincia de Buenos Aires está facultado por el artículo 
veintinueye de su ley orgánica á proceder al remate de los bie- 
nes que le están hipotecados, sin intervención del deudor. 

Segundo : Que la venta hecha á los señores Qonzalez y Muz- 
lera se dejó siu efecto, de conformidad de partes, según consta 
á fojas cincuenta y siete vuelta y cincuenta y ocho, por lo que 
aún en el supuesto de haberse demostrado en autos que era 
más ventajosa que la que se realizó después en favor de los se- 
ñores Girondo y Gastex, lo que no se ha justificado, esa circuns* 
tancia no probaría por otra parte, la nulidad del segundo re- 
mate, cualquiera que fuesen las reponsabilidades del Banco 
para con su deudor. 

Tercero: Que habiendo quedado sin efecto la venta hecha á 
los doctores Oonzalez y Muzlera, no mediaba inconveniente 
para que la propiedad del deudor, don Hipólito Benet, fuese 
sacada nuevamente á remate. 

Cuarto: Que en esta última venta se han observado todas las 
prescripciones legales. 

Quinto: Que el recurso de nulidad, que también se interpo- 
ne por el demandante, no se funda en ningún defecto legal, de 
la sentencia ó del procedimiento. 
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Por esto, 7 sas fandamentos concordantes, se confirma* con 
costas, la sentencia apelada de foja ciento treinta y nueve. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse, pudiendo notificarse con el 
original. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 



CJAVHA XliVI 



Don Justino Grané contra el Gobierno Nacional, por ilegalidad 
de un decreto de caducidad; sobre desalojo 

Sumario. — El desalojo respecto de ocupaciones posteriores 
á la resolnoion que motiva el pleito, no altera las condiciones de 
la posesión existente en la fecha de dicha resolución. 



Caso. — El apoderado del señor Gránese presentó al juz- 
gado diciendo : Que acompaña el diario c La Nación » , fecha 30 
del corriente, en el que se registra una noticia refente á las tie- 
rras en Misiones de propiedad de sos representados y motivo de 
este juicio. 

En la referida noticia se dice que la dirección ha pedido se 
proceda á desalojar á los ocupantes de dicha tierra, y como este 
asunto estáá resolución del juzgado, teniendo intervención el 
representante del poder ejecutivo, solicita se libre oficio al se- 

T. LXXU 11 
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¿OT Ministro de Justicia, pidiéndole no dicte medida alguna al 
respecto mientras no esté definitivamente terminado este 
juicio. 

Luis R. Saenz. 



VISTA D£L SEftOR PROCURADOR FISCAL 



Buenos Aires, Setiembre? de 1897. 
Sefíor Juez : 

y. S. no debe hacer lagar al pedido que se formula en el pre- 
cedente escrito, por cuanto el hecho de desalojo ordenado por el 
poder ejecutivo en la concesión caducada á don Justino Grané, 
se ha producido posteriormente al pleito y sobre hechos que son 
también posteriores. 

£n efectOy como instruyen las constancias que adjunto en co- 
pia legalizada, el desalojo ordenado por el poder ejecutivo, cuya 
suspensión se pretende, ha sido dictada respecto de una perso- 
na ó personas que con posterioridad á la iniciación de este asun- 
to han ido á ocupar el campo de la concesión alegando autori- 
zación del ez-concesionario Grané. 

No se trata, pues, del desalojo de ocupantes anteriores al plei- 
to sino de personas que á nombre del señor Grané intentan una 
ocupación improcedente, dada la circunstancia de existir este 
litigio, y si por la misma razón que se alega en el escrito que 
contesto, de hallarse este asunto á la resolución de Y. S., el de- 
salojo ordenado por el poder ejecutivo es perfectamente proce- 
dente dado que él tiende á mantener las cosas en el estado en 
que se encontraban cuando se dictó la caducidad de la conce- 
cion. 

Por otra parte, no se oculta al que suscribe, como no se ha 
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de oooltar á Y. S. qae si se librara el oficio que se pretende y se 
mandara cumplimentar, se pondría en mejores condiciones i la 
parte de Grané, puesto que se le dejaría ocupar el campo sin 
derecho alguno, dando lugar quizá, á que mañana interpusiese 
defensas ó alegaciones fundadas en esa ocupación. 

Por estas consideraciones, y por lasque ha de levantar el cla« 
ro criterio de Y. S., pido se sirva resolver como lo dejo pedido al 
principio. 

J. Botet. 



ralle del «Vues Federal 



Buenos Aires» Setiembre 17 de 1897. 

Autos y vistos : Resultando del documento auténtico acom- 
pañado por el Procurador Fiscal que la acción del gobierno na- 
cional denunciado ha sido con el propósito único de desalojar á 
la persona ó personas que con posterioridad á la declaración de 
caducidad de la concesión hecha á Grané, se habían introdu- 
cido en el campo con sos haciendas, acción que en modo alguno 
altera ni legalmente podría alterar la litis contestatio, ni la 
situación que tenían las cosas cuando se dictó el decreto de ca* 
ducidad. Por ello y consideraciones aducidas por el señor Pro- 
curador Fiscal, no se hace lugar á lo solicitado á foja 66, y co- 
rran los autos según su estado. Repónganse los sellos. 

Agustin Urdinarrain. 
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Fililí de lA Suprema Corte 

BaeDOs Aires, Marzo 22 de 1898. 

Vistos: considerando: Que el desalojo ordenado por el decre- 
to administrativo de que instruye el documento de foja ciento 
treinta y dos, se refiere á la persona ó personas que se hayan 
introducido ó se introdujeren á ocupar en Misiones el campo en 
litigio, después de la resolución del poder ejecutivo nacional 
que declaró caduca la concesión que para colonizarlo se hizo á 
favor del recurrente, según así resulta del alcance que le atri- 
buye el representante del gobierno, y lo confirma la resolución 
del auto apelado al no hacer lugar á la petición de foja ciento 
veinte y siete. 

Que en esta virtud, es evidente que dicha resolución no al- 
tera las condiciones de la posesión y ocupación en que se halla- 
ba Grané del campo de l<i referencia, á la fecha mencionada, só- 
lo tiende á impedir nuevas ocupaciones que innoven el estado de 
la cosa litigiosa, lo que no es permitido, de acuerdo con el prin- 
cipio de derecho de que pendente litcnihil est innovandum. 

Por estos fundamentos, y los del auto apelado de foja ciento 
treinta y cuatro, so confirma éste, con costas, y repuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E.TORRENT. 
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CAUSA XiiVII 



Don Eduardo Golan y García contra el Ferrocarril del Sud 
de la provincia de Buenos Aires ^ por daños y perjuicios ; so- 
bre competencia. 

• 

Sumario. — En la demanda por daños precedentes de anhe* 
cho ilícito, es competente el juez del lugar donde se produjo el 
hecho. 



Cano. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte. 



Valle del «Viiez Vederel 



La Plata, Setiembre 15 de 1896. 

Y vistos considerando: \^ Que la demanda se hace derivar de 
responsabilidades en que se dice por el demandante ha incurri- 
do el Ferrocarril del Sud, con motivo de hechos ocurridos en Ba- 
rracas al Snd^ jurisdicción de esta provincia y que se expresan 
en la demanda, hechos que no han sido contradichos, y por 
consiguiente el conocimiento de esta causa corresponde al juez 
del territorio donde estos tuvieron lugar, con preferencia al del 
lugar del domicilio del demandado, no siendo por lo tanto apli- 
cable la regla actor forum reisequitur. 

^ Que esta es la jurisprudencia constante de este tribunal. 
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7 así lo ha resnelto la Suprema Corte de Justicia Nacional ea 
casos anal 'gos. 

Por estas consideraciones y no fundarse la incompetencia en 
otras causas, fallo no haciendo lugar á ella y contéstese dere- 
chamente á la demanda. Notifíquese con el original y regís- 
trese en el libro de sentencias. 

jif. 5. Áurrecoechea. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Diciembre 10 de 1896. 

Suprema Corte : 

Nada tengo que observar contra la resolución recurrida defo< 
ja 38, cuya confirmación solicito de Y. £. 

Sabiniano Kier. 



Fallo da la Suprema Cerfe 

Buenos Aires, Marzo 22 de 1898. 

Vistos y considerando: Que el actor demanda la enmienda 
del daño que afirma habérsele causado por hecho ilícito produ- 
cido en la provincia de Buenos Aires, haciendo recaer las res- 
ponsabilidades legales sobre el demandado. 

Que en tal caso, el demandante ha podido deducir su acción 
ante el juez con jurisdicción en el lugar donde se verificó el he- 
cho, con arreglo ala ley. tres, título quince, partida séptima. 

Por esto, de conformidad á lo resuelto por esta Suprema Cor- 
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te en el caso análogo de don Francisco Tasara con el Ferrocarril 
del Sad, y de acoerdo con lo pedido por el señor Procurar Gene- 
ral, se confirma, con costas, el auto apelado de foja treinta y 
ooho. Bepuestos los sellos, deToélTanse. 

ADBL BAZAN,— OCTAVIO pUNGE. 
— JUAN e. TORRKNT. 



CJAVSA XliVIIl 



R. Couzier y C contra el Ferrocarril Central Argentino, por 
daños y perjuicios; sobre absolución deposiciones 

Sumario. — Procede la absolución de posiciones después del 
llamamiento de autos si ha sido pedida antes. 



Caso. — La parte de Couzier solicitó que la absolución de po- 
siciones que había pedido, se entienda con el administrador de 
la empresa^ señor Loveday^ á quien debía notificársele en forma 
y bajo apercibimiento. 

£1 juez proTeyó de conformidad. 

El apoderado del ferrocarril se opuso, alegando que la parte 
de Couzier había sido negligente en la prueba, habiendo estado 
pendiente mucho tiempo la diligencia de que se trata. 
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Falle del Jíiies Federal 



Rosario, Julio 26 de 18d7. 

Yistos: Los aatos para resol ver la revocatoria del auto de foja 
48 vuelta, y considerando: 1® Que ese decreto no es sino la con- 
secoencia del auto de foja 44, ejecutoriado ya, en el que se 
aceptaba y ordenaba la comparecencia del anterior administra- 
dor, sin más diferencia, que en el último decreto se ordena la 
citación del nuevo administrador ; 

2° Que habiéndose solicitado la absolución de posiciones an- 
tes del llamamiento de autos para sentencia, usa de su derecho 
para que las posiciones se absuelvan en el estado actual del 
juicio, por no ser culpa de la parte que las pidió el retardo de 
la diligencia. Forestas consideraciones no se hace lugar ala 
revocatoria ; con costas. Repónganse. 

Daniel Goytia. 



Fallo de la Siipreaia Certe 



Buenos Aires, Marzo 23 de 1898. 

Vistos: Por los fundamentos del auto de foja cincuenta y 
cuatro se confirma, con costas, el apelado de foja cuarenta y nue- 
ve vuelta. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN . — OCTAVIO BURGB. 
— JUANE. TORRENT. 
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t.AfJSA XlilX 



Criminal contra Ángel Quesada, sobre homicidio i bordo 

del lanchon tSan Justo* 



Sumario, — No existiendo pruebas que demuestren la culpa- 
bilidad del procesado, debe diotarse sentencia absolutoria. 



Caso. — Resulta del 



Falle del Jíues Vedernl 



Rosario, Noviembre 15 de 1898. 

Vistos estos autos seguidos por el señor procurador fiscal con- 
tra Ángel Quesada, de 30 años de edad, soltero, argentino, ma- 
rinera, con domicilio en San José del Rincón y sin sobrenombre, 
acosado como autor de la muerte de Pedro Bronzi, de los cuales 
resulta : 

i^ Que á foja 1 don José Butuz hace ante la subprefeotura 
marítima de Santa Fe, el día 12 de Mayo de 1896, la denuncia 
siguiente : 

Que en el paraje conocido por c Boca de la Laguna > y á bordo 
del lanchon cSan Justo», se hallaba el cadáver de un hombre, 
resultando de las investigaciones hechas, ser don Pedro Bronzi, 
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propietario de la referida embarcacioD, que á fin de esclarecer 
el hecho denunciado, se hace comparecer por la misma autori- 
dad, á don Mauricio Farías, el que declara, que hacía 6 6 7 
meses más ó menos que conocía á Pedro Bronzi y 6 días que lo 
había visto á bordo de la balandra c Guadalupe», de propiedad 
de don Manuel Otaño, fondeada frente al lugar denominado 
€ La Calera > y encontrándose también presente en ese momen- 
to Ángel Quesada, tripulante de ese buque, con quien oonTer- 
saba Bronzi el día 7 de Mayo del mismo año, manifestándole 
éste su deseo de comprar la balandra «Guadalupe»; que la 
conversación terminó invitando Bronci á Quesada á beber una 
copa en alguno de los almacenes de la cercanía, lo que no aceptó 
el último, dirigiéndose después el declarante y Quesada á cLa 
Calera » y Bronci hacia el puerto ; que al momento de llegar al 
punto mencionado, Quesada se despidió de él, volviéndolo á ver 
al dia siguiente (8) y también el 9; que siendo próximamente 
las 8 y 30 pasado meridiano del último día, el declarante se 
hallaba en c La Calera» atendiendo la quema, cuando vio á 
Quesada, el cual lo invitó con mucha instancia para que fueran 
á comprar una botella de caña en alguno de los almacenes veci- 
nos; que primero se dirigieron al almacén de Patino y encon- 
trándolo cerrado, resolvieron ir á otro que se encontraba como 
una cuadra al norte del último, demorándose allí lo necesario 
para ser despachados y en seguida fueron á la casa de Quesada, 
siendo recibidos por la mujer Julia, concubina de éste; que 
después de un cuarto de hora volvió á c La Calera » á continuar 
su trabajo y vio á su patrón Manuel Otaño ; que vio asimismo á 
Quesada el dia 12 á las 8 de la mañana en cLa Calera» donde 
fué invitado por aquel para ir al puerto, y accediendo á ello lle- 
garon basta el almacén de Pedrin, inmediato á la subprefectura, 
donde estuvieron media hora más ó menos encompañíade un tal 
Bamon, cuyo apellido ignora, pero sabía era tripulante de la 
balandra cLuis» y que de allí el declarante se separó de Que- 



DE JOSTICU NACIONAL 219 

saday Bamon, dirigiéndose al domioilio de dofia María Pasaañi, 
permaneciendo allí hasta las li ante meridiano. 

Qae á foja 32 presta declaración el procesado Ángel Quesada 
el que expresa : 

Qae tiene noticia del crimen porque yí6 el cadárer de Pedro 
Bronzi el día lunes 11 de mayo, como á las 4 pasado meridiano, 
por cnanto se lo presentaron al declarante donde estaba deteni- 
do, y la última Tez que lo vio fué ^1 día viernes 8 del mismo 
mes como á las 9 antes meridiano, en momentos qne el decla- 
rante bajaba de la € Guadalupe» y se dirigía hacia el pueblo 
saludando á Bronzi, qne*estaba en su embarcación situado en 
la fZanjita»; que el día sábado 9 permaneció en su domicilio 
hasta las 2 pasado meridiano^ de allí fué á cLa Calera t, donde 
se encontró con Mauricio Farías, quien inyitó al declarante á 
qne le acompañara, hasta ana herrería, con el propósito de bus- 
car un rastrillo que estaba allí en compostura, pero como aún 
no se hallaba concluido permanecieron allí hasta las cinco y 
media pasado meridiano del mismo día, hora en que regresaron 
álacLa Galera» con el rastrillo compuesto; que el declarante 
estuvo en este último punto hasta las siete de la noche ocupa- 
do en echarle leña al horno y retirándose después á su casa; que 
como á las siete y media ú ocho de esa misma noche volvió nue- 
vamente á cLa Calera», estuvo allí hasta las diez, salieron á 
esta hora con Farías y entraron á comprar una botella de caña 
en un almacén situado en la costa del c Boulevard Oalvez », des- 
pués se dirigieron á la casa del declarante, luego invitó á beber 
á un vecino llamado Domingo Méndez, quien se retiró como á 
las 11 pasado meridiano, más ó menos, y Farías á las 12, siguie- 
ron luego conversando con su señora y se acostaron media hora 
después; que Farias y el declarante estaban en su estado nor- 
mal, porque no tenían costumbre de beber y la caña que com- 
praron era para invitar á los demás peones que estaban de que- 
ma en cLa Galera»; que el dia domingo 10 demayo^ como á las 
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6 y media antes meridiano fné alzar la bandera de la cOua- 
dalupe > , regresando en seguida á f La Calera >, donde se encon- 
tró con Isidro Rios, quien acompañó al declarante hasta la casa 
de Alfredo Marconi, á donde él se dirigía con el fin de co- 
brarle á este último un jornal. Qoe allí se encontró con Luis 
Bronzi con quien entró, esperando Rios en la puerta; que una 
Tez que saludó á Marooni y le manifestó el objeto de su visita, 
aquel mandó cambiar para abonarle su jornal, pero en atención 
á que Rios lo esperaba le dijo aquel que después le pagaría; que 
salieron y fueron aun pequeño almacén donde tomaron algunas 
copas, después entraron en otro situado en la calle San Luis y 
Catamarca, en el cual el declarante compró unas alpargatas co- 
locándoselas y tirando las viejas que llev^iba puestas; que re- 
cordaba haber cambiado algunas palabras con Luis Bronzi, pues 
éste preguntó al declarante si había visto á su hermano Pedro, á 
lo que contestó negativamente ; que hacía como cuatro años que 
mediaba entre el declarante y Bronzi una amistad estrecha, de- 
bido á que él estuvo como seis meses embarcado como marinero de 
aquel en la embarcación c Primer Argentino >; que en esta época 
era propiedad del último, agregando que siempre recibió benefi- 
cios de su parte, pues toda vez que se veía necesitado, aquel lo 
servía; que el hacha que se le pone de manifiesto no creía que fuese 
la de Pedro Bronzi, pues aquella tenía el cabo como las que ven- 
den en las ferreterías y el tamaño de la que se exhibió era me- 
nor; que una vez estuvo preso porque en el cRincon» se le 
acusó del robo de un dinero que había perdido el maestro de es- 
cuela de aquella localidad y que en estos últimos días había 
sido también acusado por un tal Martínez Franco, por sustrac- 
ción de una manta, presentándose el declarante á la comisaría 
con el propósito de demandarlo portal calumnia, puesto que la 
única manta que poseía era de su exclusiva propiedad. A foja 44 
se le toma de nuevo declaración al procesado Ángel Quesada, el 
que expresó: que se hallaba dispuesto á confesar la verdad de 
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lo oourrido ; que oaando dijo anteriormente que Mauricio y el 
declarante salieron de t La Calera > el sábado á la noche y fue- 
ron al almacén qne hay ala costa del cBouIevar Galvez» á 
objeto de comprar una botella de caña, si bien era cierto que lo 
hicieron, no fué, como lo ha dicho, directamente, pues en ese 
intervalo tuvo lugar el crimen; que mientras iban á la herrería 
con Mauricio Farias en busca del rastrillo, éste dirijiéndose al 
declarante le dijo: dos otros dias cuando fui á comprarle una 
botella ul gringo Fedro^ fui con 10 pesos y sacó para darme el 
vuelto un rollo de papeles grandes, no quieres que vamos esta 
noche á hacerlo c.«. »; que el declarante se negó, manifestándo- 
le que no era propio hacer eso, y llegaron en ese momento á 
cLa Galera» terminando la conversación; que después de un 
momento empezaron la tarea de echar leña al horno, loque duró 
hasta las 8ó 9 pasado meridiano; hora en que Mauricio invitó 
al declarante para que fueran á comprar una botella de caña con 
el fin de bebería entre los peones que esa noche estaban de que- 
ma; que el declarante accedió y apenas salieron de «La Cale- 
ra », Mauricio le repitió lo qne va le había dicho esa tarde cuau- 
do regresaron de la herrería, rehusando el declarante acompa- 
ñarlo en su propósito; qne en atención á su negativa le dijo: 
bueno, vamos á visitarlo, entonces (refiriéndosela Pedro Bron- 
zi), á lo que accedió el declarante poniéndose en marcha hacia la 
« Boca de la Laguna », donde estaba fon<ieada la embarcación de 
Bronzi;que una vez que llegaron allí y saludaron á Bronzi, 
Mauricio y el declarante subieron á la chata, pasando el último 
por sobre ésta y dirijiéndose Mauricio hacia la proa de la em- 
barcación de Bronzi, donde éste estaba sentado; que como el de- 
clarante conocía á Mauricio, se quedó en la chata, temeroso de 
que hiciera lo que le habia manifestado anteriormente; que es- 
tando ya Mauricio en la embarcación con Bronzi le pidió á éste 
fósforos, mas como no los tuviera consigo, solevantó y fué á la 
bodega del barco en busca de ellos ; que inmediatamente se le- 
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tanto Mauricio y f aé con él por la murada del barco hasta po- 
nerse en el borde de la bodega ; que cnando Bronzi qaiso letan- 
tarse para darle los fósforo!, el declarante, qaeaún estaba en la 
chata, oyó y tío qae Mauricio le dio un golpe sin saber con qué 
porque la noche estaba muy obscura ; instantáneamente sintió 
un rnido como si hubiera dado con la cabeza ó las manos en el 
borde de la choca de escotilla 9; que á esto el declarante saltó 
de la chata y se echó á correr por la tía del ferrocarril, que está 
próxima, y como á la cuadra y media, más ó menos, se paró, miró 
hacia atrás con el fin de ver si venía ó nó Mauricio ; que como á 
los 5 minutos yió á éste que corría en su dirección por lamisma 
TÍa; que al llegar donde el declarante estaba le dijo: f por qué 
habíadisparado», á lo que el declarante nada contestó, disparó de 
nueTO como media cuadra, Tolviéndose á parar en vista de que 
Mauricio lo seguía muy de cerca; que una rez parados el decía- 
rante le dijo á Mauricio: c ¿qué te has puesto á hacer?», contes- 
tándole éste. cOh, no tengas miedo, agregando, vamos ahora 
para el almacén y así lo hicieron, compraron la botella de caña, 
y de allí fueron á casa del declarante, á donde llegaron como á 
las 11 pasado meridiano; que recien supo que la embarcación de 
Bronsi, estaba en el logar en que se cometió el crimen, la noche 
que fué con Mauricio, quien lo llevó hasta la misma lancha á 
la cual estaba amarrada él barco de aquel, suponiendo que cuan- 
do Mauricio fué ese día á dar agua á los caballos vería la em- 
barcación de Bronzi y cree que el día mencionado se les dio agua 
más tarde por cuanto estuvieron en el carro hasta el anochecer; 
que el domingo 10 el declarante no llegó hasta las carreras, pues 
ese día estuvo en la placita, frente á la estación francesa, donde 
se encontró con Isidro Ríos y Pedro Mendoza, donde estuvieron 
hasta la entrada del sol y de allí se retiraron hacía el puerto^ en- 
contrándose el declarante con bu vecino Domingo Méndez, quien 
lo llevó en ancas hasta su casa ; que él tenía en su casa la manta 
de Martiniano Franco, porque la recibió empeñada de manos de 
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on muchacho cayo nombre ignora, dicíéndole á éste el deciaran^ 
te ccoaado la quiera sacar, búscame en cLa Calera > 6 déjame 
el dinero allí qne te la llevaré» . A foja 53 tiene lugar un careo 
entre el procesado Ángel Quesada y Mauricio Farías, de cuyo 
acto resalta: que interrogado Quesada al tenor del interrogato- 
rio de foja 44 reproduce la declaración ya relacionada de foja... 
que interrogado Mauricio Farías sobre la veracidad de !o ex- 
puesto por aquel, contesta negando todo lo dicho por Quesada, y 
agrega: que cuando salieron de «La Calera» fueron directamente 
al almacén, donde compraron la cana ; que una lavandera le ma- 
nifestó al declarante, que Bronzi, cuando estuvo atracado con 
su buque frente de la casa de ella, un poco más allá del corral 
de huesos, que estaba esperando á Ángel con quien tenía qne 
cenar é ir á cazar pajaritos esa noche; que la mujer preguntó á 
Bronzi si Quesada no estaba más á bordo de la «GuMalupe», á 
lo que contestó Bronzi que no sabía, pero que había quedado 
comprometido de ir con él; y que la misma mujerío dijo al de- 
clarante que de allí había salido Bronzi en su barquito aguas 
arriba ignorando dónde iría, que en este mismo acto el proce- 
sado Ángel Quesada expresó: que quería dejar constancia qne 
cuando le hizo á Mauricio los cargos ya referidos, éste le dijo 
«no le hace, no creía que fueses tan...»; que traído el procesa- 
do á este tribunal y hecho comparecer al detenido Mauricio Fa- 
rías, éste se ratifica en sus declaraciones de fojas 51 á 57; áfoja 
63, el procesado Ángel Que^^ada también se ratifica del contenido 
de su declaración de fojas 43 vuelta á 50, y puéstole de mani- 
fiesto la contradicción en que incurre al decir que ha visto caer 
á Bronzi á consecuencia del golpe que se le dio, observándole 
que cómo ha podido ver si la noche estaba obscura, según su de- 
claración, á lo que contestó : porque el declarante estaba muy 
cerca, pues la chata y la embarcación de Bronzi estaban pega- 
das, que no sabe con qué arma ha sido muerto Bronzi, porque la 
noche era obscura; que en el careo efectuado á foja 65 entre los 



224 FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

procesados Ángel Quesada y Mauricio Farias, se le interrogó al 
primero sobre lo que le dijo Farias cuando iban con el carro á 
la herrería, reproduciendo la coutestacion dada á foja 53 como 
asimismo todas las demás preguntas de dicho careo, con excep- 
ción de la 2* en que asegura éste que hayan salido con Mauricio 
para el lado del río, pues esto no es exacto, porque salieron con 
dirección al norte, como lo puede comprobar con ladeclaracion 
de algunos compañeros; que en este acto expresa Mauricio Fa- 
rias, que tampoco es exacto que haya visto á Quesada, nial fi- 
nado Bron'zi en las embarcaciones referidas^ porque él salió de 
cLa Calera» alas 9 y cuarto pasado meridiano y volvió á las 9 
y tres cuartos, según lo demostrará con testigos ; que á foja 66 
vuelta está la partida de defunción de Pedro Bronzi ; á fojas 70 
y 73 el dictamen médico p.racticado por el doctor Joñas Larguía; 
que á efecto de ampliar la indagatoria del procesado Ángel 
Quesada, éste declara^ á foja 79, que conoce á Pedro Mendoza y 
Ramón Rubina desde hace mucho tiempo ; que el día 8 de Mayo 
pasó cerca de la embarcación cSan Justo > y luego fué al alma- 
cén de un tal Pedrin, donde se encontró con Isidro Rios ; que la 
mañana de ese día vio cuando pasó Pedro Mendoza y Rubina á 
quienes saludó y el último lo pasó de su canoa á la « Luisa >; 
que la noche después de cometer el crimen Farias no le había 
visto á éste manchas de sangre ni en las manos ni en la ropa ; 
que éste llevaba esa noche un pantalón negro, camiseta de cua- 
dros y un delantal de arpillera ó lona, y el declarante con traje 
de casineta color yerba, el que había quedado en la capitanía 
del puerto de Santa Fé; que la mujer con quien vivía el decla- 
rante tiene por nombre Balvina Cañete y está domiciliada en el 
Boulevard Argentino, número 1061 ; que dicha noche no Te co- 
municó á su mujer que Farias había muerto á Bronzi, porque 
no quiso comprometerlo y por eso mismo negó el hecho en la 
capitanía durante 3 días, con el propósito de salvar á Farias^ con 
quien era compañero y trabajaban juntos á las órdenes del mis- 
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mo patrón; que el declar¿inte se resolvió á confesar en vista de 
que á él se le culpaba. 

2^ Que á foja 116 el señor procurador fiscal produce su acu- 
sación, la que funda: en que existen en autos numerosas pre- 
sunciones de que el procesado Ángel Quesada sea el autor de la 
muerte de Pedro Éronzi, como lo prueba el hecho que haya ocul- 
tado el crimen primeramente, y en su declaración posterior, de 
foja 44, expresa detalladamente cómo se Ueyó á efecto. Que 
como consecuencia de esta última declaración, dicho procesado 
no hace mérito de ninguna prueba condenatoria contra Mauricio 
Farías, sino que, por el contrario, hay otras circunstancias des- 
favorables para el reo, como ser las contradicciones en que in- 
curre, la ocultación del negocio proyectado con la víctima, á que 
hace referencia Luis Bronzi en su declaración de foja 20 y la 
prueba adversa de los testigos Ramón Rubina, Pedro Mendoza 
y Alfredo Marconi ; quédelos antecedentes del crimen y del 
certificado médico de foja 70, aparece manifiesta la alevosía y 
premeditación del criminal, por lo cual pide que se le aplique al 
reo Ángel Quesada la pena de presidio por tiempo indetermina- 
do y respecto al procesado Mauricio Farías, se sobresea provi- 
sionalmente la causa, dejando abierto el proceso por el indicio, 
que arroja la declaración de Ángel Quesada. 

3^ Que á foja 132 el defensor del procesado, contestando la 
vista fiscal, expresa: que el hecho de que Mauricio Farías nie- 
gue el crimen, no puede deducirse de esto que el autor sea su 
defendido, ni esta circunstancia puede desnaturalizar el carác- 
ter de testigos con que actúa en este proceso; que en las decla- 
raciones de los testigos Rubina, Mendoza y Marconi, no existe 
la concordancia que le atribuye la acusación, puesto que de su 
examen resultan diferencias evidentes ; que las presunciones en 
que se apoya toda la acusación no pueden constituir prueba, 
porque son necesarios indicios ciertos, sacados de circunstan- 
cias que denoten una relación material entre el hecho criminal 
T. ixxn 15 
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y t\ autor del mismo (art. 358 del Código Penal); qne en conse- 
. cuencia pide que se rechace laacusacioa y se absuelva á sn de- 
fendido Ángel Quesada de toda culpa y cargo, declarando que 
este' proceso no afecta su buen nombro. 

i^ Que abierta la causa á prueba, el procesado produce de fo- 
jas 64 á 66 el testimonio autorizado de tres cartas suscritas la 
1" por Ángel Quesada y la otra por Ernesto Salva. A foja 173 
declara el testigo Ernesto Salva: que mientras dormía la siesta 
en la reja de la policía de Santa Fé, donde estaba preso, oyó ana 
conversación entre Farías y un tal Bios, que no conoce, en la 
cual le dijoFarías que él era el matador de Bronzi, pero no ha- 
bía oído cómo ni dónde le dio muerte, que al mismo le oyó decir 
que cuando él pegó, Quesada disparó, refiriéndose á la conver- 
sación anterior ; que en la cárcel se decía que el matador era 
Farías, mas en la calle no oyó decir nada; que las cartas de fo- 
jas 16i y 165 eran lasque había recibido y contestado. A foja 
199, declara Isidro Riosque la firma de la carta de foja 185, que 
se le pone de manifiesto, no es la suya, por cuanto él no sabe 
escribir y no la reconoce por consiguiente^ y respecto á la de- 
claración de fojas 11 vuelta, 12, 13 y 14 de es tos autos, se rati- 
'fica en su contenido, por ser la misma que él prestó en la sub- 
prefectura de Santa Fé. A foja 203 vuelta declara don Teófilo 
González: que en 12 ó 13 de Mayo del 96, estando él presente 
en la cárcel de Santa Fé, oyó cuando Luis Bronzi le llamó ase- 
sino á Ángel Quesada, y el día que le sacaban á éste de la sab- 
prefectura le oyó decir á dicho Bronzi choy lo sacan á ese picaro 
asesino, ladrón y desearía tener una escopeta para pegarle un 
tiro», ofensas que profirió estando solo el declarante. A foja 
204 vuelta declara don Manuel Otaño: que por lo que ha oído 
al respecto cree que el día 9 de Mayo del 96 ociurrió la muerte 
de Pedro Bronzi (a) Pedrin; que no puede precisar la hora; que 
ese día salió de cLa Calera» Mauricio Farías, pero sí puede de- 
cir que volvió de 10 á 11 pasado meridiano. 
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T considerando : 1® Que según disponen los artículos 178 y 
468 del Código de Procedimientos en materia criminal, incumbo 
á la acusación en todos los casos, la prueba de los hechos para 
justificar la criminalidad del procesado. 

2® Que en todo este voluminoso proceso se ha demostrado e« 
hecho del crimen contra Pedro Bronzi, mas no existe prueba 
directa de ningún género que demuestre sea Quesada el autor 
del asesinato de Bronzi: la única prueba que hace valer el señor 
fiscal para imputar á Quesada el hecho de la muerte de Bronzi, 
es la presunción que se desprende de su declaración de fojas 44 
á 50 y del careo de fojas 53 á 57 ratificadas ante este juzgado á 
fojas 62 vuelta y 65. El fiscal bace nacer la presunción del hecho 
deqne Quesada es el único que relata el modo cómo se llevó á 
cabo el crimen, imputándoselo á Farías. Concordando esta re- 
lación del crimen con otras circunstancias accidentales, llega el 
señor Fiscal á esta conclusión: que siendo Quesada el único 
testigo que conoce-cómo se ha cometido el crimen y sirviendo de 
precedente el interés por un negocio que debía celebrar Bronzi 
con Quesada^ arriba á la conclusión de que este último es el 
autor de la muerte del primero. 

3^ Que según el artículo 358 del citado Código, para que haya 
plena prueba por presunciones ó indicios, es preciso que ébtos 
reúnan las condiciones en él establecidas. Verdad es que del 
proceso constan los hechos á que se refieren los incisos I"* y 2®, 
pero no reúnen las condiciones establecidas en los demás in- 
cisos. 

4*^ Que según los principios generales de derecho procesal, la 
prueba es el medio con que se muestra y hace patente la verdad 
de un hecho^ siendo en materia criminal más rigorosa la aplica- 
ción de este principio; pues ya la ley de partida recomienda la 
aplicación de esta regla: c que la culpabilidad del acusado sea de- 
mostrada por pruebas claras como la luz, y que no haya ningu- 
na duda, y por tal razón dijeron los sabios antiguos, que más 
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santa cosa era perdonar al hombre culpable contra quien no 
puede el juez fallar por falta de prueba cierta y manifiesta, que 
condenarlo por sólo indicios ó sospechas que no reúnan las con- 
diciones legales». 

Por estas consideraciones, fnllo definitivamente en esta sala 
de audiencias, absolviendo al procesado Ángel Quesada por im- 
putarle el crimen de ser autor él de la muerte de Pedro Bronzi; 
con declaración de que este proceso no afecta su reputación. 

Ejecutoriada que sea esta sentencia, póngasele en inmediata 
libertad. 

Daniel Goytia. 



VISTA DEL SEf^OR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, MarzQ 4 de 1898. 
Suprema Corle: 

Las constancias del i^umario no arrojan mérito legal para la 
condena del procesado Quesada. Las del plenario, lejos de con- 
tener prueba fehaciente de la acusación, inclinan el ánimo á la 
absolución requerida para el caso, según lo dispuesto en el ar- 
tículo 1 3 del Código Penal. 

Solo consta contra el procesado su declaración de foja 43, ra- 
tificada á foja 63 y sostenida en el careo de foja 65. 

Esa confesión niega toda participación en el hecho delictuoso^ 
explica la presencia del confesante en el momento de la perpe- 
tración del homicidio de Bronzi de una manera posible, y nin- 
guna otra circunstancia autoriza la deducción de conclusiones 
contrarias á su expresión textual, siendo por eso indivisible, 
según prescripción del artículo 318 del Código de procedimientos 
en lo criminal. 
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Se ha dicho, por alguno de los testigos^ qae el procesado ha- 
bía manifestado intención 6 deseo de realizar un negocio de 
venta de artícaloscon Bronzi. Esa intención 6 deseo no consti- 
tuye indicio desfavorable, ya que esos negocios entran en las 
aspiraciones de un comercio licito en general y no se entreveo 
siquiera cómo la muerte del propietario, pudiera favorecer la 
realizacioa de una aspiración que, muy al contrario, dificul- 
taba . 

En ningún caso existen contra el procesado, las presunciones 
que el artículo 358 del Código de Procedimientos en lo Crimi- 
nal declara constitutivos de una plena prueba. Las que se deri- 
varían de la confesión, aun haciendo violencia á sus términos 
explícitos, no alcanzarían a ser directas y concordantes, ni iue- 
quívocasy conexas de tal manera, que conduzcan lógica y na- 
turalmente al hecho de que se trata. No se fundan en hechos 
reales y probados, ya que la confesión no acepta participación 
alguna en el delito perpetrado y aparece además corroborada 
por la declaración del testigo del descargo, don Ernesto Salva, á 
foja 173. 

No encontrando en el proceso prueba evidente de la culpabi- 
lidad del procesado, por ello, no obstante el recurso interpuesto 
contra la sentencia absolutoria, por el procurador fiscal á foja 
231^ pido á Y. E. se sirva confirmar aquella, por sus funda- 
mentos. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corfe 

Buenos Aires, Marzo 24 de 1898. 

Vistos : No existiendo en esta causa pruebas que demuestren 
la culpabilidad del procesado Ángel Quesada en la muerte de 
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Pedro BroDzi y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, y fundamentos concordantes de la senten- 
cia apelada de foja doscientas diez y seis, se confirma ésta. De- 
vuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA. — ABEL BA- 
ZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



CAVSA I. 



Criminal contra V. de los Santos, por falsificación y usurpación; 

sobre excarcelación 



Sumario. — No procede la excarcelación eu el proceso por de- 
litos que tienen pena de trabajos forzados. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 



VISTA DEL SEÑOR PUOCURADOR FISCAL 



Buenos Aires, Febrero de 1898. 

Señor Juez : 

A estar á las constancias de los principales, el procesado de 
los Santos está acusado de dos hechos sucesivos.: 
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1^ Falsificación de la firma de de la Fuente en el docamento 
que fué cobrado; 

2** Uso en provecho propio de ese documento para cobrar su 
importe^ sustituyéndose á su verdadero dueño. 

Estos delitos están previstos y castigados por los artículos 
278 y 282 del Código Rural, siendo de aplicación la pena del 
más grave, según lo establece el artículo 87 del mismo código, 
es decir, la pena que establece el artículo 282. 

Y como esa pena no excede el límite establecido por el artí- 
culo 376 del Código Penal de procedimientos, considero que la 
excarcelación solicitada procede y puede V. S. acordarla. 

J. Botet. 



Fallo del ^uea Federal 

Buenos Aires, Febrero 19 de 1898. 

Autos y vistos: Considerando : Que el delito por el cual se 

procesaá Ventura S. délos Santos cae bajo el imperio del artí^ 

culo 65 de la ley de Setiembre de 1863^ que tiene pena mayor 

á la fijada por el artíonlo 376 del Código de Procedimiento en 

lo criminal. 

Que aún con la reforma sufrida por este último artículo, por 

« 

ley especial del Honorable Congreso, la excarcelación bajo de 
fianza solicitada no es procedente, desde que la pena á imponerse 
á de los Santos, dado el caso se comprobara ese delito, excede 
al promedio fijado por el recordado artículo 376, para que se 
provea en el sentido que se solicita. 

Por esto, y no obstante lo dictaminado por el procurador fis- 
cal, no ba lugar á la excarcelación que bajo de fianza se solicita 

por Ventura S. de los Santos. 

Gervasio F. Granel. 



232 FALLOS D£ LA SUPREMA CORTE 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 



Buenos Aires, Febrero 19 de 1898. 

Suprema Corte : 

El delito que se imputa al procesado ha sido bien determi- 
nado, según las constancias del sumario, en la acusación fiscal 
corriente á foja 83 de los autos principales. 

T ese delito está comprendido entre los que la ley de 14 de 
Setiembre de 1863, sobre crímenes contra la nación, castiga 
con pena de trabajos forzados. 

Prescindiendo entonces de circunstancias que pudiesen favo- 
recer al procesado al dictarse sentencia definitiva, circunstan- 
cias que no corresponde apreciar en este incid ente, basta que la 
pena correspondiente al delito sea de trabajos forzad os, para 
que el artículo 376 del Código de Procedimientos en lo crimi- 
nal, á pesar de su última ampliación, resulte inaplicable. Pido 
por ello á Y. E« la confirmación, por sus fundamentos, del auto 

recurrido de foja 2 vuelta. 

Sabiniano Kier, 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 24 de 1898. 

Vistos y considerando : Que en el estado actual de la causa 
no es posible apreciar la culpabilidad del recurrente, y dadas la 
naturaleza del delito por el que se le procesa j la pena impuesta 
por la ley áese delito, la excarcelación bijo de fianza solicitada 
no es procedente. 
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Fot esto, y de acaerdo con lo expaesto y pedido por el señor 
Procarador general^ se confirma, con costas, el anto apelado de 
foja dos yaelta. Devuélvanse. 

LUIS V. VÁRELA.— ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BCNGB. — JOAN E. 
TORRENT . 



CAUSA I.I 



El doctor don Paulino Llambi Campbell contra los herederos 
de don Bartolomé Mayon, por reivindicación de un terreno ; 
sobre pericia. 

Sumario. — En la reivindicación de terrenos, es procedente 
la prueba principal para determinar su ubicación. 



Casa. — Estando recibida la causa á prueba, el apoderado del 
doctor Llambi Campbell se presentó exponiendo: l^Que de con- 
formidad con la jurisprudencia establecida en el fallo de la se- 
rie 3^, tomo 2*", página 276, j sobre todo en el de la serie 3% 
tomo 8, página 471, habiendo sido contestada la ubicación pre- 
cisa del área de terreno reivindicada por su piute, y su coinci- 
dencia con los poseídos por el contrario, corresponde se convoque 
á las partes á una audiencia para que se nombren peritos, á fin 
de que, sobre la base de los antecedentes invocados en este juicio 
dictaminen sobre los siguientes puntos : 
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a) Si el área indicada en lá demanda de reivindicación so ha- 
lla comprendida en los títulos de propiedad de su mandante, en 
los primitivos de la compra de Diego de Alvear á la provincia 
de Santa Fe, en los de la compra sucesiva de Honorio Acevedo 
de Alvear y finalmente en los de la venta de Acevedo á mi 
parte. 

b) Si tiene los límites y situAcion que en la demanda se ex- 
presa. 

c) Si coincide con el terreno poseido por Mayon. 

d) Si está comprendida en las sucesivas mensuras de las tie- 
rras adquiridas por Alvear, de la provincia de Santa Fe, hecha 
por los agrimensores Sellstrang, Siewert, Talomon y Chapeau- 
rouge^ presentando una copia del plano de este último, con in- 
dicación del terreno poseido por Mayon. 

El juez convocó á las partes ajuicio verbal, y hahiéndose 
opuesto la de Mayon se dictó el siguiente 



Fallo del ^uex Federal 

Rosario, Noviembre 19 de 1897. 

Vistos estos autos para resolver el incidente sobre admisión 
de la prueba pericial seguida por el señor LlambiCampbQll con- 
tra los herederos de Mavon, por reivindicación de un campo. 

Y considerando: Que según el auto de foja 150 vuelta la 
causa se ha abierto libremente á prueba para demostrar todos 
los hechos alegados por las partes en sus respectivos escritos de 
demanda y contestación, entre estos hechos tiene importancia 
cardinal la ubicación del terreno, tanto respecto délos títulos 
de propiedad, cuanto si está ó no el terreno afectado por el fa- 
llo arbitral que decidió la cuestión de límites entre esta provin- 
cia y la de Buenos Aires. 
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Que el reconocimiento de estos hechos lo conceptúa el juez 
necesario para la mejor inteligencia de la decisión que sobre esta 
litis recaiga. 

Por estas consideraciones y fallo de la Suprema Corte en la se- 
rie 3% tomo 8*^, página 471, resnelvode acuerdo con el artículo 
145 de la ley nacional de procedimientos, que es admisible y 
pertinente la prueba pericial solicitada. 

En consecuencia, concnrran las partes á la audiencia que se 
celebrará el. martes siguiente inmediato después de ejecutoriada 
esta resolución, para proceder al nombramiento de peritos y 
acordar los puntos sobre que debe recaer el informe, bajo aper- 
cibimiento de proceder de ofioio con la parte que no concurra á la 
audiencia. Bepóngase. 

Daniel Goytia. 



Vallo de ln Suprema €?orto 

Buenos Aires, Marzo 34 de 1898. 

Vistos : Por sus fundamentos se confirma con costas el auto 
apelado de foja diez y seis. Repuestos los sellos deTuélvaDse«t 

L13IS Y. VÁRELA. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. ~ JUAN E. 
TORRENT. 
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CAUSA I.II 



El Banco de la Provincia de Mendoza contra don Juan Rives^ 

por cobro ejecutivo de pesos 

Sumario, — Debe desecharse la oposicioa á la ejecución, si 
se deduce después de yencido el término señalado por la ley pa* 
ra oponer excepciones. 



Caso. —Después de dictada sentencia de remate, el deudor 
se presentó oponiéndose á la ejecución, fundado en que ésta se 
había tramitado con violación de las disposiciones legales res* 
pectivas. 



Vallo del Jíuea Vcdernl 



Mendoza, Diciembre 7 de 1896. 

« 

Vistos los autos llamados á foja 46, y considerando: 1^ Que 
la citación por edictos al deudor se ha hecho después de habér- 
sele buscado en su domicilio para notificarle, tanto eu la ciu- 
dad como en Ouaimallen (foja 9 vuelta). 

2*^ Que bajo este antecedente y tratándose de un crédito ga- 
rantido por la escritura hipotecaria de foja % la acción ejecu- 
tiva se determinaba desde luego (art. 249» inc. 3*^), é ignorán- 
dose el paradero del deudor, ausente de su domicilio, era de es- 
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tr iota aplicación el articaio 253 de la ley de procedimientos. 

3® Que no habiéndose deducido oposición en el térmiao seña- 
lado por el artículo 268 de la ley de procedimientos, se dictó 
sentencia de remate, ordenando llevar adelante la ejecución (fo- 
ja 38 vuelta). 

Por tanto : Declárase extemporánea é inadmisible la oposi- 
ción de foja 26, debiendo estarse en todo, aun respecto de este 
incidente, álp dispuesto en la sentencia de foja 30 vuelta, sin 
restitución de término. Hágase suber con el original y repón- 
gase el papel. 

Severo S. del Castillo. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 29 de 1898. 

Vistos: Habiéndose deducido la oposición á la ejecución, 
después de vencido el término señalado por la ley para oponer 
excepciones, y después de dictada, además, la sentencia de re- 
mate de foja treinta y nueve vuelta, se confirma, con costas, el 
auto apelado de foja cuarenta y nueve, y no se hace lugar á la 
nulidad deducida conjuntamente con la apelación, por no haber 
mérito para ello. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN B. tOBRENT. 
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CAUSA I^III 



Don Leonardo Mongo contra el Intendente municipal de la 
Capital^ por cobro de impuestos ilegales ; sobre incompeten- 
cia y recurso contra la Cámara de Apelaciones de la Capital. 



Sumario. — El extranjero que en asuntos de jarisdiecion con- 
carrente ha segaido el juicio ante el fuero común, no puede 
después invocar el fuero federal, j recurrir á la Suprema Cor- 
te para que se anule lo obrado ante los tribunales ordinarios, 
por falta de competencia. 



Caso. — Lo explica la 



VISTA DEL SEAOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 19 de 1898. 
Suprema Corte : 

Don Leonardo Mongo promovió ante la jurisdicción civil or- 
dinaria un juicio contra el señor Intendente de la Municipal!- 
dad de la Capital, sobre ilegalidad de un impuesto. Seguido el 
juicio por sus trámites legales, fué resuelto en ambas instan- 
cias, denegándose al demandante Mongo, el derecho reclamado. 

Contra esas resoluciones, el escrito de foja 54 pide declara- 
ción de nulidad de todo lo obrado, por haber intervenido en el 
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juicio con jurisdicción incompetente por la.distinta nacionalidad 
de las partes. En caso negativo, se recurre para ante Y. E. 

Considero inadmisible el recurso instaurado, y el traido de 
hecho, por denegación, ante Y. E. La constitución j la ley na- 
cional que han habilitado el fuero federal para el extrajere que 
litigue contra el ciudadano, han creado una garantía en favor 
de aquel, pero ese favor, como todos los de su especie, es le- 
galmente renunciable. Y don Leonardo Mongo lo ha renun- 
ciado^ haciendo caso omiso al llevar su demanda de foja 3 
i la jurisdicción común, y llevando el juicio ante ella, hasta 
su conclusión definitiva. 

La ley que ha concedido un beneficio en garantía del extran- 
jero, no ha podido autorizar la explotación de la renuncia de 
ese beneficio para reabrir un juicio concluido. 

Por ello el artículo 12 de la ley de Í8fi3 reconoce laprorogacion 
de jurisdicción en el caso del inciso 4"^, prohibiendo llevar la cau- 
sad la justicia nacional por recurso alguno, y el artículo 14 de la- 
misma ley, prohibe todo recurso contra los juicios radicados y 
fenecidos ante la jurisdicción común, salvo en los casos ex- 
presamente determinados en los tres incisos, que no compren- 
den el osíso sub'judice. 

Y. E. ha aplicado esas disposiciones en diversos casos, sien- 
do esplícitos los fallos al respecto, que entre otros se registran 
en las páginas 125 deíl tomo 2% y 375 del tomo 23. 

En mérito de lo expuesto, pienso que el recurso de foja 54 
ha sido bien denegado por la Exma. Cámara a ^uo, y que no 
procede en consecuencia el de hecho, elevado hasta Y. E. 

Sabiniano Kier. 
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Fallo déla Suprema Corte 



Buenos Aires, Marzo 29 de 1898. 

Autos y vistos: No estando la resolución apelada compren- 
dida en ninguno de los casos determinados por el artículo ca« 
torce de la ley de jurisdicción y competencia de catorce de Se- 
tiembre de mil ochocientos sesenta y tres, y de acuerdo con 
lo expuesto y pedido por el señor Procurador general, se declara 
bien denegado el recurso deducido para ante la Suprema Corte. 

Agregúense estas actuaciones al expediente remitido como 
informe, y previa reposición de sellos^ devuélvanse al tribunal 
de su origen. 

ADEL BAZAII. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRERT. 



CAUSA I.I¥ 



La7iúsy Mármol contra doña Ciernen tina Desmaisons, por cobro 
de pesos; sobre incompetencia y defecto en la demanda 

Sumario. — 1** En las causas de jurisdicción concurrente y 
excluidas del fuero federal por razón de menor cuantía, para es- 
tablecer el importe de las obligaciones á oro, debe hacerse la 



I 

( 
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coQversion á moneda legal segan el cambio corriente al dia de 
la demandan 

2^ £1 oamplimiento de los requisitos legales excluye la ex- 
cepción de defecto en la demanda. 



Caso. — Resulta de la vista del señor Procurador General 
y el 

Fallo del Jíuea Federal' 

Paraná, Noviembre 13 de 1897. 

Vistos: En las excepciones de incompetencia por razón de la 
cantidad y defecto legal en el modo de proponer la demanda, 
opuesta por doña Clementina Gr. de Desmaisons á la demanda 
presentada contra ella por don Qnirce Gampdesuñe» á nombre 
de la sociedad Lanús y Mármol, sobre cobro de pesos. 

T considerando respecto de la primera : Que la ley de 23 de 
agosto de 1878 al excluir de la competencia de los jueces fede- 
rales las causas de jurisdicción concurrente cuyo valor no exceda 
de 600 pesos fuertes, lo que hace en el concepto de que los jueces 
de paz de la misma sección judicial estén investidos de juris- 
dicción para conocer de las causas cuyo valor llegue hasta esa 
(art. 1^), de modo que si por las leyes de una provincia los jue- 
ces de paz tienen limitada su jurisdicción á las causas de un va- 
lor inferior, el juez federal de la misma sección sería competen- 
te para entender en las que excedan del límite fijado á la justicia 
de paz^ aunque éste fuese de 300 pesos, siempre que la causa 
sea de jurisdicción concurrente. 

Que en esta provincia la ley orgánica de los tribunales de 
1892, ensuartículo|42, inciso 1*^, establece como límite máximun 
de la jurisdicción de los jueces de paz el valor de 500 pesos na- 

T. LXXII 16 
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clónales^ siendo desde luego ese el limite mínimo de la compe- 
tencia de este juzgado, según la ley de 1878 citada. 

Que los 500 pesos de que habla la ley provincial citada, son 
de curso legal mientras el país esté bajo el régimen de la ley 
que lo estableció, según la inteligencia que se le hadado uni- 
formemente en la práctica, de manera qua si este juzgado se 
declarase incompetente en una cansa de valor superior á esa su- 
ma y de jurisdicción concurrente, no habría juez que pudiese to- 
mar conocimiento de ella. 

Que la demanda de Lanús y Mármol es por la suma de 324 
pesos oro, equivalentes segua el cambio del día á 900 pesos 72 
centavos curso legal, más 140 pesos 20 centavos de esta mone- 
da, en todo 1040 pesos 92 centavos moneda nacional, lo que 
demuestra que este juzgado es competente para conocer de ella, 
dadas las consideraciones que preceden. 

Considerando en cuanto á la de defecto en el modo de propo- 
ner la demanda : Que en la de fojas 4 á 5 vuelta, se han llenado 
todos los requisitos del artículo 57 de la ley de procedimientos 
que son los que constituyen la forma legal en que ha de propo- 
nerse toda demanda. 

Que también se ha cumplido la exigencia del artículo 4^ déla 
misma ley, en que se basa la excepción, con la presentación del 
poder de fojas 2 á 3, desde que la misma excepcionante recono- 
ce que él es válido, pues la exigencia de la disposición citada es 
de que la persona que se presente en juicio por un derecho que 
no sea propio acompañe con su primer escrito los documentos 
que acrediten su personalidad. 

Por estas consideraciones, no se hace lugar á las excepciones 
opuestas por la demandada, debiendo ésta contestar el traslado 
pendiente dentro del término legal, sin especial condenación en 
costas, notifíquese y repóngase el papel. 

M. de T. Pinto. 
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VISTA DEL SEAOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Enero 6 de 1898. 

Suprema Corte : 

La lej de 3 de Setiembre de 1878 excluyó de la competencia 
de los jaeces de sección las causas de jurisdicción concurrente 
en las que el valor del objeto demandado no exceda de 500 
pesos fuertes. 

Una ley posterior prescribió el recurso legal del papel mone- 
da nacional^ quedando las obligaciones en pesos fuertes, con- 
vertidos en moneda legal, y exceptuados sólo aquellas obliga- 
clones contraidas especialmente á oro sellado. 

Parece, entonces, que cualquiera alteración en el valor in- 
trínseco de la moneda determinada en la ley de 1878, para sur- 
tir la competencia délos jueces de sección no altera los límites 
trazados por aquella ley ásu jurisdicción, que cobrándose una 
obligación á oro sellado que convertida á la moneda de curso 
legal, sube á mayor cantidad que la atribuida al conocimiento 
de los jueces de paz, debe entender en la demanda el juez de 
sección. Por ello y fundamentos del auto recurrido de foja 15 
pido á y, £. se sirva confirmarlo en cuanto á la competencia del 
juez a quo. 

Sabiniano Kier 



Fallo de 1» Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 29 de 1898. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador general y por sus fundamentos, se confirma con costas 
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el anto apelado de foja quince, declarándose que la ley á que se 
refiere el primer considerando de éste, es la de tres de setiem- 
bre de mil ochocientos setenta y ocho. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

ABEL RAZAN. — OCTAVIO BUNOB. 
— lUANB.TORRENT. 



rAIJSA JLV 



El doctor don Zenon Ortiz Molina contra el doctor don Florentino 

Vocos ; sobre cobro ejecutivo de pesos 

Sumario. — Debe rechazarse la oposición á la ejecución, si 
se deduce fuera del término legal. 



Caso. — Lo explica el 



Fallo del Juea Federal 



Córdoba, Mayo 15 de 1895. 

Autos y vistos : La excepción opuesta por el doctor Justino 
César, en representación del doctor Florentino Yecos, en el jui- 
cio ejecutivo procedente de un crédito hipotecario que le cobra 
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el doctor ZenonOrtiz Molina^ cuya excepción fué opuesta des- 
pués de citado de remate, y la funda en la inhabilidad del títu- 
lo fundamento de esta acción, alegando que habiendo sido cons- 
tituida la hipoteca que se persigue su cobro por el ejecutado á 
favor de otra persona y no del doctor Molina y que á éste sólo 
le fué cedida, cuya cesión se le notificó en^formaá su reprer 
sentado; y por consiguiente, la cesión hecha es viciosa y ter« 
mina pidiendo se haga lugar á sus pretensiones, y también se 
opone á la cuenta de honorarios que el doctor García, en repre- 
sentación del ejecutante, pasa por los incidentes fallados en es- 
te juicio. 

Que en mérito de lo dicho se le corre vista á la contra- 
ria de la anterior exposición, quien la evacúa sosteniendo que 
debe rechazarse, por cuanto el término dentro del que debía opo- 
ner excepción, una vez citado de remate, se ha dejado vencer 
sin hacerlo y una vez vencido recien se ha formulado; y cuyo 
término de tres dias corre desde la notificación de la citación de 
remate y no de la notificación del auto en que se resolvía que el 
doctor César debía seguir representando al doctor Yocos hasta 
tanto se presente éste en forma, absteniéndose de entrar á re- 
batir la excepción en él fondo ó sea en el vicio que funda sus 
pretensiones la contraria, por cuanto no hay incidente de ex- 
cepción una vez que se ha presentado fuera del término, como 
lo ha hecho en el presente caso; y que á más, la misma excep- 
ción se falló en primera y segunda instancia, no haciendo lu- 
gar alo pedido por la contraria; concluye pidiendo no se haga 
lugar alo pedido por la otra parte y que habiendo manifestado 
disconformidad con sus honorarios, pide le sean regulados. 

Y considerando: 1*^ Que ha sido resuelto que el doctor César 
es y ha continuado siendo apoder&do del doctor Yocos (proveí- 
do de foja ...); 

2® Que el término en que debe oponerse excepción se cuenta 
desde la notificación citando de remate ala parte; 
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3^ Que el hecho de haber creído el doctor César que no era 
apoderado^ por error de hecho, no le da derecho para postergar 
6 prolongar ese término ; 

4^ Que no ha hecho ni admitídosele solicitud alguna con cali- 
dad de sin que se corra término, sino que se ha tratado de un sim- 
ple error qae no puede perjudicar á la contraria cuando él de- 
bió conocer las condiciones del mandato dado al señor Dutary 
(art.929, Cód.Civ.). 

Por estas y otras consideraciones que se omiten, resuelvo : 
no hacer lugar á la excepción opuesta por haberse vencido el 
término para ello. 

En cuanto á los honorarios, á su tiempo. 

A la notificación al doctor Vocos, lo pedido en el último otro- 
sí; librándose exhorto con el término de ocho días para el com- 
parendo; debiendo, en consecuencia, llevarse la ejecución ade- 
lante, con costas. Hágase saber, transcríbase y repónganse los 
sellos. 

C. Moyano Gacüúa. 



rallo de la Suprenia Corte 



Buenos Aires, Marzo 29 de 1898> 

Vistos y considerando: Que la manifestación hecha á foja se- 
senta y dos por el apoderado de la parte ejecutada, no puede 
suspender los efectos de la providencia de foja sesenta y una 
vuelta, que le citó de remate, desde que en su mérito n6 ha de- 
bido declararse revocado el poder conque actuaba en la causa. 

Por ésto y por sus fundamentos, se confirma, con costas, la 
sentencia apelada de foja setenta y seis, no haciéndose logar al 
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recurso de nulidad, por no haber mérito para ello. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN B. TORBENT. 



CAUSA liYI 



Doña Maria Barcellone de Borrachta contra el Ferrocarril 
Central Argentino, por daños; sobre pruebas 

Sumario. — Deben ser recibidas antes del alegato de bien 
probado las pruebas qne no pudieran recibirse dentro del térmi- 
no sin falta imputable á la parte. 



Caso, — La parte actora se fundaba en que no habían sido 
recibidas por el juez de paz de San Isidro las declaraciones de 
testigos que tenía ofrecidas, por 'motivos ajenos ásu voluntad. 



Auto dd Juea Federal 



Buenos Aires, Marzo 11 de 1897. 

Atento lo manifestado en el precedente escrito, reitérese el 
oficio ordenado para que se reciban las declaraciones de los tes- 
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tigos presentados por esta parte, librándose el respectivo ex- 
horto, supendiéndose entre tanto los efeotos del auto en que 
se manda certificar por el actuario sobre el término de prneba. 
Al segundo otrosí, señálese la audiencia del 23 del corriente á 
las 2 déla tarde. 

Urdinarrain. 



Fallo de ím Supremn Dorio 



Buenos Aires, Marzo 29 de 1898. 

Vistos : No siendo imputable á la parte demandada el no ha- 
berse cumplido el exhorto librado para la recepción délas de- 
claraciones de testigos solicitadas dentro del térnino y que no 
fueron recibidas por la oposición del demandado, en cuyo caso 
deben recibirse aquellas antes del alegato de bien probado, se 
confirma, con costas, el auto apelado de foja cuarenta vuelta. 
Bepuestos los sellos^ devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BU5GE. 
— iUAN E. TORRENT. 
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CAUSA I.VII 



Donjuán Remigio Eíchehon contra don Pedro Scala, por cobro 
de pesos; sobre autenticación de exhortos y recurso contra 
resoluciones de la Cámara de apelaciones de la Capital. 



Sumario. — 1® Procede el recurso á la Suprema Corte con- 
tra la resolocion de los tribunales de provincia que deniega el 
cumplimiento de un exhorto de las autoridades judiciales de 
otra provincia por no venir autenticada. 

2° La autenticación de que trata la lej nacional de 26 de 
Agosto de 1863, no comprende las comunicaciones directas 
de las autoridades judiciales de una provincia con otra. 



Caso. — Lo explica el fallo de la Suprema Corte y la 



TISTA DBL SBAOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 21 de 1898. 

Suprema Corte : 

Tratándose de la inteligencia y aplicación de la ley nacional 
de 26 de Agosto de 1863, sobre autenticación de los actos pú- 
blicos de cada provincia, pienso que el recurso deducido á foja 
11 contra el auto de la Exma. Cámara de foja 10, procedía en 
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el caso con sujeción á lo prescripto por el artículo i4de la ley 
de 14 de Setiembre de 1863. Entrando por ello al fondo del re- 
curso de hecho, observo que repetidas declaraciones de V. £. 
en sus fallos (tomo 1®, página 385, y tomo 2^, serie 4', página 
193), han establecido la inaplicabilidad de los requisitos de la 
ley de 26 de Agosto de 1863, á las comunicaciones directas de 
las autoridades de una provincia con otra^ por lo que, con suje- 
ción á esa jurisprudencia derivada del texto mismo de la ley, 
correspondía la revocación del auto de la Ezma. Cámara a quo, 
que solicito de Y. E. 

Sabiniano Kier. 
Fallo de la Suprema €)arle 



Buenos Aires, Marzo 29 de 1898. 

Autos y vistos: Considerando: Que la resolución recurrida 
niega, con fuerza de definitiva, el derecho que el recurrente, 
fundado en una ley nacional, ha hecho valer en estas actuacio- 
nes. 

Que, en consecuencia, el recurso deducido para ante esta Su- 
prema Cortees procedente, de acuerdo con el artículo catorce, 
inciso tres, de laley de jurisdicción. 

Por esto, con arreglo ala jurisdicción establecida en casos 
análogos, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, á ese respecto, se declara mal denegado el 
recurso y se le concede en relación. 

Y considerando en cuanto al fondo : Que como lo tiene decla- 
rado esta Suprema Corte en varios de sus fallos (tomo primero, 
página trescientos ochenta y cinco ; tomo cuarenta y cinco, pági- 
na doscientos once; tomo cincuenta y dos, página ciento ochenta 
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7 ocho), las disposiciones de la ley de veintiséis de Agosto de 
mil ochocientos sesenta y tres no son de aplicación á las comu- 
nicaciones directas de las autoridades judiciales de una provin- 
cia conotra, según se desprende del propio texto de dicha ley. 
Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el s^ñor 
Procurador general, se revoca la sentencia apelada de foja diez, 
declarándose que para el cumplimiento del exhorto de foja pri- 
mera, no es necesario la legalización que exige dicha sentencia. 
Agregúense estas actuaciones al expediente remitido como in- 
forme y devuélvanse, previa reposición de sellos al tribunal do 
su origen. Notifíquese original. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRENT. 



CAUSA liVIII 



Don Eugenio Sicardi contra don Lisandro Saenz, por interdicto 

de retener ; sobre competencia 



Sumario. — El cargo de diputado á una legislatura no atri- 
buye al que lo ejerce el domicilio legal á que se refiere el artí- 
culo O» del Código Civil. 



Caso. — Resulta del 
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Fallo del Jíaem Federal 



Buenos Aires, Marzo 12 de 18d8. 

T vistos: la excepción dilatoria de previo y especial pronan- 
ciamiento deducido por don Lisandro Saenz, sobre competejicia 
jurisdiccionaldel juzgado para conocer y resolver el interdicto 
de retener interpuesto contra el mismo por el señor Eugenio Si- 
cardi, basada en que ambos litigantes son vecinos de la Capital 
de laBepública, desde que la vecindad que se atribuye Sioardi, 
como miembro de la Legislatura de la provincia de Buenos Ai- 
res^ no puede ser tomada en cuenta, porque ella resulta de la 
habitación ó domicilio, y no del derecho que pueda darle un tí- 
tulo ó prerrogativa, y porque ha sido establecido terminante- 
mente por la Suprema Corte que el domicilio real prima sobre 
el legal á los efectos de la jurisdicción y competencia. 

Y considerando : i^ Que es un hecho confesado por Sicardi, 
y así resulta expresamente de su escrito de demanda corriente 
á foja 8, que ha ocupado y ocupa con su familia la casa sita ca- 
lle Venezuela uúmero 664, reconociendo á la vez en su escrito 
de foja 6 que el demandado Saenz es vecino de esta Capital. 

2^ Que el hecho alegado y probado, importa suficientemente 
de que Sicardi sea diputado á la legislatura de la provincia de 
Buenos Aires no significa que no pueda conservar su domicilio 
en la capital federal. 

Si bien es verdad que el artículo 80 de la constitución de 
ese estado impone á sus legisladores el deber de residir en su 
territorio durante el ejerció de sus funciones, no es menos cier- 
to que tal disposición en manera alguna autoriza á esos funcio- 
narios á sustraerse de la jurisdicción creada por leyes generales 
referentes al ejercicio y cumplimiento de las obligaciones per- 
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sonalesqae hubieran contratado; y no otra cosa significaría si 
es qne el juzgado debiera aceptar la doctrina sustentada pot el 
demandante, desde que, con arreglo á los artículos 93, lOOy 101 
del Código Civil y artículo 4"* del de Procedimientos para la Ca- 
pital, el juez competente pa^a conocer de una demanda es el del 
lugar oonvenido para el cumplimiento de la obligación, y á fal- 
ta de éste, el del demandado, 6 el domicilio donde se tiene la 
familia Ó el principal establecimiento en caso de habitación al- 
ternativa ; disposición que comprende el caso en discusión, por 
resultar, como queda expresado^ que el actor señor Sicardi vive 
con su familia en esta ciudad, así como el excepcionante, moti- 
vo éste que incontrovertiblemente determinu la competencia ju- 
risdiccional de los jueces locales de la capital. 

3® Que si bien la ley presume, sin admitir pueba en contra- 
rio, que los funcionarios públicos tienensu domicilio legal en el 
lugar que deben llenar sus funciones (artículo 90, inciso 1^ del 
Código Civil), no es menos cierto que tal disposición no resuel- 
ve la cuestión, desde que esa misma disposición hace la salve- 
dad para cuando esas funciones sean temporarias, periódicas ó 
de simple comisión, en cuya excepción están indiscutiblemente 
los señores legisladores déla provincia por desempeñar un man- 
dato del pueblo conferido por un lapso de tiempo determinado. 

A^ Que aparte de estas consideraciones de orden legal, es de 
observar que la disposición del Código Civil arriba invocada, 
como ley nacional es de preferente aplicación y por tanto debe 
necesariamente primar sobre el artículo 80 de aquella constitu- 
ción, puesto qne con arreglo al artículo 31 de la constitución 
nacional, ésta y las leyes de la nación son la ley suprema del es- 
tado, y las autoridades de cada provincia están obligadas á con- 
formarse á ella, no obstante cualquiera disposición en contrario 
que contengan las leyes ó constituciones provinciales. 

5^ Que por consecuencia, siendo la federal exclusiva, improrro- 
gable y de verdadera excepción, ella sólo debe y puede interve- 
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nir en aquellos pleitos que se eneaentren legislados únicamente 
por el artículos® de la ley nacional de procedimientos de 14 de 
Setiembre de 1863, en caya prescripción no está comprendido 
el caso que motiva esta resolución, y por cuya razón fundamen- 
tal la excepción de incompetencia jurisdiccional alegada es per- 
fectamente procedente. 

Por las consideraciones expuestas, las aducidas á foja 20 y lo 
aconsejado por el señor Procurador Fiscal en su precedente dic- 
tamen, el juzgado resuelve declararse incompetente para cono- 
cer en el presente juicio de interdicto, y en su consecuencia 
ordena que el actor señor Eugenio Sicardi ocurra donde corres- 
ponda, con declaración de que las costas son de su cargo. Notifí- 
quese con el original, repóngase el papel y fecho archívese. 

Agusíin Urdinarrain. 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Febrero 7 de 1898. 

Suprema Corte : 

Si el ejercicio do un cargo público en un lugar determina un 
domicilio legal ; esto procede de la existencia permanente en 
ese lugar para el cumplimiento de las obligaciones emanadas de 
aquél. Pero el cargo de diputado, ni es de carácter permanente 
ni exige permanente existencia, pues los diputados déla provin- 
cia de Buenos Aires, no sólo durante el período de receso, sino 
también en el de las sesiones ordinarias, pueden residir de he- 
cho y residen muchos de elios en la capital de la República, 
atentas las facilidades de comunicación que ofrecen los ferro- 



I * carriles y las cortas distancias. 



DE JUSTICIA NACIONAL 255 

En este caso, que es exactamente el sub-judice, procede la 
prevalencia del domicilio real comprobado, sobre el domicilio 
legal invocado ; 7 pido á Y. E. se sirva confirmar por sus fun- 
damentos el anto recurrido que así lo declara á foja 14 vuelta, 
sin tener en cuenta la nulidad deducida á foja 79, que ni se ha 
demostrado, ni resolta de la constancia de autos. 

Sabiniano Kier, 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Marzo 31 de 1898. 

Vistos : eonsiderando : Que según resulta de la propia decla- 
ración del actor Sicardi en su escrito de foja dos, él ha ocupado 
7 ocupa con su familia, en esta capital, la casa materia del in- 
terdicto que ha deducido. 

Que con tal motivo y dado el considerable tiempo que ha du- 
rado esa ocupación, es indudable que tiene su domicilio real en 
esta misma capital, donde se halla también domiciliado el de- 
mandado Saenz, según se ha acreditado en autos. 

Que siendo esto así, es evidente que el conocimiento de esta 
cansa no corresponde á la justicia federal por razón déla dis- 
tinta vecindad de las partes como lo ha pretendido el recurren- 
te, fundado en el hecho de ser diputado á la legislatura déla 
provincia de Buenos Aires, desde que este cargo, dada la i^atura- 
leza de sus funciones, no atribuye por s{ solo al que lo desem- 
peña, ni siquiera el domicilio legal á que se refiere el artículo 
noventa del Código Civil. 

Por estos fundamentos, de acuerdo con lo expuesto y pedido 
por el señor Procurador general y por los fundamentos concor- 
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dantes del aato de foja setenta y caatro vaelta ; se confirma, con 
costas, no haciéndose lugar al recurso de nulidad, por no ha- 
ber mérito para ello. Repuestos los sellos, devuélvanse, pndiendo 
notificarse con el original. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜNGB. 
— JUAN E* TORRENT. 



CAUSA lilX 



Mascias Rodríguez y C contra Necol hermanos y C*^ por fal- 
sificación de marca de fábrica; sobre oscuridad en la de- 
manda y falta de personería. 

Sumario. — Debe rechazarse la excepción de oscuridad de 
la demanda, si los términos de esta no son oscuros ; y debe 
rechazarse la de falta de personería si se funda en la diferencia 
de una Ietra*en el apellido del demandante, omitida en el título 
que éste presenta, y no se alega que éste corresponda á distin- 
ta persona. 



Caso. — Lo explica el 
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FaIIo del Summ Federal 



Buenos Aires, Abril 26 de 1897. 

Y vistos : Para resolver las excepcioaes de oscuridad de la 
demanda y falta de personería en el demandante, que se mencio- 
nan en el escrito de foja 25. 

Y considerando : Que ambas oxcepciones se fundan en la di- 
ferencia que existe entre el nombre de los poderdantes, consis- 
tente en la falta de una letra que no contiene el documento de 

■ 

foja 1, ni el testimonio de poder transcripto á foja 19 vuelta. 

Que según lo afirma el demandado al oponer dicha excepción 
no es la misma persona que inscribió la marca la que ejecuta 
su derecho al presentar la demanda por intermedio de su apo- 
derado. 

Que el fundamento de dichas excepciones se origina en un 
hecho que á todas luces resulta ser una omisión muy fácil de 
producirse en la copia de nombres compuestos de letras confu- 
sas y de un sonido parecido. 

En efecto: en el nombre del demandante existen las letras 
s y c, que, al dictado, bien pueden confundirse en una sola, 
pero que consideradas como excepción no pueden prosperar des- 
de el momento que en la descripción original de la marca que 
corre á foja... aparece la firma social de los demandantes tal 
como la usan en todos sus actos y á nombre de quien se presentó 
el apoderado á foja. . . 

Que el mismo error aparece en la transcripción del testimonio 
de poder, al hacer el desglose, el que resulta igualmente eviden- 
te desde que se vuelve á acompañar el referido poder y en el que 
se ve con claridad el verdadero nombre de los demandantes. 

Que por lo tanto no puede resultar oscura la presente de- 

T. LXXII 17 
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manda por la falta de una letra del apellido de los poderdantes 
en el documento de foja 1^ presentado para acreditar la propie- 
dad de la marca, desde el momento en qae se han llenado todos 
los requisitos y formalidades exigidas por la ley para que ella 
contenga una petición clara y positiva. 

Que^ además, entre las eicepciones de previo y especial pro- 
nunciamiento que se menciona en el artículo 443 del Código de 
Procedimientos en materia criminal, no se encuentra la de os- 
curidad de la demanda y por consiguiente dicha excepción no 
puede ser tenida en consideración* 

Qae tampoco puede tomarse en consideración la falta de per- 
sonería, por cnanto, para que ella prospere debe referirse á la 
incapacidad legal del poderdante ó del mandatario, hecho que 
no se ha disentido en el presente caso, tanto más cuanto que en 
el poder nuevamente acompañado al contestar el traslado de las 
excepciones opuestas, se ve claramente que el nombre de los po- 
derdantes es el mismo á nombre de quien se ha presei^itado Pe- 
Uetan entablando la presente demanda y debe igualmente ser 
rechazada por carecer de fundamento legal que loajtoye. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja SO, 
no se hace lugar, con costas, á las excepciones opuestas, debiendo 
en consecuencia contestarse derechamente la demanda dentro 
del término de 6 dias. Repónganse las fojas. 

Gervasio F. GraneL 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 2 de 1898. 

Y vistos: No siendo oscura en los términos en que ha sido 
propuesta la demanda de foja siete, ni habiéndose alegado por 
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el eicepcionante que corresponda á distinta persona que la de- 
mandante el título de foja primera, por la omisión de una letra 
en el nombre con que se ha extendido^ ni defectos en el poder 
con que se ha presentado el procurador Pelletan para represen- 
tar á sus mandantes, poder que, según resulta de sus cláusulas, 
se halla en debida forma, se confirma con costas el auto apela- 
do de foja treinta y dos. Repuestos los sellos, devuélvanse, pu- 

diendo notificarse con el original. 

< 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGB. 
— JUAN B. TORRENT. 



€ AVSA liX 



Compañía General de Fósforos contra Eduardo Calvi y Lamenca 
San Miguel y C*, por falsi/icación de marca ; sobre liqui- 
dación. 

Sumario. — No es apelable el auto aprobatorio de la liquida- 
ción, cuyo importe no alcanza á 200 pesos. 



Caso. — A pedido del demandado se practicó la siguiente : 



LIQUIDACIÓN QUE PRACTICA EL ACTUARIO 

Derechos pagadas por el poder de foja 24 $ 24.83 

Derechos pagados por el poder de foja 71 12.75 
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Honorarios pagados al escribano Albacetti, segan 

recibo de foja 313 30 » 

Por noventa y dos sellos de un peso, puestos por 
el señor Vera 92 » 

Por un sello de quince pesos, foja 302 15 > 

Son ^ 174.58 

Importa la presente liquidación la cantidad de ciento setenta 
7 cuatro pesos con cincuenta y ocho centavos moneda nacional. 

Rodríguez de la Torre. 
Buenos Aires, Marzo 12 de 1897. 



La parte actora observó la anterior liquidación, en las tres 
primeras partidas. 



rallo del Jíues Federal 



Buenos Aires. Diciembre 15 de 1897. 



No encontrando mérito bastante para reformar la liquidación 
practicada, no ha lugar á lo solicitado á foja 323, y estése á lo 
resuelto. 

Granel. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 2 de 1898. 

Vistos : atento el monto de las partidas aprobadas por el anto 
recurrido, y teniendo en consideración lo dispuesto por el artí- 
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calo cuarto de la ley de jarisdiccion y competencia de los tribn- 
nales federales, se declara mal concedido el recnrso. Repuestos 
los sellos, devuélvanse 

ABEL BAZAN. —OCTAVIO BUNGE. 
— JUAMB. TORRENT. 



CAUSA liXI 

Sorais y Fiel contra € La Indemnizadora », por cobro de seguro; 

sobre incofnpetenda y costas 

Sumario. — Debe ser condenado en costas el demandante 
que después de haberse presentado á los tribunales ordinarios 
en causado jurisdicción concurrente, ocurre á la justicia fe- 
deral. 

Caso. — Los actores, después de haber demandado á cLa In- 
demnizadora » ante los tribunales locales, que se declararon in- 
competentes^ ocurrieron nuevamente ante el juez federal. La 
compañía demandada opuso la excepción de incompetencia. 



Falto de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 2 de 1898. 

Vistos: Habiendo prorogado el demandante la jurisdicción de 
los tribunales ordinarios de la Capital, por el hecho de haber 
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presentado ante ellos la demanda de foja tres, en cuyo caso no 
ha podido ocarrir posteriormente á la justicia federal, sin ha- 
cerse pasible de las costas de las actuaciones producidas en el 
juicio iniciado ante juez incompetente, se revoca el auto de fo- 
ja sesenta y una vuelta, en la parte apelada; declarándose á 
cargo de los demandantes las costas relativas al incidente sobre 
competencia. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E.TORRENT. 



CAUSA liXII 



Doña Rosa G. de Beretta contra don Rosario Suarez, 
por cobro de pesos; sobre liquidación 

Sumario, — Las obligaciones á pesos fuertes, y á pesos boli- 
vianos son de moneda especial, y deben liquidarse en moneda 
nacional oro, 6 su equivalente en moneda legal al cambio del 
dia del pago. 



Liquidación 

Debe Haber 

Pesos fuertes Pesos fuertes 

Documento de foja 1* 586.65 

Intereses hasta el dia de la demanda 

aliaVo 58.27 

Documento de foja 2, en pesos bolivia- 
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nos 103^.90, más los intereses has- 
ta el día de la demanda al 12% 
331.90=1364.80; redacoion de la 
suma anterior á pesos fuertes al tipo 
de 72centavos 982.65 

Intereses de las tres cantidades qne an- 
teceden, cuyo monto es de pesos fuer- 
tes 16,1627,57 centavos, desde el 
dia de la demanda (1^ de Febrero de 
1879) hasta el 31 de Enero de 1895 
all2 Vo anual ; 3121 .13 

Entregado por el ejecutado, Junio 17 
de 1884, 400 pesos moneda nacional 
que hacen pesos fuertes 388 — 

Entregado por el ejecutado, Euero 28 
de 1886, en pesos moneda nacional 
400, en fuertes hacen 388 — 

Recibido de Andremucetti y Polanco en 
Junio 21 de 1894, la cantidad de 
1130.50 pesos moneda nacional al 
cambio de 383 Vo» son en pesos fuer- 
tes 286.12 

Becibido de la Comisaría de Guerra el 
4 de Julio de 1894 la cantidad de 
775 pesos moneda nacional al cambio 
de 363Vo, son fuertes ; . . 207.09 

Recibido de Francisco Cheppien en la 
misma fecha 456 pesos moneda na- 
cional al cambio de 363%, son fuer- 
tes 121.18 

Saldo para igualar 3358.31 

Sumas iguales 4748.70 4748.70 
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RedaccíoQ del saldo de igualar de 3358.31 al cambio de 
3507o da 11.754,15 pesos moneda nacional. 

fl. G. Berettá. 

San Luis, Enero 31 de 1895. 



Fallo dd #ueB Federal 

San Luis, Abril 22 de 1895. 

Y vistos: Considerando : l^' Qoo hay conformidad de partes en 
que los intereses adeudados se cobren á estilo de banco, esto es 
con arreglo al tipo que hoy percibe el Banco de la Nación Argen- 
tina* desde la fecha de la demanda hasta el 31 de Enero de 1895. 

2^ Que el documento de foja 4 está concebido á moneda bo- 
liviana y debe ser hoy convertido á moneda nacional, &1 tipo co- 
rriente desde que aquella no es moneda de ley. 

3^ Que el titulo ó conforme de foja 3 se encuentra en idén- 
ticas condiciones del anterior, á bolivianos, y debe reducirse 
asimismo á moneda nacional. 

Fot esto, se resuelve que, con sujeción á estas bases, se modi- 
fique por Secretaría la liquidación de foja 211. Hágase saber y 

repóngaselos sellos. 

P. E. Molina. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 2 de 1898. 

Vistos y considerando : Que las obligaciones contenidas en 
los documentos de fojas tres y cuatro, se refieren al pago de la 
moneda especial en ellos determinada. 

Que dichas obligaciones, según la jurisprudencia uniforme 
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de esta Saprema Corte, establecida de aoaerdo con la ley de 
quince de Octubre de mil ochocientos ochenta y cinco, deben 
ser abonados en moneda nacional oro ó su equivalente en mone- 
da de curso legal al cambio del dia del pago. 

Por esto, se revoca el auto de foja doscientas veinte y tres 
vuelta en la parte apelada, disponiéndose que la liquidación 
debe practicarse con arreglo á lo declarado en el último consi- 
derando de esta resolución. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUNGE. 
—JUAN E. TORRENT. 



CAUSA liXIII 



Branca hermanos contra Paats Boche y C^, y don H. B. Schlieper, 
por falsificación de marca de fábrica ; sobre desistimietito 
y costas. 

Sumario. — Es pasible de las <sostas el que desiste de la de- 
manda. 

Caso. — Lo explica el 



Pallo del JFuoK Federal 



Baenos Aires, Octubre 27 de 1897. 

Dése por desistidos á los demandantes de la acción deducida 
contra los señores Paats Roche j C'^ j por reproducida ésta 



266 , FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 

r 

contra donH. B. Schlíeper, y precédase bajo la responsabili- 
dad de los demandantes al embargo solicitado en el otrosí del 
precedente escrito, librándose al efecto el correspondiente 
mandamiento. 

Granel. 



Auto del Jíues Federal 



Buenos Aires, Noviembre 15 de 1897. 

Siendo ajustados á derecho los fundamentos del precedente 
escrito, se declara qne las costas causados en este juicio son á 
cargo de los señores Branca hermanos, que han desistido de la 
querella. 

Granel. 



Auto del Jíuea Federal 



Buenos Aires, Diciembre 17 de 1897. 

Y vistos: Y considerando: Que este tribunal al dictar el 
antode foja 41 vuelta se ha ajustado á la regla de procedimien- 
to que establece que c cuando el actor desiste de la demanda 
debe pagar las costas del juicio », como lo ha resuelto la Supre- 
ma Corte en numerosos casos y entre estos en la causa qne se 
registra en el tomo 18, página 158, serie 2^ de sus fallos ; no se 
hace lugar, con costas, á la revor^atoria solicitada, y se concede el 
recurso subsidiariamente interpuesto para ante el superior á 
quien se elevarán los autos en la forma de estilo. 

Gervasio Granel. 



DE JUSTICIA NACiOMAL 267 



Valto de la Supreora €«rte 

Buenos Aires, Abril 2 de 1898. 

Vistos : Considerando : Qae es de derecho que todo el que 
cansa por su culpa un daño á otro, debe repararlo (artículo mil 
ciento siete, Código Civil). 

Que en este caso se hallan los demandantes respecto de las 
costas causadas á estos últimos, por las actuaciones de la de- 
manda de foja siete, que ha sido retirada recien después de re- 
cibida la causa á prueba. 

Por estOy y por los fundamentos del auto de foja cincuenta y 
cuatro vuelta, se confirma, con costas, el apelado de foja cua- 
renta y una vuelta. Eepuestos los sellos, devuélvanse. Notifi- 
quese original. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 
— JUAN E. TORRBNT. 



Ii\I%^ 



Criminal contra Pedro Ñongues y otros, por falsificación 

de billetes de curso legal 

Sumario. — Probada la participación en la falsificación de 
billetes de curso legal, corresponde aplicar la pena establecida 
por el articulo 62 de la ley criminal penal. 
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Fallo del JiieB Federal 



Aotos 7 Tistos: En esta ciadad de Buenos Aires, capital de 
la República Argentina, á los veinticuatro días del mes de Agos- 
to de 1897, examinados estos autos criminales seguidos con- 
tra Pedro Ñongues, sin sobrenombre, ni apodo, francés, de 

49 años de edad, casado, fabricante de barnices y domiciliado 
calle Tucuman 319; Luis Benjamín Sanguin, sin sobrenombre, 
ni apodo, argentino, de 38 años de edad, viudo, litógrafo impre- 
sor, domiciliado calle Juncal entre Bustamante y Bollini, nú- 
mero 2930; Eduardo Ledauxó Julio E. Socte, belga, de 50 
años de edad, soltero, actualmente no ejerce profesión, ha- 
biendo sido antes hotelero, y domiciliado en la calle de Yelez 
Sarsfield 329; Domingo San Vico, sin sobrenombre, ni apodo, 
italiano, de 46 años de edad, casado, carbonero y domiciliado 
calle de Alsina 2974 ; León Dufour, sin sobrenombre, niapodo, 
argentino, de 35 años de edad, casado, plumista litógrafo, y 
domiciliado en la calle Europa 1392; Juan P. Bigaud, sin so- 
brenombre, ni apodo, francés, de 54 años de edad, casado, co- 
rredor de vinos, y domiciliado calle de Gran Chaco 342, y 
Juan Abadie, sin sobrenombre, ni apodo, francés, de 43 años de 
edad, soltero, comerciante, domiciliado calle de Laprida 777, 
por falsificación de billetes del Banco de la Nación del valor de 

50 centavos cada uno; de su estudio, resulta : 

1° Que en mérito de la denuncia formulada por el auxi- 
liar I. E. Rossi, de la policía de la Capital, se procedió al alla- 
namiento de la casa calle Yelez Sarsfield 329, donde se encon- 
tró instalado un taller que servía para la falsificación de bille- 
tes falsos de 50 centavos, siendo sus autores y cómplices, los 
individuos arriba citados. 

2° Que instruido el correspondiente sumario de prevención 
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por la policía y tomadas las respectivas ratificaciones por el jaz- 
gado del crimen, el procurador fiscal titular doctor Julio Botet 
formuló la acusación contra P. Nougués, Luis Benjamín San- 
guin, León Dufour, Juan Abadie, Eduardo Ledoux, pidiendo 
se sobreseyera respecto de Juan P.Kigaud y Domingo SanV ico, 
por no resultar causa bastante para acusarlos. 

3^ Que disintiendo con este parecer el juez de la causa, elevó 
los autos al Procurador general, quien se expidió sosteniendo 
que correspondía continuar el sumario y que había causa bas- 
tante para seguirlo contra Juan P. Bigaud y Domingo San 
Vico. 

4° Que entonces el juez de la causa nombró fiscal ad-hoc al 
doctor don Miguel G. Méndez, quien formuló la acusación que 
corre á foja 117, contra Bigaud y San Vico, pidiendo se les 
aplicara lá pena media prescripta por el artículo 62 de la ley 
de 14 de Setiembre de 1863, siendo de observar que el procura- 
dor fiscal titular al acusar á los procesados, Ñongues, Dufour, 
Sanguin, Ledoux y Abadie, pidió se les aplicara la pena del ar- 
tículo 285 del Código Penal. 

5^ Qae corrido traslado de las acusaciones, la contestaron 
los defensores de los procesados, doctores Delcasse, Puig Lo- 
mes^ Daireaux Molina, Larguía, Granel y Albasio, pidiendo se 
sobreseyese la causa para sus respectivos defendidos, por no en- 
contrar en sus conceptos mérito bastante para seguírselas da- 
das las constancias de autos. 

6® Queta causa fué abierta á prueba por el término de ley y 
se ha producido por los defensores Delcasse, Puig Lomes, Dai- 
reaux Molina, la que corre de foja 203 á foja 252, según re- 
sulta del certificado del actuario de foja 262. 

Y considerando: 1 ^ Que consta á fojas SOjy 78 de este proceso 
el cuerpo del delito de falsificación de billetes, pues fueron se- 
cuestrados los instrumentos que sirvieron para su comisión, 
como ser la piedra litográfica y demás utensilios en uso para 
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la operación de falsificación, objetos todos que permanecen en 
el depósito déla policía, como consta á foja 78. 

2^ Qao es constante de autos que Pedro Ñongues fné el antor 
principal del hecho, pero habiendo éste fallecido, no correspon- 
de pronunciarse á su respecto, según resulta del certificado y 
parte del gobernador de la Penitenciaría, que corre á fojas 218 
y 219. 

3^ Que Juan P. Bigaud fué el que suministró el dinero nece- 
sario para esa empresa, según se desprende de las declaraciones 
de fojas 49, 52 y 61 . 

4° Que Juan Abadie fué también partícipe, pues tanto por su 
concurrencia á la casa de la calle Yelez Sarsfield número 329, 
donde se estableció el taller de la falsificación, cumo por haber 
llevado y devuelto billetes falsificados, demuestran su partici- 
pación . 

5® Que lo propio resulta de Luis Benjamin Sanguin, quien 
pretende sóle excusarse por el estado de embriaguez en que dice 
permanecía. 

&" Que en cuanto á Eduardo Ledonx ó Julio E. Socte, resulta 
también claramente que fné copartícipe en la ejeoneíon del 
acto criminoso, viviendo en la misma casa que se hacía la fal- 
sificación. 

7® Que León Dufour resulta fué el que hizo y grabó la pie- 
dra litográfíca que sirvió para la falcificacion, según se despren- 
de de las declaraciones de fojas 49 y 52. 

8^ Que Domingo San Vico aparece también como copartíci- 
p*^, pues recibió billetes de los falsificados y se le secuestró uno 
cuando fué capturado, que es el que corre áfoja 30, y además 
llevó ásu casa la piedra litográfica y se la devolvió después á 
Ñongues, 

9^ Que su retractación de foja 229 no le ha eximido en ma- 
nera alguna de su coparticipación en el delito, pues allí mismo 
dice que le prestó dinero Ñongues, que le debía devolver cuan- 
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do hiciera sa negocio de circular los billetes falsificados, porque 
tal retractación no reane los requisitos exigidos por el artículo 
316 7 siguientes del Código de Procedimientos Penal. 

10® Que la defensa que se hace de Rigaud no le exime déla 
pena á que se ha hecho acreedor, pues que el hecho de que hu- 
hiera sido de regular conducta anterior al hecho del delito, no 
se sigue que no haya incurrido en la comisión del que se le im- 
puta, y cuya participación se desprende de las declaraciones de 
fojas 49, 52 y 61, á que hace referencia el fiscal ai hoc doctor 
Méndez, y porque la pretendida retratación del doctor Dámaso 
üriburu, no tiene validez, por no reunir las condiciones exigidas 
por los artículos 316 y siguientes del Código de Procedimientos 
Penul. 

11^ Que lo propio debe decirse de la defensa del procesado Du- 
four, cuya colaboración eficaz en la falsificación resulta eviden- 
ciada por sus declaraciones de foja 33 y foja 55, sin que las de la 
defensa, de foja 321 á224, destruyan en modo alguno el mérito 
de la acusación. 

12® Que por lo que respecta á Abadie, el hecho de haberse 
extraído del pozo de la casa en que vivía los billetes á que se 
hace referencia á foja 66, por denuncia de María Ghisalberta, 
de foja 66, palpabilizan su coparticipación en el delito, sin que 
las declaraciones de fojas 209, 237 y 242 amengüen su respon- 
sabilidad. 

13® Que en cuanto á la defensa de Domingo San Tico, tampo- 
co resulta eficaz para exonerarlo de la responsabilidad, desde 
que los mismos hechos que él confiesa en sus dos declaracio- 
nes, agregadas á las imputaciones que en su contra se despren- 
den de las declaraciones de foja 37 vuelta, 53 vuelta y 229, son 
bastantes para poner de manifiesto su culpabilidad, y por con- 
siguiente responsabilidad. 

14® Que lo mismo debe decirse de la defensa de Ledoux, en 
cuyo favor no se ha producido prueba alguna por su defensor. 
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15^ Que en cuanto á Luis Benjamín Sanguin, nada se ha pro- 
bado que amengüe su reponsabílidad. 

Que de todos estos antecedentes que constan en autos, de las 
confesiones de los mismos procesados que tienen los requisitos 
de ley para ser válidos, se desprende que los procesados Juan 
F. Bigaud, León Dufour, Luis Benjamín Sanguin, Eduardo 
Ledoux, Juan Abadie y Domingo San Yico, se han hecho acree- 
dores á sufrir la pena del artículo 42 de la ley de 14 de Setiem- 
bre de 1863, como coautores de! delito de falsificación de mo- 
neda nacional de curso legal. . 

Por estos fundamentos, defínitiyamcnte juzgando, fallo : que 
debo condenar como en efecto condeno á Juan P. Bigaud á su- 
frir la pena de 5 años de trabajos forzados y 4000 pesos de 
multa, con más las costas procf'.sales y demás accesorios de ley ; 
á León Dufour, Luis Beujamin Sanguin y Eduardo Ledoux 
cada uno de ellos á 4 años de trabajos, forzados y 3000 pesos 
de multa con más las costas procesales y demás accesorios de 
ley ; á Juan Abadie á3 años de trabajos forzados y 2000 pesos 
de multa, con más las costas procesales y demás accesorios de 
ley ; y á Domingo San Vico á 2 años de trabajos forzados y 
1000 pesos de multa con más las costas procesales y demás acce- 
sorios de ley ; debiendo computarse á todos los procesados el 
tiempo de reclusión preventiva sufrida con arreglo á lo dis- 
puesto por el artículo .49 del Código Penal. Así lo resuelvo en 
Buenos Aires, fecha ut supra. 

P. Olaechea y Alcorta. 
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VISTA DEL SEÑOR PftOCURADOH GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 9 de 1898. 

Suprema Corte : 

m 

Difícil es, y por ello se ofrece incompleta en la generalidad 
de los casos^ la prueba plena dcmostratiya de los autores de la 
falsificación de billetes de banco. Este delito, perpetrado con 
previsión y cautela, en lugares apartados y bien cerrados, es- 
capá algunas Teces al conocimiento de personas extrañas ala 
falsificación. No obstante, en el caso actual, una asociación de 
falsificadores ha sido sorprendida, encontrándose en la casa ca- 
lle Telez Sarsfield, ocupada al efecto con todos los materiales de 
falsificación, prensas^ piedras grabadas, etc., j también billetes 
falsificados. El cuerpo del delito está, pues, evidentemente de- 
mostrado. Recaía las responsabilidades de esa falsificación, en 
primer término, contra Pedro Nougnes, pero habiendo éste fa- 
llecido en la cárcel penitenciaría, el proceso quedó por tal causa 
interrumpido á su respecto. 

Juan P. Bigaud aparece en segundo término, como socio ca- 
pitalista. Así lo afirman los coprocesados Eduardo Ledoux, á 
foja 22, y Pedro Ñongues, á foja 25, agregando que en su casa 
particular estuvieron depositados algunos de los materiales para 
la falsificación, y que participó délos billetes fabricados, que 
más tarde devolvió como inservibles. La defensa ha objetado 
esta pruebaenque fundamentalmente se basa la acusación y la 
sentencia condenatoria. Consideróla objeción fundadaen dere- 
cho. 

Las leyes de procedimiento requieren que el testigo carezca 

de toda tacha, siendo una de las más caracterizadas el interés 

directo ó indirecto en el resultado del proceso. Consecuente con 
T. Lxxn Id 



I 
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la doctrina universal al respecto, el artículo 276 del Código de 
. Procedimientos penales prohibe, en sus incisos 2® y 8^, álos in- 
teresados en el resoltado de la cansa y á los procesados 6 
perseguidos por razón de algún delito, que puedan ser tes- 
tigos, sino para simples indicaciones, y agrega, al solo ob-- 
jeto de las indagaciones sumarias. Separando entonces el 
testimonio de los coprocesados, por ineficaz como prueba de 
cargo, sólo quedaría contra el procesado Bigaud, la decla- 
ración de la sirvienta Luisa Lignan. Pero esa declaración 
es singular, careciendo por ello del poder de prueba feha- 
ciente. Además, esa declaración refiere simplemente reunio- 
nes, en un cuarto subarrendado á Bigaud, entre algunos de los 
procesados, ignorando en absoluto de qué se ocupaban. 

y si bien asegura haber visto que tmos changadores llevaron 
una tarde la prensa que se le exhibe, agrega que Bigaud no es- 
taba entonces en la casa y que estaba en Mercedes. 

Las negativas sistemadas de Bigaud envuelven ciertamente 
contradicciones sospechosas. Esas contradicciones, que lo mismo 
pueden atribuirse al interésde ocultar la verdad, que á evitarse 
complicaciones^ no bastan á fundar la condena. Ellas no alcan- 
zan á constituir la serie de presunciones, relacionadas y di- 
rectas, inequívocas é íntimamente conexionadas á que el artí- 
culo 358 del Código de Procedimientos en lo criminal atribuye 
el valor de plena prueba; más, cuando contra la3 presunciones 
de cargo se oponen en descargo del procesado las que emanan 
de las declaraciones del doctoi Pascual Curto, á foja 250, y el 
doctor Dámaso TJriburu , á foja 279 vuelta, y el mismo procesa- 
do Dufour, á foja 36 vuelta. Deduzco en consecuencia, que no 
habiéndose justificado con evidencia la participación del pro- 
cesado Bigaud en la falsificación perseguida, en la duda sobre 
su criminalidad debe estarse á lo más favorable, con sujecioná lo 
dispuesto en el artículo 13 del Código Penal. Juan Abadie nie- 
ga á su vez toda participación en los hechos perseguidos, afir- 
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mando áfoja 41, qae sólo se apoderó de un sello para cobrarse 
de un crédito contra NoQgaes y qae recibió papeles, ignorando 
que fueran de banco, falsificados, y los qaemó cuando se aper- 
cibió de ello en su casa. Esta declaración, rectificada á fo- 
ja 57, deja subsistente el apoderamiento del sello y la quema 
del papel, que afirma era papel de tarjetas. Pero las diligencias 
y declaraciones de fojas 65, 66, 67 y 69 comprueban la existen- 
cia de tarros de pinturas y billetes falsificados en la casa calle 
Laprida, ocupada por Abadie, y que éste fué visto, cuando pre- 
paraba, en el patío de la casa, los tarros que contenían los obje- 
tos de la falsificación. 

Abadie, asistiendo al taller de falsificación y prestando di- 
nero al jefe de la asociación llevando y trayendo el sello de la 
numeración falsificada, recibiendo billetes, llevándolos á su 
casa, donde aparecen arrojados á un pozo, en los mismos tarros 
en que los escondiera al efecto, está convicto del delito de co- 
participación en el hecho delictuoso acusado; Luis Benjamin 
Sanguin ha confesado á fojas 16 y 19 su participación en la 
falsificación de moneda falsa. La única escusa, la embriaguez 
invocada, no es admisible; pues ni ha sido justificada, ni es 
presumible por todo el período de tiempo en que han debido 
producirse los diversos y múltiples hechos en que ha interveni- 
do como falsificador; Julio Socte ó Eduardo Ledoux confiesa 
solidariamente su intervención en los trabajos de falsificación 
de billetes con los detalles que consignan sus declaraciones de 
foja 20 y foja 51. 

La misma confesión hace León Dufour en la de foja 36 vuel- 
ta que ha sido oportunamente ratificada. Y en cuanto á Do- 
mingo San Vico, sí bien ha retractado á foja 229 su confesión 
de foja 39 vuelta, es;i retractación es inadmisible, con arreglo á 
derecho, pues no sólo no median las circunstancias requeridas 
en el artículo 319 del Código de Procedimientos en lo Criminal, 
sino que está contradicha por el secuestro de los billetes faisi- 
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ficados, hallados en sa casa y hasta en su persona, según las 
constanciancias de foja 30 y foja 44. 

m 

Los hechos del proceso y las consideraciones de la sentencia 
en sus párrafos del 1 al 15, que nohsín sido desvirtuadas en las 
respectivas defensas, ponen de manifiesto la culpabilidad de 
los procesados, como co-autores en la falsiScacion perseguida y 
la legalidad de la imposición de la pena á que, respectivamente 

* 

son acreedores, con sujeción á lo dispuesto en el artículo 62 de 
la ley especial de 14 de Septiembre de 1863. 

Pido por ello á Y. E« se sirva confirmar por sus fundamen- 
tos la sentencia recurrida de foja 304, con excepción de tapar- 
te referente á JuanP. Bigaud, contra quien, por las razones an- 
tes expresadas, no hallo mérito bastante en ei sumario, para 
fundar In condena. . 

Sabiniano Kier. 



Vallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 2 de 1898. 

Vistos: Considerando: Primero: Que de las declaraciones 
del sumario y demás comprobantes agregados resulta demostra- 
da la participación de los procesados en la falsificación de bille- 
tes de Banco de cincuenta centavos. 

Segundo: Que los procesados, con excepción de JoanAbadie 
y de Pedro Rigaud, han confesado su participación en el delito; 
pretendiendo Domingo San Vico no tener responsabilidad cri- 
minal por sus actos. 

Tercero : Que San Vico ha declarado haber prestado á Ñon- 
gues cincuenta pesos que necesitaba para la falsificación, ha- 
ber llevado á su casa una piedra litográfíca y un rollo de bille- 
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• 

tes falsificados 7 qno so dicho está confirmado por lo expnesto 
por Benjamin Sangain 7 Eduardo Ledoux, sin que pueda darse 
valor á su retractación, porque no se ha probado uinguna de 
las circunstancias mencionadas en el artículo trescientos diez 7 
Bueve del Código de Procedimientos criminales, para que ella 
sea admisible 7 también porque no ha dado explicación sastis- 
factoria del hecho de haber tenido en el bolsillo uno de los bi- 
lletes falsos en el momento de ser aprehendido. 

Cuarto : Que la participación de Juan Abadie está suficien- 
temente demostrada por las consideraciones de la sentencia 
apelada 7 .de la vista del señor Procurador general que le son 
referentes. 

Quinto: Que Sanguin dice que conocióáGiron, ósea Rigauden 
casa de Nogués, que vio en la casa de la calle Gran Chaco, donde 
habitaba dicho Bigaud, la prensa 7 las piedras litográficas, que 
el taller de la falsificación no se estableció allí por la oposición 
de la mujer de éste, trasladándose entonces las cosas á la casa 
de la calle Yelez Sarsfield 7 que Bigaud devolvió ciento 7 tantas 
hojas con diez 7 ocho billetes cada uno, diciendo que no los que- 
ría^ porque eran una porquería (foja diez). 

Seopío : Que Ledoux declara haber conocido á Rigand en la 
casa de la calle Yelez Sarsfield 7 haber oido decir á Nougués 
que aquél era el socio capitalista que le había proporcionado 
mil doscientos cincuenta pesos para la obra, lo que le fué 
confirmado por este mismo, quien una vez así lo manifestó al 
declarante (foja diez 7 nueve vuelta). 

Séptimo: Que Nougués afirma que fué Rigaud quien le pro- 
puso la falsificación que se empezó á hacer en su casa calle Gran 
Chaco, que le dio como mil cuatrocientos pesos para comprar 
los elementos necesarios, 7 que Rigaud devolvió los billetes fal- 
sos que sacó de la casa calle Yelez Sarsfield por estar mal he- 
chos. 

Octavo: Que León Dufour declara haber trabajado en una 
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habitación de la casa de Rigaud y que éste le manifestó haber 
prestado á Nougués mil cuatrocientos cincuenta pesos (foja 
treinta y tres vuelta). 

Noveno: Que la testigo Luisa Lignan declara haber visto la 
prensa en casa de Rigaud, haber conocido allí á Nougués, 4 Da- 
four y á Sanguin, donde se encerraban en una pieza^ habiendo 
almorzado Nougués yDufour con Rigaud en una ocasión (foja 
sesenta y una), lo que se opone á lo afirmado por Rigaud, de no 
conocer á Dufour, y á Sanguin. 

Décimo: Que de estas declaraciones de los procesados San- 
guin, Ledoux, Nougués yDufour y de la testigo Luisa Lignan, 
se desprende claramente la participación de Pedro Rigaud en 
la falsificación de billetes de banco de cincuenta centavos, efec- 
tuado en la casado la calle Velez Sarfield. 

Undécimo: Que lo expuesto por los testigos Curto y doctor 
üriburu no basta para destruir la fuerza probatoria de la decla- 
ración prestada por Nougués, que reúne todas las condiciones 
fijadas por el artículo trescientos diez y seis del Código de Pro- 
cedimientos criminales, y que por lo tanto, surte los efectos le- 
gales de la confesión. 

Duodécimo : Que \o dispuesto por el artículo doscientos se- 
tenta y seis del Código de Procedimientos en lo criminal, con 
relación á los testigos, no es aplicable á las declaraciones de 
Sanguin, Ledoux, Nougués y Dufour, que no son testigos en la 
causa, sino copartícipes en el delito de falsificación de billetes 
de banco que se juzga y cuya respousabilidad criminal resulta 
de su propio dicho. 

Por estos fundamentos, los de la sentencia apelada y los con- 
cordantes de la vista del señor Procurador general : se con- 
firma aquella, con costas, declarándose que el tiempo de pri- 
sión sufrida por los procesados debe computarse á razón de dos 
diasde ésta por una de trabajos forzados, de conformidad á la 
jurisprudencia establecida por esta Suprema Corte, en vista 
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de la disposición del artíoulo noventa y dos de la ¿ley penal de 
mil ochocientos sesenta j tres. Notifíquese con el original y de- 
yuélvase. 

ABEL BAKAN. — OCTAVIO BDNGB. 
— JUAN E. TOBRENT. 



4JAVSA liXV 



Don Manfredo Tomazzi, contra don Francisco Rumbado y doña 
Enriqueta Botto de Rumbado, por cobro ejecutivo de pesos; 
sobre inhabilidad de titulo. 



Sumario. — 1^ Es título hábil, para ejecutar, el instrumento 
público de obligación hipotecaria en el cual se ha estipulado que 
la demora en el pago de los intereses convenidos hace exigible 
la restitución del capital. 

2^ Es de cargo del deudor probar que no se ha producido la 
demora. 



Fallo del Jíuez Federal 



Buenos Aires, Octubre 18 de 1897. 

Y vistos: Para resolver las excepciones de incompetencia de 
jurisdicción y de inhabilidad de título deducidas contra esta 
ejecución en el escrito de foja 43, y resultando que á foja 6 
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se presenta el demandante don Manfredo Tomazzi, acom- 
pañando la escritura hipotecaria de foja i, perla que consta 
haber facilitado en calidad de préstamo á los esposos Fran- 
cisco Hambado y Enriqueta Botto de Rumbado, la cantidad 
de nueve mil pesos moneda nacional de curso legal al interés 
del uno y cuarto por ciento mensual, que satisfarán por trimes- 
tres adelantados, quedando afectada en hipoteca para el cum- 
plimiento de esta obligación una propiedad perteneciente á la 
señora Botto de Rumbado, situada en la calle de Corrientes nú- 
meros 2015 y 2019. 

La escritura hipotecaria contiene además una cláusula penal 
que establece literalmente que los pagos por intereses que de- 
ben hacerse en el domicilio del acreedor trimestralmente, no po- 
drán atrasarle más de diez días después de empezado á correr 
cada trimestre^ bajo apercibimiento de que si se atrasase, ipso 
fado se considerará terminado el plazo de esta hipoteca, pu- 
diendo inmediatamente el acreedor iniciar la ejecución judicial 
pidiendo la renta de la finca. 

Agrega el demandante, que los esposos Rumbado sólo han 
pagado el primer trimestre de intereses, y habiendo llegado el 
caso previsto por la cláusula penal antes mencionada, venía á 
cobrar ejecutivamente el importe del capital, intereses y costas. 

Los ejecutados se presentaron á foja 43 y foja 98, oponiendo 
las excepciones de inhabilidad del título é incompetencia de ju- 
risdicción. Funda la primera en que la escritura de obligación 
es de plazo no vencido y que para considerarse como exigible 
se ha recurrido á la aplicación de la cláusula penal que contie- 
ne, y que así, por la sola afirmación del acreedor ejecutante, se 
'da como probado un hecho que no consta y que no resulta, ni 
puede resultar, de los términos de la escritura de obligación, 
contra la terminante disposición del artículo 248 del Código de 
Procedimientos. 

La incompetencia alegada la basan en que estando los de- 



DB JUSTICIA NACIONAL 281 

mandados en la proyincía de Buenos Aires, el acto ha debido 
segnir su fuero, y no ocurrir á los tribunales de la Capital, ma- 
yormente cuan.do el lugar del pago es el domicilio del deudor, 
artícplo 747 del Código Civil. 

A foja 56 contestó el demandante el traslado de las excep- 
ciones, sosteniendo principalmente su argumentación en que el 
título era hábil, pues es una escritura pública en la cual se es- 
tablece la cláusula penal, de que en caso de no pagarse los in- 
tereses en la forma^ convenida, se podría demandar ejecutiva- 
mente el cobro, cuyo convenio es la ley de las partes contratan- 
tes, según el artículo 1197 del Código citado ; que en cuanto á la 
excepción de incompetencia, pide se rechace por no ser de las 
comprendidas en el artículo 70 de la ley nacional de procedi- 
mientos. 

A foja 102 vuelta se recibió la causa á prueba, habiéndose 
producido la que consta de autos, con lo cual quedó la causa en 
estado' de ser fallada. 

X considerando respecto de la excepción de incompetencia de 
jurisdicción : 

Que dicha excepción no figura entre las que, como únicas y 
admisibles, autoriza el artículo 270 de la ley procesal nacional 
de 14 de Setiembre de 1863, razón por la que es ella manifiesta- 
mente improcedente. 

Que independientemente de esta consideración de orden legal 
si bien en el procedimiento federal la incompetencia puede y 
debe ser declarada en cualquier estado del juicio, no procede tal 
declaración en el suó-juctíce, porque aunque los demandados es- 
tén domiciliadus en la provincia de Buenos Aires, el contrato 
ha sido celebrado en la Capital federal, y en él se establece que 
los intereses serán abonados en el domicilio del acreedor, elegi- 
do así por voluntad de las p&rtes para que se cumplan las obli- 
gaciones del contrato, de cuyas circunstancias resulta la compe- 
tencia del juzgado de sección para entender en las cuestiones 
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que originare un contrato celebrado en la capital y para ser 
cumplido en la misma, por razón déla distinta nacionalidad de 
las partes, extremo éste acreditado suficientemente en aut02> : 
incisb 2"^ del artículo 2<^ de la ley sobre jurisdicción y competen- 
cia de los tribunales nacionales de 14 de setiembre de 1863. 

Considerando respecto de la excepción de inhabilidad del tí- 
tulo: el juzgado debe estudiar detenidamente las cláusulas de 
la obligación hipotecaria de foja i y á fin de establecer y deter- 
minar si en el momento de iniciada la ejecución reunía 6 no 
los requisitos legales y necesarios para constituir un título eje- 
cutivo. 

Que es elemental que las condiciones, habilitantes del título 
deben estar contenidas en este mismo, y resultan de su simple 
inspección, sin que sea facultatiTo á los jueces subsanar cual- 
quier deficiencia ó falta de que adolezcan, por medio de una 
prueba posterior y supletoria (artículo 252 del Código citado). 

Que la escritura de foja i contiene una obligación á plazo, 
el cual no se encontraba vencido en el momento de iniciarse la 
ejecución, razón por la que, bajo este punto de vista, no consti- 
tuía título habilitante, ó con los requisitos exigidos por la ley, 
que autorizara la vía ejecutiva. 

Que si bien el ejecutante pretende fundar su derecho en la 
aplicación de la cláusula penal contenida en la escritura, refe- 
rente á la falta de pago de los intereses estipulados, es evidente 
que dicha aplicación es improcedente, pues la escritura lo único 
que contiene al respecto es la manifestación de haber los eje- 
cutados abonado el importe del primer trimestre de intereses, 
por lo cual, el hecho invocado de la falta de pago de los res- 
tantes, que es lo que haría ejecutivo el título, sólo podría ser 
demostrado por una prueba posterior y fuera de las cláusulas de 
la escritura hipotecaria. 

Que esta circunstancia, conforme se ha manifestado en uno 
de los considerandos anteriores, no suple ni es bastante para 
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habilitar nn título ejecutivo, y sólo podría dilucidarse en el 
juicio ordinario respectivo, por no corresponder sn discusión al 
carácter sumario y especial del mismo. 

Que no resultando de la misma escritura, comprobada la fal- 
ta de pago de los intereses convenidos, tampoco resulta de ésta 
una cantidad de moneda líquida, ni los elementos necesarios 
para su liquidación, requisitos exigidos por la ley para que el 
juicio ejecutivo pudiera prosperar (artículo 248de la misma ley 
recordada). 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo preceptuado por 
los artículos 248 y 277 de la ley procesal, fallo : no haciendo 
lugar á la excepción de incompetencia de jurisdicción deducida 
y se declara admisible la de inhabilidad. En sn consecuencia 
se declara no haber lugar á la ejecución iniciada por don Man- 
fredo Tomazzi contra los esposos Franciü^co Rumbado y Enri- 
queta Botto de Rumbado, con especial condenación en costas. 

Notifíqnese con el original y repóngase los sellos. 

Agustin Urdtnarrain. 



VaIIo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 2 de 1898. 

Yistos y considerando : Que el juicio ejecutivo iniciado en 
estos autos por don Manfredo Tomazzi contra los esposos Rum- 
bado, lo han sido con la escritura hipotecaría de foja una, por 
la cual se acredita: 

Primero: Que el actor prestó á los demandados bajo hipoteca 
de la casa que en la escritura se menciona, y con el plazo de un 
añOy la suma de nueve mil pesos moneda nacional ; 
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Segundo: Qoe los esposos Rumbado debian abonar á Tomazzi 
por trimestres adelantados el interés mensual de uno y cuarto 
por ciento correspondiente al capital prestado ; 

Tercero: Que los deudores no podrían atrasar el pago del interés 
estipulado más de diez dias después de empezar á correr eada 
trimestre, bajo apercibimiento de que si se atrasase » ipso facto 
se considerara terminado el plazo de la hipoteca, pndiendo el 
acreedoriniciarlri ejecución judicial, pidiéndola venta de la 
casa, etcétera. 

Que por las fechas de la escritura hipotecaria y de la inicia- 
ción de la demanda ejecutiva de foja seis, se acredita plena- 
mente, que ésta se ha entablado mucho tiempo después de ven- 
cidos los primeros diez días del segundo trimestre. 

Que dados estos antecedentes, es fuera de duda que el título 
con que se ha entablado la ejecución de foja seis, tanto para el 
pago del capital, como de los intereses adeudados, es perfecta- 
mente hábil, desde que él consiste en una escritura pública por 
la cual se acredita una deuda de cantidad líquida, como lo es 
la del capital de nueve mil pesos, y de fácil liquidación como la 
de los intereses devengados^ siendo ambas de plazo vencido, no 
sólo respecto de los intereses, sino también del capital, porque 
aun cuando se fijó el término de un año para el pago de éste, 
también se subordinó su vencimiento al plazo señalado para el 
pago de los intereses, declarándose exigible el pago de aquel 
cuando se venciese el de los intereses sin haberse realizado su 
respectivo abono, por lo que se hallan así reunidas en el título 
presentado, todas las condiciones necesarias para proceder, en su 
mérito, ejecutivamente, conforme á lo dispuesto en el artículo 
248 de la ley de enjuiciamiento federal. 

Que ala verdad de esta conclusión no puede con éxito oponer- 
se la consideración que hace valer el inferior^ cuando asevera, 
que de la misma escritura con que se pida la ejecución de un 
crédito ha de resultar la prueba de su falta de pago^ como 
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condición necesaria para hacer ejecutiva, lo que no sucede en 
el caso sub^judice, porque si eso fuese así, jamás podrían ejecu- 
tarse créditos aplazo ya vencido, aun cuando se prueben con es- 
critura pública, el documento reconocido en juicio, qae según 
la ley traen aparejada ejecacion, desde que es imposible que 
en ellos mismos conste, que el deudor no ha cumplido su obli- 
gación de pagarlos. 

Que es á cargo de éste^ en tales casos, acreditar que ha realiza- 
do su pago, oponiendo y justificando la correspondiente excep- 
ción, y no del acreedor producir la prueba de un hecho negativo, 
como el de la falta de pago, en virtud del cual ejecuta á aquel. 

Por estos fundamentos, se revoca la sentencia de foja dos- 
cientos cuarenta y uno en la parte apelada, y resultando de au- 
tos que el ejecutante ha sido satisfecho del capital é intereses, 
se declara terminado el juicio, debiendo pagarse las costas en el 
orden causado. Repuestos los sellos, devuélvanse, pudiendo noti- 
ficarse con el original. 

ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN B. TOURENT. 



CAUSA IjUL-VK 



El Ferrocarril Central Argentino contra don José Charrerano^ 
por expropiación ; sobre extensión del área expropiada 

Sumario, — Para establecer cuál es la extensión efectiva del 
área materia de la expropiación, debe estarse al resultado de las 
pruebas periciales. 



K- ■ 
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Fnllo del^ttes Fedeml 

Rosario, Setiembre 5 de 1891. 

Y visto el iucidente sobre la extensión del área materia de 
esta expropiación. 

Y considerando: i® Que el demandante asegura en su esorito 
de demanda corriente ¡i foja 2, que la dicha extensión es de 
1200 metros cuadrados, los cuales pide en expropiación, mien- 
tras que el demandado asegura á su vez, que el área se extiende 
ft una superficie cuadrada de 2698 metros 30 decímetros. 

2° Que á objeto de esclarecer el punto^ se ha procedido al 
nombramiento de los diversos peritos cuyor informes corren á 
fojas 37, 44 y 66, siendo el primero de don Felegrin Baltazar, 
agrimensor nombrado por parte del expropiado don José Cha- 
rrerano ; el segundo de don Rodolfo A. Wamer, de parte del ex- 
propiante, que es el Ferrocarril Central Argentino, y el último, 
don Casiano J. Rojas, en calidad de tercer agrimensor perito. 

3® Que de los tres dictámenes enunciados, debe, en concepto 
del proveyente, prevalecer el del tercero don Casiano J. Rojas, 
no sólo porque éste en el suyo, de foja 66^ estudia concienzuda y 
acertadamente el trabajo de los otros dos peritos, haciendo re- 
saltar la verdad por medio de los dos planos gráficos corrientes 
á fojas 72 y 73, con que ilustra su informe, si que también, 
porque de ese informe se deduce con suficiente claridad la cau- 
sa que origina la divergencia existente, y de aquella compara- 
ción científica surgen las conclusiones exactas y precisas de que 
en adelante se hará mérito, á todo lo cual se agrega la calidad 
de perito tercero que el agrimensor señor Rojas reviste y que, 
consiguientemente, implica una absoluta imparcialidad en su 
dictamen. 

4° Que tanto del informe del señor Rojas como de otras cons- 
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tandas de autos, resulta que la divergencia existente es origi- 
nada por las diversas ubicaóiones que las partes dan al terreno 
materia del litigio. 

5^ Que como el dicho perito tercero lo expresa y hace resaltar, 
la primitiva abicacion dada al terreno, de esta cuestión por la 
empresa de tierras del Ferrocarril Central Argentino, que fué 
la verdadera de aquel, es la designada en el plano de foja 73 
por las líneas hechas en éste con tinta carmin. 

6® Que asimismo, resulta que según la designación de ese 
lineamiento carmin, es que fué vendido y entregado amojonado 
al expropiado Chiarrerano y sus causantes, el terreno materia 
de este litigio. 

7° Que por el contrario, el lineamiento con tinta negra del 
plano referido, es, como lo asegura la empresa ferroviaria ex- 
propiante, el que constituye la traza del plano primitivo de di- 
cha empresa, procediendo déla misma empresa las cotas numé- 
ricas aplicadas á ese mismo plano. 

8^ Que no obstante esa procedencia única de la delineacion 
negra y cotas numéricas, que debían naturalmente ser análogas 
entre sí, correspondiéndose mutuamente^ esto no resulta em- 
pero así, encontrándose, por el contrario, las-cotas numéricas en 
contradicción con los lineamentos que la misma empresa da á 
su plano, y que dice por último, corresponder, éste al pueblo Ca- 
ñada de Gómez, á cuyas inmediaiúones se encuentra ubicado el 
terreno materia de la expropiación. 

9^ Que ante estas contradicciones existentes en los mismos 
planos de la empresa expropiante, que les quita la fe y estabi- 
lidad que requerirían tener para darles completa fé, debe estar- 
se á la traza y ubicación que se dió'al terreno (lineamientos ro- 
jos) al tiempo de su venta, tomando posesión el comprador Chia- 
rrerano á mérito de la entrega que del mismo se le hizo, delineado 
y peiffectamente amojonado, como lo hace constar el perito 
señor Bojas. 
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10^ Que al aceptarse en esta sentencia esa ubicación, ello es 

tanto más correcto^ cuanto que, como se manifiesta claramente 

en los planos de fojas 72 y 73, la delineacion de tinta negra no 

ha podido ser la primitiva que se diera á esos terrenos, puesto . 

que el arroyo de Cañada. de Gromez, cuya ubicación ha sido y es 

estable, por ser natural, si á aquella delineacion se estuviera, el 

dicho arroyo entraría en una gran purte del lote número 10, 

dejando un pedazo de éste al otro lado del arroyo, como se ve | 

■ 

gráficamente en el plano de foja 73, mientras que, como asi- 
mismo se ve en el otro plano de foja 72, ese arroyo no toca el 
predicho lote i9 sino que corre cortando sólo el 37 ; de todo lo 
cual resulta evidente que la delineacion de tinta roja es la más 
verosímil tuvieran todos esos terrenos á estar al plano (f. 72) 
que la misma empresa expropiante reconoce como primitivo y 
verdadero. 

11® Que por otra parte, si se tomase, por el contrario, como 
exacta y primitiva la delineacion de tinta negra que el expro- 
piante invoca como la cierta y exacta, tendríamos que ella ven- 
dría á contrariar notablemente hasta las propias afirmaciones 
hechas por la empresa del ferrocarril en su escrito de demanda 
de foja 2^ cuando ésta asegura allí que el área que quiere ex- 
propiar tiene una extensión de 1200 metros cuadrados, mien- 
tras que aceptada la delineacion negra que hoy invoca la em- 
presa expropiante, esa área se reduciría^ como se ve en los 
planos respectivos, á sólo 422 metros 50 centímetros cuadrados, 
diminución notabilísima que por sí sola hace resaltar la ine- 
xactitud del trazado con lincamiento negro que la dicha empre- 
sa, contrariando sus propias afirmaciones, sustenta ahora como 
verdadero. 

12*^ Que la argumentación que la parte expropiante también 
hace deque si se aceptase la delineacion roja vendría á obligár- 
sele á efectuar un abono ó compra doble, por cuanto dice tener 
ya pagados á los señores Kidd y Norton parte del terreno que 
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arrojarla la dicha delineacion cariuia, no es aceptable tampoco, 
paes no lo es el que terceras personas como le es en este caso 
ChiarreranOy sean pasibles de los actos equivocados Ueyados á 
cabo por otros con quienes no están ligados por vínculos de 
derecho^ que de esas equivocaciones los hagan responsables. 

Por estos fundamentos y los concordantes del dictamen de 
foja 66 j escrito de foja 90, fallo: declarando que el área mate- 
ria de esta expropiación y que corresponde abonarse al expro- 
piado don José Chiarrerano es el triángulo rectángulo MAN, 
coya superficie es de 2698 metros 30 decímetros cuadrados, 
como se detalla en el plano de foja 73 y operación parcial de 
foja 66, sin especial condenación en costas, por no encontrar 

mérito para ello. 

G. Escalera y Zuvirla . 



Buenos Aires, Abril 12 de 1898. 

Vistos y considerando: Que no obstante de haber manifes- 
tado el demandado que la superficie á expropiarse era de dos mil 
seiscientos seis metros, de la prueba producida resulta que esa 
superficie es la que se fija en la sentencia apelada, como en ella 
se demuestra en mérito de los informes periciales que anali- 
za, de los planos que figuran en el expediente y de la posesión 
del expropiante dentro de mayores limites con que fué deter- 
minado el terreno al entregársele por su vendedor. . 

Por ésto y por sus fundamentos se confirma, con costas, la 
sentencia apelada de foja ciento cinco. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — BüAN E. 
TOBRBNT. 

T. LXXU X9 
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CAIJÍIA liXVII 



El doctor don Federico Carbonell contra la Empresa del Ferro^ 
carril al Pacifico, por asistencia médica ; sobre estimación 
de honorarios. 



Sumario. — El tribunal puede, no obstante lo dictaminado 
por el Consejo de Higiene, fijar la remuneración debida por 
asistencia médica. 



Fallo del Suem Feíleiml 



Buenos Aires, Noviembre 14 de 1896. 

Y vistos estos autos promovidos por el doctor don Federico 
Carbonell contra la empresa del Ferrocarril al Pacífico^ sobre 
cobro de pesos, fundado en los hechos, de los que suscinta- 
mente relacionados resulta : 

i^ Que con fecha 2 de Marzo de 1892, se presentó al juzgado 
el doctor Carbonell, representado por el doctor Narciso Sosa, 
promoviendo formal demanda contraía empresa del Ferrocarril 
al Pacífico, por cobro de la suma de 10.070 pesos moneda na- 
.cional en que estimaba sus honorarios médicos, con motivo de 
los servicios que prestó á tres empleados de la referida empresa 
heridos por la explosión de la caldera de una locomotora, en el 
pueblo de Junin, para lo que fué requerido por el jefe de la es- 



1 
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tacion de dicho pueblo, qnien hízole presente qae la ca^ftcion 
corría por cuenta de la empresa, lo que se le repitió pot un 
empleado superior de la misma, que fué á levantar el sumario 
del caso. Que durante la curación de les heridos, larga y asidua, 
hizo de médico y enfermero á la yez^ hasta que después de tres 
meses de continuos cuidados, obtuvo un éxito completo, pues 
aquellos sanaron radicalmente, presentando entonces su cuenta 
& la empresa, la que observó su monto, como consta de la carta 
que acompaña, que le fué dirigida por el señor Administrador 
general de la misma. 

2® Que contestando la demanda, el representante del ferro- 
carril niega de una manera categórica la mayor parte de las 
afirmaciones de aquella, en cuanto se refieren al hecho de haber 
sido el doctor Garbonell médico y enfermero á la vez, á la gra- 
vedad que se dice tenían los heridos y al tiempo que se empleó 
en la curación, por lo que el juzgado recibió la causa aprueba, 
por auto de fecha 20 de Octubre de 1892, corriente á foja 34. 

Y considerando: i'' Que no se ha negado por la empresa del 
Ferrocarril ál Pacífico, la existencia de los servicios facultativos 
prestados por el doctor Garbonell^ á requerimiento de sus agen- 
tes, ni su obligación de abonarlos, según se desprende de su 
propia exposición, de la prueba rendida por ambas partes y de la 
carta de foja 7, que si bien no ha sido reconocida en juicio, * 
tampoco se ha desconocido por el representante de aquella. 

2^ Que por consiguiente, la cuestión queda reducida á estu- 
diar la calidad y condición de esos servicios, averiguar la dura- 
ción del lapso de tiempo en el cual se prestaron, y si tales hechos 
han sido debidamente acreditados en autos. 

3^ Que las declaraciones de los testigos presentados, tanto 
por el actor, cuanto por la parte demandada, no justifican hasta 
la evidencia, lo aseverado por el doctor Garbonell, sino que, por 
el contrario, del examen de sus respuestas se deduce, qu'» los 
servicios se efectuaron en un tiempo mucho menor de tres 
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meses, careciendo, por otra parte, de la dualidad de carácter é 
importancia qae aquel les atribuye. 

Por estos fundamentos, y no obstante lo dictaminado por el 
Consejo Nacional de Higiene á foja 116, se fija como remunera*^ 
cion equitativa por los seryicios profesionaieii prestados por el 
doctor Federico Carbonell, la suma de cinco mil pesos moneda 
nacional, que deberá abonarle la empresa del Ferrocarril al Pa- 
cífico en el tértnino de diez días. Hágase saber con el original y 
repónganse las fojas. Así lo resuelvo y mando, en Buenos Aires 
Capital de la República Argentina, á fecha ut supra. 

P. Olaecheay Alcorta. 



rallo de la Huprema Corte 

Buenos Aires, Abril 12 de 1898. 

Vistos : Atentas las constancias de autos, se fija la cantidad 
de tres mil quinientos pesos moneda nacional como valor total 
de los servicios prestados por el demandante y que motivan 
esta causa, incluyéndose en esa suma toda indemnización; sin 
especial condenación en costas, por no haber mérito para im- 
ponerlas á la empresa demandada, desde que habiéndose litigado 
tan sólo sobre el quantum de los honorarios médicos, esos ho- 
norarios se reducen á un valor en mucho inferior al pretendido 
en la demanda ; quedando modificada en estos términos la sen- 
tencia recurrida de foja ciento veinte y doR; Bepuestos los se- 
llos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAR. — 
OCTAVIO BUN6B. — JUAN E. TO- 
RRENT. 
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CAUSA liXYIII 



Don Juan B. Gairet contra doña Pilar Miño, 
sobre cumplimiento de contrato 

Sumario. — El que ha contratado con apoderado sin poder 
suficiente, no tiene acción para pedir el cumplimiento del con- 
trato. 

rnllo del ^uas Fedaml 

Paraná, Mayo 2 de 1896. 

T vistos^ resalta : Que con fecha 3 de Noviembre de 1877, 
doña Pilar, don Paulino, doña Francisca, doña Cecilia, doña 
Andrea, don Domingo, don Viviano, don Floro, don Germán, 
don Trifon y doña Bartola Miño, y don Manuel Espíndolaj 
Miño y doña Francisca Medina de Miño, vecinos del distrito 
Tntuti, departamento de Concordia, de esta provincia, apodera- 
ron en aquel lugar, por documento simple á don Jaime Pujol, 
para que acredite el derecho de propiedad á unos campos situad- 
dos en el mencionado distrito, y que pertenecían á los poder- 
dantes como herederos de don Santiago^ don Silvestre y don 
Domingo Miño, dándole facultad á dicho apoderado para hacer 
igualas al objeto de obtener el reconocimiento de la propiedad, 
afectando al pago de la iguala los campos mismos de cuyo re- 
conocimiento se trataba (fojas 4 y 5). 

En 26 ti e Noviembre de 1877, don Jaime Pujol, compren- 
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Don Bamon Bergadá, con poder especial de don Juan Coll, 
en 13 de Setiembre de 1881 ^ vende el campo en cnestion á don 
Juan Bautista Qoyret, por la misma suma de 14.000 pesos fuer- 
tes, obligándose el comprador á respetar el pacto de r^etroventa 
y las demás clánsalas consignadas en el contrato de venta otor- 
gado por don Jaime ?ajolá favor de Colh 

Más tarde, en 3 de Setiembre del mismo año 1881^ á nombre 
de su mandante don Juan Coll; declara qae cede y traspasa á 
favor del comprador Goyret, el derecho de cobrar y percibir de 

« 

los Miño el precio del arrendamiento del campo convenido con 
ellos. 

Con este título y con el poder de foja 28, don Santos Do- 
minguez/en representación de don Juan B. Goyret, demanda 
á doña Filar Miño, para qae, en cumplimiento del contrato de 
compra-venta, le haga tradición del campo vendido. 

Dice en la demanda, que no obstante que por las cláusulas 
consignadas en el contrato de compra-venta se le había trasmi- 
tido á Goyret el dominio y la posesión del campo, para evitar 
disensiones, y comodona Pilar, á pesar de todo, continúa ocupan- 
do el campo, sin quererlo abandonar para que lo ocupe el com- 
prador, viene á demandar el cumplimiento del contrato, pues 
el plazo que en él se conviene para que los vendedores pudiesen 
volverlo á comprar por el mismo precio, ha vencido con exceso, 
quedando desde luego firme el contrato, y los vendedores obli- 
gados á su ejecución, desde que, por otra parte, Goyret ha cum- 
plido, entregando de contado el precio de venta. 

Don Sixto Beinoso contesta la demanda, en representación 
de doña Pilar Miño, alegando la nulidad del contrato de venta 
que exhibe Goyret como fundamento de su acción, por ser nu- 
lo á su vez el de venta otorgado por don Jaime Pujol en nom- 
bre de doiía Pilar, á favor de don Juan Coll, vendedor de Goy- 
ret, y éste, por carecer Pujol de poder para celebrarlo, pues el 
invocado y transcripto en el contrato es de ningún valor. Este 
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poder, dice, oo satisface las exigencias del artículo 998 del Có- 
digo Civil en cuanto alas formas que debe tener cómo escritora 
pública, segan lo que dispone el artículo ti 84, incisos l<*y7^ 
del mismo Código, sin qae esta clase de instrumentos pueda 
ser suplida por otra especie diferente en los actos de transmi- 
siooxle los derechos reales, como lo previene el artículo 977. 

Que aunque ese poder no fuese nulo, la demanda de cumpli- 
miento de contrato debe rechazarse^desdeel momento que el ac- 
tor principia por confesar que le fué hecha tradición del campo 
objeto de la venta, y que adquirió sobre él el dominio y la po- 
sesión porque, si la perdió después, no sería la acción de cum- 
plimiento de contrato^ sino otra distinta. 

Por otra parte, dice, que lo que don Jaime Pujol vendió á 
Coll, fué el campo perteneciente á la sucesión dé don Santiago 
Miño, que es al único que se refiere lo que él creía un poder, 
pero doña Pilar Miño, que con otros dio facultades á Pujol para 
obtener el reconocimiento de los derechos, como herederos se- 
paradamente de don Santiago, don Domingo y don Silvestre 
Miño, no pudo dárselo para vender el campo de don Santiago 
sino de don Silvestre. 

Abierta lacansaá prueba, el actor rinde la que corre de fo- 
ja 125 á foja 144 y el demandado la de foja 145 á foja ... las 
que el juzgado ha tenido á la vista así como las posiciones de 
foja ... y los alegatos de conclusión. 

Y considerando: 1^ Que la confesión del representante de 
Goyret, hecha en la misma demanda, de que éste adquirió la po- 
sesión y por consiguiente el dominio del campo cuya tradición 
hoy reclama á uno de los vendedorest sería bastante para re- 
chazar la acción de cumplimiento de contrato que se ejercita, 
si no fuese que esta confesión procede de un error manifiesto, 
que consiste en creer que se adquirió la posesión por el solo he- 
cho de declarar el presunto apoderado de los vendedores en el 
instrumento del contrato de venta hecho ádon Jaime Coll, que 
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desapoderad sm mandantes de los derechos de propiedad, po- 
sesión y dominio que al bien raiz vendido tenían y los consti- 
tuye en arrendatarios del comprador, siendo así que la sola de- 
claración del tradente hecha en lá escritura, no basta para 
trasmitir la posesión (art.2378, Cód. Civ.), y el constituto po^ 
sesorio de los Miño en culidad de arrendatarios del comprador, 
no pudo hacerlo Pujol sin una cláusula especial en el poder que 
lo autorice para ello, y tal cláusula no existe, aparte de que, si 
tales enunciaciones fuesen hábiles para la transmisión de la po- 
sesión, sólo habrían aprovechado á Coll, en cuyo favor se hizo, 
y no al demandante Goyret, que sucedía á Col! por otro contra- 
to en que se hizo tal declaración, pues la de foja 25 vuelta, en 
que aquél autoriza á éste á cobrar los arrendamientos, no pue- 
de suplirla, mayormente cuando de la misma demanda resulta 
que no se los pagaron. 

Que esto sentado, y entrando á considerar la acción per- 
sonal instaurada, el artículo 1161 del Código Civil, estatuye, 
que ninguno puede contratar á nombre de un tercero, sin estar 
autorizado por él, ó sin tener por la ley su representación y esta 
autorización debe constar de escritura pública, cuando tiene 
por objeto la transmisión de bienes inmuebles ya sea por venta 
ú otro título, según el artículo 1184, inciso 1°. 

Que el poder conque don Jaime Pujol vendió á don Juan 
Coll el campo de Tututi, cuya entrega se demanda de doña Pi- 
lar Miño, no es un poder en escritura pública, como lo requiere 
la ley citada, pues para que lo fuera, era necesario que hubiese 
sido extendido por escribano en el libro de Begistro, numerado 
y rubricado ó sellado, no tienen valor de escritura pública se- 
gún el artículo 098 del Código citado. La notificación del docu- 
mento simple de foja 5, verificada por los otorgantes ante un 
alcalde de campaña aunque fuese protocolizada después en un 
Begistro, no es un acto autorizado ante escribano y testigos, 
además, en el instrumento ratificado no existe cláusula alguna 
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qae facalte á Fajol para vender el campo deles otorgantes y 
esto haría qne el poder fuese insuficiente, segon el artículo 1181 , 
inciso 15^, aunque estuviera en debida forma. No es de me- 
jor condición el poder que no se ha otorgado expontáneamente 
sino por un interrogatorio de un escribano, evacnado como di- 
ligencia judicial en campaña, en que no se trata siquiera de ra- 
tificar la autorización simple preexistente sino de requerir á los 
mandantes para que la amplíen con la facultad que antes no 
existía de vender el campo de don Santiago Miño, pues ese inte- 
rrogatorio, que corre de foja 14 adelante, ni se evacúa ante tes- 
tigos, formalidad esencial en las escrituras públicas, ni se pro- 
tocoliza después. 

Que consistiendo en tales documentos el apoderamiento 
con que Pujol vendió á don Juan Coll el campo de los Miño, y 
no siendo ellos una escritura pública como se ha demostrado, 
resulta que Pujol celebró el contrato á nombre de doña Pilar 
Miño, sin tener el poder que la ley exige, siendo por lo tanto 
nulo y sin val^or, aun respecto del mismo Pujol, como lo re- 
suelve el artículo 1161 citado, en su segunda parte. 

Que por la misma consideración queda subsistente el vi- 
cio de nulidad, á pesar de la eoatestacion dada por la demanda- 
da á la séptima posición, aparte de que allí sólo afirma que ra- 
tificó judicialmente el poder dado anteriormente á Pujol, y en 
el poder primitivo no se consigna la facultad de vender. 

Que á esto no puede objetarse que los tales documentos 
sean instrumentos auténticos, como formados con la interven- 
ción jurii«nal, porque estando decretada por la ley la escritura 
pública como exclusiva para los poderes que tengan por objeto 
la trasmisión de inmuebles, la falta de ella no puede ser su- 
plida por otra especie de instrumento (art. 977, cód. cit.]. 

Que tampoco puede argüirse con la disposición del artícu- 
lo 1047, que prohibe alegar la nulidad de un acto al que lo eje- 
cuta, sabiendo ó debiendo saber el vicio que lo invalida: 1° por- 
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que no se trata de un acto ya ejecutado» desde el momento que 
lo que se demanda es su ejecución; y 2^ porque siendo la 
nulidad de la venta absoluta^por haberla declarado la ley, como 
se ha visto, y manifiesta* desde que aparece en el instrumento 
mismo del contrato, el juez debe declararla de oficio, aun sin 
pedimento de parte, segon lo dispone el mismo artículo i 047 en 
su primera parte. 

Que la nulidad de la venta otorgada por Pujol á favor de 
Goll, trae como consecuencia legal que éste no adquiriese por 
ella ningún derecho sobre la cosa objeto del contrato, y de es- 
to se deduce á la vez, que la venta del mismo campo otorgada 
por Goll á favor de Goyret^ no le haya transmitido á éste nin- 
gún derecho, desde qoeno ha sido ratificada por los verdaderos 
propietarios, según los artículos 1051 , 1329 y 1330, Código 
citado. 

Que esto establecido, es inútil entrar á estudiar si doña 
Pilar Mino, ó quienes el gobierno de la provincia reconoció la 
propiedad del campo, pues aun siéndolo resultan siempre nulos 
los actos jurídicos que dan fundamento á la demanda. 

Por estas consideraciones declaro que don Juan Bautista 
Ooyret no ha probado el contrato en que funda su demanda, y 
por consiguiente declaro absuelta de ella á la demandada doña 
Pilar Miño, sin especial condenación en costas; notifíquese en 
el original y repóngase el papel con los sellos correspondientes. 

M, de T. Pinto. 



Fallo lie la Suprema C^rte 

Buenos Aires, Abril 12 de 1898. 

Vistos: Considerando: Que los derechos que se atribuyen á 
don JoanB. Goyret al campo á cuya entrega ha pedido secón- 
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dene á doña Pilar Miño en su demanda de foja treinta^ son los 
que dice haberle transmitido don Juan M. Coll en virtud de la 
escritura de venta de foja veintiuna vuelta. 

Que esos derechos son los misoios que Coll pretende haber 
adquirido sobre el campo en cuestión por la compra que hizo de 
él á los herederos de don Santiago Miño en virtud de la escri- 
tura pública de venta que le otorgó don Jaime Pujol en calidad 
de apoderado de ellos y de l:i coheredera doña Filar Miño. 

Que habiéndose negado por parte de la demandada la sufi- 
ciencia y validez del poder de' que hizo uso Pujol para dicho 
acto, era deber del demandante, para que prosperase su deman- 
da, demostrar que ese poder reunía aquellas condiciones, desde 
que nadie puede contratar á nombre de otro sin estar investido 
de su legitima representación. 

Que esa demostración no se ha hecho, ni resulta tampoco de 
las constancias de autos. 

Que cualquiera que sea por razón de la forma la impor- 
tancia del poder de foja cuatro, otorgado en forma priva- 
da y protocolizado despnes por orden de juez competente, es 
evidente que ese poder, admitida su validez, sólo confiere á Pu- 
jol la facultad de hacer igualas, ya ofreciendo parte de la tierra 
misma que debía gestionarse ante los poderes públicos de la 
proYincia de Entre Ríos, ó ya prometiendo sumas de dinero 
con la facultad de afectar para su pago dicha tierra, lo que de- 
maestra que no la tenía para vender, verificado ya el recono- 
cimiento del derecho, según lo previene expresamente el artícu- 
lo mil ochocientos ochenta y tres del Código Civil, y resulta de 
la disposición del artículo mil ochocientos ochenta del mismo 
código. 

Que no es tampoco admisible que sea equivalente al poderen 
escritura pública que requiere el artículo mil ciento ochenta y 
cuatro para los actos á que se refieren los incisos primero y sép- 
timo de este mismo artículo el otorgado, bajo interrogatorio en 
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una diligencia de notificación practicada por un escribano de 
registro, como el actuario Lerna, sin cnmplir los requisitos 
exigidos por la ley para las escrituras que deben registrarse en 
su protocolo y cuando ni se ha pedido, ni ordenado que dichas 
diligencias se protocolicen. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia de fo« 
ja doscientas veinte y tres, se confirma ésta, no haciendo lu- 
gar á la condenación en costa<4, por no haber mérito para impo- 
nerlas á la parte vencida. Repuestos los sellos, devuélvanse. 
Kotifíquese con el origina!. 



benjamín paz. — ABEL BAZAII 

OCTAVIO BUNGE. — JOAN E. TO- 
RRENT. 



CAUSA I.XIX 



El Banco Nacional contra don José Acevedo, por cobro ejecutivo 

de pesos ; sobre recurso de queja 

Sumario. — La Suprema Corte no puede entender enquejas 
que no sean llevadas por alguno de los recursos legales, ni pro- 
veer sobre peticiones generales. 
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RECUHSO 

Buenos Aires, Abril 13 de 1898. 

Suprema Corte: 

AgQstiD Bícheri, por el Banco Nacional en liquidación, caja 
personería tengo acreditada en diversos juicios que se encaen- 
tran en apelación ante V. E., entre ellos, el seguido contra 
doña Bafaelalmbelloni, como lo podrá certificar el señor secre- 
tario, constituyendo domicilio legal en la calle de la Piedad 
número 430 (altos), me presento ante Y. E. y expongo: 

En un juicio que seguía el infrascripto en representación del 
Banco Nacional contra don Policarpo Castro, Y. E., revocando 
una resolución del señor juez federal de la provincia de Buenos 
Aires, doctor Aurrecoechea, declaró bien fundada la recusación 
que hice de ese juez, por ser deudor de mi mandante. 

He continuado recusando al doctor Aurrecoechea en todos los 
demás juicios que sigo ante su juzgado, y el juez, de acuerdo 
con las disposiciones de esta Suprema Corte ha procedido en to- 
dos los casos á la designación del conjuez correspondiente. 

El doctor Emilio Carranza, uno de los conjueces designados 
por Y. E. para los casos de impedimento del juez titular, no 
reside en la ciudad de La Plata, sino en esta capital. 

Así lo ha informado el secretario del juzgado al señor juez 
doctor Aurrecoechea, habiendo procedido éste, en virtud de ese 
informe expedido en diversos juicios á nombrar reemplazante 
en el orden de turno. 

Pero en días anteriores me presenté al señor juez federal 
con una demanda ejecutiva contra don José Acevedo, del Azul, 
y el juez nombra conjuez para este asunto al doctor Emilio 
Carranza. 
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Reolamé de este nombramiento^ haciendo notar qne ya el 
juzgado encases análogos y préTio informe del señor secretario 
había nombrado al conjuez que seguía por orden de turno, en 
razón de no residir en La Plata el señor Carranza. 

Pero el señor juez doctor Aurrecoeohea en vez de recabar in- 
forme del señor secretario por quien habría podido convencerse 
de la. verdad de mi afirmación^ dictó al pié del escrito en que 
reclamaba, la siguiente providencia: Ocurra donde corresponda^ 
es decir que venga yo á la Suprema Corte á molestar á Y. E. 
con el objeto de pedir un juez para mi asunto ! 

Se me ocurre que á quien corresponde informar á V. £. de 
los impedimentos de los designados por Y. E. para desempeñar 
el cargo de conjueces es al señor juez federal y no á las partos. 

Tratándole de un juicio ejecuiivo, como es el que he iniciado 
contra don José Acevedo, en el cual he solicitado inhibición 
general de bienes, de acuerdo con lo dispuesto en la ley número 
3037, sobre liquidación del Banco Nacional, resalta más aún la 
extraña é injusta providencia del juez Aurrecoechea. 

Yengo, pues, obligado por esa providencia, á pedir á Y. E. 
que se sirva eliminar de la lista de conjueces de la provincia 
de Buenos Aires al doctor Emilio Carranza, rogando al propio 
tiempoY. E. haga saber al juez Aurrecoechea que cnando algún 
conjuez esté impedido de serlo como el doctor Carranza, dé 
cuenta inmediatamente á Y. E., como es de su deber, á fin de 
que los litigantes, además del tiempo que tienen que distraer 
en los pleitos, no sufran además demoras en buscar jueces para 
sus asuntos, como me sucede á mí en este caso, sea por mala 
voluntad del señor juez Aurrecoechea, ó por error debido al cú- 
mulo de despacho que pesa sobre ese juzgado. 

Dígnese Y. E. proveer de conformidad. 

Será justicia, 

Emilio Castro (hijo). — A. Richieri. 



DE JUSTICIA NACIONAL 305 



Fallo úe la Suprema Carie 



Baenos Aires, Abril 14 de 18d6. 

No TÍQÍendo la presente solicitud por ninguno de los recur- 
SOS autorizados por la ley j aduciéndose peticiones generales 
7 no concretas 6 especiales para el caso, no ha lugar. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. — ABEL 
BAZAI^. — OCTAVIO BUNGE. — J. E. 
TORRENT. 



CAUSA liXX 



Don Tomás Duggan contra el Banco de la provincia de Buenos - 
Aires, por consignación; sobre apelación 

Sumario. — No es apelable el auto confiriendo traslado con 
calidad de antos, de un recurso de revocatoria. 



Caso, — Hecha la consignación de una suma de dinero y títu- 
los por don Tomás Daggan, el juez la mandó hacer saber aire- 

T. LXXU 20 



r 
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presentante del Banco. Este impugnó la consignación, por con- 
siderarla insuficiente, y al mismo tiempo pidió que se librara 
auto de solvendo contra el señor Daggan, por el importe de la 
deuda que éste pretendía pagar con los valores consignados. 
El juez confirió traslado de la contrademanda. El representante 
del Banco reclamó sosteniendo que no podría conferir traslado 
á su demanda ejecutiva sino dictar el auto de solvendo. De esta 

■ 

nueva petición el juez dio traslado j recurrido este auto por el 
representante del Banco se dictó el siguiente 



Fallo del Jíues Federal 

Buenos Aires, Febrero 23 de 1898. 

Autos y vistos: No habiendo el juzgado hecho lugar á lo soli- 
citado por esta parte, en vista de que, la de Duggan promovió 
juicio ordinario de pago por consignación, á cuyo pago se opuso 
el Banco por las razones dadas en su escrito de foja 35, estando 
en esta forma traslada la litis contestación, y dependiendo ade- 
más de la resolución previa que recaiga en dicho juicio ordina- 
rio, la procedencia ó improcedencia de la acción ejecutiva que 
ahora intenta deducir el Banco. Por esto, y en atención al re- 
curso de apelación interpuesto, concédese en relación, debiendo 
elevarse los autos con oficio ante la Suprema Corte. Repóngase 
foja. 

Aguslin Urdinarrain. 

Falto lie la Suprema Corte 

fiuenos Aires, Abril 16 de 1898. 

Vistos: No trayendo gravamen irreparable la providencia de 
foja cuarenta y cinco vuelta, que se limita á conferir traslado 
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oonla calidad de autos de un recurso de revocatoria iuterpues-' 
to por el Banco, se declara mal concedida la apelación. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BCN6E. — JUAN B. 
TORRENT. 



CAUSA TiXXT 



El Fisco Nacional contra don José Empavan, por cobro ejecutivo 
de pesos; sobre recurso á la Suprema Corte contra la Cámara 
de Apelaciones de la Capital. 

Sumario. — La interpretación y aplicación de las leyes del 
Congreso relativas al régimen y gobierno local de la Capital, 
no autoriza el recurso á la Suprema Corte contra tas resolucio- 
nes de los tribunales ordinarios de la Capital. 



SENTENCIA DEL JUEZ DE 1" INSTANCIA 



YistoB estos autos ejecutivos seguidos por el fisco nacional^ 
contra don José Emparan, de los que resulta : 
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Dedacida acción ejecutiva por don Antonio Várela á nombre 
del fisco nacional contra don JoséEmparan, por cobro de seten- 
ta 7 cinco mil pesos procedentes de la patente y malta como 
deudor moroso, correspondiente al ano 1895, del Frontón calle 
Moreno número 981, j acreditada su personería con la nota de 
la administración general de Contribacion territorial y pa- 
tentes de la Nación, corriente á foja 4, se libró mandamiento 
de embargo, que se hizo efectivo á foja 7. Citado de remate 
Emparan opuso en los escritos de fojas 10, 13 y 15 las excep- 
ciones de falta de personería en el demandado, falta de perso- 
nería del procurador demandante, de falsedad é inhabilidad del 
título, y también la nulidad de la ejecución. Contesta el ejecu- 
tante á fojas 24 y 28. A fojas 33 vuelta se recibió la cansa á 
prueba. Producida la que expresa el certificado de foja 128 
vuelta, y cumplidos los demás trámites de ley vienen los autos 
para sent* ucia. 

T considerando: Que versando el presente juicio sobre cobro 
de una patente y multa, correspondientes al año 1895, el caso 
está especialmente regido por la ley de patentes de ese año; 
fecha 23 de octubre de 1894. 

Que el artículo 30 de esa ley dispone que el cobro á los deu- 
dores morosos se verificará por el procedimiento de apremio, por 
los nuevos empleados «i sueldo y en la misma forma determina- 
da para el iiupuesto territorial, sirviendo de suficiente título la 
boleca certificada por la dirección general, y no se admitirá más 
excepción que la falta de personería, falsedad del título, pres- 
cripción y pago. 

Que por consiguiente sólo estas excepciones son admisibles en 
el presente juicio y también la de nulidad del procedimiento, 
que por su naturaleza siempre procede, desde que se refiere al 
procedimiento y solemnidades del juicio mismo. 

Que la falta de personería en la persona del procurador de- 
mandante es inaceptable, desde que él es uno de los empleados 
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á que se refiere el citado artícalo 30, y el encargado de cobrar 
la patente 7 multa que gestiona en el presente juicio, como re- 
sulta del informe de foja 105, loque demuestra que en la nota 
de foja 4 se padeció por la Dirección general un simple error al 
expresarse que el deudor era Juan Emparan en yez de José Em- 
paran, consignando i la vez que la patente y multa era la'que 
corresponde á la cancha de pelota con sport de la calle Moreno 
981, de acuerdo con lo que dispone el artículo S^, inciso 9% de 
la ley respectiva, lo que bastaba para demostrar que esa nota 
se refería á este juicio iniciado ya con la boleta de foja 1 . 

Que de esos mismos antecedentes, y también de los eipedien* 
tes administrativos agregrados de foja 81 á foja 101, resulta 
acreditada de un modo indudable que don José Emparan es el 
deudor de la patente y multa que se le cobra, lo que determina 
la improcedencia de la eicepcion de falta de personería en el 
demandado. 

Que como queda dicho, la excepción de inhabilidad del título 
es inaceptable en el presente caso, y la de falsedad, que también 
alega Emparan, si bien está autorizada por la ley, no ha sido en 
manera alguna comprobada. 

La excepción de falsedad , en el juicio ejecutivo, no se refiere 
á la obligación sino al título con que se pide la ejecución al do- 
cumento^ que prima facte justifica el crédito que se cobra, una 
obligación puede existir legalmente sin constar en título algu- 
no que tenga aparejada ejecución, y á la inversa puede deman- 
darse ejecutivamente con un título verdadero, siendo, falsa la 
obligación. 

La falsedad del título no es otra cosa que la falsificación del 
documento con que se demanda ejecutivamente en el todo, 6 en 
parte principal. 

En el caso presente, el título, que es la boleta de foja 1, es 
auténtica, pero no sólo no se ha probado que sea falsificado, 
sino que los (xpedientes administrativos de que se ha hecho mé- 
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rito comprueban esa autenticidad. Considerando, en cuanto á la 
nulidad alegada por Emparan, que ésta sólo procede cuando en 
el procedimiento se han omitido las formalidades sustanciales 
del juicio, lo que no ocurre en el presente, en el que se han cnm- 
plido todas las que la ley prescribe en garantía de los derechos 
del demandado. Por estos fundamentos y disposiciones legales, 
y en conformidad á lo que preceptuad artículo 498 del Código 
de Procedimientos, fallo : no haciendo lugar á las excepciones 
opuestas por don JoséEmparan y ordenando en su consecuencia 
que se lleve adelante la ejecución hasta hacerse pago al acree- 
dor del capital reclamado, intereses y costas del juicio, á cuyo 
efecto se regulan los honorarios del doctor Lobos en 250 pesos, 
los del doctor Furnus en 500 y los del procurador Tárela en 
800. Así lo pronuncio, mando y firmo en Buenos Aires á 14 de 
Marzo de 1896. Desglósense bajo constancia las actuaciones 
corrientes de foja 81 á foja lOi, y devuélvanse con oficio al se- 
ñor Ministro de Hacienda . 

Inscríbase esta sentencia en el libro respectivo, y repóngase 
los sellos. 

A, S. Pizarra. 

Ante mí: 

Jacinto Fernandez, 



ACUERDO Y SENTENCIA DE LA CÁMARA DE APELACIONES 



En Buenos Aires, capital déla República Argentina, á 18 de 
Mayo de 1897, reunidos los señores vocales de la Exma. Ca- 
marade Apelaciones en lo civil en su sala de acuerdos, para cono- 
cer del recurso interpuesto en los autos seguidos por el fisco 
nacional contra Empalan, don José, sobre cobro ejecutivo de 
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pesos respecto de la sentenoia corriente á foja 140, el tribunal 
estableció la sigaiente cuestión : 

¿Es justa la sentencia de trance y remate de foja 140? Prac- 
ticado el sorteo resultó que la votación debía tener lugar en el 
orden siguiente: doctores G-ellj, Diaz y González del Solar. 

El señor vocal doctor Gelly dijo: 

Sin pronunciarme acerca de la limitación que en concepto del 
inferior debe darse á la excepción de falsedad, adhiero á las con- 
clusiones á que arriba, pues la misma falsedad alegada, única 
excepción que reposa en fundamentos controvertibles^ la reputo 
improcedente en el caso sub-judice. 

Se alega que la enunciación contenida en la boleta de foja 1 
haciéndolo aparecer al demandado como propietario de un 
Frontón gravado cun un fuerte impuesto fiscal por la ley de la 
materia, es falsa, porque el establecimiento industrial que explo- 
ta no es Frontón sino simplemente cancha cerrada de pelota, al 
que la ley no ha establecido impuesto alguno. La falsedad impu- 
tada á la boleta de foja 1 se hace consistir, como se ve, en una 
errónea ó arbitraria clasificación del establecimiento industrial 
que explota el demandado. 

Quiero suponer que exista ese error 6 arbitrariedad y pregun- 
to: ¿tienen facultad los tribunales para reveer las clasificaciones 
hechas por los funcionarios administrativos? Todas las leyes 
de patentes, desde 10 años atrás que he consultado, todas uni- 
formemente establecen un procedimiento especial, brevísimo, 
para determinar el impuesto que corresponde pagará las profe- 
siones é industrias gravadas por la misma ley. 

En primer lugar, empleados caracterizadas de la administra- 
ción de impuestos territoriales, hacen una clasificación general 
de las industrias, etc., dejando en cada casa clasificada la boleta 
respectiva. 

Como los clasificadores pueden incurrir en error, la ley prevé 
el caso creando al efecto jurados para entender en las reclama- 
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ciones contra las clasificaciones de los afaluadores oficiales, cu 
jus fallos son inapelables. 

Guando, como en el caso sub^judice la patente es fija, la re- 
damación no se hace ante el jurado, sino directamente á la Di- 
rección general de rentas (véase artículos i 4, 20, 23 y 26 de la 
ley de patentes correspondiente á 1895). 

Ahora bien, para la clasificación de la industria del deman- 
dado se ha seguido el procedimiento indicado^ y habiendo en- 
tonces el demandado juzgado, como ahora, que «1 avaluador 
había incurrido en error de clasificación, dirijió su reclamo & la 
Dirección general de rentas, la que después de minuciosas in- 
formaciones se expidió confirmando la clasificación tachada de 
errónea (véase expediente administrativo corriente de foja 81 á 
foja 102). 

Iniciada la presente ejecución, por cobro de la referida pa- 
tente, el demandado reproduce los mismos fundamentos alega- 
dos ante la Dirección general de rentas para sostener el error de 
la clasificación, lo que equivale á erigir á los tribunales en jue- 
ces de tercera instancia de su reclamación. 

Como no son los litigantes sino las leyes las que confieren ju- 
risdicción, y la de la materia no nos da semejante facultad, me 
parece obvio que aun cuando el error fuera evidente no podría- 
mos enmendarlo y que, en consecuencia, el recurso subsidiaria- 
mente interpuesto, por vía de excepción de falsedad, no es pro- 
cedente. 

Por estas consideraciones y demás pertinentes de la sentencia 
apelada, voto por la afirmativa. 

El señor vocal Diaz se adhirió al voto anterior. 

El señor vocal González del Solar dijo: que votaba también 
por la afirmativa reproduciendo los fundamentos de la sentencia 
y con respecto á la excepción de falsedad las opiniones que ha 
tenido oportunidad de sostener en diversos acuerdos del tribu- 
nal, concordantes con los del pronunciamiento apelado. 
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Con lo que terminó el acto, quedando acordada la siguiente 
sentencia. 

G0NZALE2 DEL SOLAR. — DÍAZ. — GBLLY. 



RBGURSO 



Buenos Aires, Junio 3 de 1897. 



Exma. Cámara de lo Civil : 



José Emparan, en la ejecacíon que me sigue el fisco nacio- 
nal por cobro de patente á la cancha Moreno, digo que : 

y. E. ha desconocido la ley orgánica municipal de NoTiem- 
brei^de 1882, que confiere á la municipalidad el derecho de 
imponer patente á las canchas de pelota, lo que implica el re- 
conocimiento de la patente nacional, constando el hecho de haber 
sido pagada la municipalidad y Y. E. ha desconocido la validez 
del titulo con que la municipalidad de la Capital impone paten- 
te á la cancha Moreno, haciendo procedente el recurso estable- 
cido en el artículo 14, incisos 1® y 3% de la ley de 14 de Setiem- 
bre de 1863. V. E. ha declarado otras veces que no procede sino 
únasela patente en estos negocios, ó la nacional ola municipal, 
no las dos, yo he pagado la municipal, porque la considero bien 
impuesta, mas no la nacional que la ley no establece. Si la mu- 
nicipalidad cobra una patente que Y. £. declara mal impuesta 
desde que acepta la procedencia de la patente nacional y Y, E. 
ha establecido la incompatibilidad conjunta de las dos, es evi- 
dente que Y. £. desconoce la validez del título con que la mu- 
nicipalidad me impuso y cobró la patente que consta en autos 
qae le pagué. 

Pudiera, tal vez, todo ello discutirse enjuicio ordinario, pero, 
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tras de que V. E. exige, por jurisprudencia corriente, para en- 
trar en jaicio ordinario, el depósito de toda la cantidad cuestio- 
nada y la importancia de la suma reclamada hace ilusoria, para 
mí tal garantía, se sabe que la Suprema Corte de Justicia na- 
cional no admite demandas contra las oficinas del gobierno, sin 
previo consentimiento del congreso y puede sostenerse que la 
sentencia de V. E. concluye la liti?. 

Es, en consecuencia, un caso típico de la procedencia del re- 
curso acordado en el artículo 14 de la ley de 14 de Setiembre de 
1863, incisos l®y 3", y vengo á interponerlo en tiempo y forma, 
rogando á Y. E. me lo conceda, elevando el expediente á la Su- 
prema Corte de justicia nacional en la forma de estilo. 

Será justicia. 

José Empavan. 



AUTO DE LA CÁMARA 



Buenos Aires, Junio 11 de 1897. 

Autos y vistos: No tratándose de ninguno de los casos com- 
prendidos en el artículo 14delaley de 14 de Setiembre de 1863, 
no ha lugar áia apelación que se interpone para ante la Supre- 
ma Corte de justicia de la Nación. 

Repóngase el sello. 

GONZÁLEZ DEL SOLAR. — GELLY. — DÍAZ. 
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VISTA DEL SSÑOR PROGURADOK GENERAL 

Buenos Aires, Agosto 27 de 1897. 

Suprema Corte : 

Los puntos controvertidos en estos aatos y resueltos en las 
sentencias, se refieren á la clasificación correspondiente á* un 
establecimiento de juego de pelota j á la aplicación del procedi- 
miento de aprc mió según la ley de patentes. 

Los puntas resueltos abrazan el hecho y los procedimientos 
para hacer efectivo el apremio, siendo la aplicación de la ley, 
una consecuencia nec(ftaria de la clasificación déla patente. 

No se desconoce la validez de la ley del Congreso y, al con- 
trario, se aplica estrictamente al hecho declarado. Aplicada la 
ley del Congreso sobre patentes, al hecho de la clasificación es- 
tablecida por autoridad competente, el recurso para ante Y. E. 
no se justifica ante ninguna de las prescripciones del artículo 
i4 de la ley de competencia nacional, de 14 de Setiembre de 
1863. Pido por ello á Y. £. se sirva declarar improcedente la 
queja traida por la denegación del auto de la Eima. Cámara 
a quo de foja 168. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 16 de 1898. 

Autos y vistos: Resultando que en la causa sólo se ha discu- 
tido la interpretación y aplicación de las leyes del Congreso 
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relativas al régimen y gobierno local de laCapitfil, sin que se 
haya puesto eo cuestión alguna cláasula de la Constitución á 
otras leyes de carácter general para la nación, en cuyo caso no 
procede el recurso autorizado por el artículo catorce de la ley de 
procedimientos y artículo noventa de la ley orgánica de los tri- 
bunales de la Capital, como lo tiene declarado la jurisprudencia 
de esta Suprema Corte. 

Foresto, y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
general, se declara bien denegado el recurso. 

Agregúense estas actuaciones al expediente remitido oomo 
informe y devuélvanse al tribunal de su origen, previa reposi- 
ción de sellos. 

BENJAUUf PAZ. — LUÍS V. VÁRELA. — 
ABEL RAZAN. — OCTAVIO BUN6B. — 
JUAN E. TORRENT . 



CAVIiA 1.x XII 



Don Tomás Reybaud contra el Banco Hipotecario de la pro^ 
viñeta de Buenos Aires; sobre rescisión de contrato de venta 
y cumplimiento de sentencia. 

Sumario. — i^ Después de depositado el precio por el com- 
prador, el vendedor no puede pedir la rescisión de la venta 
volviendo la señal v otro tanto de su valor. 
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2^ Tampoco puede pedirla después de haber sido condenado 
por cosa juzgada á cumplir el contrato. 



Caso. — Lo explica el 

Pallo del Jues Federal 

La Plata, Octubre 27 de 1897. 

Y vistos : Este incidente sobre ejecución de sentencia con- 
firmada por la Suprema Corte Nacional en los antos relativos á 
la demanda promovida contra el Banco Híputecario de esta pro- 
vincia, y de cuyos antecedentes resulta: 

1® Don Julián de Vargas, por el Banco Hipotecario, se pre- 
senta á foja 134, y expone: a) Que el contrato de venta, de 
cuya escrituración se trata, fué hecho con señal y arras ; de- 
clarado válido y eficaz el boleto de venta por resolución de ía 
Suprema Corte, venía á manifestar que el Banco optaba por la 
rescisión del contrato, basando finalmente su derecho par<i pro- 
ceder así, en el artículo 1202 del Código Civil; b) Suplica se de- 
clare rescindido el contrato de venta, y se mande entregar al 
comprador la seña á que se refiere el recibo adjunto (véase foja 
i26), con costas, si llegara & objetar ó resistir esta gestión ; c) 
Que la señal fué retirada por el actor, según consta en la Teso- 
rería del Banco» por lo que no estaba obligado á devolver sino 
una cantidad igual ó sea la que ha depositado en el Banco de 
la Nación (véase foja 124). 

2^ Corrido traslado, el doctor Argerich, por don Samuel An- 
drade, cesionario de Beybaud,áfoja 142, expone : a) Que según 
el escrito en traslado, el Banco manifiesta que optaba por la 
rescisión del contrato con arreglo á la disposición consignada 
en el artículo 1202 del Código Civil ; pero que esto era sencilla- 



318 FALLOS DE LA SüMMKlk CORTB 

mente absurdo, pues 9^nn el precepto contenido en el artícnlo 
i84 del men<Honado estatuto, los contratos que tuviesen por 
objeto ] a transmisión de bienes inmuebles en propiedad ó usu- 
fructo, 6 alguna obligación ó gravamen sobre los mismos, ó 
traspaso de derechos reales sobre inmuebles de otro, deben ser 
hechos en escritura pública, bajo pena de nulidad, con excep- 
ción de los que fueren celebrados en subasta pública; b) Que 
la contraparte arranca de un supuesto falso, i saber rque sien- 
do indispensable la escritura pública para la transmisión de 
bienes inmuebles, el arrepentimitinto de las partes debe consN 
derarse siempre posible, mientras la escriturado haya sido fir- 
mada^ puesto que en la emergencia sub-judice se discute el 
único caso en que la expresada forma instrumental no es nece- 
saria, pues se trata de una venta realizada en licitación pública, 
es decir, de una operación irrevocablemente consumada por el 
martiliero. Las escrituras á favor del dueño anterior, el boleto 
de compra-venta, el informe del martiliero dando cuenta del 
acto y el acta de la sesión del directorio que aprobó el remate, 
inscriptos en la oficina del ramo, constituyen á favor del sus- 
crito, suficiente títnio de propiedad ; c) Que el fundamento ca- 
pital de la condenación del Banco, en ambas instancias, fué, la 
aprobación del remate por su Directorio, mientras tanto era de 
la evidencia más rudimentaria, que si hubo momento legal en 
que el Banco Hipotecario pndo ejercer el derecho de optar en- 
tre la rescisión 6 el cumplimiento del contrato, fué anterior al 
decreto de aprobatoria de la venta ; d) Que uno de los hechos 
mejor establecidos en la causa, es, que la seña fué dada des- 
pues de perfeccionado el contrato y como garantía de su cum' 
plimiento en beneficio del vendedor. Que el documento exten- 
dido por el rematador y que el mismo Banco exhibe, demuestra 
que aquí no se tratade(5irra5enel sentido técnico jurídico del 
concepto, sino de una cantidad anticipada á cuenta de precio^ 
como mayor seguridad del cumplimiento del contrato respecto 
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del enajenante, y tan es asi, qae reservándose pn todos los ca- 
sos el Banco el derecho de aprobar óannlar los remates que Te- 
rifica, según viera convenirle á sus intereses, de nada le ser- 
virían, entonces, las facultades conexas con las arras, cuando 
en todos los casos, antes de aprobar el remate^ sus poderes al 
respecto son soberanos ; f) Que la seña, importe de diez 
mil quinientos pesos en cédulas, retirada por su representado, 
lo fué de completo acuerdo con el Directorio de 21 Abril de 1893^ 
de modo que el Banco pretende arrepentirse hoy, cuatro años 
después de restituidas expontáneamente las tituladas arras, y 
transformada por completo la naturaleza del convenio, que aun 
admitiendo que la entrega de los valores hubiese sidoá manera 
de seña, y no á cuenta de precio, es de toda evidencia que el 
Banco, al desprenderse de esos titules, admitiéndole un vale en 
su reemplazo^ renunció expresamente á todo reclamo sobre ul- 
teriores caducidades. Que en consecuencia de todo lo expuesto, 
pide, no se haga lugar, con expresa condenación en costas, al de- 
sistimiento que se formula, se intime al vencido el otorgamien- 
to de la escritura traslativa de dominio dentro del plazo fijado 
en la sentencia y bajo apercibimiento expreso de que, si así 
no lo hiciera, tal formalidad, en su rebeldía^ será cumplimen- 
tada por el juzgado. 

3^ Con estos antecedentes, el juzgado, á foja 148, y por pro- 
videncia de veinte y cuatro de Setiembre del corriente año 
llamó autos. 

Y considerando : 1^ Que la cuestión queda reducida en el pre- 
sente incidente á precisar si en efecto el artículo 1202 del Có- 
digo Civil, en el cual el Banco funda su derecho de rescisión 
es ó no aplicable al caso sub-judice, razón por la cual se hace 
necesario estudiar, ó mejor dicho, examinar cuál es el princi- 
pio que domina en materia de rescisión de los contratos, espe- 
cialmente en el de la compra-venta. 

S'' Que según el artículo 1141 del Código Civil, resulta lo 
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siguiente : En los contratos reales, el consentimiento de las par- 
tes no basta por sí solo para que aquéllos produzcan sus efectos 
propios, antes de quedar el contrato concluido por la entrega de 
la cosa objeto de él, cualquiera de las partes puede desistir de 
su promesa ó rescindir el contrato ya hecho, pero no con- 
cluido. En tal caso pueden las partes, para asegurar la existen- 
cia del contrato, estipular arras. Estas no harán variar los de- 
rechos de las partes, pero la libertad de arrepentirse está limi- 
tada por el pago de la pena 6 arras que se hubieran puesto, en 
el sentido de que, el que se arrepienta debe pagar su valor. Por 
lo mismo que las partes tienen derecho á desistir no se necesita 
que el pacto comisorio sea expreso. 

3^ Que en estos casos, tiene exacta aplicación el artículo 1202, 
Código Civil, pues que el objeto de las arras es asegurar el 
contrato, el cual no estando concluido, aunque las partes estén 
de acuerdo en su formación, pueden desistir de él y en tal 
caso al que desiste se le sujeta á la pena. Pero otra cosa sucede 
en los contratos consensúales, como es el de compra-venta, y 
el que produce sus efectos desde que las partes han concjrrido 
en la cosa y su precio, salvo lo que se dispone respecto á la 
forma de venta de inmuebles (art. i 185 y H87), á las partes no 
les es permitido arrepentirse, porque, como dice el doctor Yelez, 
los contratos son hechos para cumplirse y no por mera fórmula. 
De suerte que el vínculo contraído por un contrato concluido 
liga tanto á las partes que una de ellas no puede desistir sin 
el consentimiento de la otra, ni aún ofreciéndose á satisfacer 
los daños y perjuicios (art. 631). Este principio lo vemos repe- 
tido sin excepción en varios artículos del Código (art. 658, 1432 
y 1204, Código Civil). 

4** Que examinados así estos principios generales, nos en- 
contramos que, cuando el artículo 1202 habla de señal dada 
para asegurar el contrato ó su existencia, sólo ha querido in- 
dicar, los efectos que produce la demanda de arrepentimiento 
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en los contratos, pero de ningún modo, que esa clánsnla vaya 
subentendida. Además^ debe distinguirse en el sub-judice, j 
esto es lo fundamental, si la seña ha sido dada á cuenta de 
precio, y como principio de ejecución del contrato, ó como seña á 
perder,en caso de arrepentirse á este respecto, basta el solo hecho 
de leer el boleto de foja i30, el cual eñ sn parte in fine dice : 
€ La Tesorería recibirá esta suma como depósito especiálj para 
incluirla, a^l que se verifique la entrega del importe de la 
venta, según lo estipulado en e/¿o/e¿o», para convencerse de que 
lo dado ha sido á cuenta de precio y como principio de ejecu- 
ción del contrato, como mayor seguridad para el enajenante, 
pues consta de autos que la seña fué dada después de perfec- 
cionado el contrato por la oferta del martiliero y aceptación del 
postor . 

5^ Que en este concepto no puede prosperar la rescisión pre- 
tendida por el Banco y. en virtud alo dispuesto en los artícu- 
los de nuestro Código que hemos citado anteriormente. El le- 
gislador ha seguido en esta parte, separándose del derecho ro- 
mano y del Código Francés y aún de la ley de partidas, acep- 
tando la opinión de Aubry y Rau; veamos los que estos au- 
tores dicen en la nota 37 al párrafo 349 : > Por lo que respecta, 
dicen, á la distinción que debe establecerse entre las arras y las 
sumas pagadas á cuenta deprecio, se debe en general, para 
solucionar esta cuestión de hecho, atenerse á las reglas siguien- 
tes: 1* una suma entregada por el vendedor al comprador, debe 
considerarse que constituye arras, sea que se trate de una pro- 
mesa de venta, ó de una venta actual; 2*^ lo mismo se conside- 
rará la suma entregada por el comprador al vendedor, con mo- 
tivo de una promesa de venta, ó de una venta bajo condición 
suspensiva ; 3* una suma dada por el comprador al vendedor con 
motivo de una venta pura y simple de un inmueble, debe consi- 
derarse que es dada como pago d cuenta, más que como arras. 
La suposición contraria no podrá admitirse sino en los casos 

T. LXXII 21 
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en qae el precio sea pagadero á plazos, y en el qae las partes 
hubieren coavenido hacer constar la venta por escrito, y aún 
en este caso no se debía hacer con facilidad esta suposición». 

6® Que como se ve, los jurisconsultos citados están muy le- 
jos de considerar lisa y llanamente que la entregado una canti- 
dad de dinero hecha por el comprador al vendedor, antes ó des- 
pués de perfeccionado el contrato, importe siempre arras, por el 
contrario, en la regla ya citada, dicen que en la duda debe con- 
siderarse que lo dado fué á cuenta de precio, y esto porque el 
contrato accesorio de arras ó cláusula de arrepentimiento, que 
es lo mismo, á que se refiere nuestro artículo i202, nunca se 
supone, para que valga tiene que ser expresa, de donde se de- 
duce que la interpretación más en armonía con esta doctrina, 
en lo que respecta á este artículo es la siguiente : si se hubiera 
dado una señal para asegurar el contrato ó su cumplimiento, 
quien la dio puedo arrepentirse ó puede dejar de cumplirlo 
perdiendo la señal, se entenderá que lo dado escomo señal, si 
se trata del contrato de compra-venta, cuando el que la da 
es el vendedor, 6 cuando dándola el comprador la venta es á pla- 
nos, ó cuando se ha estipulado que el contrato no valdría si no 
se reducía á escritura pública. En los demás casos, sólo se en- 
tenderá que lo dado es como seña, cuando expresamente las par- 
tes han estipulado la cláusula de arrepentimiento. 

Fot estas consideraciones y disposiciones legales citadas, 
argumentos aducidos en el escrito de foja i4i á foja 147, 
que este juzgado reproduce en lo pertinente, fallo : no hacien- 
do lugar á la rescisión del contrato de compra-venta, con costas, 
y mandando escriturar la propiedad objeto del presente juicio, 
en el término de diez días contados desde la notificación de la 
presente. Notifíquese y repóngase las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 
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Pall# de la BupreMia Corte 

Buenos Aires, Abril 16 de 18d8. 

Vistos : Atenta la naturaleza de la cansa, no ha lugar á lo 
pedido en el escrito de foja ciento noventa y seis, sobre término 
para expresar agravios ; 

Y resultando de autos : Que por la sentencia ejecutoriada de 
esta Saprema Corte, de foja noventa y seis, se condenó al Banco 
Hipotecario de la provincia de Buenos Aires, al cumplimiento del 
contrato de venta celebrado en remate con don Tomás Beybaud, 
de la propiedad á que éste se refiere en su demanda de foja pri- 
mera, que habiéndose mandado cumplir por el inferior esa sen- 
tencia, don Juan Manuel Andrade, como cesionario de los 
derechos del comprador, depositó en el Banco de la Nación, á 
disposición del juez de la causa, el precio que se adeudaba 
del remate, pidiendo que se ordenase al Banco, en cumpli- 
miento de la sentencia, que le otorgue la correspondiente es- 
critura y, en su defecto, que el juzgado se la otorgase á su 
nombre. 

Que en el mismo día y dos horas después de deducida por 
Andrade la petición mencionada, el apoderado del Banco se pre- 
sentó al juzgado, exponiendo : que en cumplimiento de instruc- 
ciones de su mandante, optaba por la remisión del contrato por 
haberse estipulado arras en él, según lo acreditaba el boleto 
respectivo ; y habiendo resuelto hacer uso del derecho que le 
acordaba' en ese sentido el artículo mil doscientos dos del Có- 
digo Civil^ pedía se declarase rescindido el contrato de venta, 
mandando entregar al comprador la cantidad á que se refería 
el recibo del Banco de la Nación que acompañaba, cantidad que 
era la seña estipulada y que el comprador había retirado de 
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la Tesorería del Banco, sega n su recibo de foja ciento veinte 
y seis, por ló qne no estaba obligado á devolver, sino nna can- 
tidad igual. Que snstanoiadaesta solicitud con un traslado al ce- 
sionario Andrade v habiéndose éste opuesto á su admisión, fué 
ella rechazada, con costas, por el auto apelado de foja ciento se- 
tenta y siete. 

Y considerando : Que si es verdad que en la venta de la pro- 
piedad rematada se estipuló una seña del valor de la cantidad 
que ha depositado el representante del Banco, no es menos cier- 
to también, que entregada por el comprador la señal convenida 
y después de haber ingresado á la Tesorería del Banco, le fué 
ella devuelta, según lo reconoce el recurrente y lo acredita el 
recibo que acompaña, debiendo agregarse, que por el importe 
del precio adeudado del remate que debía oblar también en la 
misma Tesorería se le admitió un vale por el cual se obligaba 
á pagar dicho precio. Que importando la devolución de la seña 
dejar sin efecto en el contrato de venta lo estipulado á su 
respecto, es claro que el Banco, después de tal hecho, no ha 
podido invocar la disposición del artículo mil doscientos dos del 
Código Civil. Que aun cuando así no fuese y se admitiera qne 
el hecho de la devolución de la seña en nada afectaba lo 
estipulado sobre la materia, es evidente que el Banco tam- 
poco podía invocar esa defensa en el estado actual de la causa, 
después de no haber hecho uso de ella en el juicio ordinario 
que le promovió el comprador para que le escriture la venta qne 
le hizo y cuando ha sido ya condenado por sentencia ejecuto- 
riada á otorgar dicha escritura, porque admitir tal defensa 
sería levantar el sello de la cosa juzgada y hacer interminable el 
litigio contra toda conveniencia y razón de orden público, como 
sucedería si fuese permitido escalonar en nuevos pleitos las 
diferentes defensas ó excepciones que deben hacerse valer en 
un sólo litigio. Que, finalmente, y aparte de estas conside- 
raciones, el Banco no ha podido invocar la disposición del ar- 
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tioalo mil doscientos dos del Código ya citado, después qae se 
ha consignado el precio del inmueble Tendido, como ha sucedido 
aquí, quedando de ese modo no sólo asegurado^ sino cumplido 
el contrato de Tenta con lo que deja ya de tener objeto y razón 
de ser la estipulacioni relativa á arras, como lo declaró esta Su- 
prema Corte en la sentencia que se registra en el tomo sesenta 
y cinco página trescientas doce de sus fallos. 

Por estos fundamentos y concordantes del auto apelado de 
foja ciento setenta y dos, se confirma éste, con costas. Repues- 
tos los sellos, deruélvanse, pudiendo notificarse con el original. 

BENJAIUN PAZ. — ABEL BAZAN. 
—OCTAVIO BUNGE. ~ JUAN fi. 
TORRENT. 



CAVilA liXJCIII 



Breves Pontificios, sobre institiicion de los obispos de La Plata, 
Santa Fe, Tucuman, Paraná y Salta ; sobre pase 



YISTK DEL SBllOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Abril 15 de 1898. 

Suprema Corte : 

La ley número 2246 autorizó al Poder Ejecutivo para proceder 
por los trámites civiles y canónicos á la creación de tres nuevas 
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diócesis. La creación de las diócesis, con determinación de 
sus circunscripciones jurisdiccionales fué comunicada por bula 
de S. S. á la que el Poder Ejecutivo acordó el pase correspon* 
diente. 

Consecuente con aquellos antecedentes el mismo Poder Eje- 
cutivo autorizó la misión especial del ministro plenipotenciario 
argentino en Alemania, señor Calvo, cerca de S. S., para la ins- 
titución de los obispos propuestos. 

Es á esos obispos propuestos que se refiere el nombramiento 
ó institución que relacionan los breves que Y. E. se sirve pasar 
á mi dictamen. 

En otras ocasiones la institución de obispos se hizo por Bola 
Pontificia. Pero el Breve Apostólico esta vez adoptado, difiere 
de aquella sólo en la forma, siendo igual en sus efectos, según 
común doctrina de los canonistas. 

Aun cuando en los breves de Su Santidad se consignan fór- 
mulas generales que contenían también las bulas referentes á la 
institución de obispos, esas fórmulas concernientes al privati- 
vo derecho de institución invocado por la Santa Sede, no afec- 
tan ni comprometen el de presentación en ejercicio del derecho 
de Patronato, que atribuyo al Presidente de la República el in- 
ciso 8^ del artículo 67 de la constitución nacional. Opino por 
ello, que ni la prescripción contenida en aquella cláusula cons- 
titucional, ni otra alguna de las leyes de la República, se oponen 
al pase de los breves pontificios, de institución de los obispos 
presentados al efecto por el Poder Ejecutivo de la nación. 



Sabiniano Kier. 
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Acuerdo de la Saprema Corte 



Buenos Aires, Abril 16 de 1898. 

De conformidad con el dictamen del señor Procurador gene- 
ral y con las reservas correspondientes al Patronato nacional, 
la Corte Suprema de Justicia Federal presta el acuerdo que la 
Constitución exige para que el Pr^esidende de la república conceda 
pase de los cinco breves expedidos por Su Santidad León XIII 
en Roma, el día ocho de Febrero del corriente año, instituyendo 
respectivamente á los siguientes obispos: De La Plata, Mon* 
señor doctor don Mariano Antonio Espinosa; de Santa Fe, 
Monseñor doctor Juan Agustín Boneo ; de Tucumán, doctor 
Pablo Padilla; del Paraná. Monseñor doctor Rosendo de la Las- 
tra ; y de Salta, Presbítero doctor Matías Linares, todos elegí- 
dos por el Gobierno de la República Argentina y presentados en 
forma al Sumo Pontífice para los expresados cargos. Devuél- 
vase en consecuencia este expediente con el correspondiente 
oficio. 

BENJAMÍN PAZ. —LUIS Y. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BÜN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA liXXIir 



Don Roque Schiaffino, sobre recurso de habeos corpus 

Sumario. — No procede el recurso de habeos corpus coatra la 
detención ordenada por jaez compétente. 



« 



INFORME 

Señor Juez : 

Con fecha 25 de Febrero del corriente año se recibió en se* 
cretaría del Bosario de Santa Fe un exhorto del señor jaez de 
i* instancia doctor don Bamon Contreras en los autos segui- 
dos por el cónsal don Simón A. de Santa Craz y don Boque 
Schiaffino sobre mensura, solicitand.o que se le intimase á éste 
último la entrega de dichos autos que conservaba indebidamente 
en su poder, y en caso qae se negase á ello se procediera á su 
arresto. 

Que habiéndose hecho dicha intimación por el oficial de jus- 
ticia del juzgado, el señor Schiaffino manifestó que no podía 
hacer entrega del expediente porque le había sido robado y en 
yistade esto fué constituido en arresto. 

£1 mencionado exhorto fué devuelto al juzgado de su proce- 
dencia con fecha nueve del corriente mes y año. 

Ayer se recibió un exhorto telegráfico del señor juez de la ex- 
presada ciudad del Bosario de Santa Fe, doctor don Julián Paz, 
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solioitando se le intime nuevamente á don Boque Sohiaffino la 
entrega del expediente, y en caso de que no lo verifique sea re- 
mitido á disposición de aquel juzgado. Dejando así cumplido lo 
ordenado por Y . S. espido el presente informe que sello y fir- 
mo en Buenos Aires á 15 de Marzo de 1898. 

Jacinto Fernandez. 



TISTA DEL SEftOR PROCURADOR FISCAL 



Buenos Aires, Marzo de 1898. 

Señor Juez : 

Procediendo á la orden de arresto de que reclama el recurren- 
te, de juez competente para dictarla, Y. S., de acuerdo con el ar- 
ticulo 621 del Código de Procedimientos Penal, debe rechazar 
el presente recurso en las condiciones del artículo 644 del mis- 
mo Código. 

J. BoteL 



Fallo del Juem Fedeml 



Buenos Aires, Marzo 17 de 1898. 

Autos 7 vistos : Resultando del informe expedido por el señor 
juez doctor Ponce j Gómez, que la prisión de don Boque Schia- 
ffino fué ordenada á requisición del señor juez de 1* instancia de 
la ciudad del Rosario, doctor Ramón Contreras. 

Que siendo éste el juez de la causa j tratándose de una re* 
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quisitoria presentada en nso de facultades expresas qae la ley 
acuerda al joezque entiende en an litigio^ á fin de compeler á 
aquellos que se alcen contra sus resoluciones, ella es procedente* 

Que en tal concepto, es perfectamente legal la orden de pri- 
sión dictada contra Schiaffino, por emanar de juez competente, 
y el amparo de la libertad que se deduce no procede, de acuerdo 
con lo dispuesto en el artículo 635 del Código de Procedimien- 
tos en materia criminal. 

Por estos fundamentos, no se hace lugar, con costas, al recurso 
interpuesto en favor deldeteniio Schiaffino. Hágase saber con 
el original y, repuestos que sean los sellos, archívese. 

Gervasio F. Granel. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 31 de 1898. 

Suprema Corte: 

Sí el mandato de arresto, por resistencia á la devolución de 
un expediente de mensura, que se dice robado, fuese injusta, la 
parte perjudicada ha podido usar de los recursos legales para la 
reparación del agravio. Pero habiendo sido dictado aquel man- 
dato por el juez de la causa que es competente para el acto de 
jurisdicción ejercido en el caso, el recurso de habeos corptis, no 
procede, con sujeción á las prescripciones del Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal á que se reñere el auto recurrido de 
foja 6 vuelta. Pido por elloá Y. E. se sirva confirmarlo por sus 
fundamentos. 

Sabiniano Kier. 
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Palla de la Suprama Corte 



Buenos Aires» Abril 19 de 1898. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procnrador general y por sus fundamentos se confirma, con 
costas, el auto apelado de foja seis vuelta. Bepuestos los sellos, 
devuélTanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUN6B.— JUAN B. TO- 
RRENT. 



CAUSA liX^VY 



Don Ventura Lynch contra don Miguel Cano ; sobre repetición 

de pago indebido 



Sumario. —i^La cláosala de t;a/or rectfrtV/o puesta en una 
letra de cambio, prueba que la cansa de la obligación en ella 
contenida es un préstamo. 

2® Si se ha seguido un pleito entre uno de los codeudores 
solidarios y el acreedor de la letra, la resolución que en él se 
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haya dictado con referencia al valor de ésta, afecta la acción 
que el otro co-deador solidario entable para repetir el im- 
porte pagado de la letra, fandándose en que la causa de la obli- 
gación de ésta nu es un préstamo, sino una fianza. 



Caso. — Lo explica el 



Salto del Jíues Fedeml 



Buenos Aires, Abril 20 de 1896. 

Vistos : Estos autos seguidos por don Ventura Lynch, contra 
don Miguel Cano, por cobro de pesos, resulta : 

i^ Que á foja.. .se presenta don Juan Osuna en representación 
del señor Lynch, exponiendo : Que don Miguel Cano, titulándose 
propietario de una zona de terreno en el Chaco, celebró un con- 
trato con don Carlos Ladrón de Guevara para la colonización 
de ella, constituyéndose sú representado fiador solidario del 
señor Guevara para el caso de que éste no cumpliere sus obli- 
gaciones. 

Que en pago de los materiales, herramientas, comesti- 
bles, carbón elaborado y á elaborarse que por el artículo S*^ 
de este contrato debía recibir Guevara de Cano, no siendo co« 
mo se expresa en ella, por un valor recibido en cuenta. 

Que no habiendo cumplido el contrato por haber resultado no 
ser el señor Cano propietario de esa concesión de tierra ni tener 
autorización del superior gobierno nacional para elaborar car- 
bón, Guevara no recibió de aquél las herramientas, comesti- 
bles y el carbón, cuyo precio era la letra de 8000 pesos firma- 
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da por el señor Lynch como girante, no obstante lo cual el se- 
ñor Gano demandó ejecntívamente á sa representando por el 
valor de esa letra ante el juzgado del doctor Fejret, ácnyo pa- 
go fué condenado, por todo lo caal y usando del derecho que 
le acuerda el artícnlo 295 de la ley nacional de procedimien- 
tos, demanda al señor Miguel Cano por devolución de i i. 300 
pesos moneda nacional, costas y gastos que ha pagado en di- 
cho juicio. 

2^ Que corrido traslado, se contestó la demanda, oponiéndose 
la excepción de cosa juzgada y negándose al mismo tiempo la 
exactitud de los hechos referidos y las aserciones contenidas 
en aquella. 

3*^ Que abierta la causa á prueba se ha producido la que ex- 
presa el certificado de foja 89. 

Y considerando : i^ Que á dos se reducen las cuestiones á re- 
solverse en el caso : la primera, la existencia ó inexistencia de 
la cosa juzgada; la segunda, si la causa de la obligación conte- 
nida en la letra cuya repetición se demanda es el contrato de 
cambio como en la misma se expresa ó si, por el contrario, eíla 
tiene por cansa la garantía del cumplimiento de las obligacio- 
nes impuestas por el contrato de la referencia al seiiorG-uevara, 
como lo sostiene el actor. 

2* Que aun cuando la cosa juzgada como excepción perentoria 
no existe en la ley nacional de procedimientos, es de derecho 
que debe admitírsela en ese carácter, según lo tiene resuelto la 
Suprema Corte, como medio de garantir la estabilidad de los de- 
rechos de la sociedad. 

3<^ Que para que haya cosa juzgada es menester que concu- 
rran los requisitos indispensables de identidad de objeto ó ac- 
ción, identidad de causa é identidad de personas y calidades, 
uno solo de los cuales que falte basta para que la excepción no 
prospere, por lo que es del caso examinar cada uno de ellos para 
la más acertada resolución en materia tan delicada. 
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4** Identidad de objeto ó acción : En el juicio ordinario ini- 
ciado por don Miguel Cano contra don Carlos Ladrón de Gue- 
vara por cumplimiento del contrato, cuyo testimonio corre agre- 
gado á estos autos á foja 72, éste Gontrademandó á Gano á fin 
de que se declarara nulo ese contrato, se le condenara al pago de 
los daños y perjuicios, y finalmente, para que el juzgado decla- 
rara de ningún efecto ni Talor las letras suscritas por Guevara, 
como parte del precio del carbón elaborado en la Colonia, por 
ser también ilícita su causa, c habiendo fallado el señor juez de 
conformidad á lo pedido en la contrademanda, con excepción á 
lo referente á las letras, sobre lo que resolvió no haciendo lu- 
gar á lo pedido, 6 lo que es lo mismo, absolviendo :i Cano » 
(testimonio de foja 83 y foja 84). Como se ve, el señorGuevara, 
una de las partes en el contrato, involucró en la contrademanda 
de un pleito en que el señor Lynch no figuraba, pues sólo era 
fiador del cumplimiento de aquel, la cuestión referente á las 
letras en laque era deudor solidario. Se pregunta : ¿ el mandato 
recíproco que la solidaridad en las deudas, confiere á cada uno 
de los deudores para representarse en las demandas ó acciones 
que los acreedores les inicien por el pago de ellas, autorizaba 
al señor Guevara para involucrar la cuestión sobre validez ó 
nulidad de las obligaciones que las letras les imponían á am- 
bos en una contrademanda que tenía por objeto, así como la 
demanda misma, un asunto en el que el señor Lynch era sim- 
plemente fiador y no obligado principal y hacer que lo resuel* 
to en ese pleito tuviese para éste el efecto de la cosa juz- 
gada? En caso afirmativo, ¿ cuál era el alcance de esa resolu- 
ción ? 

Tales son las cuestiones que este primer requisito ofrece. Con- 
siderándolo aisladamente y sin relación al segundo, ó sea la 
identidad de causa, es indudable que la acción que ahora se de- 
duce no es idéntica á la contenida en la contrademanda, si se 
tiene presente que en ésta se pedía se declarara de ningún va- 



DE JUSTICIA NACIONAL 335 

lor ni efecto dichas letras, y la actual tiene por objeto repetir 
lo pagado; en el primer juicio se intentaba hacer declarar sin 
yalor nn documento, haciendo uso de un recnrso de aplicación 
general, y en éste recuperar en juicio ordinario lo pedido en el 
ejecotiyo, ejerciendo el recurso que le acuerda el artículo 295 
de la ley nacional de procedimientos, diferencia que resalta más 
coando se examina el valor y alcance de la resolución en que se 
funda la excepción. 

Efectivamente, ella dice : c Fallo declarando nulo el contra- 
to de foja 1, no haciendo lugar al pedido referente á las letras 
suscritas por Guevara, ó lo que es lo mismo absolviendo á Cano ». 

¿ Esto quiere decir que Guevara debe pagar el valor de las 
letras? De ningún modo, pues la demanda no tenia por objeto 
el pago de ellas, la frase 6 lo que es lo mismo, absolviendo d 
Cano, demuestra á las claras, que el juez no ha tenido inten- 
ción de declararlas de legítimo abono, pues á ser así no se hu- 
biera servido de esa expresión, en la que aparece absuelto Cano, 
como sise le hubiera demandado, cuando en realidad era una 
declaración lo que pedía Guevara. 

Para aclarar mejor el concepto, supóngase que el juez hu- 
biera resuelto lo contrario, es decir, haciendo lugar i lo pedido 
y condenando á Cano, ¿cuál sería el alcance y valor de ella? 
¿Perdería Cano su derecho de demandar ejecutivamente el 
pago de esas letras y quedaría condenado á no iniciar ni aun 
siquiera juicio ordinario? Absolutamente, ella sólo alcanza á es* 
tablecer que aquellas conserven el valor que tales documentos 
tienen, sin añadirles ni quitarles sus fuerzas, ni modificar su 
naturaleza, es decir, á declarar que ellas son letras válidas, con 
el efecto que por su carácter las leyes les exigen : en una pala- 
bra, esa resolución no amenguó el valor jurídico de esos docu- 
mentos, y los dejó tales cuales eran ; pero tampoco puede tener 
el alcance de suprimir todo un posible juicio, con sus dos ins- 
tancias, para lo cual sería menester suponer que ella ha podido 
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cambiar sastaacial mente la naturaleza de aqaellos docamen- 
tos, aumentándoles su eficacia jurídica, de tal modo y á tal 
panto que no admita el juicio ordinario que la ley de procedi- 
mientos autoriza iniciar al vencido en juicio ejecutivo. 

¿En el juicio ejecutivo hubiera podido el ejecutado señor 
Lynch oponer la excepción de cosa juzgada, siempre en el su- 
puesto de una resolución contraria? De ninguna manera, pues 
en este juicio no son admisibles otras excepciones que las expre- 
samente enumeradas por el artículo 488 del Código de Procedi- 
mientos para la capital, de lo que resultaría que á pesar de 
haber resuelto el juez en el primer pleito, que las letras no tienen 
valor alguno, el deudor podría ser ejecutado, lo que pone de 
manifiéstela desventajosa y diversa situación en que se hallaría 
colocado el deudor, según el sentido del fallo. 

Ganando Ganóla cuestión, como la ha ganado, no se le dis- 
cute su derecho á ejecutar al señor Lynch ; perdiéndola tam- 
poco^ y como no hay otra excepción en el juicio ejecutivo^ ven- 
ce en él y recien en el ordinario podrá oponérsele la cosa juzga- 
da: resultado de esto, que en todos los casos serían ejecutables 
los firmantes de las letras. 

En el supuesto deque ambos juicios tuviesen idéntico objeto 
ó acción, ¿cuál sería el alcance de la sentencia invocada res- 
pecto del señor Lynch como medio de destruir la presente ac- 
ción. 

Para resolver esto es necesario examinar la cuestión plantea- 
da más arriba, referente al mandato recíproco que ejercen los 
deudores solidarios, cuestión que se roza con el tercer requisito 
en lo que respecta á las calidades de las personas. 

Es de derecho que el carácter solidario de una deuda les fu- 
calta para representarse los unos á los otros en los juicios 6 
acciones que sus acreedores inicien tendentes á exigirles el pago 
de ellas, de tal suerte que lo resuelto respecto de unos obliga 
á los otros aun cuando no hayan intervenido en ellos, siendo 
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en virtud de esa mútaa y tácita representación que produce sus 
efectos la solidaridad. 

Ahora bien, cuando Guevara contrademandó á Cano para 
que se declarara sin ningún valor las letras firmadas por él y 
Lynch, ¿ejercía esta representación? ¿ desempeñaba el manda- 
to que su solidaridad en lu deuda con éste le confería, dentro 
de los límites que el derecho establece? 

Es evidente que la resolución de aquel juez sobre lo principal 
de la demanda y contrademanda, es decir, sobre la validez ó nu- 
lidad del contrato afectaba á Lynch en su carácter de fiador, 
desde que, en defecto de Guevara, él debería cumplir las obliga- 
ciones que el contrato imponía á éste, mas no así en lo que se 
refiere al valor ó eficacia jurídica de esos documentos, que ve- 
nia á ser una cuestión incidental, pues que al solicitar se los 
declarara de ningún valor lo hacía no en su carácter de deudor 
6 firmante de dichas letras sino en el de comprador de las he- 
rramientas y carbón á cuyo pago se dice respondían, á fin de 
que no se le obligara á pagar una cosa que no iba á recibir. 

Así, pues, Guevara se excedió en los límites del mandato al 
involucrar en la contrademanda una acción que sólo podía ejer- 
citarla cuando se tratara de contestar el derecho del acreedor 
y esto en su carácter de codeudor y de ninguna manera como 
lo ha hecho de principal obligado en el contrato. De lo que re- 
sulta que no existe identidad de objeto ó acción, ni iden- 
tidad de calidades en las personas entre el presente juicio y el 
que se invoca como pasado en autoridad de cosa juzgada. 

Establecido esto, no hay objeto ya en entrar á considerar si 
concurren ó no los requisitos de identidad de causa y de per- 
sonas, desde que, como lo enseñan todos los autores en la ma- 
teria. Marcado entre otros, y la jurisprudencia universal, no 
hay cosa juzgada cuando falta uno solo de dichos elementos. 

5** No pudiendo prosperar esta excepción, es del caso estudiar 
la segunda cuestión planteada en el primer considerando, á sa- 

T. LXXII 22 
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ber : Si la obligación contenida en la letra cuya repetición se 
demanda es el contrato de cambio como en la misma so eipresa, 
6, por el contrario, ella tiene por causa la garantía del cum- 
plimiento de las obligaciones impfiestas por el contrato de la re- 
ferencia al señor Guevara, como lo sostiene el actor ; j á cuyo 
fin tiende toda su prueba. 

La letra con que se siguió el juicio ejecntivo se tuvo por re- 
conocida por auto de foja 13 del expediente € don Mignel Cano 
contra don Ventura Lynch, por cobro de pesos », mandado agre- 
gar como parte de prueba, reconocimiento que le equiparó á 
los documentos públicos, cuyas constancias sólo pueden ser de- 
terminadas ó modificadas en la forma establecida por la ley 
(artículos 1026, 993 y 996 del Código Civil). 

Así, pues, la enunciación de valor recibido, contenida en ella 
y que acusa como su origen un contrato de cambio^ hace plena 
prueba á ese respecto, además de que si no fuere bastante la 
declaración jndicial por haber sido hecha en juicio ejecutivo, el 
mismo demandante confiesa y reconoce haberla firmado, si bien 
negando el texto en la parte que se refiere á la causa de la deu- 
da, lo que, Según los artículos 1026 y 28 del Código citado, lo 
coloca en el caso de probar lo que afirma de un modo que des- 
truya la fuerza de ese instrumento público. 

Analizemos la prueba rendida por el actor, á quien incumbe 
elonusprobandiie que la referida letra es una nueva garantía 
del cumplimiento del contrato de la referencia y no el resultado 
de un contrato de cambio. 

a) Las posiciones absueltas por el demandado á fojas 50 y 
51, que en defecto de otro documento de la fuerza probatoria 
de aquella sería el único medio de comprobar las aserciones del 
demandante, no lo consiguen, pues en ellas elabsolvente niega 
uniforme y categóricamente el origen que le atribnye el actor, 
afirmando siempre, por el contrario, habérsele dado esos docu- 
mentos en virtud de un préstamo hecho por él á los señores 
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Lynch y Guevara ; y si bien precisado á decir en presencia de 
qué personas entregó ese dinero^ no ha dado los nombres de 
ellos, esto no constituye ana prueba en contra de lo que afirma, 
pues que la realidud del hecho, que es lo que estaba obligado á 
OTidenciar, lo está por la enunciación de valor recibido conté* f 
nida en la letra, cuya significación no está en tela de juicio; 

b) La declaración del testigo señor Calrino, el escribano ante 
quien pasó la escritura del contrato, que si bien única podría 
ser de importancia por aquel motivo, no ofrece elementos de 
juicio, desde que en ella sólo manifiesta, en lo que se refiere & 
las letras, que recuerda que Lynch le habló de ellas (foja 46); 

c) La protesta corriente á foja 57 no prueba lo que sostiene 
el actor, siendo como es un acto unilateral que no establece vin- 
culación de derecho, medida de carácter precautorio que servi- 
ría para salvar derechos indiscutibles, garantir acciones de da- 
ños y perjuicios ó ponerse á cubierto de ellos, que no tiene la 
eficacia de probar, la verdad 6 existencia del hecho, como acon- 
tece con la presente; 

d) El informe de la oficina de Tierras y Colonias no ofrece 
6 proporciona elementos de juicio, pues sólo se refiere asi Cano 
era ó no concesionario ó propietario de la zona de terreno cuya 
explotación constituía el objeto del contrato, cuestión que no 
se discute en este pleito y que se ventitó ya en el juicio de que 
arranca el demandado la excepción de cosa juzgada. 

&> Hasta aquí las diversas diligencias y piezas probatorias 
producidas por el actor ; como se ve ninguna de ellas desanto- 
riza la afirmación del demandado basada en el texto de la letra, 
y aun cuando su posición favorable de tal, que niega tos hechos 
en que se fúndala demanda, afirmando tan sólo uno comproba- 
do por el mismo documento materia del pleito, lo excusaría adu- 
cir más pruebas, conviene analizar la que produce, á fin de ale- 
jar la menor duda que quedare sobre la justicia del fallo. 
El testimonio de la escritura de sociedad corriente á foja 72, 
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que las pretensiones del actor, parecen lógicamente indicarla 
como parte de su prueba, pone de manifiesto que en el contra- 
to no se mencionan para nada las letras qne se dicen firmadas 
como una nueva garantía de su cumplimiento y como parte del 
precio de los materiales, herramientas, carbón, etc., qne por 
la cláusula octava cede Cano á G-uevara, no siendo atendible la 
razón dada por el demandaote del porqué deesa omisión, no 
sólo por ser dicha cláusula una de las más importantes del 
mibmo, que enrolvía otro contrato de compra-venta, cuyo pre- 
cio se entregaba en documentos firmados en el acto, según se 
sostiene, sino también, y esto no es lo menos original, porque 
por esos documentos se declaraba deudor e! señor Lynch por 
obligaciones que á él no le alcanzaban sino como fiador del cum- 
plimiento del contrato principal. 

Esta prueba, no por ser negativa es menos concluyente, dada 
la naturaleza de esta causa y la posición de las partes en las 
mismas. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten, y las con- 
cordantes de los escritos de fojas 25 y 98, definitivamente juz- 
gando fallo, absolviendo de la demanda á don Miguel Cano, sin 
especial condenación en costas. 

Notifíquese el original y repónganse las fojas. 

Juan del Campillo. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 19 de 1898. 

Yistos : Por sus fundamentos en lo que se refiere á la se- 
gunda cuestión planteada en la sentencia, y considerando ade- 
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más, qae la resolución prona ncíada en el juicio entre Gano y 
Guevara, en lo que respecta al ralor de las letras que ha moti- 
vado el asunto ejecutivo de Cano contra Lynch y el que se si- 
gue al presente por Lynch contra Cano, afecta de un modo di- 
recto á las cuestiones en que el expresado Lynch funda su ac- 
ción, de tal suerte que la admisión de las pretensiones de Lynch 
importaría aniquilar el efecto de la resolución recordada, pues 
que el litigio, en los dos casos, versa sobre la causa de la obli- 
gación contenida en la letra cuya existencia concreta pretende 
Cano y se desconoce por Quevara y Lynch invocando idéntico 
fundamento. 

Que conforme á la ley veinte, título veintidós, partida ter- 
cera, la sentencia pronunciada contra uno de los deudores soli- 
darios sobre la deuda á que la solidaridad se refiere c empece á 
los otros maguer y non f uessen acertadas a la razón que la die- 
ron». 

Que la calidad do codeudores solidarios de Lynch y Guevara 
resulta plenamente averiguada por el mérito déla letrado foja 
una del expediente ejecutivo y las disposiciones legales que 
reglan esos papeles de comercio : se confirma la sentencia ape- 
lada de foja ciento treinta, en cuanto absuelve de la demanda á 
don Miguel Cano, condenándose al actor en las costas de ambas 
instancias á cuyo respecto se modifica dicha sentencia. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORHENT. 
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CAUSA JLXXYI 



Criminal contra Hermann Losse, Nicolás Varoni y Jorge Zuech, 
sobre falsificación de billetes de curso legal 

Sumario. — Los actos que no constituyen delito, ni tentati- 
va, 7 sólo son preparatorios de él son punibles solamente cu an- 
do importan una contravención. 



Fallo del Jíues Federal 

Córdoba, Junio 12 de 1897. 

Y vistos : este proceso formado á prevención contra los indi- 
viduos Hermann Losse, de 45 años de edad, soltero, litógrafo 
y relojero, domiciliado en esta ciudad y de nacionalidad ale- 
mana; contra Nicolás Varoni, de 38 años, casado, italiano, co- 
merciante y domiciliado en esta ciudad, y Jorge Zuech, de 43 
años, casado, austríaco, comerciante y domiciliado en la esta- 
ción Chañares de esta provincia, resulta: 

i^ Que el mencionado Losse hizo denuncia á la policía de es» 
ta Capital, que los individuos Nicolás Varoni y Jorge Zuech, 
le habían escrito para que en calidad de grabador fuera á la 
estación Chañares, con el fin de hacerles algunos trabajos,, 
quienes le propusieron hacer una falsificación de billetes de 
veinte pesos, que rechazó^ por lo cual lo amenazaron de muer- 
te y lo hirieron despojándole y escondiéndole las herramientas, 
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que debían oonservar en an bosque, en donde tenían un trabajo 
de leña» y según cree, el taller de la falsifioacion. 

2^ Con estos antecedentes 7 otros que se detallan en la nota 
de fojas 3 y 4 de estos autos, el comisario de pesquisas deja po- 
licía de esta Capital por indicación de este juzgado se trasladó 
al paraje denominado c La Ternera» secuestrando de la casa 
de Znech^ herramientas de litografía, planchas, prensa y una 
cantidad de drogas, todo lo cnal encontró oculto en diferentes 
habitaciones de la dicha casa, donde estaba también el litógra- 
fo José Yitroti, qae según declaración de la sirvienta de Zuech, 
Bamona Luque, trabajaba con los demás muy oculto, foja i\. 

3® Traídos á declaración á este tribunal los procesados, em- 
pezaron por negar, no solamente su culpabilidad, sino también 
la existencia del delito, pero traido nuevamente á ampliar su 
primera iudagatoria, los procesados Var.oui y Losse lo confir- 
maron, fojas 28, 29 y 30, continuando Zuech en su negativa» 

4® Que habiéndose secuestrado á Yaroni un billete que pre- 
tendió cambiar en el Banco de la Nación Argentina, al pare- 
cer legítimo pero que había sido sometido á un examen quími- 
co, el juzgado procedió al reconocimiento pericial del billete y 
de las piezas litográficas y demás productos encontrados en po- 
der de Jorge Zuech, resultando de dicho examen pericial : 

a) Que el billete ha sido dividido en dos y que ha tenido 
productos químicos, propios para trasportarlos sobre piedra 11- 
tográfica ó acero y que era legítimo ; 

b) Que el rollo de papel encontrado sirve para hacer billetes 
de banco ; 

c) Que todos los productos químicos encontrados pueden ser- 
vir para hacer trasporte sobre piedra litográfíca ó acero y los 
paquetes de varios colores, y especialmente el verde, habría po- 
dido servir para el reverso de los billetes de veinte pesos ; 

d) Que la prensa litográfíca estaba en perfecto estado para 
imprimir, lo mismo que el cilindro para batir tinta. 
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5® Terminado el samarioi se pasó envista al señor fiscal ad 
hocy don José María Buiz, quien dictaminó á foja 64, solicitan- 
do el sobreseimiento provisional de la causa. No conforme este 
juzgado con ese dictamen, lo pasó en vista al fiscal titular que 
había cesado en su impedimento que le privó intervenir ante- 
riormente. Este acusa á los procesados como reos de tentativa 
de falsificación de billetes y pide se les aplique el mínimum de 
la pena señalada para la tentativa, de acuerdo con el artículo 12, 
inciso 2®,del Código Penal. 

6® Vistas las defensas de los procesados, la prueba ordena- 
da para mejor proveer. 

T considerando: 1^ Que el procesado Nicolás Yaroni está 
convicto y confeso de haber intentado falsificar billetes de mo- 
neda nacional en compañía de Hermann Losse y Jorge Zuech, 
como igualmente de que la imitación de los billetes no pudo 
llevarse á efecto después de varios meses de ensayo, por lo que 
decidieron robar al litógrafo Losse que estaba con ellos, las 
planchas, prensas y demás útiles. Está también comprobado 
de que fué descubierto con motivo de haber ido á cambiar un bi- 
llete al Banco de la Nación Argentina, foja 27 vuelta, fojas 3, 
y 132, 

2® Que el procesado Hermann Losse está confeso de haber 
un tiempo, en compañía de Yaroni y Zuech, fingido enseñarles 
la litografía con los útiles que él llevó y con una prensa cons- 
truida por él. Que no les enseñó porque no tenían bastante di- 
nero y que por esta razón le robaron las herramientas y útiles, 
foja 30 vuelta. 

Si bien de esta sola confesión no resulta comprobada su par- 
ticipación en la tentativa de falsificación de billetes de curso 
legal, ella está, sin embargo, probada por varias presunciones. 
La principal de ellas, surge del dictamen pericial de foja 43, 
del que resulta que los medios de que se valieron los falsificado- 
res, eran bastante buenos y apropiados para llevarse á cabo 
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sasinteatos, pero qae no pudieron realizarlo por la precisión de 
los billetes modelo, lo qae hace presumir qae Losse no falsificó 
porqae no pado. La circunstancia de estar con Yaroni y Zuech 
durante varios meses, no se concibe que tuviera por objeto en- 
gañarlos ni cazar^ tanto más si se tiene en consideración que 
abandonaba una ocupación que le producía 150 pesos al mes y 
que aqnellos nada le pagaban y que él es sumamente pobre (fo- 
ja 23 vuelta). 

3^ Que en cuanto al procesado Zuech aunque niega toda par- 
ticipación criminal en este hecho, ella no puede menos de 
darse por comprobada. Lo está por su propia confesión , que de 
sa casa fueron secuestradas las máquinas y ateusilios, foja 18, 
y por la del comisario de pesquisas, qae dice que tenía en dis- 
tintas piezas ocultos esos instromentos, foja 11, lo que prueba 
que es falso que las poseyera inocentemente, ignorando lo que 
eran. Además, sos relaciones íntimas con Yaroni y Losse, sa 
permanencia en Gasa-Grande, confesadas por él mismo; sus re- 
laciones privadas con el litógrafo Yitroti, foja 24; por último, 
las aseveraciones de la mujer, su criada, todo esto sin contar la 
confesión que arrojan los dichos de los coprocesados, aprecia- 
dos según las reglas establecidas por las prácticas y de acuer- 
do con el artículo 277 del Código de Procedimientos, forman 
prueba satisfactoria de la culpabilidad de Zuech, como coautor 
principal en la tentativa del áeW to sub-judice (art. 357 y 358, 
Cód. deProc). 

4"^ Que si bien la ley federal de 1863 no tiene establecida 
ana pena especial para la tentativa de este delito, ella está, sin 
embargo, clasificada y penada por la ley común, que los jueces 
deben aplicar de acuerdo con la misma ley de 1863 (art. 21 , ley 
de jurisdicción y competencia de 18B3; art. 93, ley penal cit.). 

5^ Que no obstante los principios : de que en materia penal 
no es admisible la aplicación de leyes análogas que inflinjan pe- 
nas ó clasifiquen actos civilmente libres^ y de que sólo lo puni- 
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do por la ley es delito, debe tenerse en consideración que la ley 
de 1863, no es un código que tenga legislada toda la teoría pe- 
nal, sino una ley especial que supone la existencia de leyes co- 
munes que rijan la modalidad de los delitos y que mande guiar- 
se por esta ley común para aplicar la pena de estas modalida- 
des. Por tal razón esta ley establecía que los delitos del fuero 
federal no previstos en ella, se castigarán según las leyes co- 
munes (art. 93 cit.). 

6® Que la Suprema Corte de Justicia tiene declarado en rei- 
teradas ocasiones y posteriormente, confirmando un fallo de este 
juzgado en el caso de Niflis Calancis, en Julio de 1895, que las 
circunstancias atenuantes y agravantes deben graduarse según 
la ley común; y que el delito ó la tentativa del delito pueda ser 
punible no obstante no haber sido esta última legislada en la 
ley de 1863. La Suprema Corte confirmó la sentencia en que 
se condenaba á Niflis Calancis como autor de tentativa de fal- 
sificación (ser. 2*, tomo 14,pág. 416; ser. I'', tomo 5®,p&g.480; 
ser. 2% tomo i\ pág. 396; ser. 2*, tomo 2% pág. 47). 

7® Que en cuanto al desistimiento voluntario alegado por 
los procesados, es también improcedente. Yaroni, confiesa que 
no pudieron falsificar y fué capturado por la Policía. En cuan- 
to áZuech y áLosse, probada su intervención, no pueden invo* 
car la presunción del artículo 10 del Código Penal, porque la 
presunción juris del voluntario desistimiento nunca puede in- 
vocar Zuech que no desistió^ que fué descubierto con los ins- 
trumentos del delito, escondidos en su casa, y tomado él por la 
policía, siendo aplicable también á él la prueba de que no pu- 
dieron falsificar. Losse invoca su desistimiento y lo funda es- 
pecialmente en que voluntariamente se presentó á la autoridad 
denunciando el hecho. Pero sí se tiene en cuenta que según el 
perito no pudo falsificar, que según su misma confesión no les 
enseñó á falsificar, porque no tenían bastante dinero los proce- 
sados, motivo distinto del que supone y aun persigue la ley; y 



DB JUSTIGU NACIONAL 347 

por último, que él se presentó caando ya le habían robado sus 
útiles 6 herramientas, todo esto comprueba que tampoco se ha 
demostrado su desistimiento, que no debe confundirse con la 
confesión que de la tentativa hizo en la policía y en el tribunal, 
foja 3. 

8^ Que la prueba de presunciones está expresamente esta- 
blecida por la ley bajo ciertas condiciones, las que todas reuni* 
das corroboran aquí la verdad de la coparticipación de Zuecb 
y Losse, declarada por Yaroni (art. 357 y 358, G6d. cit.). 

Que se trataba de una falsificación, está constatado con las 
declaraciones de Yaroni y Losse y con el informe pericial de 
foja 43. 

Los indicios son varios, anteriores y concomitantes con el 
delito; como las visitas 6 reuniones de Zuecb á Losse y Yaroni, 
y la compra de drogas para la impresión, el abandono que Los- 
se hace de su ocupación lucrativa para ir á residir en compañía 
de Yaroni, etc. (inc. 2^ del art. 358). Todos estos indicios 
reunidos no pueden llevar á otras conclusiones, según el curso 
ordinario de las cosas, que los individuos Losse y Zuech 
trataron de falsificar en compañía de Yaroni, pues sólo así se 
explican todos los hechos que resultan de autos (inc. 4^ y 5"*, 
art. cit,). 

8e fundan, por ñn, en hechos comprobados con sus propias 
confesiones, como las relaciones y negocios de 'Zuech con Ya- 
roni, que aquél confiesa, como la ocultación de los instrumen- 
tos, también comprobada y probada por la nota de la policía ; 
como las dificultades para falsificar, comprobada por el dicta- 
men pericial; como, por fin, la permanencia de Losse en la resi- 
dencia de Yaroni, confesada por el dicho Losse, etc. (inc. 7*^). 

De lo dicho resulta probado que los procesados Yaroni, Los- 
se y Zuech son reos de tentativa de falsificación de billetes de 
banco de curso legal. 

Resta decidir la pena que les corresponde. 
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9^ El artículo 62 de la ley penal de 1863, que rige el caso, es- 
tablece páralos que falsiñqnen estos billetes, la pena de cuatro 
á siete años de trabajos forzados y multa de 500 á 5000 pesos 
moneda nacional. 

No habiendo circunstaocias que hagan modificar la gra- 
duación ordinaria, la pena, si el delito se hubiere realizado, 
sería de cinco y medio años de trabajos forzados y multa de 
2750 pesos moneda nacional (art...), y correspondiendo ala 
tentativa desde la cuarta parte hasta la mitad de esa pena, ten- 
dríamos, fijando el medio entre esta cuarta y mitad, dos años y 
veintiún dias de trabajos forzados. 

En cuanto á la multa, la media entre la cuarta parte, y U mi- 
tad del término medio de la fijada en el artículo 62, sería 1031 
pesos, más como esta pena debe graduarse también en\iten- 
cion á las condiciones de fortuna de los procesados^ el juzgado 
la fija para Varooi y Zuech en setecientos pesos moneda nacio- 
nal y para Losse en el mínimum; es decir, quinientos pesos, 
por ser pública y notoria su pobreza. 

En su mérito, definitivamente juzgando, fallo: condenan- 
do á los procesados Nicolás Yaroni, Jorge Zuech y Hermán n 
Losse á sufrir la pena de dos años y veintiún dias de trabajos 
forzados y mnlta de setecientos pesos á los dos primeros, y de 
quinientos á Losse, con computación del tiempo de prisión qae 
llevan sufrida. Hágase saber original, repóngase, trascríbase y 
en su caso ofíciese al ministerio de justicia. 

C. Moyano Gacitúa, 
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VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Marzo 21 de 1898. 

Suprema Corte : 

Nicolás Yaroni y HermaDu Losse, se reunieron en tCasa 
Grande », de la provincia de Córdoba; se proporcionaron mate- 
riales 7 prensa, y emprendieron trabajos para la falsificación de 
billetes de banco, del valor de veinte pesos. Esto resulta de di- 
versas diligencias del sumario del secuestro de los instrumen- 
tos del delico, certificado á foja 43, y sobre todo, de la confe- 
sión explícita y detallada de aquellos procesados, corriente á 
fojas 28. 29 y 30. 

Jorge Znech, acusado por aquellos, ha negado toda partici- 
pación en los hechos acusados, sosteniendo esa negativa no sólo 
en su declaración de foja 17, sino también en el careo de fo- 
ja 38. Pero resulta de cargo contra él, el secuestro en su casa, 
de loa útiles apropiados á la falsificación, invocando en su des- 
cargo haber ignorado que los bultos dados á guardar por Yaro- 
ni contuviesen materiales aptos para la falsificación de billetes 
de banco. 

Tales antecedentes, con los demás citados, como oportuna- 
mente lo observa la sentencia recurrida en su octavo conside- 
rando, constituyen la prueba bien caracterizada de presuncio- 
nes, á que se refieren los artículos 357 y 358 del Código de 
Procedimientos Penales. 

La falsificación no llegó á realizarse. A pesar de su empeño, 
la ineficacia de los medios ó la faltado inteligencia para em- 
plearlos, impidió á los procesados imprimir ningún billete. 

AplicandO'entónces al caso los principios del Código Penal, 
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en caanto ala simple tentativa, con arreglo á lo dispuesto en 
el articulóos de la ley nacional de 1863, la pena del artículo 
62 de esa ley, que en su término medio debiera ser de cinco 
años y medio de trabajos forzados y multa proporcional, que- 
daría reducida al término medio entre la cuarta parte y la mi- 
tad, como lo ha establecdo la sentencia. 

Considero justa la reducción en el caso^ por tratarse del em- 
pleo de medios ineficaces para realizar el fin criminal tentado 
y de actos sin resultado alguno trascendental, ni perjuicio pú- 
blico ni privado. 

Losse, además, ha hecho denuncia espontánea, de la tentati- 
va frustrada. Prescindiendo de los móviles que lo guiaron, el 
hecho incoutestable es, que él denunció á la autoridad la con- 
fabulación, habiendo para ello abandonado la empresa y re- 
nunciado al propósito de realizarla. Su desistimiento y de- 
nuncia á la autoridad, es lo que la ha puesto en camino de des- 
cubrir el crimen, sin que antes de esos actos del procesado se 
hubiera tenido noticia alguna á su respecto. 

En presencia de los hechos que caracterizan el desistimiento 
y presumiéndolo la ley voluntario, según el artículo 10 del Có- 
digo Penal, no está sujeto á pena alguna, según el artículo 9® 
precedente. 

Creo por ello que procede la confirmación de la sentencia re- 
currida de foja 135, en cuanto á la extensión de las penas que 
impone álos procesados Yaroni y Zuech, que deja reducidas á 
la mitad del término medio de trabajos forzados que asigna el 
artículo 62 de la ley sobre crímenes contra la Nación, dismi- 
nuidas aun, por razón del delito imputado. Y que en cuanto al 
reo Lusse, debiera ser exonerado de la pena, en virtud del de- 
sistimiento, demostrado por el abandono de la empresa y su 
denuncia á la autoridad, según lo dispuesto en los artículos 9^ y 
10 del Código Penal. 

Sabtniano Kier. 
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Fallo de I» Saprem» Corte 



Buenos Aires, Abril 21 de 3888. 

Y vistos: Consideraodo: Primero: Que de lo expuesto en el 
infurme pericial de foja cuarenta y tres resulta que los objetos 
secuestrados en la casa habitada por Jorge Zuech han podido 
servir para la falsificación de billetes de banco. 

Segundo : Que en el mismo informe se dice, con referencia al 
billete legítimo de veinte pesos, dividido en dos y secuestrado á 
Yaroni c que ha tenido productos químicos arriba para ver si 
lo podían trasportar sobre piedra litográfica ó acero *. 

Tercero : Que en el careo de foj^ veintisiete entre Hermann 
Losse y Nicolás Yaroni, manifestó éste que tuvieron en prepa- 
ración el billete de veinte pesos que le fué secuestrado y que 
Losse estuvo trabajando como cuatro meses sin poder llegar 
nunca á falsificar. 

Cuarto: Que en esa misma diligencia declaró el denunciante 
Losse que entró en el convenio de la falsificación fingidamente, 
pues él no quería tomar parte en ella, á causa de que los pro- 
ponentes no tenían suficiente cantidad de dinero, agregando 
haber hecho grabados de billetes de veinte pesos que fueron 
quemados por el sol. 

Quinto : Que si bien en el recibo de foja 5 se mencionan dos 
billetes falsos de veinte pesos, no se ha practicado ninguna dili- 
gencia para averiguar su procedencia, ni se hace referencia á 
ellos en el curso del proceso, por lo cual es de admitirse que no 
tienen relación con él. 

Sexto: Que de las declaraciones de Losse y de Yaroni, y aun 
de lo expuesto en el informe pericial de foja cuarenta y tres, 
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se desprende que los procesados no tenían los elementos necesa- 
rios para llevar á cabo la falsificación. 

Séptimo: Que los actos practicados por los procesados tienen 
tan sólo el carácter de preparatorios, sin estar en relación di- 
recta con el delito mismo de falsificación de billetes de ban- 
co, desde que este delito no se ha manifestado por un principio 
de ejecución que demuéstrela posibilidad de realizarlo. 

Octavo: Que los hechos antes referidos^ que han dado lugar á 
la formación del proceso, no constituyen una tentativa, con 
arreglo alo dispuesto en el artículo octavo del Código Penal, y 
que los actos preparatorios de un delito sólo son puniblescuan- 
do importan una contravención, según lo establece el artículo 
catorce. 

noveno: Que además obra en favor de Hermann Losse la dis- 
posición del artículo noveno del Código citado, que exime de 
pena al que desiste voluntariamente del delito. 

Por estos fundamentos y oido al señor Procurador general, se 
revoca la sentencia apelada corriente á foja ciento treinta y cin- 
co, absolviéndose de culpa y cargo á los procesados Hermann 
Losse, Nicolás Yaroniy Jorge Zuech. Hágase saber con el ori- 
ginal, y devuélvanse. 



BENJAMIN PAZ.— LUIS V. VÁRELA.— 
ABEL RAZAN. — OCTAVIO BURGE. 
— JUAN E. TORRENT. 
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CAVftlA IaXWÍKE 



El Fisco Nacional contra el Ferrocarril Central Argentino, 
por defraudación de rentas ; sobre personería 



Sumario. — La ley número 3367, que manda que el fisco 
sea representado en todo asunto en que demande 6 sea deman- 
dado, por los funcionarios que determina, no se refiere á los 
asantos pendientes. En estos puede el fisco ser representado 
por los fiscales ad-hoc nombrados para seguirlos. 



Caso» — Lo explican las siguiantes piezas : 



ACTA 



En 25 de Agosto del año 1896, comparecieron ante S. S. las 
partes en este juicio^ representadas, la actora por el señor fis- 
cal doctor don Federico Molina, y la demandada por el procu- 
rador f eñor Cecilio Mallet y su abogado el doctor don Pedro N. 
Arias. 

Abierta la audiencia 6 los efectos decretados áfoja... la parte 
del ferrocarril expresó : 

Que su parte había comparecido á esta audiencia en el su- 
puesto de que concurriese á ella en representación del fisco el 
procurudor fiscal titular, en virtud de lo establecido por la ley 
número 3367 de 8 de julio último, con arreglo á la cual habían 
caducado los poderes que el fiscal ad-hoc doctor Molina había 
venido actuando en este juicio ; 

T. Lxxn 23 
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Qae encontrándose con qne éste y no el procurador fiscal ti- 
tular que por mandato de aquella ley lo sustituye, quien ha 
comparecido á esta audiencia, se ve en lá forzosa necesidad, con 
el objeto de evitar nulidades ulteriores, de rechazar la persone- 
ría del Fiscal ad-hoc, cuyos poderes han caducado con arreglo 
áesa ley, posterior áésta ese nombramiento, y de pedir que, con 
arreglo á ella, se entiendan las diligencias pendientes y ulte-. 
rieres con el procurador titular ; 

Que por la naturaleza de esta excepción ella debe ser de pre- 
vio y especial pronunciamiento transfiriéndose para otra época 
los objetos para los que la audiencia fué designada. 

Concedida la palabra al señor fiscal doctor Molina expuso : 

Que ha concurrido á la audiencia porque se le ha citado á él 
y no al fiscal titular como representante del Fisco, porque no 
podía abandonar la representación de su mandante antes que 
éste hubiera tomado nna disposición cualquiera tendente á es- 
tablecer su representación en juicio ; 

Que la ley citada por el representante de la empresa no fija 
el término perentorio dentro del cual el ejecutivo ha de darle 
cumplimiento, ni establece que ella comprenda los casos en jui- 
cios ya iniciados ó á concluir como éste ; 

Que en todo caso el ejecutivo es el único encargado de cumplir 
esa ley y el único encargado de representar al fisco y el único 
que puede hacer caducar sus poderes, ordenando que otra per- 
sona lo represente ; 

Que de autos no consta esta resolución, y que conforme á los 
precedentes establecidos en la sentencia y escritos de foja 449 
y foja 418, no se deben tomar en consideración mientras de 
alg un modo no conste en el expediente ; 

Que no era procedente la excepción y pedía que la audiencia 
se celebre á los fines que ha sido designada. El señor juez resol- 
vió suspender la audiencia decretada para hoy, y llamar autos 
para resolver la excepción. Con lo que terminó el acto y previa 



DB JUSTICIA NACIONAL 355 

lectura y ratificación la firmó S. S. j los comparecientes, doy fe. 

r 

Goytia. — F. Molina. — P. 
Nolasco Añas. — Sin 
revocar poder : Mallet. 



Ante mí : 



Manuel Chereño, 

Secretario 



Pallo del #iiem Federal 



Rosario, Agosto 29 de 1896. 

Vistos: El incidente sobre la legalidad de la representación 
del procurador fiscal ad~hoc doctor Federico Molina para inter- 
venir en el presente juicio. 

Y considerando: 1^ Que según prescribe el artículo 1870 del 
Código Civil, las disposiciones del mandato son aplicables á las 
representaciones necesarias y á las representaciones que pbr su 
oficio público deben representar determinadas clases de perso- 
nast 6 determinadas clases de bienes en todo lo que no se opon- 
ga á las leyes especiales sobre ellas. 

2<> Que el mandato cesa por los motivos expresados en los ar- 
tículos 1960 y 1963. En el presente caso, no existiendo reno- 
vación del mandato conferido por el poder ejecutivo naciopal^ 
ni se ha comunicado á este juzgado por el Ministerio de Hacien- 
da la resolución del gobierno de sustituir en sus funciones al 
doctor Molina por el procurador fiscal titular ó por el procura- 
dor del tesoro, la representación del doctor Molina es perfecta- 
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mente legal hasta que se haga conocer la cesación de su mandato. 

3° Que la ley número 3367 que dispone < que desde su pro- 
mulgación en todo asunto de jurisdicción voluntaria ó conten- 
ciosa en que el fisco nacional demande ó sea demandado, será 
exclusiva y necesariamente representado por los procuradores 
fiscales, y si el asunto fuese á la Corte Suprema, por el Procu- 
rador general de la nación en los casos que el Poder Ejecutivo 
lo crea conveniente podrá también representar al fisco, en 
reemplazo de los funcionarios mencionados, el Procurador del 
tesoro», no establece expresamente que los procuradores ac{- 
hoc nombrados con anterioridad á dicha ley y en actual ejer- 
cicio de sus funciones, han cesado en su cargo, por el ministeno 
de esta lev, el mismo, dice, de su promulgación. Al no haber pre- 
cepto explícito que asilo disponga, es muy lógica la interpreta- 
ción de que la ley no se reiiere á los que actualmente desempe- 
ñan el CL;r^o, y asi lo ha declarado el Honorable Senado de la 
Nación al tratar este asunto como cámara iniciadora, explican- 
do que esta ley no tiene carácter retroactivo, según puede verse 
en el acta de la sesión de i 4 de setiembre de 1895. Así también 
ha interpretado el Potler Ejecutivo nacional, puesto que no ha 
comunicado á este juzgado, como lo ha hecho siempre, su reso- 
lución de dar por decaídos nombramientus de esta naturaleza. 

4^* Finalmente, que aun en el supuesto que haya cesado en 
sus poderes el fiscal ad-hoc, está obligado á continuar inter- 
viniendo en este asunto hasta que el Poder Ejecutivo nacional 
disponga lo contrario, y su intervención es siempre legítima, 
según lo prescribe el artículo 1969 del Código Civil. 

Por estas consideraciones, se declara: Que el procurador fis- 
cal ad'hoc doctor Molina tiene personería legal para continuar 
representando al Fisco. En consecnencia, convócase á las partes 
á la audiencia del 8 del entrante, á los mismos efectos de la 
señalada á foja 507. Repóngase. 

Daniel Goytia. 
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VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 80 de 1896. "i 

Suprema Corte : 

La cnestion previa, suscitada por la empresa del Ferrocarril 
Central Argentino, fué considerada en la discasion déla ley nú- 
mero 3367 ante el Honorable Senado y allí qnedó establecido, sin 
discrepancia, que esa ley se refiere al futuro, que su sentido no 
obstante las palabrae observadas c desde la promulgación de la 
presente» y c exclusiva necesariamente representado» no com- 
prenda los litigios en actual tramitación, y sólo mediante tales 
declaraciones fué que el Honorable Senado le acordó sanción 
(Diario de Sesiones del Senado, sesión de 14 de Setiembre de 
1895). No sólo ios principios y doctrina común referidos en el 
auto recurrido, sino las declaraciones d6 la misma cámara ini- 
ciadora del proyecto de ley sancionado, confirman de un modo 
explícito la inteligencia dada á la ley sobré representación del 
fisco. Se ha de servir Y. £. por ello, confirmar por sns fundamen- 
tos el auto recurrido de foja 514. 

Sabiniano Kier, 



Pall« de la Suprema Certe 



Buenos Aires, Abril 21 de 1898. 

Vistos y considerando : Que con arreglo al artículo primero 
de la ley número tres mil trescientos sesenta y siete, el fisco na- 
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oional debe ser exclusiva j necesariamente representado por los 
fnncionarios que determina en todo asunto en que d&nande 6 
sea demandado. 

Que los térmiaos en que se halla concebida esa disposición 
que como lo expresa debe regir desde la promulgación de di* 
cha ley, sirven á demostrar que su prescripción no se refiere á 
asuntos ja pendientes. 

Que esta interpretación se confirma por los antecedentes que 
invoca el señor Procurador general, relativas al concepto alu- 
sivo al futuro con que la ley fué sancionada por ambas cámaras 
del Congreso. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el expresa- 
do funcionario y fundamentos concordantes del auto apelado de 
foja quinientas catorce, se confirma éste, con costas. Bepuestos 
los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. —ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BCNGB. — JDAN E. 
TORRENT. 



I.)KXYII1 



El Banco Hipotecario Nacional contra don Ernesto Cañas^ 
por cobro ejecutivo de pesos; sobre novación 

Sumario. — La transferencia de la deuda aceptada por el 
acreedor, no importa novación, sí la aceptación se hizo bajo una 
condición que el deudor no cumplió. 
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TRANSFERENGU 



Buenos Aires, 6 de Diciembre de 1889. 

Señores Presidente y Directores del Banco Hipotecario ISacional : 

CoD feoha 9 de octubre de 1889, y ante el eütcribano don Os- 
Taldo Saavedra se otorgó un contrato de préstamo hipotecario 
por la cantidad de 6000 pesos moneda nacional en cédulas de la 
serie C, que fueron concedidas al infrascripto don Ernesto Ga- 
ñas, bajo hipoteca de un terreno en la calle Matheu entre Bra- 
sil 7 Progreso, lote número 1 , cuyo préstamo fué inscripto co)) el 
número hipotecario 2790. Habiendo vendido esta propiedad á 
don Alfredo Lavalle, domiciliado en la calle Belgrano número 
M% de profesión procurador, ocurrimos al directorio solicitan- 
do el acuerdo prevenido por el artículo 30 del reglamento y con 
sujeción al artículo 42 de la ley orgánica del Banco, que el com- 
prador acepta en todas sus partes. 

Nos obligamos á presentar inmediatamente testimonio de la. 
escritura de venta que va á otorgarse ante el escribano don Car- 
los Wright y en la que se hará constar la existencia de este 
acuerdo y las obligaciones del comprador para que pueda en- 
tonces tomarse razón en el Banco de la tranferencia, y sin que 
cesen hasta que tal hecho se produzca, las responsabilidades del 
vendedor. 

Saludamos á ustedes atentamesi^e. 

Firma del vendedor:. Firma del comprador: 

Ernesto Canas y Alfredo Lavalle, 

Maipú 631 Belgrano -iU 
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Baenos Aires, 27 de Diciembre de 1889. 
Informe la contaduría y el encargado de títulos de propiedad. 

J. B, Baeni, 

Secretario 

Contaduría, 29 de Diciembre de 1889. 

Por el préstamo á que esta solicitud se reñere no se adenda 
al Banco. 

Chiappel. 

Archivo de títulos, 28 de Diciembre de 1889. 

El préstamo inscripto bajo el número hipotecario 2790 foé 
de 6000 pesos moneda nacional en cédulas de la serie C, ha- 
biendo sido tasada la propiedad en 172.809 pesos moneda na- 
cional, por el tasador don Bernardino Freyre. Este préstamo 
fué acordado á don Horacio D. Harilaos, habiendo transferido 
á don Francisco de Uriburn^ quien lo dividió en dos lotes adju- 
dicándole al lote número i hipotecario 2790 la cantidad de 
97.000, habiéndolo transferido á don Ernesto Cañas en fecha 26 
de agosto de 1889^ quien subdividió en 16 lotes ; adjudicándole 
al lote número 1 hipotecario 2790 la cantidad de 6000 pesos. 

Manuel Requena. 

Diciembre 31 de 1889. 

Se concede el acuerdo pedido, anótese en contaduría, agre- 
guese á sus antecedentes y entregado que sea ei testimonio de 
la escritura, hágase la transferencia. 

P. A. Gauna. 
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rall« del Jíues Pcderal 



Baenos Aires, Julio 28 de 1897. 

T vistos : estos autos seguidos por el Banco Hipotecario Na- 
cional contra don Ernesto Gañas sobre cobro ejecutivo de pesos, 
de los qoe resulta: Que citado el deudor de remate, opuso á fo- 
ja 76 las excepciones de inhabilidad de titulo con que se ejecu- 
ta, j novadoriy eicepciones que fueron sustanciadas en forma, 
llamándose autos para resolución, previa la recepción de la cau- 
sa aprueba, é informe inooce pronunciado por los letrados res- 
pectivos. 

T considerando : 1^ Que la inhabilidad de título se funda, 
en que la cuenta sacada de los libros del Banco no revisten los 
caracteres de escritura pública para poder fundar una ejecución, 
pues que si bien ese establecimiento es una institución públi* 
ca, creada por el Congreso para fines de administración, bajo la 
dependencia del Gobierno Nacional, el Banco se gobierna en 
sus operaciones con amplia libertad de acción, j por tanto, sus 
rentas^ bienes, operaciones y dependencias, no pueden llamarse 
fiscales por corresponder esa denominación á los bienes que for- 
man el tesoro del Estado, y desde luego, las constancias extraí- 
das de sus libros no están comprendidas en la disposición del 
inciso 5® del artículo 979 del Código Civil. 

2^ Que cualquiera que fuere el comepto que se tenga del ca- 
rácter público de la institución del Banco Hipotecario Nacional, 
la excepción de inhabilidad de título alegada, es improcedente, 
desde que la acción instaurada debe entenderse basada no sola- 
mente en las cuentas extraídas de sus libros, sino especialmen- 
te en la escritura pública de fojas 39 y siguientes, otorgada con 
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arreglo al artícalo 45 de su carta orgánioa, y la que con arreglo 
á lo preceptuado en el inciso 3^ del artículo 249 de la ley pro* 
cesal de 14 de setiembre de 1863, trae aparejada fuerza eje- 
cutiva. 

3° Que la sentencia que el ejecutado inyoca de la Suprema 
Corte, negando á las cuentas extraídas de los libros del Banco 
carácter ejecutivo, no obstante ser exacta la afirmación, no es 
esa sentencia de aplicación al caso sub-judice, por razón de que 
otra resolución del mismo tribunal, de fecha 24 de abril de 1897 
sólo exige para que la acción prospere, la exhibición de la escri- 
tura pública del préstamo, extremo éste que fué cumplido por 
el Banco, con la presentación de la que se menciona en el ante- 
rior considerando. 

4^^ Considerando en cuanto á la reconvención que el funda- 
mento en que ella reposa, es, que habiendo Cañas vendido los 
bienes hipotecados con autorización previa del Banco, lo han 
libertado de su responsabilidad personal por haberse extinguido 
su obligación de una manera perfecta y legal, y que aun cuando 
el derecho real de hipoteca subsiste con la venta celebrada se ha 
operado sustitución de deudor personal, novación de obligación, 
reconocimiento de un nuevo deudor. 

6^ Que sieudo la novación la transformación de una obliga- 
ción en otra, artículo 801 del CiSdigo Civil^ toca al juzgado in- 
quirir si esa transformación de obligación se ha operado en sub- 
judice, para según ello admitir 6 rechazar la excepción opuesta. 

Las solicitudes de transferencia de préstamos hipotecarios 
hechas por Cañas á fojas 17 y siguientes, cuyas iirmas han sido 
autenticadas en forma á foja 96, y las autorizaciones respecti- 
vas del presidente del Banco Hipotecario Na< ional puestas á su 
pié, acordando los pedidos, revisten carácter condicional incon- 
trovertiblemente, condición que debió ser cumplido por el deu- 
dor, si es que deseaba recoger los beneficios que buscaba con 
esas transferencias, por ser elemental que las convenciones de- 
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ben complirse de la manera que las partes verosímilmente qui- 
sieron y entendieron que debían serlo (artículo 533 del citado 
Código). ¿Cumplió Cañas con la obligación ofrecida de exhibir 
inmediatamente testimonio de las escrituras que iba á otorgar? 
Las constancias de autos en manera alguna atestiguan tal ex- 
tremo, no obstante la negativa al respecto del actor, y desde 
luego, siendo^ como era, de su cargo la Justificación de ese he- 
cho personal (ley 1*, título 14, partida 3*), sus responsabili- 
dades de deudor del establacimiento subsisten en toda su am- 
plitud, con arreglo á derecho y á los términos precisos de sus 
mismas solicitudes ; y por consecuencia la transformación de 
una obligación en otra, requerida por la ley, para que se opere 
la novación no existe, desapareciendo con ella el fundamento de 
la excepción opuesta. 

6^ Que el resultado de las compulsas practicadas y certifica- 
dos expedidos, no pueden tener el alcance que el deudor le asig- 
na en el sentido de desobligarse para con el Banco^ por la razón 
de que ellos sólo acreditan que las escrituras de venta se otor- 
garon por Cañas, pero no consta que hayan sido presentadas al 
Banco á los objetos expresados en sus distintas solicitudes, esto 
es, para la toma de razón de esas transferencias^ hecho éste 
desconocido por el acreedor, y por tanto con arreglo á sus pro- 
pios compromisos, la obligación de Cañas no ha cesado, subsis- 
tiendo desde luego sus responsabilidades de vendedor, desde que 
las convenoiones hechas en los contratos^ forma para las partes 
una regla á la cual deben someterse como á la ley misma (ar- 
tículo H97 del Código Civil). 

7® Que la observación hecha y alegada nuevamente en el in- 
forme in vocCy sobre extralímitacion del Banco al prestar su 
acuerdo condicional para las transferencias pedidas y exhibición 
de nuevos títulos para su toma de razón, no es de tenerse en 
coenta en el sentido de poderlo desobligar, entre otras razones, 
porque dichos acuerdos fueron aceptados sin restricción por Ca- 
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ñas, 7 desde que en ella se le imponía tal obligación, debió cum- 
plirla, por ser ella ley para las partes^ y puesto que no justificó 
haberlo hecho, su responsabilidad originaria como deudor hi- 
potecario subsiste en toda su amplitud. 

Por estos fundamentos y concordantes alegados en el escrito 
de foja 83, fallo no haciendo lugar, con costas, á las excepciones 
deducidas, y en su consecuencia ordeno se lleTe adelante la 
ejecución hasta el íntegro pago al acreedor del capital, intere- 
ses y costas reclamadas. Notifíquese con el original y repóngan- 
se ios sellos. 



Fall« de la Suprema Certe 



Buenos Aires, Abril 31 de 1898. 

Vistos y considerando: Que el Banco Hipotecario ha presen- 
tado para justificar su derecho la escritura pública del préstamo 
hecho al demandado, y la cual se otorgó en cumplimiento de lo 
proscripto por los artículos cuarenta y dos y cuarenta y siete de 
la ley orgánica de dicho Banco. 

Que por consiguiente, la acción iniciada por él debe enten- 
tenderse fundada en esa escritura y no únicamente en las cuen- 
tas extraídas de los libros del Banco. 

4 

Por estos y \o^ undamentos concordantes de la sentencia 
apelada de foja ciento ocho, se confirma, con costas. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LÜIS V. VÁRELA. 
—ABEL BAZAN.— OCTAVIO BUN- 
GE. — JUAN E. TORRENT. 
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CALSA li.^XlA^ 



Criminal contra don Jaime CibilSy por defraudación de rentas 

de aduana 

Sumario. — Debe absolverse el acusado, contra quien no 
existe dato alguno que haga presumir su culpabilidad. 



Caso. — Lo explica la 



VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR FISCAL 



Señor Juez : 

Este asunto fué pasado á Y. S. por haber encontrado el ad- 
ministrador de aduana, que habiendo presunciones de un delito 
conexo^ no podía él resolverlo con arreglo al artículo... de las Or- 
denanzas de aduana. 

Esas presunciones surgían de la circunstancia de haber sido 
sustraído de los depósitos de aduana las mercaderías de que 
se trata en este asunto. Para aclarar lo que al respecto hubie- 
ra, al par que se inició el sumario para constatar y juzgar la 
defraudación que con esas mercaderías se había efectuado á la 
renta fiscal, se practicaron diversas diligencias. 

Se citaron é interrogaron sucesivamente á los guarda-alma- 
cenes Nunez y Gagliardo, quienes poca luz pudieron dar al res- 
pecto, debido á la circunstancia de haberse trasmitido el depó- 
sito respectivo, sin haber hecho inventario para ese objeto, lo 
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que parece que entóaces no lesera ioipaesio í los empleados de 
aduana, cuando tales trasmisiones se sucedían. 

Quedaba el guarda-almacén Dóbaran, de cuya declaración 
podría obtenerse lo que hasta entonces no se había podido con- 
seguir. Se liioieron todas las diligenoías necesarias para su ci- 
tación, pero ni la citación por medio de la aduana, ni por la po«- 
licía, nf por medio de los edictos que corren en autos, dieron 
por resultado que el dicho Dobaran se presentara. 

Pero si algo podía esperarse de lo que podría declarar Doba- 
ran, sospecha este ministerio que no sería mucho lo qne hubie- 
ra de haberse obtenido, dado lo qne ya he hecho notar, de que 
no se exija á los guarda-almacenes que al recibir ó entregar un 
depósito lo hicieran por inventario, y es de suponerse que, si 
Nuñe2 y Qagliardo nada pudieron decir respecto de los bultos 
en cuestión^ por tal circunstancia, Dobaran poco ó nada podría 
aglregar por la misma cansa. 

Tal situación, que no ha cambiado hasta el presente, á pesar 
de las diligencias practicadas y el tiempo transcurrido, me in- 
ducen á considerar las sospechas ó presnnciones contra emplea- 
dos de la aduana, desprendidos de la defraudación de que se 
trata, como incapaces de fundar una condenación y ni siquiera 
motivo bastante serio para prolongar este proceso^ bajo el punto 
de vista del delito conexo sospechado por el administrador de 
aduana en su resolución de foja... 

Esta creencia me induce á pedir á Y. S. el sobreseimiento 
provisional á este respecto, de acuerdo con el inciso 2^ del ar- 
tículo 435 del Código de Procedimientos Penales. 

Kelativamente á la defraudación de la renta aduanera, con- 
sistente en la extracción clandestina de las mercaderías de los 
depósitos de la aduana, sin cumplir con las obligaciones que 
para con ella tenían sus dueños ó consignatarios, mi antecesor 
el señor doctor Bastillo ya se ha pronunciado. 

En su vista de foja 55 manifestó á V. S. que la sustracción 
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de los baitos eraaa hecho probado, y la respoasabilidad pecu- 
niaria del consignatario un punto indiscutible. 

Este ministerio hace snya tal manifestación, reputándola fon- 
dada en los sigflientes antecedentes : 

Qae según el conocimiento que corte á foja SO, los siete bultos 
á que se refiere el parte de foja... vinieron en el vapor cMedoc» 
en la época que él expresa, á la consignación del señor Jaime 
Cibils. 

Que esos bultos, según las declaraciones y documentos acom- 
pañados por los lancheros Gardella y Noossiton, de foja... , fueron 
llevados á los depósitos de Lanó^, cuya entrada en esos depósitos 
se ha constatado por la relación de foja 4. 

Que constatada más tarde la no existencia de los bultos en 
cuestión en los almacenes donde fueron dejados, y citados á de- 
clarar el señor Cibils y su consignatario, éste no negó el hecho 
de la consignación aludida, limitándose á decir, que los había 
hecho despachar por los señores Herph y C", que había trans- 
ferido el conocimiento al señor Alsinay Cubbert. Lo primero no 
lo justificó, pues las cuentas por él presentadas áfoja... y foja... 
se refieren á otro cargamento que vino por el vapor c Cor- 
douan », según lo afirma Herph y C* en su declaración de foja... y 
según se expresa en los mismos documentos defoja...; lo segundo 
no está acreditado en manera alguna, pues la transferencia que 
se alega debió ser puesta en conocimiento de la aduana al ha* 
cerse ó antes de hacerse la extracción de la mercadería, á los 
efectos que son consiguientes. 

Entre tanto, el consignatario Cibils, ni ha reclamado los bul- 
tos, niel pretendido endosatario del conocimiento, y lo que es 
más^ en su declaración no niega el hecho de que estos bultos 
hayan sido retirados de los depósitos, sin que por otra parte ex- 
plique satisfactoriamente la extracción verificada. 

La indiscutible falta de los siete bultos de que se trata en los 
depósitos respectivos, es bastante para establecer la existencia 
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de la defraudación de la renta aduanera qoe ella importa, con- 
sistente en su BQstraccion como se desprende de los antece- 
dentes. 

Y esta defraudación debe ser castigada con la pena que esta- 
blece el artículo 959 de la^ Ordenanzas de aduana, es decir que 
el sustractor (en este cáso)debe pagar una multa igual al valor 
de las mercaderías sustraídas. 

No creo, por otra parte, discutible la responsabilidad del se- 
ñor Jaime Gibils, consignatario de la mercadería, á cujo nom- 
bre entraron á los depósitos de la aduana, y quien no ha justifi- 
cado en manera alguna, como ya lo he hecho notar, ni de haber- 
se desprendido de aquella, ni aun la manera cómo la extrajo de 
los almacenes fiscales. 

Creo, pues, que al señor Jaime Cibiis debe aplicarse la men- 
cionada pena, en las condiciones de la ley. 

J. Botel. 



Palle del Jíue» Federal 



Buenos Aires, Agosto 5 de 1897. 

Y vistos: Estos autos contra don Jaime Cibiis, por defrauda- 
ción de rentas nacionales. 

Y considerando: Que se encuentra debidamente comprobado 
en autos, que las mercaderías que dieron motivo al cargo for- 
mulado por la oficina de revisacion tuvieron entrada en los de- 
pósitos de la aduana, no sólo por los informes de la alcaidía y 
declaraciones de los lancheros que intervinieron en la descarga 
de aquellas, sino también por la propia declaración del consig- 
natario señor Cibiis. ^ 

Quédelos informes de la contaduría y antecedentes existen- 
tes en la carpeta del buque conductor de las mercaderías, re- 
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sulta qae éstas no fueron despachadas ^ plaza en la forma de 
práctica. 

Que estas circunstancias hacen suppner con fundamento 
que las mencionadas mercaderías fueron sacadas de los depósi- 
tos de la aduana sin la intervención de sus autoridades, defrau- 
dándose aaí al fisco en los derechosque le correspondía percibir, 
pues de lo contrario las habrían reclamado sus dueños. 

Que los artículos 1027 y 1028 de las Ordenanzas de aduana 
responsabilizan á los consignatarios de las mercaderías de toda 
omisioi>ó falta relativa á las operaciones que deben efectuarse 
ante aquella, por sus encargados y que pueda perjudicar la 
renta, y por consiguiente esa responsabilidad tiene necesaria- 
mente que recaer sobre el señor Cibils, á quien venían consig- 
nadas las referidas mercaderías, aunque no se desprenda de las 
constancias de autos que él haya sido personalmente el autor 
de la defraudación cometida, como lo pretende demostrar al 
alegar en su defensa que hizo el endoso del conocimiento á ter- 
cera persona, á estar á las disposiciones legales citadas y á lo 
resuelto por la Suprema Corte en la cansa que se registra en la 
serie 2^, tomo 11, páginas 448 y 456 de sus fallos. 

Que las disposiciones de las ordenanzas que invoca el señor 
Gibils en el capítulo sobre prescripción, de su escrito de foja 70, 
no son aplicables al caso sub-judice por referirse á mercaderías 
giradas á depósito, en cuyas condiciones no se encontraban las 
que motivan este proceso. 

Que es indudable que para haberse extraviado losbultos de la 
referencia de los depósitos de la aduanase ha contado con la 
complacencia de los empleados encargados de su custodia, pero 
no existiendo en autos elemenlos suficientes para determinar 
cuáles hayan sido esos empleados culpables, corresponde que el 
juzgado sobresea al respecto. 

Por estos fundamentos, y de conformidad con lo dictaminado 
por el señor procurador fiscal, fallo: condenando á don Jaime Ci- 

T. IXXIl 21 
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bils y Buxareo al pago de ana multa igaal al valor de las mer- 
caderías que le yinieron consignadas en el vapor cMedoc» y por 
las que no se abonaron los derechos correspondientes ; y sobre- 
seyendo provisoriamente respecto á los empleados encargados de 
so guarda, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 435 del Có- 
digo de procedimientos en materia criminal. En consecuencia y 
álos efectos consiguientes, pásense estas actuaciones á la adua- 
na de la Capital previa reposición de sellos, Notifíquese con el 

original. 

Gervasio F. Granel. 



VISTA DEL SfifiOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Noviembre 12 de 1897. 
Suprema Corle : 

Don Jaime Cibiis reconoce, á foja 14 vuelta, haber hecho des- 
pachar por intermedio del señor Herph, mercaderías llegadas por 
los vapores cH^llenes» y cCordouan». Pero respecto de las que 
motivan este proceso, venidas por el vapor cMedoc», afirma 
que el agente en ésta, .de ia casa remitente de la Habana^ señor 
Alsina, se entendió directamente con el señor Aparicio, por lo 
que el exponente les entregó los conocimientos endosados, cesan- 
do por el hecho toda relación comercial con aquellos caballeros. 

No consta hecho alguno contradictorio de aquella declara- 
ción, y Herph, que intervino por Cibiis en los anteriores despa- 
chos, reconoce á foja 48 que en el de los cajones traídos por el 
cMedoc» no ha intervenido ni existe constancia alguna en sus 
libros al respecto. En el careo de foja 54 queda confirmada esa 
exposición, con la declaración de Gardella, de no poder afirmar 
que aquel le haya abonado personalmente los derechos de lan- 
chaje. 



DE JUSTICIA NACIONAL 371 

De los antecedentes' expuestos resalta, que no existe otra 
prueba contra Cibils que su propia confesión, y que de ella sólo 
resulta que le vinieron con parcial del conocimiento^ que trans- 
firió al agente de la casa remitente, señor Alsina, no habiendo 
intervenido enningonaoperlsicion relativa alas mercaderías ex- 
presadas. Esa confesión, no contradicha por constancia alguna 
del proceso, es indivisible según prescripción del artículo 318 
del Código de Procedimientos en lo criminal. 

Un comerciante, un banquero, á quien se envían los conoci- 
mientos que transfiere, como en el caso se afirma, al agente mis- 
mo de la casa remitente, no es responsable de actos en que no 
tuvo intervención. 

Para que ese comerciante fuera responsable, la aduana, á 
cuyo poder se reconoce que entraron las mercaderías ha debido 
probar que ha intervenido en las operaciones pira el depósito, 
despacho ó sastraccion. 

Los artículos 1027 j 1028 de las ordenanzas responsabilizan 
al comerciante por las faltas de sus depenñientes. Pero aquí no 
intervienen despachantes del señor Cibils, 7 tanto puede atri- 
buirse el fraude á extraños, como á los mismos empleados de la 
aduana, cuyos procedimientos y prácticas resultan incalificables 
ante lo declarado por los mismos guardas á foja... y foja... 

Cuando las ordenanzas se refieren á las responsabilidades de 
los consignatarios, suponen en ellos alguna intervención en los 
actos de depósito ó despacho, según se desprende de los artícu- 
los 276 y 278. Pero cuando el consignatario no ha producido acto 
alguno de documentación de las mercaderías, ni se ha probado 
contra él, la pérdida ó defraudación que puede atribuirse á múl- 
tiples causas, no le es imputable. Es la misma aduana, son sus 
empleados los principalmente responsables de una mercadería á 
que se reconoce haber dado entrada en sus depósitos, sin justi- 
ficar la salida en oportunidad. 

Entre tantos sospechados, no encuentro mérito legal en la 
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causa, para responsabilizar especialmente al que ninguna in- 
tervención resulta haber tenido en los procedimientos^ ni para 
el desembarque, ni para el depósito, ni para el despacho. 

Tratándose de un delito, la prueba de los hechos constituti- 
vos de la criminalidad es necesaria, faltando ella, ó siendo insu- 
ficiente, la absolución se impone, con sujeción á las prescripcio- 
nes de los articules 12 y 13 del Código Penal. 

Adhiriendo por ello, á las conclusiones de la expresión de 
agravios, pienso qué procede en el caso la revocación de la sen- 
tencia de foja 84, en la parte que impone al recurrente la pena 
de comiso. 

Sabiniano Kier, 



Pullo de la Suprema Corte 

Buenos* Aires, Abril 21 de 18d8. 

Vistos y considerando : Que no hay constancia alguna en el 
expediente, que sirva á demostrar que don Jaime Cibiis se haya 
puesteen relación con la aduana, por si ó por persona de su de- 
pendencia, con motivo de la mercadería á que estos autos se re- 
fieren, ni mucho meóos participado en el hecho de la sustrac- 
ción de esa mercadería de los almacenes fiscales, si fuera cierto 
que tal sustracción se realizó y que la no existencia de la mer- 
cadería en dichos almacenes, no se deba á cualquiera de las 
otras causas que, como posibles, se hacen valer en este juicio. 

Que la confesión de Cibiis de habérsele remitido en consigna- 
ción la mercadería, debe apreciarse con el mérito de la califica- 
ción que contiene, de haber endosado oportunamente el conoci- 
miento, antes de que habiera llegado el momento de ponerse en 
relación con la aduana, desde que por la calidad de la persona, 
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808 antecedentes ú otras circunstancias del hecho en cuestión, 
no hay presunciones graves en contra del confesante (artículo 
trescientos diez y ocho, Código de Procedimientos Criminal). 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo expuesto y pedido 
por el señor Procurador general, se revoca la sentencia apela- 
da de foja ochenta y cuatro, en cuanto condena á don Jaime 
Cibils y Buxareo al pago de una multa igual al valor de las 
mercaderías de que se trata en esta causa, absolviéndosele de 
la acusación contra él intentada, sin hacer lugar al recurso de 
nulidad, por no ser procedente con relación á la parte que lo in- 
terpone. Devuélvase, pudiendo notificarse original. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAYIO BÜNGB. — JOAN B. 
TORRENT. 



CAUSA IaXXX 



Contienda de competencia entre el juez federal y el juez de /• 
Instancia de La Plata, en el juicio ejecutivo de don Fran- 
cisco García con don Miguel Paez. 

Sumario. — La jurisdicción del juez provincial en el juicio 
ejecutivo no contestada por las partes, no puede modificarse 
por la transferencia del bien hipotecado y de las obligaciones 
hipotecarias que el ejecutado haga, durante el juicio, á favor 
de un tercero, sin intervención del ejecutante. 
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VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 27 de 1895. 

Suprema Corte : 

La ejecocion iniciada por don Francisco García contra don 
Migoel Faez, por cobro de un crédito hipotecario, f aé legal- 
mente llevada ante el juez de lo oivil de La Plata ; ya porque 
se trataba de un bien raíz ubicado en la Provincia, ya porque 
el juicio se ventilaba entre vecinos de la misma, ya en fin, por* 
que si el ejecutante fuera extranjero podía prescindir del fuero 
federal establecido en su favor para someterse al fuero común 
del demandado. Radicada la ejecución, y hasta trabado el em- 
bargo en la propiedad hipotecada, el señor Paez transfiere el 
dominio á don Manuel Berdijsz, con declaración de que á éste 
incumbe responder al acreedor, del valor del crédito hipoteca- 
rio. La ejecución continúa, no obstante, indebidamente, contra 
Paez, que había dejado de ser parte en el juicio, por la trans- 
ferencia de sus derechos y obligaciones. 

El comprador, que por la transferencia se declara y se reco- 
noce responsable de la obligación de Paez, ya en tela de juicio» 
no ha podido legalmente cambiar de jurisdicción^ ocurriendo 
á otro juez, ha debido continuar las gestiones pendientes, ante 
aquel, ante quien se había legalmente radicado con anuencia 
de ambas partes, según lo dispuesto en el artículo 14 de la ley 
de competencia de 14 de Setiembre de 1863. 

El fuero federal tampoco le ampara, por resultar vecino de 
la capital federal, pues tratándose de derechos transferidos, 
y más, después de radicado el juicio, esa transferencia no surte 
el fuero federal, según se desprende del espíritu y letra del ar- 
tículo 8 de la ley de competencia citada. 
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El transferido tampoco deduce acción alguna nueva ante el 
juez federal, todos sus derechos deriTan déla transferencia j 
de las actuaciones producidas ante el juez de La Plata, ante 
quien ha debido ocurrir á hacer yaler sus excepciones, y de- 
fensas que crea deber oponerles. 

Por ello, pienso que la jurisdicion para conocer de esas ex- 
cepciones y defensas del cesionario del dominio, corresponde al 
juez originario, que es el de la ejecución y pido á V. E. se sir- 
va así declararlo. 

Sabiniano Kier, 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 23 de 1898. 

Vistos y considerando: Que don Francisco García promovió 
juicio ejecutivo contra don Miguel A. Paez para el cobro del 
crédito hipotecario á que se reñere la escritura de foja primera 
del expediente seguido ante el juez provincial, trabándose en 
su virtud el embargo de la cosa hipotecada y disponiéndose la 
citación de remate del deudor ejecutado. 

Que en este estado el juicio, el deudor enajena el bien em- 
bargado tomando el comprador sobre sí la obligación de pagar 
la deuda, según c'onveniode que se hace mérito por el adquiren- 
te don Manuel Berdiez (í-omez, celebrado sin la intervención del 
acreedor García. 

Que no se ha puesto en cuestión la procedencia de la juris- 
dicción local para el conocimiento del juicio ejecutivo ya men- 
cionado, debiendo darse, por tanto, como materia no contestada 
esa jurisdicción. 

Que pendiente el juicio ejecutivo, las convenciones del ejecu- 
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tado con terceros no paeden modificar la jurisdicción en ejer- 
cicio, afectando derechos del ejecutante con hechos en que no 
ha sido parte. 

Por estos fundamentos, j de acuerdo con lo expuesto y pedi- 
do por el señor Procurador general en lo que á la cuestión de 
competencia se refiere, se declara que el conocimiento y prose- 
cución de la cansa corresponde al juez de i** instancia do la 
provincia de Buenos Aires. Remítansele, en consecuencia, los 
autos 7 avísese por oficio al juez federal. Repóngase el papel. 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUN- 
G£. — JUAN E. TORRENT. 



CAUSA IjJLXXI 



Don José Nieto con don Lorenzo Basabe, par embargo 
preventivo; sobre apelación denegada 

Sumario. — 1° El embargo preventivo ordenado no obsta á 
que se promueva debidamente cuestión de competencia, y, se< 
gun el resultado de ésta, sea mantenido 6 no. 

2^ En este concepto el auto que no hace lugar al levanta- 
miento del embargo, dejando abierto el ejercicio del derecho 
que el embargado tuviere para contestar la jurisdicción del juez 
que lo ordenó, no trae gravamen. 
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INFORME DEL JUBZ FEDERAL 

Exma. Corte : 

En el recurso de hecho deducido por el doctor Alberto Oteiza, 
enrepresentacion.de don Lorenzo Basabe, tengo el honor de 
informar á Y. E. lo siguiente: 

A foja 5 del expediente c caratulado don José Nieto contra 
don Lorenzo Basabe, sobre embargo preventivo » se presenta 
el señor Nieto y expone : que según el documento acompaña- 
do, el señor Basabe le adeuda la cantidad de nueve mil tres- 
cientos pesos moneda nacional, los cuales se ha comprometido 
á pagar inmediatamente que termine el juicio seguido por él 
(Basabe) contra don Luciano Fortabat, en este mismo juzgado. 

En este pagaré se reconoce ésta jurisdicción para el cumpli- 
miento de la obligación antedicha, 7 en esta virtud este juz- 
gado, una vez acreditada la competencia, dictó la siguiente re- 
solqcion : 

«La Plata, Junio 21 de 1897. 

cPor acreditada la competencia del juzgado, previa ratifica- 
ción de los testigos ofrecidos respecto de la autenticidad de la 
firma que suscribe el documento de foja 1 y con arreglo á lo 
dispuesto en el artículo 443 del Código de Procedimientos de 
la Capital incorporado, decrétase, bajo la responsabilidad del 
solicitante, el embargo preventivo que pide, debiendo dar esta 
parte caución, de acuerdo con el artículo 444 de la misma ley. 

€ Notifíquese en el dia al apoderado de don Luciano Fortabat 

y póngase por secretaría la anotación correspondiente en los 

autos que sigue don Lorenzo Basabe con el referido Fortabat, 

sobre daños y perjuicios. 

« Aurrecoechea. » 
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Con fecha 23 fué notificado el señor Basaba por cédala 7 se- 
gún resalta á foja 11, presentándose á foja 12 y con fecha 28 
del mismo mes exponiendo: qae el auto dictado por el juzgado 
uobre embargo preventivo debía ser levantado sin más trámi- 
te, en razón á la falta de jurisdicción de este tribunal; porque 
el señor Nieto, al decir que él tiene su domicilio real en la ca* 
pital federal, lo que es exacto, viene sin embargo ante este 
juzgado, cuya jurisdicción es improrrogable ai aun por conve- 
nio de partes, á pedir un embargo preventivo y el cual no ha 
podido dictarse; recayendo á este escrito la siguiente reso- 
lución : 

«UPlaU, Julio r de 1897. 

€ Importando lo pedido deducir la excepción de incompeten- 
cia de jurisdicción, lo que no es admisible en este expediente 
y sí, en el juicio ejecutivo á iniciarse, no ha lugar. Bepóngase 
la foja. 

c Aurrecoechea. > 



El doctor Oteiza^ á foja 15, se presenta y expone: que éste 
auto transcripto anteriormente lo considera agravante á los 
derechos de su representado y contrario á derecho, por lo cual 
interpone el recurso de apelación. 

A este escrito recayó la siguiente resolución : 



« La Plata, Agosto 9 de 1897. 

€ Téngase por parte al doctor Alberto Oteiza y por constitui- 
do el domicilio {indicado á mérito del certificado que precede 
y escrito de foja 12; y en cuanto á lo solicitado respecto al 
embargo preventivo, teniendo presente que es facultativo en el 
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juez declararlo con proebas fehacientes^ de conformidad ul in- 
ciso S"", artícalo 55; y que por otra parte, no es sasoeptibledo 
apelación el auto que lo motiva, se resuelve no hacer lugar al 
recargo entablado. 

c Aurrecoechea. » 



Dejo cumplido lo ordenado por Y. E. en su nota focha 18 
del mes próximo pasado, y la saluda con toda consideración. 

Mariano S. de Áurrecoechea. 



ralto de la •uprenm Corle 

Buenos Aire», Abril 19 de 189H. 

Autos y yistos: En mérito de lo dispuesto en el artículo cua- 
trocientos sesenta y tres del Código de Procedí míen to« de los 
tribunales de la Capital, incorporado al procedimiento federal 
por la ley número tres mil trescientos setenta y cinco, ne de- 
clara bien denegado el recurso. 

Repuestos los sellos, remítanse estas actuaciones al juez de 
sección para que los mande agregar á sus anieeedente». 

BiMAMin Vkt. — AML tklAU. — 
OCTAVIO »CMC. — JUAU C. lO^ 
ftftCHT. 
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RECCRSO 



Suprema Corte Nacional : 

El doctor Alberto Oteiza, en representación de don Lorenzo 
Basabe, en el recurso de hecho interpuesto contra an auto de 
embargo preventivo dictado por el señor juez federal de la pro- 
vincia de Buenos Aires^ á Y. £. digo: 

Que Y. E. acaba de dictar un auto confirmatorio del de 1* 
instancia, fundándolo en el artículo 463 de la ley núme- 
ro 3375. 

Yengo á interponer ante Y. E. el recurso de revisión del auto 
mencionado, fundándome en que el artículo invocado está ex- 
cluido de la ley que Y. E. menciona, así como el que le prece- 
de, según la declaración del artículo 1^ de la misma ley. 

Por tanto, ruego á Y. E. quiera proveer lo que corresponda 
en derecho, haciendo lugar á la presente petición. 

Es justicia, etc. 

Alberto Oteiza. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 23 de 1898. 

Considerando : Que la jurisdicción del juez federal de la pro- 
vincia de Buenos Aires, está hasta ahora acreditada, según 
resulta del informe de aquel y aún de la exposición de la par- 
te, en loquea vecindad se refiere. 

Que, con tal antecedente, el citado juez ha podido y debido 
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tomar oonocimiento del embargo preTentiTo solicitado, sia qae 
ello obste á qae ese embargo hubiera de mantenerse 6 no aegnn 
fuese el resultado de la cuestión de competencia, que debida- 
mente se promoviera. 

Que en ese concepto, el auto á que se refiere el recurso de 
hecho no trae gravamen que lo haga susceptible de apelación, 
porque deja abierto el ejercicio del derecho que el apelante 
tuviere para contestar la jurisdicción del inferior (artículo 206 
de la ley de procedimientos). 

Que aun cuando el fundamento aducido en el auto de foja 
siete vuelta, no justifique la resolución que contiene, ella debe 
mantenerse por las consideraciones arriba expresadas. 

For ésto asi se declara. 

Hágase saber con el original y repóngase el papel. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 

— octavio bunge. — juan e. 
torreiIt. 



CAUSA liXXXII 



Contra don Elias Charriere, sobre comiso 



Sumario. — La sustitución de mercaderías sacadas para re- 
embarco trae la pena de comiso de éstas y de las mercaderías 
sustituidas. 
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BBMLÜCIOIV DE LA ADUANA 

* 

Buenos Aires, Mayo 36 de 1894. 

Visto lo aotaado y considerando que los dos cajones de que 
se trata fueron conducidos hasta la calle de Baloarce esquina á 
Chile» donde se encontraba estacionado otro carro con otros dos 
cajones con la misma marca y números de los de reembarco y 
con un contenido semejaate al de éstos, demostrando esto últi- 
mo que aun en el supuesto de que se hubieran conducido hasta 
el punto de embarque los cajones traídos de plaza hnbiéranse 
embarcado en vez áe los de reembarco sin notarse el cambio, 
deduciéndose de esto que se ha procedido adoptando las precau- 
ciones necesarias para dejar impune el fraude proyectado. 

Que el hecho de ser el mismo dueño délos cajones de reem- 
barco el que mandó de la casa calle Uruguay número 247 hasta 
la esquina de Baloarce y Chile los otros dos cajones con la mis- 
ma marca y números de aquellos, como está comprobado por 
las declaraciones producidas, como también el haberse bajado 
en ese lugar el carrero y guardacosta que conducían los cajo- 
nes de reembarco cambiando allí los carros de conductores des- 
pués que estos últimos salieron de un almacén de bebidas, de- 
muestra que, á no ser la aprehensión efectuada^ se hubiera 
consumado un contrabando. 

Por expuesto y con arreglo á los artículos 976, 1025, i026 y 
1045 de las Ordenanzas de aduana, resuelvo declarar caídos en 
comiso los cuatro cajones aprehendidos, debiendo el carrero 
conductor de los dos cajones de reembarco pagar una multa 
igual al Talor de éstos. 

Hágase saber, pase á Contaduría á sus efectos y repónganse 
los sellos. 

5. Baibiene, 
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FaUo del Juea Federal 



Baenos Aires, Octubre 14 de 1896. 

T vistos estos autos traidos por los señores Elias Charriere y 
Julián TJgalde, en grado de apelación déla resolución condena- 
toria pronunciada por el administrador de Aduana, corriente á 
foja 16. 

Y considerando : Que sustanciado el recurso de apelación, 
sólo ha expresado sus agravios la parte de Charriere» habiéndo- 
sele dado por decaído el derecho de hacerlo á TJgalde, razón por 
la que esta resolución sólo debe tomar en cuenta el derecho 
discutido por aquél, desde que respecto de éste la sentencia es- 
tá consentida. 

Que de las declaraciones y constancias de autos, y aun de lo 
manifestado por los mismos acusados, resulta probado que los 
dos cajones pedidos á reembarco por el documento de foja 3^ 
fueron sustituidos en el tránsito desde el depósito al punto de 
embarque por otros dos con las mismas marcas y números, pero 
eon un contenido de mucho menor valor, todo lo cual pone de 
manifiesto el propósito de efectuar una sustitución maliciosa de 
mercaderías. 

Que este propósito ha tenido un principio material de ejecu- 
eíon, no habiéndose consumado el delito por la intervención de 
las autoridades aduaneras, sin la cual se habría efectuado el re- 
embarco indicado de mercaderías en perjuicio de la renta fiscal. 

Que este hecho está expresamente previsto y penado por el 
artículo 976 de las Ordenanzas de Aduana, y además implícita- 
mente comprendido por las demás disposiciones mencionadas 
en la resolución apelada. 

Por estas consideraciones y fundamentos, s^ confirma, coa 
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costas, la sentencia aduanera de foja 46; debiendo el produci- 
do del comiso ser adjudicado en la forma prevenida por los ar- 
tículos 1029 7 1030 de las Ordenanzas de aduana, previa de- 
ducción de los derechos fiscales y otros que se mencionan en 
dichos artículos. 

Notifíqnese con el original, 7 en su oportunidad remítase el 
expediente á la Aduana para su cumplimiento. 

Agusíin Urdinarrain. 



VISTA DEL SESOK PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 9 de 1897. 

Suprema Corte: 

La expresión de agravios no ha intentado siquiera desvir- 
tuar los fundamentos de la sentencia recurrida de foja 38. 

La negativa absoluta de la sustitución de los dos cajones de 
mercaderías, conducidas á reembarco, se desautoriza ante las 
manifestaciones uniformes de todos los interventores en el ac- 
to, corrientes de fojas 5 ál5, y ante el hecho mismo sdrpren- 
dido infraganti perlas autoridades aduaneras. 

La aplicación del articule 976 de las Ordenanzas de aduana, 
que rige especialmente el caso de sustitución de mercaderías sa- 
cadas para reembarco, es de estricta aplicación; limitándome por 
elloá pedir á V. E. la confirmación ; por sus fundamentos, de 
la sentencia recurrida. 

Sabíniano Kier. 
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Fallo de lii Supreiiiii Corte 

Rueños Aires, Abril 23 de 1898. 

Vistos j considerando : Que, como lo dice el señor Procura- 
dor general y lo establece también la sentencia apelada, el caso 
está previsto y penado por la disposición expresa del artículo 
novecientos setenta y seis de las Ordenanzas de aduana, pues 
que las constancias de autos demuestran acabadamente el pro- 
pósito fraudulento de cambiarlos bultos de mercaderías saca- 
dos para reembarco con otros bultos que contenían mencaderías 
de menor valor. 

Por éstOj de acuerdo con lo expuesto y pedido por el citado 
funcionario y por sus fundamentos, se confirma, con costas, la 
sentencia apelada de foja treinta y ocho. Hágase saber con el 
original, y repuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín PA2.— LUIS V. VÁRELA. 
— OCTAVIO BUNGE. —JUAN E. 
TORRENT. 



T. Lxxn 25 
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CAUSA JLXXXIII 



Doña Carmen Casal de Ferreira, contra el Banco ISacionaly don 
Julio V. Díaz, por tercería de dominio ; sobre desistimiento 
é intervención del marido. 



Sumario. — 1<* El que desiste de ana acción se hace responsa- 
ble de las costas causadas. 

2"* No es apelable el auto por el cual, desistiendo la mujer, 
se admite la intervención del marido, que reprodúcelo expuesto 
por ella. 



Fallo del Jue» Fedeml 



Buenos Aires, Octubre 7 de 1897. 

Y yistos: Estos autos de tercería excluyente de dominio ini- 
ciados por doña Carmen Casal de Ferreira en el juicio ejecutivo 
que sigue el Banco Nacional en liquidación contra don Julio 
Y. Diaz, de su estudio resulta: 

Que presentada la tercerista señora de Ferreira áfoja..., corrí- 
do traslado de su escrito de tercería al ejecutante y ejecutado 
como lo ordena la ley procesal, el ejecutante opuso, sin contes- 
tar la demanda, las excepciones dilatorias de falta de personería 
y defecto legal en la demanda, excepciones que se sustanciaron 
con el respectivo traslado á la tercerista. £1 ejecutado expone, 
al evacuar el traslado de la tercería, que eran exactos los hechos 
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afirmados por la tercerista en su escrito de demanda. El juzgado 
llamó autos para pronunciarse sobre esas excepciones. Que en 
seguida se presentó el doctor Francisco Ferreira, esposo de la 
tercerista, deduciendo la misma tercería sobre los mismos bie- 
nes embargados por el Banco Nacional como de propiedad de 
don Julio y. Diaz. 

Que el Banco se opuso á que se diera intervención alguna al 
doctor Ferreira en este juicio, alegando que era extraño á él y 
no parte, por tanto. 

Que en este estado la causa, la tercerista pidió á foja... se le 
entregaran los documentos que había presentado, pues se iba & 
arreglar con el Banco y al mismo tiempo solicitó que los abo- 
gados y procuradores del Banco apreciaran sus honorarios para 
abonárselos. 

Que después, el Banco pidió áfoja... la prosecución de este 
juicio. 

Que la tercerista volvió á presentarse exponiendo que ella 
había arreglado el asunto con el Banco, y que no obstante ello, 
aquel se proponía continuarlo, faltando á sus compromisos. 

Que en tal virtud, ella se separaba del juicio, desde que su 
esposo el doctor Ferreira se había presentado para que se le tu- 
viera por parte. 

Que en efecto, el doctor Ferreira se presentó pidiendo se le 
diera la intervención que le correspondía en el juicio, á lo que 
se opuso el Banco Nacional. 

Y considerando: Que pendientes aun de la resolución de este 
tribunal las excepciones de falta de personería de la señora de 
Ferreira y de defecto legal en la demanda, en cnanto á la pri- 
mera, no tendría desde luego razón de ser su pronunciamiento 
desde que la señora de Ferreira^ como queda constatado por su 
escrito de foja..., se separa del juicio, y dado ese antecedente, al 
que adhirió el Banco Nacional, no hay materia de pronuncia- 
miento sobre su personería ni sobre la forma de la demanda, por 
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Cuanto el desistimiento de la señora de Ferreira importa el re- 
tiro de su demanda de tercería. 

Que en cuanto á la persona del doctor Francisco Ferreira^ que 
se presenta también iniciando la tercería sobre los mismos bie- 
nes sobre que versaba la que inició su esposa la señora de Fe- 
rreira, es procedente aceptarla como lo hizo el señor juez doctor 
del Campillo^ por auto de foja..., que ordenaba la acumulación 
de las dos tercerías que versaban sobre los mismos bienes. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten se declara: 

i^ Que se da por desistida á la señora Carmen C. de Ferreira 
de su tercería, quedando separada del juicio ; 

2^ Que se da la correspondiente intervención en el mismo al 
doctor Francisco Ferreira ; 

3** Que conteste el Banco la demanda de tercería, por haber 
desaparecido lacausadel pronunciamiento del juzgado sóbrelas 
excepciones pendientes. Hágase saber y repóngase los sellos. 

P. Olaechea y Alcorta . 



Fallo de lo Suprema Corle 

Buenos Aires, Abril 23 de 1898. 

Vistos: Resultando que la apelación interpuesta por el repre- 
sentante del Banco Nacional en liquidación contra el auto del 
juez federal, corriente á foja ciento siete, se limita ala omisión, 
en dicho auto, de la condenación en costas á la señora Carmen 
Casal de Ferreira, y á la intervención que manda dar al doctor 
don Francisco Ferreira. 

Y considerando respecto del primer punto : que en el escrito de 
foja noventa y seis la señora de Ferreira, por los motivos que 
invoca en el mismo, pidió que se diera por concluida la gestión 
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promovida por ella y por eliminada su persona del juicio, lo que 
importa un desistimiento que, con la anuencia del representan- 
te del Banco, manifestada áfoja ciento tres, con la salvedad de 
las costas, fué declarado por el mismo auto apelado, sin que la 
señora de Ferreira hayadedocido recurso alguno. 

Que es de derecho y de jurisprudencia constante, que el que 
desiste de una acción, debe pagar las costas que haya origina- 
do con el ejercicio de la misma. 

Por esto, se confirma el auto apelado de foja ciento siete, de- 
clarándose de cargo de la señora de Ferreira el pago de las 
costas. 

Considerando respecto del segundo de los puntos materia de 
la apelación, que limitándose el auto de foja ciento dos después 
de dar por desistida á la señora de Ferreira, á disponer que el 
juicio continúe con su esposo el doctor Francisco Ferreira, á 
cuyo efecto manda que se le dé intervención, debe entenderse 
que no causa á la parte del Banco gravamen que pueda fundar 
el recurso de apelación, tanto más cuanto que, como esta misma 
parte lo expresa en su escrito de foja sesenta y ocho, el doctor 
Ferreira reproduce y hace suyos los fundamentos invocados por 
su esposa. 

Por esto y de conformidad á lo dispuesto por el artículo dos- 
cientos seis de la ley de procedimientos, se declara mal concedi- 
da la apelación interpuesta por el representante del Banco Na- 
cional en liquidación, respecto del punto considerado. Repues- 
tos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUN6E. — JUAN E. 
TORRENT. 
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CAUSA li^K.'KXIV 



El Banco Nacional, contra don Manuel Ocantos, por cobro 

de pesos ; sobre posiciones 

Sumario, — El presidente del Banco Nacional está obligado 
á absolver posiciones sobre hechos en que haya intervenido ó 
de los que deba tener conocimiento en ese carácter. 



Fallo del Summ Federal 



Buenos Aires, Marzo 23 de 1897. 

Autos y vistos : La oposición formulada por la parte del Ban- 
co Nacional á comparecer á la presencia judicial para absolver 
el pliego de posiciones ofrecido, por creer deber hacerlo por 
medio de informe. 

Y considerando: Que la oposición formulada no tiene razón 
de ser, desde que ella no se apoya en prescripción alguna de la 
ley nacional de procedimientos. 

Que permitir ia absolución de posiciones en la foma que lo 
pretende el Banco, equivaldría d establecer en favor de los liti- 
gantes un privilegio ó beneficio incompatible con la igualdad 
que debe existir entre las partes en juicio. 

Que la ley invocada del Código de Procedimientos para la Ca- 
pital no es de aplicación al caso sub-judice, y el silencio mismo 
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qaela ley de procedimientos nacionales gaarda al respecto, es 
la mejor razón qoe paede invocarse para convertir la pretensión 
de hacerlo en infracción á la forma prevenida por su artículo 
i 10. 

Que tampoco ea de aplicación, por igual concepto^ la disposi- 
ción del artículo 140, que se recuerda, desJe que ella es especial 
7 se refiere á la prueba de testigos y no á la de posiciones, y 
tiene en la ley misma una forma propia y adecuada para cum- 
plimentarla. 

Por estas consideraciones, no se hace lugar á la revocatoria 
pedida y en atención á la apelación que en subsidio se inter- 
pone, se concede el recurso en relación para ante la Suprema 
Corte, debiendo elevarse los autos en la forma usual. Bepón- 
gase las fojas. 

Agustín Vrdinarrain. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 26 de 1898. 

Vistos: Con arreglo ala jurisprudencia de esta Suprema Cor- 
te en casos análogos, y no habiendo razones especiales que obs- 
ten á que el presidente del Banco Nacional absuelva posiciones 
sobre hechos en que, , como tal^ haya intervenido personalmente 
6 de que debe tener conocimiento en el mismo carácter, se con- 
firma, con costas, el auto apelado de foja cincuenta y cuatro 
vuelta. Bepíuestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BCNGE. — JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA liXXXY 



Contra el agente del vapor € Turkish Prince>; sobre comiso 

Sumario. — No procede la pena de comiso cuando el error 
cometido en el manifiesto general de un buqae con privilegio 
de paquete ha sido rectificado en tiempo, sin reato. 



RESOLUCIÓN DE LA ADUANA 

Buenos Aires, Diciembre 5 de 1895. 

No siendo Terosímil, dadas las resultancias del presente su- 
mario, que haya sido intencionada la omisión de que se da 
cuenta á foja 1 , conmútase la pena de comiso por una multa de 
cuarenta pesos oro, que oblará el agente á favor del autor del 
parte. 

Martinez Castro, 



RESOLUCIÓN DEL MINISTERIO DE HACIENDA 

Buenos Aires, Febrero 29 de 1896. 

Tomada en consideración la apelación que del fallo pronun- 
ciado por el administrador de rentas de la Capital, en 5 de Di- 
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ciembré próximo pasado, hace el empleado señor Diego Ravina 
y cuyo fallo recayó en un parto de éste, denunciando haber 
encontrado sin manifestar á bordo del vapor € TnrkishPrin- 
ce» doscientos seis cajones conteniendo vidrios dobles. 

Atento los informes producidos, y considerando: Que el pre- 
sente caso cae dentro de las prescripciones de los artículos 846 
y 905 de las Ordenanzas de aduana en vigencia, sin que sea 
atendible la excusa de error involuntario que alegan los inte- 
resados y da base al fallo administrativo que conmuta \a pena 
de comiso por la de una multa de cuarenta pesos oro, desde 
que el código aduanero castiga los hechos con prescindencia 
absoluta de las intenciones. 

Que es de tener en cuenta que en el pedido de apelación el 
empleado no se circunscribe, como era de su deber, á la exposi- 
ción délos fundamentos y razones legales en que apoya su re- 
curso, sino que entra á apreciar el proceder del superior, he- 
cho irregular que debe ser reprimido, si se quiere mantener la 
corrección y disciplina administrativas. 

Por estas consideraciones se resuelve: revocar el fallo re- 
currido, declarándose caidos en comiso los doscientos seis ca- 
jones de la referencia. 

La Aduana de la Capital apercibirá a! empleado peticionan- 
te señor Diego Baviña, por la forma en que efectuó ante este 
Ministerio la mejora del recurso de apelación que le fué acor- 
dada en 16 de Diciembre de 1895. 

Pase á la Dirección general de Bentas, para los efectos del ca- 
so, llamándole la atención sobre el hecho de que esa repartición 
al producir el informe de 27 de Enero último, no haga men- 
ción de los términos inconvenientes del escrito de mejora del 
recurso del empleado señor Raviña. 

J. /. Romero. 
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VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 



Buenos Aires, Mayo de 1896. 
Señor Juez : 

Motiva este expediente la circunstancia de haber encontrado 
el antor del parte de foja 5, un exceso en la carga del c Turkish 
Prince», consistente en 206 cajones de mercaderías que no ve- 
nían manifestados, como era necesario y legal que vinieran. 

Seguido el procedimiento ordinario para determinar el hecho 
y aplicarle las prescripciones déla ley, fueron citados los seño- 
res Boberto F. Miller, agente del mencionado vapor, para que 
presentara los descargos que entendiera convenirle, respecto 
de an hecho qne se presentaba con todos los contornos de una 
defraudación aduanera, y que por su naturaleza caía bajo el im- 
perio de los artículos 837, 905, 1025 y 1026 de las Ordenanzas 
de aduana. 

El agente del vapor convino en la diferencia que se había no- 
tado y que fué confirmada posteriormente por otras oficinas de 
la Aduana, pero alegó en su descargo, que en tiempo se había 
presentado pidiendo se adicionaran las mercaderías que falta- 
ban, lo que fué consentido por el administrador, con la condi- 
ción expresa de que no hubiera parte anterior; y por otra parte 
alegó también el agente que el hecho provenía de un error al 
redactar el manifiesto en que se había olvidado el número dos- 
cientos antes de ochenta, lo que causaba la diferencia. 

El administrador de aduana no tomó en cuenta el primer 
descargo, porque se constató por las diversas informaciones pro- 
ducidlas, que cuando se pidió la adición del manifiesto ya exis- 
tía presentado el parte de foja 5. Pero tomó en cuenta el ex- 



DE JUSTICIA NACIONAL 395 

presado administrador el segaado descargo, establecieado en 
80 resolución de foja 15 que no siendo verosímil que fuera in- 
tencionada la omisión deque se trataba, conmutaba la pena es- 
tablecida por las Ordenanzas (disposiciones citadas) por la de 
una multa de 40 pesos oro á favor del denunciante. 

£ste fallp fué apelado ante el Ministerio de Hacienda por el 
empleado denunciante, en virtud de lo dispuesto por el artículo 
21 de la ley de aduana. 

Sustanciado el asunto ante el ministerio y expedida la Direc- 
ción de rentas y el Procurador del tesoro^ la resolución adua- 
nera cuestionada fué revocada, condenándose á comiso los 206 
cajones de mercaderías de que en el asunto se trata. 

Tal es el procedimiento seguido en este asunto, siendo los 
fundamentos de la resolución ministerial recurrida los artícu- 
los 846 y 905 de las Ordenanzas de aduana, que expresamente 
castigan el hecho, con prescindencia de las intenciones 6 de los 
errores que no hayan sido salvados en tiempo. 

El procedimiento que dejo relacionado es perfectamente co- 
rrecto y no da lugar en manera alguna á que se le tache de nuli- 
dad, pues en él se han observado todas las formas necesarias 
para la aplicación de las leyes que lo rigen. 

La nulidad que por la parte de Miller se sostiene y que arran- 
ca de la pretendida inconstitncionalidad del artículo 21 de la 
ley de aduana vigente, no tiene razón de ser, pues el recurso 
que autoriza por parte de los empleados contra los fallos adua- 
neros, es solamente un recurso de orden administrativo del in- 
ferior al superior, paradla mejor defensa (ie los intercbes fisca- 
les, lo que puede tener lugar, sin que ello importe en manera 
alguna conferir al ministerio facultades judiciales, como se pre- 
tende . 

La Suprema Corte de Justicia, en varias ocasiones, ha decla- 
rado que el administrador de aduana carece de jurisdicción 
contenciosa (ser. 1% tomo 1% pág. 102), que sus procedimien- 



396 FALLOS DB LA SUPftBMA CORTE 

tos son administrativos y no causan instancia (ser. i*^, tomo 1^, 
pág. 309), que el Poder Ejecutivo puede reformar sus procedi- 
mientos (sor. !•, tomo 1*^, pág. 456), y por último, que al juz- 
gar juzga como administrador y no como juez (ser. 2*^, tomo 5"^, 
pág. 253). 

Tales declaraciones caracterizan bien las funciones de admi- 
nistrador de aduana y denotan claramente que la facultad de 
recurrir al ministerio contra sus resoluciones á que se refiere el 
artículo 21 de la ley de aduana, no importa atribuir á éste fun- 
ciones judiciales, sino darle ocasión para que se pronuncie ad- 
ministrativamente sobre la cuestión suscitada. 

Bastan estas consideraciones para queV. S. no tome en cuen- 
ta la argumentación deMilIer sobreesté punto. 

Por otra parte, los procedimientos observados, como V. S. 
puedo notarlo, en nada cercenan la defensa del acusado, pues 
como en este mismo asunto se ve, el señor Millar ha podido re- 
currir ante Y. S. haciendo valer los derechos que cree asis- 
tirle. 

Encuunto al hecho de que se trata, considera este ministerio 
que es deber aplicar los artículos 846 y 905 de las Ordenanzas 
d,e aduana en la manera que lo ha hecho el Ministerio de Ha- 
cienda, es decir, aplicando el comiso á las mercaderías exce- 
dentes que dieron lugar al parte dé foja 5. 

Esas prescripciones se refieren á los casos de error ó falsa 
manifestación que den lugar á una disminución de la renta fis- 
cal, sin tener para nada en cuenta las intenciones de las perso- 
nas que la cometieren y deben aplicarse sobre todo á aquellos 
(errores ó falsedades) que no hayan sido salvados en el tiempo 
que las leyes autorizan. La Corte Suprema así lo tiene resuelto 
de una manera expresa y general en el fallo que corre en la se- 
rie 2', tomo 15, página 557; siendo constante tal jurisprudencia. 

El fallo de la misma Corte, que en contraposición á éste se 
cita por Miller, no es aplicable, por cuanto se trata de mercado- 
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rías que venían ilestinadas á puerto extranjero y en tránsito en 
ésta, segnn se expresa en el mismo (véase el fallo de la ser. 3^, 
tomo 12, pág. 94). 

Por estas consideraciones, considero que Y, S. debe confir- 
mar la resolución del Ministerio de^ Hacienda; condenando á 
comiso los 206 cajones de mercaderías de que se trata en este 
asunto. 

J. Botet. 



Fallo del JFiiea Federal 



Buenos Aires, Octubre 3 de 1896. 

Vistos estos autos traídos para resolución con motivo de ape- 
lación interpnesta por don Roberto F. Miller de la resolución 
administrativa de foja 26, en laque se declara caldos en comiso 
los 206 cajones denunciados en el parte de foja 5. 

Y considerando: Que los artículos 837, 8467 905 de las Or- 
denanzas de adnana son de correcta y estricta aplicación al caso 
sub-judice, desate que se trata de mercaderías mal manifesta- 
das, como lo indica el parte mencionado y vírtualmente lo re- 
conoce el apelante á foja 8 vuelta, sin que en los términos lega- 
les se haya salvado los errores involuntarios invocados en el 
manifiesto general, ni presentado causa eximente de tal san- 
ción legal. 

Que la pena de comiso impuesta por el Ministerio de Ha- 
cienda á la mercadería mal manifestada, es la que surge como 
consecuencia del acto practicado, con arreglo á los artículos 
1025 y 1026 de dichas ordenanzas, desde que el hecho imputa- 
do, á haber pasado desapercibido, hubiera causado perjuicio y 
disminuido la renta fiscal; sin que por otra parte influya para 
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esta determinación, la intención 6 voluntad del agente, que la 
ley no toma en cuenta tratándose de actos de la naturaleza 
del que motiva esta resolución. 

Qne al caso actual, como eximente de pena, no le es de apli- 
cación el artloirlo 1027, pues el error evidente é imposible de 
pasar desapercibido, que dicho artículo requiere, no encuadra 
en modo alguno en los actos del apelante, que como queda ezpre- 
sadOy á no haber sido oportunamente notados hubieran perjudi- 
cado los intereses fiscales. 

Que el recurso de nulidad invocado en la expresión de agra- 
gios, no puede legalmente prosperar, por haber sido deducido 
en abierta opesicion al artículo 234 de la ley nacional de 14 de 
Setiembre de 1863, que imperativamente dispone sea deducido 
conjuntamente ron el de apelación, disposición que no ha sido 
cumplimentada por el apelante, que recien ante este juzgado se 
sirve de él, contrariando así igualmente la jurisprudencia de 
la Suprema Corte establecida en la serie S**, tomo 17, página 
440 de sus fallos, y tomo 12, página 170, etc. 

Que aun cuando dicho recurso de nulidad hubiera sidointer* 
puesto en tiempo y forma^ tampoco sería procedente, ni el juz- 
gado podría acordarlo, desde que la inconstitucionalidad que se 
invoca no existe, pues, como juiciosamente lo sostiene el Minis- 
terio público y así lo establece la jurisprudencia allí citada del 
alto poder judicial de la nación, los recursos que los empleados 
deducen de los fallos pronunciados por el Administrador de 
aduana son exclusivamente de orden administrativo, de inferior 
á superior y para la mejor defensa de los intereses fiscales, sin 
que ello importe conferir al Ministerio de Hacienda facultades 
judiciales, ni al administrador jurisdicción contenciosa, pues- 
to que sus procedimientos son simplemente administrativos y 
no causan instancia y (lue el ejecutivo nacional puede reformar 
sus procedimientos, y al juzgar lo hace como poder adminis- 
trativo y no como juez. 
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Qae desde luego, ajustándose la resolacion pronunciada por 
el Ministerio de Hacienda á las constancias de la cansa y sien- 
do la pena en ella impuesta la que por la ley arriba citada co- 
rresponde, el juzgado no encuentra mérito ni razón fundamen- 
tal para acordar la revocatoria y nulidad deducida por el ape- 
lante señor Miller. 

Por las consideraciones expuestas y las aducidas por el pro- 
curador fiscal en su precedente dictamen y las que encierra el 
escrito de foja 61, el juzgado resuelve: confirmar, con costas, 
la resolución de foja 26, que declara caidos en comiso los 206 
cajoues de que instruye el parte de foja 5, y los que, con arreglo 
á los artículos i029 y 1030 de las Ordenanzas de aduana de- 
berán ser adjudicados al denunciante y aprebensor, previa de- 
ducción de los derechos fiscales y demás que se mencionan en di- 
chos artículos. Notifíquese con el original, y en su oportunidad 
remítase el expediente á la aduana. Repóngase el papel. 

Agustín Urdinarrain. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Febrero 26 de 18í)8. 
Suprema Corte : 

Se había cometido un error, segnn el informe mismo de la 
administración de aduana de foja 19, al consignar en el mani- 
nifiesto general de carga del vapor c Turkish Frince >, 206 bul- 
tos de menos. Pero esa omisión había sido salvada á solicitud 
del capitán, según se informa á foja 6 vuelta. 

La salvedad se había producido en tiempo oportuno, porque 
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se trataba de an vapor eoil privilegioxle paquete, qae según las 
diligencias de fojas 78 á 80^ había entrado al dique el 20 de 
Setiembre de 1895, y que ha^ta el dia 21, de los 19.373 bul- 
tos que traía á su bordo, sólo había descargado 664. 

Aplicando á estos hechos los artículos 846 y 847 de las Orde- 
nanzas de aduana, tratándose de un error aparentemente invo* 
luntario, podía salvarse sin reato alguno, mientras la carga 
permanezca abordo del paquete, lanchas ó pontones. 

El hecho de haberse denunciado la omisión el día 21 de Se- 
tiembre, no implica la pérdida del derecho á la ampliación, 
acordada por el artículo 846 citado, al capitán 6 agentes del 
vapor con privilegio de paquete, porque la palabra sin reato^ 
que usa aquel artículo, se relaciona con la expresión general y 
amplia del inciso 4^ del siguiente al prescribir que el término 
para salvarlos errores en el manifiesto general^ no ef; el de 48 
horas acordado en los buques de vela sino el que dura su des* 
carga. 

La circunstancia de haberse establecido recien en la ley de 
aduana para el corriente año, que la denuncia con anterioridad 
se opone á la enmienda, prueba que tal restricción no existía en 
la legislación anterior. V. E. parece implícitamente haberlo re- 
conocido en )a resolución consignada en la página 97, tpmo 12, 
serie 3^ de sus fallos, al declarar c qpe el hecho de haberse 
apercibido la aduana de la existencia ^ bordo de los ))nltos en 
cuestión antes de su declaración y agregación al manifiesto ge- 
neral de la carga por los recurrentes, no existiendo circunstan- 
cias que hagan presumir dolo de parte de éstos, y est.ando ellos 
en tiempo para hacer esta declaración, no es bastant^, con arre- 
glo al artículo 847, para imponerles responsabilidad. 

Estos antecedentes me deciden á adherir al pedi(|o de los re- 
currentes, sobre exoneración de la pena de comiso impuesta en 
la sentencia de primera instancia, sin que crea necesario en- 
trar al examen de las cuestiones de inconstitucjonalidad de la 
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ley de adaana de i895 é improcedencia del recarso introducido 
ante el Poder Ejecati?o, ya que esa argumentación ha sido le- 
galmente refutada en la vista del procurador fiscal de foja 318, 
á cuyas conclusiones me adhiero al respecto, y desechada por 
la sentencia de foja 64. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 26 de 1898. 

Vistos y considerando: Que el buque c Turkish Prince > go- 
za de privilegio de paquete, constando de autos que la rectifi- 
cación del error cometido en el manifiesto genera) se hizo den- 
tro del término establecido por la ley á ese objeto (artículo 
ochocientos cuarenta y seis de las Ordenanzas). 

Que nada hay en autos que sirva á demostrar que no fuese 
involuntaria la acción del capitán, desprendiéndose al contra- 
rio que se trata de un error que ha podido salvarse, de confor- 
midad con la citada disposición legal, sin reato alguno. 

Por esto, y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general, en lo que al comiso se refiere, y á la ju- 
risprudencia de esta Suprema Corte^ se revoca la sentencia 
apelada de foja sesenta y cuatro, y se declara no haber lugar á 
la condenación impuesta al reclamante por dicha sentencia. 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — LDIS V. VÁRELA. 

— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. 

— JUAN E. TORRBNT. 

T. Lxxn 26 
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CAUSA I^XXXTI 



Don Jorge Miazzi contra la sociedad tGran Politeama^, por 

cobro de pesos ; sobre personería 

Sumario. — Disaeltala sociedad con la cual se ha contrata- 
do, no puede negarse personaría al socio que se ha hecho car- 
go de su activo y pasivo^ con quien se han mantenido relacio- 
nes de derecho. 

Caso. — Lo explica el 



Callo del Juex Federal 



Rosario, Junio 12 de 1895. 

Vistos 7 resultando: I"* Que don Jorge Miazzi se ha pre- 
sentado ante este juzgado demandando á la sociedad c Gran 
Politeama > de esta ciudad por rescisión del contrato que con 
ella tiene celebrado, para construcción del edificio para teatro 
de ese nombre, por los daños y perjuicios que le han irrogado á 
causa de la inejecución del convenio por parte del cQ-ran Po- 
liteama», por cobro de pesos provenientes de la cuarta y quinta 
liquidación^ cuyo importe deberá determinarse por peritos con 
las reservas y exclusiones del caso ; por cobro de pesos, impor- 
te de los enseres^ útiles y materiales de su propiedad, que la 
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sociedad ha empleado y continúa empleando en la obra, y final- 
mente por las costas del juicio. Agrega: c que en oportanidal 
presentará los docnmentos qae crea necesarios á sus derechos 
no adjuntándolos ahora por no tenerlos á mano >. 

2^ Que declarada la causa de competencia de este juzgado, 
se corre traslado déla demanda y contesta el representante de 
la sociedad c Gran Politeama > : Que el contrato de construc- 
ción del edificio se había rescindido de común acuerdo de par- 
tes ; que no había lugar á daños y perjuicios porque no se ha- 
bían salvado en la disolución del contrato, y en ningún caso 
existían daños y perjuicios sufridos por el demandante ; que no 
tenía derecho el actor á cobrar cantidad de pesos por la cuarta 
y quinta liquidación, porque cuenta no liquidada no arroja, de 
presente, ni crédito ni deuda ; que respecto á la cuarta peti- 
ción sobre el importe de enseres, útiles y materiales es infor- 
mal la demanda, porque no se determina el quantum, razón por 
la cual no puede ser debatido este punto en el pleito y debe 
desestimarse en la sentencia esta pretensión ; que si los ense- 
res y útiles se refieren ^ los andamies, que puede pasar Meazzi 
á recogerlos sin necesidad de demanda; finalmente, opone la 
excepción de falta de personería, porque la compañía c Gran 
Politeama» ha contratado con la sociedad c Jorge Miazzi y 
compañía» y no con Jorge Miazzi, que es el que demanda. 

3^ Que abierta la causa á prueba ha producido con toda 
amplitud la que corre en autos. 

4** Que en los alegatos de bien probado reproducen, actor y 
demandado, los fundamentos de sus derechos, insistiendo este 
último en la excepción de falta de personería del demandante, 
y que no se tome en consideración la escritura de foja 62, por 
no haberse presentado en la oportunidad legal. 

Y considerando: 1^ Que la lógica del procedimiento exige 
que el juez se pronuncie con primacía sobre la excepción pro- 
puesta sobre falta de personaría del actor, pues si se declara 
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que el demandaBte gestiona derechos que no le corresponden 
personalmente, y no ha justificado el poder ó antori«acion le- 
gal con que lo hace, es contrario á derecho é inoficioso entrar 
á juzgar sobre el fondo positivo del pleito; tanto más, si se 
tiene presente qae esta excepción de falta de personería, es 
propiamente en este caso una defensa del demandado negando 
al actor el derecho sustantivo de exigir ninguna cantidad, y 
como tal debe ser su solncion (Fallo de la Corte, tomo 1^, pá- 
gina 34, serie S*"). 

2^ Que en el contrato d^ fojas 45 á 47, reconocido á foja 
65 á pedido del actor^ se expresa claramente que la sociedad 
anónima c Gran Politeama » ha contratado la construcción de 
la obra con los señores Jorge Miazzi y compañía, con la ga- 
rantía del señor Nicolás Mate, expresando con toda claridad en 
el artículo 1**, que la empresa contratista la componen los se- 
ñores Jorge Miazzi y compañía y don Nicolás Mate, lo que sig- 
nifica que la palabra c compañía » implica la existencia de 
otra persona más que la de los nombrados ^ porque si no fuera 
así, se habrían limitado á expresar que la empresa se compone 
de los señores Miazzi y Mate. 

3^ Que es un principio sentado en varios pasajes de nues- 
tro Código Civil, que una persona jurídica ó sociedad del dere- 
cho civil y comercial es un ente ideal distinto de los miembros 
que la componen; que como persona del derecho positivo pue- 
de adquirir derechos y contraer obligaciones propias, sin que 
pueda legítimamente atribuirse ninguno de sns miembros el 
carácter de acreedor de esos derechos, á no ser qu6 la ley ó el 
contrato le haya acordado previamente la representación de la 
sociedad ó del ser de existencia ideal. 

4** La acción que nace de un derecho, empleada ante la jus- 
ticia para hacer que una pericona pague una cantidad ó ejecute 
algún hecho, implica la existencia de una obligación contraída 
por esa persona demandada á favor personal del actor, ó repre- 
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senté los derechos del primitivamente obligado. En el presen- 
te caso, como se demuestra por el contrato social, no se ha 
contraído el Tincólo de derecho oon don Jorge Miazzi^ sino con 
el sujeto moral Jorge Miazzi y compañía. Aquel repútalo ter- 
cero la ley con relación á la sociedad, su calidad de socio de 
esa c razón social > no puede invocarla para abrogarse el carao- 
ter de acreedor del cGranPoliteama», porque los deudores de 
la sociedad, no son los deudores de los socios (artículos 1711, 
1743, 1712 del Código Civil). 

Como corolarios de estos principios, establece el mismo Có- 
digo en los artículos 1748 y 1749: ninguno de los socios, á no 
tener la administración de la sociedad, ó á no representarla en 
los casos antes designados, ó á no haber sido especialmente au- 
torizado por el que la administrase, tendrá derecho para co^ 
brar las deudas activas de la sociedad, y demandar d los deu- 
dores de ella. 

Los deudores de la sociedad no quedarán desobligados si pa- 
gasen al socio que no estuviese autorizado para recibir el pago, 
aunque sólo le pagasen su parte en la deuda. El actor, no sólo 
no ha exhibido esa autorización para cobrar, como se verá más 
adelante, sinó^ lo que es más, ha demandado á nombre propio . 

5^ Que el demandado se opone á que se tome en considera- 
ción el documento de foja 62, que regla la disolución de la so- 
ciedad entre Miazzi y Mate, porque ha sido presentado fuera 
do la oportunidad legal. 

Por esa escritura sostiene Miazzi que tiene la representación 
de la sociedad c Jorge Miazzi y compañía >, porque en la liqui- 
dación coa el socio Mate, ha quedado aquel hecho cargo del 
activo y pasivo del ramo de albañilerfa. Dos cuestiones surgen 
con la exhibición del documento de foja 62 : ¿Se ha presentado 
en la oportunidad legal para tenerlo en consideración en la solu- 
ción de la litis? En caso afirmativo, ¿puede ese documento mo- 
dificar la situación legal ó relación de derecho de la compañía 
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c Gran Politeama > con la sociedad constructora Jorge Miazzi 
y compañía? Si ¿ la escritura de foja 62 le atribuye el actor 
carácter de instrumento habilitante para gestionar el pago de 
créditos que correspondieran á la sociedad de que formara par- 
te, debió presentarla con el > primer escrito, no habiéndola pre- 
sentado al entablar la demanda, no se puede acceder á sus peti- 
ciones. El artículo 4>^ déla ley nacional de procedimientos, 
dice: c La persona que se presente por uñ derecho que no sea 
propio, aunque le competa ejercerlo por razón de su oficio 6 
iuTestidura que le venga déla ley, como el tutor por su pu- 
pilo, el superior ó procurador de una comunidad por ésta, el 
albacea de una testamentaría, por la misma, ú otra que esté en 
igual caso, acompañará con su primer escrito los documentos 
que acrediten su personalidad, sin lo cual no se dará curso á 
su^ pretensiones '^ . 

El artículo 1® de la misma ley, dice: c El actor, en toda es- 
pecie de juicios, ha de producir con su demanda las escrituras 
y documentos que justifiquen el derecho que deduce ; y de las 
que no pueda presentar, por no obrar en su poder^ hará mención 
con la individualidad posible sobre lo que de ellas resulte, y 
del archivo, oficina' pública ó lugar donde se encuentren los ori- 
ginales. Después, no se le admitirá nuevos documentos que no 
sean de fecha posterior á la demanda, ó bajo juramento de que 
antes no había tenido noticia de ellos ». 

Caravantes dice en el tomo 2^, página 39 de su obra : c No 
cumplirá, pues, el demandante, con la prescripción de la ley, y 
en su consecuencia no le serán admitidos con posterioridad á 
la demanda los documentos que, aun cuando no los poseyera, 
hubiera podido adquirirlos por diligencias particulares ó judi- 
ciales». 

La Suprema Corte Nacional ha aplicado con repetición los 
artículos transcriptos, desechando en consecuencia los docu- 
mentos presentados con posterioridad á la demanda. Para el 
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juez que conoce la causa, ¿qué Talor tieno esa escritura agre- 
gada á los autos con violación de los artículos 4 j 10 de la ley 
mencionada? Para el juez significa tanto como si no existie* 
ran; por una ficción del derecho, lo que está prohibido por las 
leyes no tiene valor, no produce efecto, no tiene existencia 
jurídica (artículo 18 del Código Civil). 

£1 mismo autor del Código Civil publicaba en la Revista de 
Legislación y Jurisprudencia, treinta años antes de redactar 
el Código : c Cuando una disposición de la ley de orden públi- 
co, ella irrita virtualmente todo lo que le es contrario >. T es 
un principio reconocido en jurisprudencia, que las reglas que 
atañen á los procedimientos de los juicios son de orden públi- 
co, y quien falta á ellos viola las leyes que tenían ese sello (ar- 
tículo 5^ del Código Civil). Toullier dice : la sola presentación 
de las piezas, en oposición á la ley, destruyen hasta la 
apariencia del contrato (de la litis) que no ha podido for- 
marse contra la oposición siempre existente de la ley. Si se 
ocurre á los jueces, no es para que él pronuncie una nulidad 
pronunciada de antemano por la ley ; es únicamente porque en 
el estado civil nadie puede hacerse justicia por sí mismo, y es 
necesario para obtenerla, dirigirse al magistrado encargado de 
hacer cumplir la ley^. El documento de foja 62 es por otra 
parte de fecha anterior á la demanda y no podía ignorar su 
existencia el actor, puesto qne los ha presentado espontánea- 
mente, por haberlo tenido en su poder y ha sido labrado ante 
un escribano de la localidad, ni ha prestado el juramento de 
fórmula al pedir su agregación. Quien no ha observado con los 
requisitos legales al deducir una acción debe soportar las con- 
secuencias de ello. El demandado ha pedido, además, en la 
estación oportuna del juicio, al hacer mérito de la prueba de 
autos, se desestime el contenido de ese documento. 

6^ Que el contenido de ese documento tampoco puede perju- 
dicar al c Gran Foliteama > porque, para esa compañía, es res 
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Ínter allios, desde que no se le ha hecho saber la disolución de 
k sociedad (articulo 1768 del Código Civil). Y recordando lo 
que se ha expuesto en el segundo considerando, resulta que el 
documento de foja 62 no disuelve la sociedad Jorge Miazzi y 
compañía sino que acredita la separación del socio Jorge Mate, 
socio ostensible que figura en el contrato de foja 45. 

Por estas consideraciones, fallo en esta sala de audiencias : 
declarando que el actor no ha justificado su personería para 
demandar las cantidades que cobra al c Gran Politeama ». Con 
costas, por encontrar mérito para ello. Repóngase, 

Daniel Goylia. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 26 de 1896. 

Vistos : Considerando : Que aunque es cierto que el contrato 
de foja cuarenta y cinco se ha celebrado entre la sociedad anó- 
nima c Gran Politeama > por una parte, j Jorge Miazzi y com- 
pañía por otra, para la ejecución de las obras de albañilería 
á que él se refiere, no es menos cierto también que aquella so- 
ciedad (la del Gran Politeama) sólo ha reconocido como cons- 
tructora á Jorge Miazzi y mantenido con él, personalmente é 
individualmente^ relaciones de derecho para la ejecución de 
esas obras, según lo acredita el acta de foja diez y ocho, de !a 
sesión del Directorio de la sociedad demandada en que se acep- 
ta la rescisión del contrato propuesto por Jorge Miazzi, la co- 
rrespondencia presentada por el apoderado de aquella y la 
cuenta de los libros de la misma que obran en autos. 

Que estos antecedentes prueban, sin duda alguna, que la 
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dísolacion de la sociedad Jorge Míazzi y óompañía, quedando 
á cargo de Jorge Miazzi el activo y pasivo de ella, como este 
lo ha alegado, fué uq hecho puesto oportunamente en conoci- 
miento de la sociedad c Gran Politeama > y aceptado por ella. 

Que en tal virtud y para los objetos de la demanda de foja 
ana debe concluirse que Jorge Miazzi ha justificado suficien- 
temente la legitimidad de su personería, que no ha podido 
serle negada por la sociedad demandada, ni desconocida en la 
sentencia apelada, aun cuando no hubiere de hacerse mérito de 
los documentos de foja ciento sesenta y dos y de foja dosoien* 
tos sesenta y cinco. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de 
foja doscientos treinta y siete, declarándose que el actor ha 
comprobado su legal personería ; y devuélvanse para que el 
inferior se pronuncie sobre las peticiones de la demanda. Re- 
póngase el papel . 

BENJAMÍN PAZ. — LUIS V. VÁRELA. 
— ABEL BAZAN. — OCTAVIO BüN- 
GE.— JUAN E. TORBENT. 



€;avsa jl:k.%X¥II 



Don Francisco Mazza contra don Eduardo Müller, por embargo 

preventivo; sobre costas 

Sumario. — No procede la condenación en costas contra el 
acreeedor, que, al deducirse tercería, desiste del embargo pre* 
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ventÍTo sobre los bienes que no tenía motivo para creer q^ae hn- 
biesen salido de poder del deudor. 



Caso. — En 27 de Diciembre de 1897, don Francisco Maaza 
se presentó al juzgado diciendo : 

Que don Eduardo MuUer le es deudor de la cantidad de pesos 
que expresa el documento que acompaña, y que para garantir 
sus derechos pedía embargo preventivo sobre 250 toneladas de 
madera de quebracho que vienen en el pailebot c Gittá de Ge- 
nova >, en viaje de Eeoonquista á la consignación del deudor. 

Producida la información respectiva, el juez, con fecha 20 de 
de Diciembre decretó el embargo preventivo. 

En 1° de Febrero de 1898 los señores Mallmann y C*, acom- 
pañando el conocimiento de esa carga, endosado á su favor por 
MüUer, dedujeron tercería de dominio. 

En vista de ésta, Mazza desistió del embargo, pidiendo que 
fuera dejado sin efecto. 



Vallo del Juez Federal 

Buenos Aires, Febrero 23 de 1898. 

Téngasele por desistido, con costas. 

Urdinarrain. 



Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 26 de 1898. 

Vistos y considerando : Que no se pone en cuestión el derecho 
del recurrente para solicitar el embargo preventivo, ni el de- 
sistimiento se reñere á ese derecho. 
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Qae el reconocimiento de qae el embargo no debe trabarse 
sóbrelos bienes denunciados, hecho tan luego de haber el ter* 
cerista iniciado la tercería presentando documentos para acre- 
ditar que los enunciados bienes habían pasado á ser suyos me- 
diante contrato con el ejecutado, demuestra la buena fé del 
acreedor, que no aparece haber tenido motivo para creer que las 
cosías habían salido de poder de su deudor al momento en que 
pidió el mencionado embargo. 

Por esto se revoca el auto de foja quince vuelta, en la parte 
apelada, declarándose que procede la condenación en costas im- 
puesta al recurrente. Repuestos los sellos* devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB. — JUAN B. 
TORRENT. 



CAUSA jlxx:i:yiii 

Don Isidoro J. Salas ; sobre excepción del servicio militar 

Sumario, — El hijo que provee á la subsistencia de la ma- 
dre desamparada está exceptuado del servicio militar activo. 



Caso. — Lo explica el 

Fallo úmi Juea Pe«ieriil 

La Plata> Abril 18 de 1898. 

Autos y vistos los seguidos por el señor Miguel P. Salas, en 
representación de Isidoro J. Salas, solicitando la excepción del 
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servicio militar activo, venida ante este juzgado en apelación 
de ana resolacion de la junta deBarracas al Sad. 

Y considerando : que la misma junta ha reconocido que el 
reclamante atiende á la subsistencia de la madre, y en este 
concepto ha debido tener por acreditada la excepción de los 
artículos 24 y 26 de la ley número 3318. 

Por estOy no obstante lo pedido por el fiscal, se revoca la re- 
solución mencionada y devuélvase este expediente al lugar de 
su procedencia. Notifíquese con el original y regístrese. 

Jf . S. de A urrecoechea . 



▼ISTA DEL SEÜOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, Abril 26 de 1898. 
Suprema Corte: 

La última parte del artículo 26 de la ley número 3318, equi- 
para á los efectos de obtener excepción del servicio militar ac- 
tivo al hijo único de madre viuda, á quien supone el sosten de 
ésta, con aquel de los hijos que provea á la subsistencia de nua, 
madre desamparada ó de un padre septuagenario é impedido. 

De las constancias dé foja 1* resulta que don Isidoro J. Sa- 
las es quien atiende á la subsistencia de su madre viuda ; y la 
circunstancia de que aquel tenga otros hermanos que en un caso 
dado pudieran reemplazar al postulante en la tarea de propor- 
cionar los medios de vida á su madre viuda, no afecta el derecho 
ala excepción que le acuerda la ley, en su situación actual. 

Del hecho de que el peticionante tenga otros hermanos, puede 
surgir la sospecha de que éstos también contribuyan á la sub- 
sistencia de su madre viuda, pero como las constancias de autos 
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disipan aqaella dada, el peticionante tiene derecho á ser excep- 
tuado del servicio militar activo. 

Por estas consideraciones pido á Y. E. la confirmación, por 
sas fundamentos, de la sentencia apelada de foja 15 vuelta. 

Sabiniano Kier. 



Fallo de la Saprema Corte 

fiuenos Aires, Abril 28 de 1898. 

Autos 7 vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el 
señor Procurador general y por sus fundamentos so confirma el 
auto apelado de foja cinco vuelta. Devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUN6E. — JUAN E. TO- 
BRENT. 



€AVSA JL.'VXXIX 



Don Juan José Alemán; sobre excepción del servicio militar 

Sumario. — El hijo que provee á la subsistencia de la madre 
Tiuda está exceptuado del servicio militar activo. 



Caso. — Lo explica el 
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Fallo del Sum» Pederal 



La Plata, Abril 16 de 1898. 

Autos 7 vistos: Por lo qne resulta de la información produ- 
cida, revócase la resolución de la junta de excepciones de Ba- 
rracas al Snd y admítase la excepción opnesta en la forma so- 
licitada, todo con arreglo á los artículos 24 y 26 de la ley nú- 
mero 3318. 

Hágase saber y devuélvase este expediente al lugar de su 
procedencia. 

M. S.de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEÜOR PROCURADOR GENERAL 



Baenos Aires, Abril 27 de 1898. 

Suprema Corte : 

Juan José Alemán, en el carácter de único hijo que propor- 
ciona la subsistencia á su madre viuda, ha justificado los ex- 
tremos exigidos por la ley número 3318, para obtener la excep- 
ción del servicio militar activo, y su situación es idéntica, del 
punto de vista legal, ála del peticionante Isidoro J. Salas. 

Por lo expuesto y dando por reproducidas las razones que in- 
voqué con motivo del caso del citado Salas. Pido áV. S. la con- 
firmación, por sus fundamentos, de la sentencia recurrida de 
foja 10. 
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Fallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 16 de 1898. 

Autos y vistos: De acaerdo coa lo expuesto y pedido por el 
seSor Procarador general y por sos fandamentos, se confirma el 
auto apelado de foja diez. Devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BONGE. — JUAN B. 
TORRENT. 



CAUSA 



Don Alejandro Fleury, por don Juan Barbagelata^ contra 
don Ramón Arellano, sobre rendición de cuentas 

Sumario. — El poder para reivindicar y cobrar alquileres no 
autoriza á demandar por rendición de cuentas. 



Caso. — Lo explica el 

Auto del Juex Federal 

San Luis, Julio 12 de 1894. 

Y vistos: La demanda interpuesta por don Alejandro Flenry, 
apoderado de don Juan Barbagelata^ contra don Ramón Are- 
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llano, sobre rendición de cuentas y pago por indemnización de 
daños y perjuicios de la suma de 3000 pesos, con lo actuado á su 
respecto. 

Y considerando: i^ Que como consta del documento de foja 
10, el señor Arellana entregó con fecha 11 de Junio de 1893, 
los potreros que comprenden todas las siembras que ha efec- 
tuado, según el contrato de sociedad de dicho señor, con don 
Juan Barbagelata ; que aquel deja á favor de éste todos los pro- 
ductos de pastos, chala y semilla de alfalfa que se encuentran 
dentro de los potreros, pagándole por esta concesión 6 arreglo 
convenido, la cantidad de 70 pesos (que si así no fuera, si algo 
hubiera quedado pendiente éntrelos socios, Barbagelata no en- 
trega ese dinero); que por el exceso de maiz que hubiese sem- 
brado Arellano, fuera de lo estipulado en el contrato de 'socie- 
dad dejaban ambos á salvo sus derechos para arreglarse con el 
señor Barbagelata; que de las 25 cuadras del terreno empasta- 
do, los entrega Arellano por 20, reservándose el derecho que 
tiene de cobrarla semilla, que equivale á 2 cuadras; y que en 
virtud de lo anteriormente concertado, se daba por recibido el 
señor Bernardo Barbagelata, á nombre de su señor padre don 
Juan, de todos los potreros, con los usufructos que en ellos exis- 
ten y de que es objeto la presente convención, y paga al señor 
Arellano, en este acto, 50 pesos por 10 cuadras de terreno em- 
pastado, donde se sembró el trigo de la sociedad. 

S"" Que esta transacción está demostrando que en fecha 11 de 
Junio del año próximo pasado quedó terminado definitivamen- 
te, con el recibo del señor Barbagelata, todo lo concerniente ála 
sociedad; y cuarenta y tantos dias después se entabla esta de- 
manda, cuya base es el derecho que se dejóá salvo para arreglar 
con don Joan Barbagelata el exceso de maiz, fuera de el acordado 
en el contrato de sociedad, que Arellano hubiese sembrado^ sin 
expresarse en qué parte de ios potreros. Además el artículo 1^ 
del contrato de foja 6 dice que don Juan Barbagelata introduce á 
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la sociedad el terreno de su propiedad que posee en el lagar 
del Salto, departamento Coronel Pringles, para que se hagan 
allí las siembras que se exprosau, lo que significa qué ese in- 
mueble fué entregado á Arellano, sin más condición que reali- 
zar las siembras, por las que, con el recibo de fecha 11 de Ju- 
nio, quedó cnmplida y chancelada la sociedad. 

3^ Que las sementeras que hizo Arellano con las personas in- 
dicadas en el interrogatorio de foja 55, en el campo de Barba- 
gelata, sin dar á éste participación alguna (no indica en la épo- 
ca en que se efectuaron) así como el haber hecho comer con sus 
animales y los de otros los potreros de alfalfa, puede conside- 
rarse que la prestación de Barbagelata consistía en el uso ó 
goce del terreno y que Arellano hubiese obrado cun exceso en el 
mandato (artículo 1706 del Cód. Civ.) y entonces aquel continua- 
ría siendo propietario, y de su cuenta sería la pérdida total ó 
parcial de tal terreno, cuando no fuese imputable á la sociedad 
6 al otro socio ; y disuelta la sociedad podría exigir la restitución 
de él, en el estado en que se hallare. 

i^ Que spgun el artículo 17^ del Código Civil, los socios 
tendrán entre sí el derecho y la obligación de administrar la 
sociedad, cuando no se hubiese nombrado administrador; y en 
el contrato de foja 6 no lo ha habido; y sí el señor Barbagelata 
vio que su ex-sócio no cumplía sus obligaciones (art. 1735, 
inc. 2^, Cód. Civ.), pudo excluirlo de la sociedad y tomar las me- 
didas necesarias de conservación y seguridad á fin de que el tra- 
bajo de los individuos Manuel Miranda, Sandalio Flores, Isaac 
Centeno y Dolores Rivárola, que habían sembrado con Arella- 
no, fuese partíble con él y no con éste, si es que á ello tenía 
algún derecho. 

5® Que además esta sociedad fué contraída por tiempo ilimi- 
tado, y se concluyó el 1 1 de Junio de 1893, al exigirlo el señor 
Barbagelata cuando no había tenido aún un año de existencia, 
qne se había obligado á dividir las ganancias déla sociedad, lo 

T. LXXII ¿7 
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hizo, reoibiéndose aqael de todos los potreros y demás qae la 
formalan. 

6^ Qae el señor Arellano no figaracotno arreadatárioni man- 
datario encargado del señor Barbageláta, y si sólo en el carácter 
de socio industrial, como queda sentado anteriormente. Por 
estas consideraciones, no ha lagar, con costas, ala demanda en- 
tablada. Hágase saber y repóngase los sellos que faltaren. 

P. E. Miguez. 



Fallo déla Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril 28 de 1898. 

Vistos y considerando : Que es exacto, como lo pretende el 
demandado, que el poder de foja doce, otorgado por Barbagelá- 
ta á Flenry, especial al objeto de reivindicar de don Francisco 
Barbosa, de don Ramón Arellano ó de quien corresponda, un 
campo denominado c El Salto > ; de solicitar el desalojo y lanza- 
miento del mismo y de cobrar á los citados Barbosa ó Arellano 
los alquileres durante el tiempo que han usufructuado el men- 
cionado campo. 

Que por consiguiente Fleury no está investido de la repre- 
sentación de Bárbagelata á los fines de la acción de rendición 
de cuentas que ha intentado, porque según lo previene el ar- 
tículo mil ochocientos ochenta y cuatro del Código Civil, el 
mandato especial para ciertos actos de una naturaleza determi- 
nada, debe limitarse á los actos para los cuales ha sido dado, y 
no puede extenderse a otros actos análogos, aunque estos puedan 
considerarse como consecuencia natural de lo que él mandante 
ha encargado hacer. 
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Que por otra parte, constando qiieBarbagelata se puso en re- 
lación directa oon Arellano con posterioridad al mandato confe- 
rido áEleury para tratar y arreglar el asunto encomendado al 
mandatario, tal hecho importaría la revocación del mandato, i 

desde que el mandante no ha manifestado intención de revocarlo 
(artículo mil novecientos setenta y dos, Código Civíl)^ eso en 
la hipótesis de que se hubiera conferido á Fleury poder á los 
efectos de la demanda. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apela- 
da de foja ciento tres vuelta, se confirma ésta, con costas. Be- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

BEIUAMIN PAZ. -— ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE. — JUAN E. 
TORRENT . 



CAUSA 



El Banco Nacional contra don Atilio Sloppaniy por cobro 

ejecutivo de pesos ; sobre nulidad 

Sumario. — Aunque se trate de los incapaces á que se re- 
fiere el artículo 54, Código Civil, deben desecharse las excep- 
ciones que los representantes del ejecutado deduzcan fuera 
del término legal. 



Caso. — Lo explican las siguientes piezas 



I 



í 

I 

L 
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£SCR1T0 

Sefíor Juez Federal : 

• 

De la escritura de foja 1 resalta que don Atilio Stoppani es 
yecino de la ciudad de San Nicolás. Debe ser también per- 
sona de alguna posición cuando el Banco Nacional le presto 
la gruesa suma porque se ha iniciado esta ejecución. Su domi<- 
cilio allí, por consiguiente, debe ser muy conocido, si no lo ba 
cambiado, lo que ni siquiera se ha insinuado. 

El representante del Banco dice en su escrito de foja 8, que 
no lo conoce y en ello se funda para pedir la citación por edictos. 
Sin embargo, como resulta que anteriormente lo conocía, ha de- 
bido por lo menos justificar que ha mediado un cambio de re- 
sidencia. 

Bajo esta condición procedería la citación en la forma del 
artículo 65 de la ley de procedimientos, cuya mterpretacion no 
puede ser tan lata como el ejecutante lo quiere. 

Debo observar también que ni siquiera se ha cumplido en 
este caso el indicado artículo, pues no consta de autos que se 
hayan fijado carteles. \ 

Por todo ello, juzgo que es nulo el procedimiento observado^ 
con arreglo al artículo de la citada ley, y pido en su mérito que 
vuelva la causa á su estado de iniciación. 

Será justicia, etc. 

Salvador de la Colina. 



Fallo del Jues Federal 



La Plata, Octubre 30 de 1897. 



Y vistos: Resultando : 1^ Que el Banco Nacional en liquida- 
ción se presentó demandando á don Atilio Stoppani por cobro de 
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la cantidad de 24.100 pesos moneda nacional, más sus intereses 
ycostas, cuya deuda está garantida con obligación hipotecaria^ 
según el testimonio de escritura pública que acompaña. 

^ Que á solicitud del ejecutante, por ignorar el domicilio del 
ejecutado, se le citó por edictos, para que concurriera á reco- 
nocer la firma déla letra acompañada á la demanda y para que 
concurriera también á tomar la intervención correspondiente 
en el juicio y á constituir domicilio legal. 

3*' Que por la no comparencia del ejecutado se hizo efectivo 
el apercibimiento decretado en los edictos, dándose por recono- 
cida laletradefoja 3 y nombrándosele defensor de oficio al de 
auséntese incapaces, y después un defensor especial (foja 36 
vuelta). 

4^ Que no habiéndose hecho lugar al mandamiento por la 
cantidad reclamada, según el auto de foja 32 vuelta, el ejecu- 
tante pidió y obtuvo auto de solvendo por la cantidad expresada 
en la escritura pública de hipoteca premencionada, intereses 
y costas (foja 40). 

5^ Que no habiéndose pagado el crédito dentro de tercero día 
(foja 47) se libró mandamiento, con el mismo resultado (fojas 
60 y 67). 

6^ Que citado de remate el deudor, y no habiendo opuesto 
excepciones su defensor, el de menores dijo de nulidad del pro- 
cedimientj y pidió volviera la causa á su estado de iniciación, 
fundado en que el deudor aparece como vecino de San Nicolás 
de los Arroyos en la escritura de foja 1 y por tanto no correspon- 
día la citación por edictos sin la previa justificación del cambio 
de residencia, y fundado también en que no consta de autos ha- 
berse fijado los carteles proscriptos por el artículo 65 de la ley 
de procedimientos. 

7^ Que evacuado el traslado conferido, el representante del 
Banco alegó no ser procedente la nulidad pretendida, por cuan- 
to en el presente caso correspondía aplicar el artículo 253 de 
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la misma ley, y pidió su rechazo con costas al defensor de me- 
nores, 

Y considerando: lo Que en el presente caso es de estricta 
aplicación el artículo 253 de la ley de procedimientos, por tra- 
tarse de un joicio iniciado en virtud de un título .que trae apa- 
rejada ejecución (escritura de foja i j artículo 249, inciso S"", 
lev citada). 

2® Que en dicho artículo, ni en el 65 invocado por el defen- 
sor de menores, no se impone trámite alguno previo para acep- 
tar como cierta la manifestación hecha por las partes de no co- 
nocer el paradero del deudor ó de las personas que han de ser 
solicitadas. 

3® Que el defensor de menores no ha objetado^ ni p^iesto en 
duda la observación del ejecutante, de ignorar la residencia ac- 
tual del ejecutado, limitándose á impugnar la interpretación 
dada en este caso á la disposición de la ley procesal que pres- 
cribe la citación por edictos. 

4^ Que en los juicios ejecutivos, cuando se cita por edictos al 
ejecutado, no hay necesidad de fijar carteles, por no requerirlo 
así el artículo 253 de la ley respectiva. 

Por estos fundamentos y los concordantes del escrito de foja 
74, fallo no haciendo lugar á la nulidad alegada y mandando se 
lleve adelante la ejecución, sin costas al defensor de menores, 
condenándose el ejecutado. 

Lama. 

Pallo de la Suprema Charle 

Buenos Aires, Abril 28 de 1898. 

Yistosy considerando: Que la providencia [ordenando la ci- 
tación de remate, fué notificada tanto al doctor Fonronge como 
al doctor de la Colína. 
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Qae en lahipótesis de la legitimidad deesa doble representa- 
clon para el ejecutado, no cabe duda de que uno y otro han de- 
bido hacer valer las excepciones que tuvieran contra la ejecu- 
ción, dentro de los tres días siguientes á la citación, según lo 
prescribe el artículo doscientos sesenta y ocho de la ley de 
Procedimientos. 

Que esto no ha tenido lugar, pues que las excepciones 6 de- 
fensas opuestas por el defensor titular doctor de la Colina se 
han deducido mucho tiempo después de vencidos los citados 
tres dias, constando también que el defensor doctor Fonrouge 
no ha hecho valer por su parte excepción alguna. 

Que aunque se tratara de los incapaces á que se refiere el ar- 
tículo cincuenta y cuatro del Código civil, lo que no sucede en 
el presente caso, el incapaz, estaría sujeto á los mismos plazos 
que las demás personas, porque, como lo expresad artículo cin- 
cuenta y ocho de dicho Código, la ley protege á los incapaces al 
efecto de suprimir los impedimentos de su incapacidad, dándo- 
les la debida representación, pero sin concederles el beneficio 
de restitución ni ningún otro beneficio ó privilegio. 

Por esto, se confirma la sentencia apelada de foja 67, y re* 
puestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGE. —JUAN E. 
TORRENT. 
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CAUSA :kcii 



Don Cleofe Montenegro contra el Banco Hipotecario Nacional, 
por escrituración de venta ; sobre competencia 

Sumario. — No puede considerarse incidente del juicio suce- 
sorio, la cuestión suscitada entre el comprador y el Banco Hi- 
potecario Nacional sobre escrituración de venta que este ha he- 
cho de inmuebles hipotecados por el causante de la sucesión. 



Caso. — Lo explica el 



Falle «Id Summ Federal 



Santiaf^o, Agosto 19 de 1895. 

Autos 7 vistos : Del estudio de estos autos sobre escritura- 
ción, seguido por don Cleofe Montenegro con el Banco Hipo- 
tecario Nacional, se desprende que se trata de la compra-venta 
de bienes pertenecientes á la sucesión de don Jesús María Mon- 
tenegrOy pues no otra cosa se dice claramente á fojas 5 y 6, 
cuando relatando el actor los antecedentes del litigio que inicia 
dice € aprobado el remate... fué notificado de un auto del juez 
de primera instancia de esta provincia, juez de la sucesión de 
don José María Montenegro^ á quien pertenecían las propieda- 
des rematadas por el Banco >• 
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Que siendo esto así, es decir, tratándose de la compra-Tenta 
de bienes pertenecientes á una sucesión, ella debe ser conside* 
rada como un incidente del juicio universal de sucesión que 
atrae á sí, todos los que tengan relación con el activo j pasivo 
del autor de la sucesión. 

Que no puede prescindirse de esta circunstancia, al juzgar 
sobre el proceder del agente del Banco Hipotecario Nacional, 
desde que, no le es dado á este último hacer abstracion de las 
órdenes emanadas del juez de la sucesión^ tratándose de bienea 
á que ésta pertenezcan, así como el mismo actor reconoce que 
no le era dado desobedecer el mandato del juez de la sucesión' 
que le ordenaba depositar el excedente del remate en el Banco 
de la Provincia (foja 6 infine). 

Qne el conocimiento de los juicios universales de sucesión, 
es de la competencia de los tribunales provinciales, según lo 
establece la ley de jurisdicción y competencia de los tribunales 
federales, y la jurisprudencia constante de la Snpremí Corte 
federal, como puede verse en reiterados fallos del mismo tri- 
bunal. 

Que así, la observación formulada por el Procurador fiscal, 
sobre la competencia de este tribunal, para seguir conociendo 
de esta causa, es fnndada en derecho, según lo entieade el in- 
frascripto. 

Que los tribunales federales tienen del deber de declarar su 
incompetencia, tan luego como aparezca en la secuela de ana 
causa, según así lo tiene resuelto la Suprema Corte en pus fa- 
llos, lo qne, por otra parte, no es sino una consecuencia del ca- 
rácter excepcional de la jnrisdiccion federal. 

Qne del hecho de que este juzgado haya conocido de otras 
cansas sobre actos del Banco Hipotecario Nacional^ que se con- 
ceptuaba afectaban su ley orgánica, no se deduce que deba ser 
competente para entender en todu demanda contra aquel Ban- 
co, cnando lo qne sea materia de esa demanda, la atraiga á un 
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juicio universal, como el sucesorio, tal cual ocurre en el caso 
sub'judice. 

Por estas y otras consideraciones que se omiten, y de acuer- 
do con lo expuesto y pedido por el señor procurador fiscal, este 
juzgado se declara incompetente para seguir conociendo en esta 
causa, laque deberá ser remitida con el oficio de estilo al señor 
juez de primera instancia en lo civil de esta provincia, que sea 
el juez de la sucesión de don Jesús María Montenegro. 

Así lo resuelvo en Santiago del Estero^ á 19 de Agosto de 

1895. 

P. Olaechea y Alearía. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR FISCAL 

Buenos Aires, Marzo 10 de 1896. 

Suprema Corte : 

Tratándose de la escrituración de un bien raíz, correspon- 
diente á la testamentaría de don Jesús María Montenegro, y 
estando el juicio testamentario abierto y bajo el conocimiento 
y jurisdicción del juez de lo civil de la provincia, conceptúo 
arreglada á derecho la resolución inhibitoria de la jurisdicción 
nacional corriente á foja 73 ; y pido á Y . E. su confirmación. 

Sahiniano Kier. 



Falle de la Suprema Carie 

Buenos Aires, Abril 28 de 1898. 

Vistos: Considerando: Que la cuestión promovida eu estos 
autos con ocasión déla demanda de foja cinco, es pura y ex- 
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clusiTamente entre el actor don Cleofe Montenegro j el Banco 
Hipotecario Nacional que ha sido demandado para que extienda 
al primero escritura de ventado ima propiedad hipotecada que 
se vendió en remate y que pertenecía á la sucesión de un den- 
dor hipotecario ya finado. 

Que lacircnnstancia de tener interés en el resultado de esa 
venta la sucesión del deudor, por el sobrante del preoio que hu- 
biese 6 no á favor de ésta, después de pagado el crédito de Dan- 
cOy no hace de aquella cuestión un incidente del juicio testa- 
mentariode,la sucesión mencionada, desde que ésta no es parte 
en dicha cuestión. 

Por esto y correspondiendo á la justicia federal por razón de 
la materia la causa de que se tratarse revoca el auto apelado 
foja setenta y tres, y devuélvanse al juez aquo para que rea- 
sumiendo la jurisdicción de que se ha desprendido proceda á 
conocer y resolver la causa con arreglo á derecho. KepóngaMO 
el papel . 

BBNJAMUI PAZ. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BUNGB, —JUAN E. 
TORRERT. 



CJkVHA XCIII 

El Banco de la Nación contra don Manuel Mactel, por cobro 
ejecutivo de pesos ; sobre inhibicúm general 

Sumario, — La ley número 3375, qo^' antoríza la inhibición 
general eomo medida preventiva e% aplicable á I44 e^UHn% peo' 
dientes, en cnanto lo permita ao esfado. 



Caso, — Lo explica f-A fallo dís? la Hcipr^rma Cort«:, 
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Fallo del Jues Federal 



San Juan, Octubre 26 de 1895. 

Vistos : No estando autorizado por la ley nacional de proce- 
dimientos la inhibición general de bienes y estando asi resuelto 
por la Suprema Corte en la causa CCLXXIII de sus fallos, que 
se registra en el tomo décimo quinto, tercera serie, página 
332 ; no ha lugar. 

Echegaray* 



Falle de la Suprema Certe 

fiuenos Aires, Abril 38 de 1898. 

Vistos : Habiéndose dictado con posterioridad al auto de foja 
nueve, la ley número tres mil trescientos setenta y cinco, que 
autorízala inhibición general como medida preTentíva, y siendo 
esa ley de carácter procesal, aplicable por tanto, aun^á las cau- 
sas pendientes en cuanto su estado lo permita^ déjase sin efecto 
dicho auto; y devuélvanse al juzgado de su procedencia para 
que, tomando en consideración la solicitud contenida en A es- 
crito de foja ocho, provea en ella lo que corresponda por derecho^ 
debiendo reponerse el papel ante el inferior. 

BENJAMÍN PAZ.— ABEL BASAN. 
— OCTAVIO BUNGE. — JUAN 
E. TORRENT. 
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CAUAA XCJIY 



Criminal contra Antonio Gómez y Grimoldi, por circulación de 
billetes falsos; sobre presencia del procesado en el informe 
in voce. 



Sumario. — La presencia del procesado en el informe invoce 
de su defensor, no es necesaria, y el haberla pedido no es mo- 
tivo para saspender la audiencia. 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Abril 28 de 1898. 

Teniendo en consideración que la solicitud para que el pro- 
cesado fuera traido á la audiencia, ha sido introducida con re- 
tardo, de tal suerte que su presentación, para ser decretada, ha 
tenido lugar recien en el acuerdo de hoy. 

Que en consecuencia no se ha podido dictar en oportunidad la 
sentencia solicitada. 

Que la presencia del procesado en el informe in voce no es 
requerida para la regularidad del procedimiento, desde que el 
defensor hace su representación^ pudiéndose, por lo tanto, pres- 
cindir de esa presencia, sin que ello entrañe la violación de las 
reglas establecidas. 

Que no habiéndose ordenado ó autorizado la asistencia del 
procesado Gómez á la audiencia pública de hoy, no cabe tomar 
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en consideración el motiTo alegado para la suspencion de dicha 
audiencia. 

Que las dilaciones que no sean bastante motivadas son con- 
trarias á la naturaleza de la causa. 

Por esto, no ha lugar á lo pedido en el escrito presentado 
antiayer, ni en el precedente, debiendo estarse al auto de fo- 
ja ciento treinta. Hágase saber con el original. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. — 
OCTAVIO BUNGE.— JUAN E. TO- 
RRENT. 



CAVtiA 



Don Gregorio Errecaborde por si y por su hijo menor, contra 
el doctor don Pedro Bourel y el Banco Hipotecario de la pro- 
vincia de Buenos Aires ^ por nulidad y reivindicación; sobre 
competencia. 

Sumario. — En la demanda promonda por el padre en su in- 
terés y en el de su hijo menor, debe atenderse, para los efec- 
tos del fuero federal, á la nacionalidad de los dos. 



Fallo del Jueas Federal (ad-hoc) 

La Plata, Junio 4 de 1897. 

Vistos y considerando: 1^ Que no puede negarse que el padre 
ejerce derechos propios cuando obra en yirtud de su patria po- 
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testad, porque ésta es nn conjunto de derechos inherentes á la 
calidad de padre, según el artículo 274 del Código Civil, dere- 
chos entre los cuales se hallan comprendidos el de administrar 
los bienes de los hijos menores de edad (artículo 293), el de 
usufructuar esos bienes con ciertas limitaciones (artículo 287) 
y el de comparecer en juicio por los hijos menores, sin inter- 
vención ningana de éstos (articulo 274). 

2^ Que siendo esto así, el padre que está en juicio por sus 
hijos incapaces no disfruta derechos adquiridos por cesión ó 
mandato, que sonmodosde adquisición en que interviene la vo- 
luntad del que transmite el derecho; y por lo tanto debe tenerse 
en cuenta la nacionalidad del referido padre, que es el verda- 
dero litigante, para determinar la competencia de los tribuna- 
les, con arreglo al artículo 8° de la ley de jurisdicción de 14 de 
Setiembre de 1873. 

3*^ Que no pudiendo los incapaces comparecer por sí solos en 
juicio, no habría razón para que la ley tuviera en vista su na- 
cionalidad, con exclusión de la de sos representantes necesarios, 
para lijar la competencia de los jueces, de suerte que, á falta 
de ley expresa sobre el caso, debe aplicarse el principio de 
nuestra legislación, que atribuye á los hijos menores el domi- 
cilio y fuero del padre (Código Civil, artículos 90, inciso sexto, 
y 100). 

4° Que esta doctrina ha sido aplicada por la Suprema Corte 
en varios casos relativos á la representación necesaria de los 
incapaces, y especialmente en la causa registrada en la página 
275 del cuarto tomo de la tercera serie de los fallos, y es la que 
más se concilia con la naturaleza y objeto de la autoridad re- 
conocida al jefe de la familia en su doble carácter de marido y 
padre, siendo evidente que la multiplicidad de fueros rompería 
la unidad de la sociedad doméstica. 

5° Que, en el presente caso, don Gregorio Errecaborde, ex- 
tranjero, litiga por su hijo menor de edad José Gregorio y tie- 
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ne, por consiguiente, derecho al fuero determinado por su na- 
cionalidad, que es el federal, según el artículo lOOde la Consti- 
tución, por ser argentinos los demandados. 

6° Que respecto á la excepción de falta de personalidad, el 
padre no está obligado á acompañar con su primer escrito docu- 
mentos que acrediten su carácter, porque ese requisito está sólo 
establecido por el artículo cuarto de la lej de enjuiciamiento 
para los que ejerciten derechos que no sean propios, y se ha de^ 
mostrado en el primer considerando que la patria potestad es 
un derecho propio. 

7^ Que tampoco está el padre obligado á probar, antes de tra- 
bado el pleito, la existencia del hijo sobre quien ejerce la potes- 
tad que invoca, puesto que la hy no le impone esa obligación 
previa y puesto que tal existencia, si fuese negada al contestar- 
se la demanda, sería acreditable durante el término de prueba, 
como todo hecho controvertido por lus litigantes. 

8® Que, del mismo modo, si se desconociere por los deman- 
dados la calidad de herederos de doña Juana Larrondo que el 
actor atribuye á José Gregorio Errecaborde, tal hecho sería 
susceptible de prueba, después de trabado el pleito, por impor- 
tar su negación un desconocimiento de la acción invocada por la 
parte demandante, pero no puede tratarse en artículo previo, 
porque no se refiere á la capacidad para estar en juicio, que es 
lo que tiene en mira la excepción dilatoria de falta de persona- 
lidad. 

Por estas consideraciones, declaro no haber lugar á las ex- 
cepciones de incompetencia y falta de persoualidad opuestas por 
el doctor don Pedro Bourel y á la de falta de personalidad 
opuesta por el Banco Hipotecario de la provincia de Buenos 
Aires, y mando que los demandados contesten derechamente la 
demanda y satisfagan las costas de este incidente. Repónganse 
las fojas. 

José Nicolás Matienzo. 
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TISTA DEL SfiftOR PROGUBADOa GENERAL 



Buenos Aires, Setiembre 24 de 1897. 

Suprema Corte : 

Los fundamentos del auto recurrido de foja 43, demuestran 
en su primera parte, de un modo evidente á mi juicio, la proce- 
dencia del fuero federal respecto del padre extranjero que ejer- 
ce en su carácter legal la patria potestad sobre sus hijos meno- 
res, é incapaces por ello para la administración de sus inte- 
reses. 

En su mérito, pido á Y. E. se sirva confirmar el auto recurri- 
do de foja 43, en k) que respecta á la competencia jurisdiccio- 
nal en él declarada. 

Sabiniano Kier. 



Falla de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Abril ao de 1898. 

Vistos y considerando: Que don Pedro Boffi, invocándola 
representación de don Grregorio Errecaborde demanda al doctor 
don Pedro Bourel para que, en oportunidad, se declare nula y de 
ningún valor la venta que su representado le hizo en seis de 
Febrero de mil ochocientos ochenta y ocho, del terreno de es- 
tancia á que dicha demanda se refiere (escrito de foja siete). 

Que á foja veinte el mismo Boffi manifiesta, con el propósito 
de alejar cualquier duda que pudiera surgir en ocasión de la ci- 
tada demanda, que ésta ha sido puesta tanto á nombre de Erre- 

T. LXXII 38 
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cdborde por sí, como en uso de la patria-potestad que ejerce en 

» 

nombre de su menor hijo JoséOregorio. 

Que con la declaración de foja veinte se corrió traslado de la 
demanda, según se ve á foja diez y siete vuelta y veinte vuelta . 

Que en mérito de los antecedentes relacionados, q,ueda fuera 
de duda que la nulidad de la venta de referencia se demanda 
en ejercicio de los derechos propios del padre y en ejercicio de 
los derechos del hijo. 

Que, en consecuencia, el pleito interesa al uno y al otro, y 
sus efectos están destinados á producirse para ambos,, figuran- 
do uno y otro como partes igualmente principales en la causa. 
, Que así es, en efecto, ante las prescripciones expresas de la 
ley^ desde que los. padres, cuando se trata de los derechos de 
sus hijos sujetos á la patria-potestad, están en juicio por ellos, 
ejerciendo su representación, según lo previene el articulo dos- 
cientos setenta y cuatro del Código Civil, que guarda analogía 
con el cuatrocientos once del mismo, relativo á la administra- 
ción de la tutela. 

Que deducida la acción haciendo valer simultáneamente los 
derechos que para decir de nulidad se atribuyen al padre y al 
hijo, y debiendo la sentencia corresponder á la demanda, elca- 
. so está regido, en cuanto á la competencia, por el artículo diez 
de la ley de la materia, siendo por tanto, necesario para la pro- 
cedencia del fuero federal^ que cada uno de los demandantes 
pueda ocurrir á esa justicia contra el demandado, desde que el 
fuero no surtiría sino por rasonde la distinta vecindad 6 na- 
cionalidad. 

Que la resolución de esta Suprema Corte, que se registra en el 
tomo treinta y cuatro, página doscientas setenta y cinco de sus 
fallos, y que se invoca en el auto recurrido, no es aplicable en 
esta causa, pues que en ese caso, la Corte entendió y declaró 
que se trataba solamente del interés de la madre, con indepen- 
dencia del del hijo, mientras que en el actual se hace valer el 
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derecho y el interés del hijo y la sentencia que recaiga habrá 
de afectarle en condiciones tales que no le sería permitido do-* 
ducir ulteriormente la misma acción. 

Que no puede ponerse en cuestión que son argentinos todos 
los individuos nacidos oque nazcan en el territorio de la Repú- 
blica, sea cual fuere la nacionalidad de los padres, con excep- 
cion de los hijos de los ministros extranjeros y miembros de las 
legaciones residentes en la Bepública, porque así lo estatuye 
expresamente el inciso primero, artículo primero de la ley de la 
materia (ley número trescientos cuarenta y seis sobre ciuda- 
danía). 

Que, en consecuencia^ el menor José Gregorio Errecaborde 
tiene su propia nacionalidad, sin que á ello obste la nacionali^ 
dad de su padre, la que debe tenerse en cuenta á los efectos de 
la jurisdicción. 

Por estos fundamentos : se revoca el auto de foja cuarenta y 
treSf declarándose que el coaocimiento de esta cansa no corres- 
ponde á la justicia federal. Notifíquese con el original, y re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— OCTAVIO BüNGE.— JUAN E. 
TORRENT. 
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CAUSA X€VI 



Don Pedro Cazenave ; sobre excepción del servicio militar 

Sumario. — El hijo único de madre viuda está exoeptaado de 
todo servicio militar. 



Caso. — Lo explica el 

Fiillo del Jíuex Federal 

Buenos Aires, Agosto II de 1897. 

Autos y vistos: Estas diligencias pronunciadas por don Pe- 
dro Cazenave con el fin de que se le declare exceptuado de todo 
servicio militar. 

Resulta: i'' Que á fojas iO y i1 el recurrente, á solicitud del 
procurador fiscal, acreditó ser hijo único de madre viuda y qae 
atiende á su subsistencia, por información producida ante el juz- 
do de la sección 6^ de la Capital. 

^^ Que presentado á la junta de excepciones el certificado 
expedido por aquel mismo juzgado, corriente á foja 4, como 
prueba de los extremos que alegaba éste, resolvió : « No estando 
por su edad comprendido en los términos de la ley de organi- 
zación de la guardia nacional espere á su oportunidad >. 

3^ Que en presencia de la solicitud de foja 4, hecha al juz- 
gado, se pasó con el expediente venido ací effectum videndii 
dictamen del procurador fiscal y defensor dé pobres é incapaces, 
qnienes se expiden en el sentido que expresan las vistas de fo- 
jas 14 y i6 vuelta. 
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Considerando : i^ Qae el procurador fiscal, en el citado dic- 
tamen, opina que debe considerarse exceptuado del servicio ac- 
tivo de las armas de la guardia nacional al recurrente, de acuer- 
do con el artículo 26 de la ley número 3318, sin pronunciarse 
sobre la [petición del interesado, de que se le exceptúe de todo ser- 
vicio militar, á cuyo dictamen se adhiere el defensor de pobres é 
incapaces solicitando igualmente se le exima del servicio activo, 
sin pronunciarse respecto de la obligación de concurrir á los ejer- 
cicios doctrinales á que se convoca á la guardia nacional activa. 

2® Que si bien el artículo 26^ á diferencia del 25, que se re- 
fiere á todo servicio militar, habla de servicio en ambas dispo- 
siciones, la ley ha querido referirse al servicio militar en gene- 
ra! no teniendo esta exposición c servicio activo > un significado 
especial y distinto de la de servicio militar, por las siguientes 
razones: 1^ porque si con ellasólohaquerido la ley exceptuar del 
servicio en la gnardia nacional activa, se llegaría á la conclu- 
sión de que no solamente estarían obligados á servir en campos 
de maniobras los miembros de los poderes públicos de la nación 
y gobernadores de territorios, desde que el artículo 26 no limita 
el servicio á departamento ó distrito á que pertenecen sino que 
pudiendo existir servicio activo en la reserva y territorial de la 
gnardia nacional se tendría á los médicos de hospitales, em- 
pleados de ferrocarril indispensables para el servicio del Estado 
y demás exceptuados de esta categoría prestando servicios mili- 
litares, que no porque ellos sean del distrito, en la hipótesis 
de que así se entendiera, dejarían de ser activos en caso de gue- 
rra y por lo tanto incompatibles con las funciones que desem- 
peñan y que la ley respeta y quiere que no sean interrumpidos; 
2"" porque el inciso 2^ de este artículo dice: «que quedan igual^ 
mente exceptuados del servicio militar los miembros del clero 
secular y regular, disposición en la que vuelve á hablar del ser- 
vicio militar, y que al decir igualmente equipara y coloca á 
los miembraos del clero en iguales condiciones que las délos 
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poderes públicos de la nación y provincias, gobernadores de te- 
rritorios, hijo de madre viuda, lo cnal que si asi no Ix) hubiese 
querido la ley, habría enumerado y comprendido á los del cle- 
ro en el artículo anterior, que habla de los enfermos y física- 
mente defectuosos. 

3"^ Porque si debiera interpretarse que sólolosexime del servi- 
cio en campaña, es decir, fuera del distrito, se desconocerían los 
motivos de humanidad deesa disposición legal, que no son 
otros que procurar evitar que la madre viuda se vea privada del 
único afecto ó apoyo con que cuenta, desde que lo minmo puede 
perderlo en una función de guerra que tenga por teatro un cam- 
po de maniobras 6 la ciudad de su residencia. Porque los ar- 
tículos 20 y 3i que establecen quienes componen la reserva y 
territorial no mencionaría á los exceptuados del servicio activo, 
circunstancias dignas de tenerse en cuenta, ya que el artículo 
26 no establece la limitación del servicio para dentro del depar- 
tamento ó distrito. 

4^ Que las precedentes consideraciones inducen á pensar que 
las personas enumeradas por el artículo 26 se hallan exceptua- 
dos de todo servicio militar, pudiéndose agregar, que la supre- 
sión en la nueva ley de la frase € fuera de su distrito ó depar- 
tamento >, ha sido intencional, á fin de que se entienda que ellos 
no están obligados á servir en ninguna parte, mientras se en- 
cuentren en las condiciones que fija la ley y subsistan por lo tan- 
to los motivos de la excepción, desde que militan las mismas 
razones para que se le exceptúe del servicio militar dentro como 
fuera del distrito, para que en tiempo de guerra, para cuya oca- 
sión también ha sido dictada esta ley y que es su fin y objetivo, 
todos los servicios se vuelven activos y no es de suponerse que 
ni aun en ese momento han de ser llamados á prestar servicios 
de defensa 6 guarnición los miembros de los poderes públicos de 
la nación y provincias, en cuyas condiciones se hallan colocados 
por la ley los hijos de madre viuda, además de que la expresión 
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€ servicio activo > no puede tener en la nueva ley el significado 
qneen la antigua, pues en la actual organización de la guardia 
nacional no hay pasiva, y, por consiguiente, escala ú órdea en 
qué colocar á los exceptuados del servicio activo en el caso de 
entenderse que sólo del servicio de la activa están exceptuados. 
. Por estas consideraciones, y de acuerdo con el procurador fis- 
cal y defensor de pobres é incapaces, se declara exceptuado del 
servicio militar por ser hijo único de madre viuda, y que atien- 
de á su subsistencia, al ciudadano don Pedro B. Cazenave^ 
de 19 años de edad, enrolado como soldado en el regimiento 3®, 
batallón 1^, compañía 3% de infantería de guardias nacionales 
de la Capital, bajo el número 489, por lo tanto exento de la obli- 
gación de concurrir á los ejercicios de la guardia nacional. 

En consecuencia, líbrese oficio al Ministerio de la Guerra, 
con transcripción de la presente resolución y de las reseñas ano- 
tadas al margen de la libreta de enrolamiento á fin deque orde- 
ne sea registrada esta excepción en los registros correspondien- 
tes y expídase por secretaría testimonio en forma de esta reso- 
lución, fechólo cual, archívese este expediente. 

P. Olaechea y Alcor ta. 



FiüLla de la Suprema Ciarte 

Buenos Aires, Abril 30 de 1898. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador general y por sus fundamentos concordantes^ se 
confirma la sentencia de foja diez y seis. Devuélvanse. 

BENJAMÍN PAZ. — ABEL BAEAN,— 
OCTAVIO BONGE. — JCAN E. 
TORRENT. 
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CAUSA XCYII 



El Banco Nacional en liquidación contra don Manuel J. 
Tissera; sobre cobro ejecutivo de pesos 



Sumario. — El Banoo Nacional en liquidación pnede ejeen 
tar la totalidad de la deada, cuando el deudor ha dejado pro- 
testar sus letras y no da garantías suficientes. 



Caso. — Lo explica el 



Falla del Jíues Federal 



Córdoba, Abril 39 de 1897. 

Vistos y considerando: 1^ Que aunque aparece que este jui- 
cio se suspendió por encontrarse el deudor en vías de arreglo 
con el Banco, no se ha justificado la excepción de espera invo- 
cada por el defensor. 

^ Que la suspensión provisoria del juicio á fin de dar ma- 
yores facilidades al deudor para consumar arreglos con el eje- 
cutante, no importa conceder espera para el pago, la qne^ en 
todo caso, para ser aceptada como excepción, debería constar en 
alguna forma expresamente. 

3"^ Que el escrito de foja 39 invocado, como la prueba del 
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ooDvenio de espera, contiene la cláasala de €sin perjuicio de 
llevarse adelante la ejecución en caso de no realizarse el arreglo 
enunciado >^ hecho éste que se confirma con el informe del 
gerente de la sucursal de Rio Cuarto, corriente & foja 67, en 
defecto de prueba producida al respecto por el ejecutado. . 

4*^ Que en cuanto á la excepción derivada de encontrarse el 
deudor acogido á la ley de liquidación, no resulta de autos 
comprobada ninguna circunstancia que pruebe ó indique ha- 
berse concluido convenio aceptado por el directorio del Banco, 
en alguna de las formas proscriptas por la ley número 3037, 
del cual pudiera inferirse la extinción de la deuda, quita ó es- 
pera, ó que se hubiere acordado carta de pago al deudor. Re; 
Bulta, más bien, que una «cesión de bienes inmuebles ofrecida 
por el deudor al Banco quedó suspendida por dificultades que 
tuvo el sefior Tissera para escriturar^ según se desprende del 
informe del gerente de la sucursal de Rio Cuarto, no contra- 
dicho. 

5® Que mientras ese arreglo no esté definitivamente consu- 
mado y aceptado por el Banco, de acuerdo con la ley de liquida- 
ción, y mientras no haya convenio expreso sobre espera, el eje- 
cutante conserva sus acciones contra el deudor. 

fí^ Que el juzgado no puede resolver como el defensor del 
ejecutado lo pide, si el Banco está obligado á otorgar al deudor 
carta de pa^o, por no haberse comprobado que esté en las con- 
diciones de ley. En su mérito, fallo esta causa de remate, or- 
denando se lleve la ejecución adelante hasta hacer cumplido 
pago al acreedor del capital, intereses, costos y costas. Baga- 
se saber con el original y transcríbase. 

C. Moyana Gacitúa. 
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Falla de la Suprema C-orte 

Buenos Aires, Mayo 3 de 1898. 

Vistos y considerando: Que el deudor no ha justiñcado la 
excepción de espera que inToca/»ni ninguna otra que pueda pa- 
ralizar la ejecución. 

Que, por otra parte, el artículo diez y nueve de la ley número 
tres mil treinta y siete, sobre liquidación del Banco Nacional, 
autoriza á éste para ejecutar por el importe total de la deuda 
cuando el deudor, dejando protestar sus letras no da garantías 
suficientes. 

Por esto y fundamentos concordantes de la sentencia apela- 
da de foja cincuenta y cinco, se confirma ésta, con costas. De- 
vuélvanse debiendo el inferior hacer efectiva la multa que 
corresponda por infracción á la ley de sollos, en los escritos de 
fojas nueve^ diez y nueve, veintitrés, treinta y dos, treinta y 
cuatro, treinta y siete y treinta y nueve. 

benjamín PAZ. — ABEL BAZAN. — 
JUAN £. TORREMT. 
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CAVSA XCTIII 



José G. Juárez y compañía contra don José Marta Méndez 
por cobro de pesos; sobre contienda de competencia por inhi- 
bitoria. 



Sumario. — La demanda fondada en un contrato de manda- 
to celebrado por correspondencia epistolar corresponde al jaez 
del domicilio del demandado. 



Caso. — Lo explican el fallo de la Sapremí Corte j la rítta 
del señor Procurador general. 



Bttie^of Airea. <e\i*:'j*lrt li i.t IHr,, 

Aotos j vistof : Consideraodo : \^ Que segon resulta de \z% 
copias j téduiMB mandadas Mgttg^t para m^jor prore^r la 'de- 
manda entablilla contra el recurrtct«r, ^ p'jr cuíd^ Jímient^ 4«r 
las otüfait'ioxLes em^-rgeDU* d^ri eoctriito de ;&rre'.^amíe Uj 
celébrate» **mBírl.e-Vii^tf, proTiceía d> ^Jjtí^Jjú. de qu*: ;í..«truy*r 
b eopia d« í'^ja I4« 

4* Qoe íL eí* coctríit'O tÑ> t* Círtí^rmiaa un ¡ugar ^fcj»*?*!*! 
para el pa^'w c*:l bmtJüCv, íuv. */.t.r'. bt p^ritlgue </^ü la *.i.tMíi 
imstiiiradb. 
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S^" Qne segOD el inciso 3^ del artículo ñl8 del Código Civil, 
el logar del camplimiento de las obligacioaes de dar sumas de 
dinero^ cuando no se ha establecido uno especial con ese objeto 
es aquel en donde ellas han sido contraidas. 

4*^ Que ante tal disposición expresa de la ley^ nada importa 
que en el caso se trate de una acción personal, desde que el 
artículo citado se refiere á acciones de esta naturaleza y no á 
las reales. 

Por esto, de acuerdo con ios principios j doctrina aceptadas 
por la Suprema Corte en los fallos que se registran en los to* 
mes 26, páginas 214, y 38, página 11 de su colección, y no 
obstante lo dictaminado por el procurador fiscal, no ha lugar 
á la inhibitoria solicitada. Repónganse las fojas. 

P. Olaechea y Alcorta. 



VISTA DEL SEftOR PROCURADOR GENERAL 



Buenos Aires, No\iembre 30 de 1897 • 
Suprema Corte: 

Si existieran contratos escritos entre los demandantes y de- 
mandado, no habría duda que la. obligación coasignada en ellas 
debiera cumplirse en el lugar designado, ó en el que la obliga- 
ción fué contraída, según las prescripciones de los artículos 
618, 747 y 1212 del Código Civil. Pero de las copias acompa- 
ñadas no se deduce la celebración do contratos directos y en un 
lugar determinado. El contrato de arrendamiento que invocan 
las demandantes, aparece celebrado según la copia de foja 14, 
directamente entre los señores Banquet y José C. Juárez y 
compañía. 

Es verdad qne invocan éstos haberlo celebrado como man- 
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datarlos del demandado ; pero ni apareoe autenticado tal man- 
dato, ni á él hace referencia alguna el contrato, que por otra 
parte el demandado desautoriza, negándose á aceptar sus con- 
secuencias. Mientras los hechos controvertidos no hayan sido 
aclarados, no resalta la existencia de un contrato entre los 
demandantes j demandados, del que surja una obligación 
cierta de pagar una suma en un punto indicado por los inte- 
resados ó por el lugar del contrato. Ni siquiera puede deducir- 
se la existencia del contrato y del lugar de su cumplimiento, 
de las cartas en copias agregadas; porque partiendo las pro- 
posiciones de Buenos Aires y su respuesta de Belle-Ville, en la 
provincia de Córdoba, no han alcanzado por sí solas á deter- 
minar una situación definida. 

La misma demanda de foja 6 se refiere al pago de una suma 
que se dice pagada por arrendamiento de la chacra del señor 
Banquet, y á la indemnización de los daños y perjuicios, por 
falta de cumplimiento de ese contrato. 

Se trata, entonces, de responsabilidades indeterminadas y 
de carácter personal, cuyo conocimiento corresponde al juez 
del domicilio del demandado, según los artículos del Código 
Civil citados, ya que no existe lugar determinado, ni por la 
expresión de las partes, ni por la naturaleza de las obligacio- 
nes reclamadas. 

Por ello, pido á V. E. la revocaciou del auto recurrido de 

foja 40. 

Sabiniano Kier, 



Fallo de la Suprema Corte 



Buenos Aires, Mayo 3 de 1898. 



Yistos y considerando : Que la acción intentada ante el juez 
de sección de Córdoba, por el doctor Felipe Crespo en repre- 
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sentacion de los señores José G. Juárez y compañía contra don 
José M. Méndez, no tiene por objeto establecer las relaciones 
de derecho entre locador j locatario, sino entre mandante y 
mandatario, segan expresamente se dice en el escrito de de-, 
manda de foja seis á qne el anto apelado se refiere. 

Qae así resultado la exposición de hechos contenida en la 
expresada demanda, de las conclasíones á que arriba y citas 
legales que le sirven de fundamento y de la parte petitoria que 
contiene. 

Que si se hubiera convenido realmente entre el demandante 
y demandado el contrato que aquel invoca, ese contrato se ha- 
bría celebrado por correspondencia epistolar, según se asevera 
en la demanda, mantenida desde los respectivos domicilios de 
los interesados, en cuyo ca$o sería aplicable el artículo 1214 
del Código Civil. 

Qne no siendo en consecuencia para Méndez el lugar del 
contrato la provincia de Córdoba, ni estando determinado que 
su cumplimiento se verificaría en esa provincia, la acción de 
carácter meramente personal ha debido intentarse en su domi- 
cilio (ley cuatro, título tres, partida tercera). 

Que está fuera de cuestión que el demandado Méndez tenía 
su domicilio en esta Capital cuando se produjeron los hechos 
en que el demandante funda sns relaciones convencionales con 
aquel, y que lo tiene también actualmente. 

Por estos fundamentos y de acuerdo con lo expuesto y pedi- 
do por el señor Procurador general, se revoca el auto apelado 
de foja cuarenta, declarándose que el juez competente para co- 
nocer de la demanda instaurada contra don José M. Méndez , 
es el de la capital de la República. Bepuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

Notifíquese con el original. 

benjamín paz. — ABEL BAZAN. 
— JUAN E. T0RREI4t. 
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fl;AU8A XVIX 



Don José González Bonorino, contra la provincia de Buenos 

Aires ; sobre cobro de pesos 



Sumario. — La renta escritarada de un DÚmero determinado 
de hectáreas, no puede entenderse hecha de las hectáreas so- 
brantes qne hayan resaltado de una mensura posterior del tí- 
talo del vendedor, si de la misma mensara resalla qoe estos 
no estaban en sn poder en la fecha de la venta, y si el vende- 
dor ha gestionado despnes para si la propiedad de dichas hec- 
táreas sobrantes. 



Caso. — Resulta del 



Fallo de la Suprema Corle 

Buenos Aires, Mayo 3 de 1898. 

Vistos estos autos seguidos por don José Q-onzalez Bonorino 
contra la provincia de Buenos Aires, por cobro de pesos, de los 
que resulta: 

Que Bonorino expone que en mil ochocientos noventa, vendió 
á la citada provincia dos mil cuatrocientas sesenta y tres hectá- 
reas, ó lo que resultase del título, de campo en el partido del 
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Vecino, junto á la estación Rodrigacz, del ferrocarril del Sud, 
al precio de ciento setenta pesos cada hectárea ; 

Que el Gobierno de la provincia sólo le pagó dos mil trescien- 
tas ochenta y dos hectáreas, pretendiendo que el campo no 
constaba sino de esa extensión ; 

Que para fijar el número exacto de hectáreas entregadas al 
gobierno, se presentó al jaez local de primera instancia de La 
Plata, á objeto de hacer practicar judicialmente la mensura del 
inmueble vendido, la que se efectuó con la intervención del De- 
partamento de Ingenieros, citación de los vecinos y de su can- 
sante, habiendo recibido esa mensnra la aprobación judicial; 

Qne la operación dio por resultado existir en el campo vendi- 
do dos mil cuatrocientos noventa y nueve hectáreas, de modo 
que, habiéndosele pagado el precio de dos mil trescientos ochen- 
ta y dos hectáreas, se le adeudaba el precio del resto, ó sea el 
valor de ciento diez y siete hectáreas, que al precio estipulado 
por cada una sube á diez y nueve mil ochocientos noventa pesos 
moneda nacional; 

Que como la venta fué de la totalidad del campo, establecién- 
dose en la escritura de enajenación que el gobierno compra dos 
mil cuatrocientos sesenta y tres hectáreas, ó lo que resulte del 
título y como se fijó un precio por la medida, ó sea, ciento se- 
tenta pesos por cada hectárea, tiene derecho de demandar el 
aumento del precio correspondiente al mayor número de me- 
didas; 

Que aunque en la escritura no se hubiera dicho que quedaba 
comprendida en la compra de lo que resultase del título, la pro- 
vincia no podía pedir la rescisión por razón del exceso encon- 
trado, porque ese exceso no llega al vigésimo de la cantidad 
mencionada en la convención ; 

Que en consecuencia demanda á la provincia para quo sea 
condenada en oportunidad á pagarle los diez y nueve mil ocho- 
cientos noventa pesos que le adeuda por las ciento diez y siete 
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hectáreas mencionadas, sus intereses y las costas del juicio. 
Que habiéndose producido información para acreditar que 
Bonorino es vecino de esta capital, se corrió traslado de la de- 
manda; 

Que evacuándolo, el doctor Martin A. Martinez en represen- 
tación de la Provincia demandada expone que la demanda está 
fundada en hechos completamente falsos ; 

Que no es cierto que el gobierno haya comprado á González 
Bonorino dos mil cuatrocientas sesenta y tres hectáreas ó lo 
que resultase del titulo, como dicela demanda, ni tampoco que 
aquel escriturase la extensión de tierras que le pareció, ni mu" 
cho menos que de mensura alguna, en que el gobierno fuese 
parte, hubiese resultado de una manera categórica y definitiva 
el. sobrante que ahora pretende el demandante se le compre y se 
le pague al mismo precio de las demás hectáreas ; 

Que el gobierno expropió, para ensanche del ejido ó centro 
agrícola oficial en el partido del Vecino, dos mil trescientas 
sesenta y cuatro hectáreas, noventa y una áreas y once centi- 
áreas del cnmpo que allí tenía don José González Bonorino, el 
caal probablemente se reservó una fracción para valorizarla 
con los prodti^ctos agrícolas que allí se emprenderían, y que se 
le pagó la enorme cantidad de ciento setenta pesos por cada 
hectárea, qbe sólo podría valer ciento cuarenta vendida á par- 
ticulares ; 

Que la venta se escrituró en cuatro de Agosto de mil ocho- 
cientos noventa, ante el escribano mayor de Gobierno, por la 
fracción de campo que deja expresada, sin ninguna clase de 
salvedad con relación á lo que dijera el título; 

Que lejos de eso, Bonorino^ en veintiuno de Agosto de mil 
ochocientos noventa y uno, se presentó ante el Gobierno di- 
ciendo que le había vendido del campo de su propiedad situado 
en el partido del Vecino, dos mil trescientas sesenta y cuatro 
hectáreas, noventa y una áreas y once centiáreas, quedando á 

T. Lixn 29 
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SU favor un sobrante de ochenta j una hectáreas, setenta y sie-^ 
te áreas y setenta y cinco centiáreas y terminaba por pedir se 
le deslinde y se le ubique la parte de campo de su exclusiva 
propiedad ; 

Que insistió más tardecen ese pedido^ al que no pudo acce- 
derse^ por resultar del informe del Departamento de Ingenieros 
equivocados los planos que se acompañaba y en contradicción con 
mensuras anteriores, acordándose entonces que debía esperar- 
se á que» después de la venta de las chacras en que se dividió 
el campo, se practicase la mensura para efectuar la: entrega, 
ubicándose recien entonces el sobrante que quedase para Gonzá- 
lez Bonorino; 

Que no se puede efectuar la venta del campo con la enorme 
base del precio de su adquisición y está todavía por ubicarse el 
sobrante que se reservó el actor; 

Que los hechos relatados sirven para demostrar que el nego- 
cio de la compra del campo á González Bonorino, quedó com- 
pleta y definitivamente concluido con la escritura de transfe- 
rencia del dominio de cuatro de Agosto de mil ochocientos no- 
venta^ y concluye pidiendo el rechazo de la demanda, con costos 
V costas al actor. 

Becibida la causa á prueba, se ha producido por las partes, 
respectivamente, la que corre desde fojas veintiocho adelante 
(certificado de foja ochenta y vuelta, además de la resultante 
del expediente de mensura acompañado á la demanda y habien- 
do los interesados alegado sobre el mérito de la prueba, la cau- 
sa ha quedado en estado de sentencia, como se ve á foja no- 
venta y tres. 

T considerando: Que según consta de la escritura pública de 
foja setenta y tres, fecha cuatro de Agosto de mil ochocientos* 
noventa, el demandante Bonorino ofreció en venta al gobierno 
de la provincia demandada el campo á que se refiere eata cues-' 
tion, conviniéndose, previa aceptación de esa oferta, enelpreoio^ 
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de ciento setenta pesos moneda nacional por cada hectárea. 

Qne determinada la verdadera soperñcie del terreno á ena- 
jenarse, la qne subió á dos mil trescientos sesenta y cuatro hec- 
táreas, noventa y una áreas, once centiáreas, se practicó por ia 
contaduría general la respectiva liquidación sobre la base del 
precio de ciento setenta^pesos moneda nacional porcada hectá- 
rea, dando esa liquidación un monto total de cuatrocientos dos 
mil treinta y cuatro pesos con ochenta y ocho centavos (foja se- 
tenta y tres vuelta). 

Que realizado después un comparendo verbal entre los minis- 
tros de Hacienda y Obras Públicas y González Bonorino, éste 
proposo reducir en el diez por ciento el importe de la liquida- 
ción, siempre que se le pagase el precio en las condiciones con 
que completó la oferta, loque fué aceptado por el gobierno, 
practicándose nueva liquidación por la que quedó fijado el im- 
porte total del campo á que la enajenación se refería en la 
suma de trescientos sesenta y un mil ochocientos treinta y un 
pesos con cuarenta centavos y se dispuso, aprobada que fué di- 
cha liquidación, que se otorgase la correspondiente escritura 
(foja setenta y tres vuelca á foja setenta y cuatro vuelta). 

Que en consecuencia se formalizó la enajenación, dando Bono- 
rino en venta & la provincia de Buenos Aires el campo con una 
superficie de dos mil trescientos sesenta y cuatro hectáreas, 
noventa y una áreas, once centiáreas, y limitado por los linde- 
ros Clara B. de Pujol y Moreno de Pintos y testamentaría de 
Rodriguez, al Sudoeste ; don Francisco Isasa ó sus sucesores, al 
Noreste ; doña María Pujol al Noroeste, y don Agustin Ligera y 
otros al Sudoeste, por el precio de trescientos sesenta y un mil 
ochocientos treinta y un pesos con cuarenta centavos moneda 
nacional, que dice haberse pagado en el acto de otorgarse la es- 
critura en la forma que en ella se indica (foja setenta y cuatro 
á foja setenta y siete vuelta). 
Que en !os últimos dias de Agosto de mil ochocientos noventa 
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y ano González Bonorino se presentó ante el Poder Ejecutivo 
de la provincia exponiendo qae en la venta de que se ha 
hecho referencia había enajenado del campo de su propiedad 
situado en el partido del Vecino dos mil trescientas sesenta y 
cuatro hectáreas, noventa y una áreas, once centiáreas, quedan- 
do á su favor un sobrante de ochenta y ana hectáreas, setenta y 
siete áreas, setenta y cinco centiáreas y que había visto que se 
trataba de vender dicho campo, pide se deslinde y ubique la 
parte de campo de su eiclosiva propiedad que ha mencionado^ 
foja sesenta. 

Que tramitada esa solicitud, en la que insistió Bonorino (foja 
sesenta y dos), el expediente se mandó reservar por providencia 
de fecha veintiocho de Setiembre de mil ochocientos noventa y 
dos (foja sesenta y ocho vuelta) hasta su oportunidad, en virtud 
del informe de la Oficina de tierras públicas (foja sesenta y ocho) 
en el que se dice que, atento lo informado por el Departamento 
de Ingenieros, esa oficina cree que el mejor temperamento á 
seguir es esperar á que después de la venta (del terreno com- 
prado á Bonorino) se practique la mensura para la entrega de las 
dos mil trescientos sesenta y cuatro hectáreas, noventa y una 
áreas y oncQ centiáreas. 

Que no se ha hecho todavía la enajenación por la provincia 
de la tierra comprada á Bonorino, no habiendo, por tanto lle- 
gado la oportunidad dei practicar la mensura para entregar la 
cosa á los compradores, yliacer á la vez entrega á Bonorino del 
sobrante, si lo hubiere, en ios términos por él pedidos en la ges- 
tión administrativa de cuyas constancias se ha hecho mención. 

Que tampoco se ha practicado, con la intervención del repre- 
sentante de la provincia^ operación alguna para determinar la 
superficie del terreno no enajenado á favor de la provincia den- 
tro de los límites consignados en la escritura, no habiéndola 
parte de Bonorino, que alega la existencia de un sobrante, ofre- 
cido ó propuesta prueba, en estos autos, para establecerlo. 
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Que en lamensnra del agrimensor don Federico Gómez Mo- 
lina, qne se acompaña á la demanda y qne se aprueba por el 
auto de foja treinta y tres vuelta del expediente respectivo, 
dictado, se dice, en rebeldía del colindante Gigena, no se ha dado 
intervención al comprador cuando, tratándose de fijar la super- 
ficie de la cosa vendida al objeto de las relaciones de derecho 
entre el comprador y el vendedor, esa intervención era exigida 
con arreglo á los principios legales. 

Que aun apreciando el mérito resultante de dicha mensura, 
lo hay para establecer que cuando González Bonorino otorgó 
en Agosto de mil ochocientos noventa la escritura de enajena- 
ción á favor de la provincia, él no estaba en posesi(»n de mayor 
superficie de terreno que la manifestada explícitamente en la 
escritura de venta, pues qne ya en Abril de mil ochocientos 
ochenta y nueve se había incorporado al terreno del colindante 
Gigena^ eu mensura practicada por el agrimensor Silva, la frac- 
ción de tierra que la mensura de Gómez Molina de Diciembre 
de mil ochocientos noventa y dos incorpora al título del referi- 
do Bonorino (fojas diez y siete vuelta y diez y ocho del expe- 
diente agregado). 

Que deslindado y amojonado el terrena del colindante Gigena 
el año mil ochocientos ochenta y nueve, sin que ese deslinde 
aparezca haber sido contestado 6 materia de litigio, Bonorino 
no podía ser poseedor de la tierra que el deslinde daba á Gige- 
na, porque lo era éste, según el artículo dos mil trescientos 
ochenta y cuatro del Código Civil y porque dos posesiones igua- 
les y de la misma naturaleza no pueden concurrir sobre la misma 
cosa : artículo dos mil cuatrocientos uno. Código Civil. 

Que este antecedente demuestra que Bonorino no pudo entre- 
gar y no entregó á la provincia de Buenos ^ires la fracción de 
terreno poseida por Gigena, en la hipótesis de que estuviera 
realmente comprendida en su título, y que el gobierno de dicha 
provincia no tuvo la intención de comprar esa fracción, proce- 
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diendo de allí que sólo se habieran encontrado en la tierra que 
el ano vendía y el otro compraba^ dos mil trescientas sesenta 
7 cuatro hectáreas, noventa y una áreas y once centíáreas. 

Que si á esto se agrega que, sin contestación y más bien con 
el asentimiento del gobierno, Bonorino afirmó en la gestión ad- 
ministrativa ya recordada que sólo había vendido la superficie 
determinada en la escritura y que el sobrante le pertenecía, no 
puede haber duda que la demanda no debe prosperar. 

Por estos fundamentos se absuelve á la provincia de Buenos 
Aires de la demanda de foja una, siendo las costas á cargo del 
actor. Notifíquese con el original, y repuestos los sellos, archí- 
vense. 

benjamín paz.—- ABEL BAZAN. — 

t 

OCTAVIO BUNGE. — JDÁN E. TO- 
RRENT. 
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zación de la guardia nacional 98 

Mudd y C*, J., con Don José Noguerolis, por cobro de pesos ; so- 
bre absolución de posiciones 11 

Múller, Don Eduardo, con Don Francisco Mazza, por embargo 
preventivo; sobre costas 409 

Muniagurría, Don Saturnino, por tercería de dominio, en la eje- 
cución de Don A. Gallino, contra Don Francisco F. Fernandez, 
sobre cobro de pesos 171 

N 

Necol hermanos y C*, con Mascias, Rodríguez y &, por falsifica- 
ción do marca de fábrica; sobre oscuridad en la demanda y 
falta de personería 256 
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Ocantos, Don Manuel, con el Banco Nacional, por cobro de pesos ; 
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capitán del vapor c Victoria», por cobro de pesos; sobre regu- 
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Rapolia de Consentíno, doña Teresa, contra Don Nicolás Mihano- 
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Saá, el doctor Teófilo, con el Banco de la Nación, por cobro eje- 
cutivo de pesos ; sobre recusación 199 
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Scheiner y C*, Don Luis, con el Banco de Londres y Brasil, por 
cobro de pesos ; sobre competencia 74 

Schíaffíno, Roque, sobre recurso de habeos corpus 328 
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Sloppani, Don Atilio, con el Banco Nacional, por cobro ejecutivo 

de^pesos ; sobre nulidad : : 419 
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compra de oro sellado y daños y perjuicios 21 
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Tabeada, Nieva, criminal contra, por circulación de billetes fal- 
sos , 144 

Tissera, Don Manuel J., con el Banco Nacional; sobre cobro ejecu- 
tivo de pesos 440 

Tomazzi, Hanfredo, conlra Francisco Rumbado y su esposa, por 
cobro ejecutivo de pesos; sobre inhabilidad de título 279 
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Vocos, el doctor Florentino, con el doctor Zer\oq Ortiz Molina ; 
sobre cobro ejecutivo de pesos 244 

W 

Waiker, Don Jorge, criminal contra, por extradición ; sobre pre- 
sentación de documentos 7 
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Zuech, Jorge, y otros, criminal contra, sobre falsificación de bi- 
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Absolución. — No existiendo pruebas que demuestran la culpabilidad 
del procesado, debe dictarse sentencia absolutoria. Pági- 
na 217. 

Absoluríon, — Debe absolverse al acusado contra quien no existe dato 
alguno que haga presumir su culpabilidad. Página 365. 

Acdon, — Véase : Mandato. 

Actos administrativos, — Véase : Competencia. 

Adscripción. — Véase : Registro de marina. 

Apelable. — No lo es el auto aprobatorio de la liquidación, cuyo im- 
porte no alcanza á 200 pesos. Página 259. 

Apelable. — No lo es el auto confiriendo traslado con calidad de au- 
tos, de un recurso de revocatoria. Página 305. 

Apelable. — No lo es el auto por el cual, desistiendo la mujer, se ad- 
mite la intervención del marido, que reproduce lo expuesto 
por ella. Página 386. 

Apelable. — Véase : Prisión preventiva. 

Apelación. — En la interpuesta contra el auto que manda presentar 
anos documentos, desaparece el caso para resolver este 
recurso, si pendiente éste ha tenido lugar la presentación. 
La resolución sobre este punto, no es de confundirse con 
la del caso en que se hubiese hecho mérito de los documen- 
tos presentados. Página 7. 

Apercibimiento. — El empleo de términos ofensivos en los escritos 
hace procedente el apercibimiento á las partes, de abstener- 
se de hacerlo. Página 53. 
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Apoderado. — Véase : Costas. 

Arraigo. — Debe aer rechazada con costas, por ser contra expreso 
derecho, la excepción de arraigo deducida durante el tér- 
mino probatorio. Página 53. 

Autenticación. — La de que trata la ley nacional de 26 de Agosto de 
1863, no comprende las comunicacioues directas de las au- 
toridades judiciales de una provincia con otra. Página 249. 

B 

Banco Hipotecario. — El hecho de haber el Banco Hipotecario de la 
provincia de Buenos Aires, vendido anteriormente el inmue- 
ble hipotecado^ y dejado sin efecto la venta, de conformi- 
dad de partes, no es motivo para declarar nula la venta 
posterior practicada con arreglo á los estatutos del Banco. 
Página 201 . 

Banco Nacional. — Véase ; Juicio ejecutivo. 

iZ 

Circulación de billetes falsos. — Debe absolverse de culpa y cargo al 
que ha circulado un billete de curso legal falso, si no resulta 
que baya tenido conocimiento de la falsedad. Página 15. 

Cláusula sin responsabilidad. — Véase : Transporte. 

Comiso. — La sustitución de mercaderías para reembarco, trae la pena 
de comiso de éstas y de las mercaderías sustituidas. Pági-> 
na 381. 

Comiso. — No precédela pena de comiso, cuando el error cometido 
en el manifiesto general de un buque con privilegio de pa- 
quete ha sido rectifícado en tiempo, sin reato. Página 392. 

Competencia. — En las causas criminales, la prevención en su cono- 
cimiento justifica la competencia del juez. Página 13. 

Competencia. — En las causas que tengan origen en actos adminis- 
trativos del gobierno nacional, el demandado no puede de- 
clinar la jurisdicción de la justicia federal, alegando haber 
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1 

obrado en cumplimiento de órdenes de aquel. Esto corres- 
ponde al fondo de la causa, que, sea cual fuere su solución , 
nada tiene que ver con la cuestión de competencia. Pági- 
na 66. 

Competencia. — Es juez competente para conocer en la cuestión de 
daños causados por un hecho ilícito, el .del lugar donde se 
produjo el hecho. Páginas 95 y 213. 

Competencia. — En las causas de jurisdicción concurrente y excluidos 
del fuero federal por razón de menor cuantia, para estable- 
cer el importe de las obligaciones á oro, debe hacerse la 
conversión á moneda legal según el cambio corriente al dia 
de la demanda. Página 240. 

Competencia. — La jurisdicción del juez provincial en el juicio ejecu- 
tivo, no contestada por las partes, no puede modificarse por 
la transferencia del bien hipotecado y de las obligaciones 
hipotecarias que el ejecutado haga, durante el juicio, á fa- 
vor de un tercero, sin intervención del ejecutante. Pági- 
na 373. 

Competencia. — La demanda fundada en un contrato de mandato ce- 
lebrado por correspondencia epistolar, corresponde al juez 
del domicilio del demandado. Página 443. 

Competencia, — Véase : Justicia federal. 

Competencia. — No puede considerarse incidente del juicio sucesorio, 
la cuestión suscitada entre el comprador y el Banco Hipote- 
cario sobre escrituración de venta que éste ha hecho de in- 
muebles hipotecados por el causante de la sucesión. Pági- 
na 424. 

Compra-venta. — En la compra de oro sellado, que no haya sido 
entregado el dia convenido, el comprador tiene derecho de 
pedir contra el vendedor la rescisión del contrato y los da- 
ños y perjuicios. Este derecho no se suspende por haber el 
vendedor obtenido moratorias antes del vencimiento de la 
obligación. Página 21. 

Compra-venta. — Después de depositado el precio por el comprador, 
el vendedor no puede pedir la rescisión de la venta volvien- 
do la señas y otro tanto de su valor. Tampoco puede pedirla 
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después de haber sido condenado por cosa juzgada á cunn- 
plir él contrato. Página 3t6. 

Compra-venta. — La venta escriturada de un número determinado de 
hectáreas, no puede entenderse hecho de las hectáreas so- 
brantes que hayan resultado de una mensura posterior del 
titulo del .vendedor, si de la misma mensura resulta que 
éstas no estaban en su poder en la fecha de la venta, y si el 
vendedor ha gestionado después para si la propiedad de di- 
chas hectáreas sobrantes. Página 447. 

Compraventa, —Nédíse : Banco Hipotecario; Daños y perjuicios. 

Contrabando. — Durante el juicio sobre contrabando, pueden entre- 
garse á los interesados los objetos detenidos bajo fiansa de 
responder, en caso de condena, al monto de ésta. Página 
132. 

Cosa juzgada — Véase : Letra de cambio. 

Costas. — En la ejecución en que el demandado ha probado en parte 
su excepción, no procede la condenación encestas. Pági- 
na 64. 

Costas, — El apoderado de la parte vencedora en el juicio^ puede, sin 
necesidad de poder especial, pedir que se regulen las costas 
en que ha sido condenado el contrario y cobrar su importe. 
Página 82. 

Costas. — La empresa de transportes está obligada á pagar las costas 
del juicio por pérdida de la cosa transportada, si ha negado 
todo derecho á indemnización, y por tal negativa ha obliga- 
do al actor á seguir el pleito para hacer erectivo el cobro de 
lo que le corresponde. Página 151. 

Costas. — Üebe ser condenado en costas el demandante que después 
(le haberse presentado á los tribunales ordinarios en causa 
de jurisdicción concurrente, ocurre á la justicia federaL Pá- 
gina 261. 

Costas. — Es pasible de ellas el que desiste de la demanda. Pági- 
na ¿65. 

Costas. — El que desiste de una acción se hace responsable de las 
costas causadas. Página 386. 

Costas. — No procede la condenación en costas contra el acreedor que 
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al deducirse tercería, desiste del embargo preventivo sobre 
los bienes que no tenfa motivó para creer ¡fae hubiesen 3a • 
lido del poder del deudor. Página 409. . 



D 



Daños y perjuicios. — Los daños y perjuicios á que tiene derecho el 
comprador, en caso de rescisión del contrato de compra de 
oro sellado, que no le ha sido entregado el dia convenido, 
consisten en la diferencia que exista entre el mayor precio 
del oro en el dia en que debió ser entregado y el menor que 
tenia en el dia de la compra. Página 21. 

Daños y perjuicios. — Véase : Competencia. 

Defecto legal. — El cumplimiento de los requisitos legales excluye la 
excepción de defecto en la demanda. Página 240. 

Defecto legal. — Debe rechazarse la excepción de oscuridad de la 
demanda, si los términos de ésta no son oscuros. Pági- 
na 256. 

Defensor. — Véase : Beconocimietito de firma. 

Delito. — No habiéndose comprobado el delito imputado, procede la 
absolución de todo cargo. Página 144. 

Delito. — Los actos que no constituyen delito, ni tentativa, y sólo son 
preparatorios de él son punibles solamente cuando importan 
una contravención. Página 342, 

Demanda. — Sin haberse promovido ésta, ni acreditado el fuero fe- 
deral, no corresponde proceder. Página 149. 

Depósito. — El cobro de gastos de depósito de bienes embargados, 
que no hayan sido autorizados por el tribunal, y respecto 
de los cuales haya oposición, debe hacerse por la acción que. 
corresponda. Página 40. 

Desalojo. —El desalojo respecto de ocupaciones posteriores á la reso- 
lución que motiva el pleito, no altera las condiciones de la 
posesión existente en la fechado dicha resolución. Pági- 
na 209. 

Desembargo. — Véase : Tercería. 
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Diputado, — Véase : Domicilio. 

Disparo de arma. — Debe confinnarse la sentencia que impone la 

pena de un aña de prisión por disparo intencional de arma 

de fuego, si ésta ha sido ia pedida por la acusación fiscal. 

Página 136. 
Domicilio. — El cargo de diputado á una legislatura, no atribuye al 

que lo ejerce el doniicilio legal á que se refiere el articulo 

90 del Código Civil. Pagina 251 . 



E 



Ejecución, — Véase : Juicio ejecnlim. 

Embargo. — Véase : Depósito. 

Embargo preventivo. -^ El ordenado no obsta á que se promueta de- 
bidamente cuestión de competencia y^ según el resultado de 
ésta, sea mantenido ó no. En este concepto, el auto que 
no hace lugar al levantamiento del embargo, dejando abier- 
to el ejercicio del derecho que el embargado tuviere para con- 
testar la jurisdicción del juez que lo ordenó, no trae grava- 
men. Página 376. 

Embargo preventivo. — Véase : Costas. 

Error. — Véase: Comiso. 

Excarcelaeion. — No procede la excarcelación en el prnceso por deli- 
tos que tienen pena de trabajos forzados. Página 230* 

Exhorto. — Véase : Autenticación ; Recurso. 

Expropiación. — Para establecer cuál es la extensión efectiva del área 
materia de la expropiación, debe estarse al resultado de las 
pruebas periciales. Página 285. 

Extradición. — Si el delito que motiva el proceso tiene en la repú- 
blica una pena inferior de la establecida por las leyes del 
país requirente, no debe hacerse lugar al pedido de extra- 
dición sino á condición de que en caso de resultar la crimi- 
nalidad del encausado, se le imponga la pena menor, de- 
biendo al efecto transcribir los artículos relativos del Códi- 
go Penal argentino. Página 101. 
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Extradición. — Véase : Apelación. 
Extranjero. — Véase : Justicia federal ; Recurso, 



Falsificación de billetes. — Probada la participación en la falsificación 
de billetes de curso legal, corresponde aplicar la pena esta* 
blecida por el artículo 62 de la ley nacional penal. Pági- 
na 267. 

Falta de personeria. — Debe rechazarse esta excepción si se funda en 
la diferencia de una letra en el apellido del demandante, omi- 
tida en el titulo que éste presenta, y no se alega que éste co- 
rresponda á distinta persona. Página 256. 

Fianza, — Véase : Contrabando. 

Fisco. —Véase : Representación fiscal. 

Frias, Dr. Uladislao. -- kcuerdo celebrado con motivo de su falleci- 
miento. Página 6. 

G 

Gastos. — Véase : Depósito. 

Gravamen. — Véase : Embargo preventivo. 

GtMrdía nactonaí. — El infractor de la ley de movilización de guar- 
dias nacionales, incurre en la pena de dos años de servicio 
militar en el ejército de Ifnea. Páginas 61 y 98. 

H 

Habeos Corpus. — No procede contra la detención ordenada por juez 

competente. Página 328. 
Honorarios médicos, — El tribunal puede, no obstante lo dictaminado 

por el Consejo de Higiene, fijar la remuneración debida por 

asistencia médica. Página 29(), 
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Informe in voce. — Véase : Procesado, 

Inhibición. — La ley número 3375, que autoriza la inhibición general 
como medida preventiva, es aplicable á las causas pendíanles 
en cuanto lo permita su estado. Página 427. 



Jueces suplentes, — Acuerdo íulegrando la lista de los del juzgado de 
sección de Mendoza. Página 5. 

Juicio ejecutivo. — Pasado el término de tres días desde la citación de 
remate, no es admisible excepción alguna. Página 168. 

Juicio ejecutivo. — Debe desecharze la oposición á la ejecución, si se 
deduce después de vencido el término señalado por la ley 
para oponer excepciones. Páginas 236 y 244. 

Juicio ejecutivo. — Es titulo hábil para ejecutar el instrumento público 
de obligación hipotecaria en el cual se ha estipulado que la 
demora en el pago de los intereses convenidos hace, exigible 
la restitución del capital. Es de cargo del deudor probar que 
no se ha producido la demora. Página .279. 

Juicio ejecutivo. — El Banco Nacional en liquidación puede ejecutar la 
totalidad de la deuda, cuando el deudor ha dejado protestar 
sus letras y no da garantías suficientes. Página 440. 

Juicio ejecutivo. — Véase : Costas. 

Juicio ejecutivo. — Aunque se trate de los incapaces á que se refiere el 
articulo 54, Código Civil, deben desecharse las excepciones 
que los representantes deduzcan fuera del término legal. Pá- 
gina 419. 

Justicia federal. — Fenecido ante los tribunales ordinarios el juicio de 
responsabilidad regido por la ley de ferrocarriles nacionales, 
la fijación del quantum de la indemnización no es de la com- 
petencia federal . Página 46. 

Justicia federal. — No procede el fuero nacional por razón de perso- 
nas, en las causas entre dos extranjeros. Página 56. 
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Justicia federal. — Para qoe la causa de una sociedad anónima contra 
una sociedad particular corresponda al fuero federal, es ne- 
cesario probar que tos que componen esta última son todos 
extranjeros. Página 74. 

Justicia federal. — El extranjero que en asuntos de jurisdicción con- 
currente, ha seguido el juicio ante el fuero común, no puede 
después invocar el fuero federal. Página 238. 

Justicia federal, — £n la demanda promovida por el padre en su inte- 
rés ; en .el de su hijo menor, debe atenderse, para los efec- 
tos del fuero federal, á la nacionalidad de los dos. Página 430. 

Justicia federal. — Véase : Competencia-, 



Letra de cambio. — La cláusula de valor recibido puesta en una letra 
de cambio, prueba que la causa de la obligación en ella con- 
tenida es un préstamo. Página 331. 

Letra de cambio. — Si se ha seguido un pleito entre uno de los codeu- 
dores solidarios y el acreedor de la letra, la resolución que 
en él se haya dictado con referencia al valor de ésta, afecta 
la acción que el otro codeudor solidario entable para repetir 
el importe pagado de la letra, fundándose en que la causa de 
la obligación de ésta no es un préstamo sino una fianza. Fa- 
gina 331 . 

Ley electoral, — No comete infracción el juez de paz que no ha insta- 
lado la mesa en el punto donde antes se efectuaban las ins- 
cripciones, si dicho punto ha cesado de ser el asiento del 
juzgado, y ha caído en ruinas la iglesia que allí existia. Pá* 
gina 91 . 

Liquidación. — Las obligaciones á pesos fuertes y á pesos bolivianos 
son de moneda especial, } deben liquidarse en moneda na- 
cional oro, ó su equivalente en moneda legal al cambio del 
día del pago. Página 262. 

Litispendencia. — No existiendo juicio pendiente sobre el punto que 
es materia de la demanda, debe rechazarse la excepción de 
litispendencia. Página 129. 
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M 

Mandato. — El que ha contratado con apoderado sin poder sufíciente, 
no tiene acción para pedir el cumplimiento del contrato. 
Página 293. 

Mandato. — Véase: Competencia. 

Moratorias. — Véase : Compra-venta. 

9 

N 

Novaáon.. — La transferencia de la deuda aceptada por el acreedor, no 
importa novación, si la aceptación se hizo bajo una condi- 
ción que el deudor no cumplió. Página 358. 

O 

Oro sellado.-- Véase : Competencia ; Compra-venta ; Baños y perjui- 
cios. 



Pase. — Con las reservas correspondientes al patronato nacional, pue- 
de concederse el pase á los Breves Pontifícios instituyendo 
obispos en las diócesis de la República, á las personas ele- 
gidas por el gobierno y presentados al Sumo Pontifico. Pá- 
gina 325. 

Personería. — Disuelta la sociedad con la cual se ha contratado, no 
puede negarse personería al socio que se ha hecho cargo de 
su activo y pa^sivo, con quien se han mantenido relaciones de 
derecho. Página 402. 

Personería. — Véase: Poder. 

Pesos bolivianos . — Véase : Liquidación . 

Pesos fuertes . — Véase: Liquidación. 

Poder. — EL poder para reivindicar y cobrar alquileres^ no autoriza á 
demandar por rendición de cuentas. Página 415. 
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Posicianes.'- Deben darse por absueitas, si ia parte, debidamente ci- 
tada, no comparece á absolverlas ni muestra justo motivo 
para ello. Página 11. 

Posiciones. — El presidente del Banco Nacional está obligado á absol- 
ver posiciones sobre hechos en que, como tal, haya tenido 
intervención ó de que deba tener conocimiento en el mismo 
carácter. Páginas 178 y 390 

Posiciones. — Procede la absolución de ellas después del llamamiento 
de autos, si ha sido pedida antes. Página 215. 

Prevención. — Véase: Competencia. 

Prisión preventiva. — El auto de prisión preventiva es apelable, y de- 
be ser revocado si en autos no resultan llenados los extre- 
mos del artículo 366, Código de Procedimientos en lo Cri- 
minal. Página 86; 

Prisión preventiva. — Concurriendo los requisitos de la ley para la 
procedencia de la prisión preventiva, debe mantenerse el au- 
to que la ordena. Página 195. 

Procesado. — La presencia de éste en el informe m vocede su defen- 
sor, no es necesaria, y el haberla pedido na es motivo para 
suspender la audiencia. Página 429. 

Prueba. — No siendo conducente para resolver la demanda, en dili- 
gencia pedida, no debe hacerse lugar á ella. Página 183. 

Prueba, — No debe hacerse lugar á las pruebas solicitadas despuesde 
vencido el término probatorio. Página 185. 

Prueba. — El término acordado para producir pruebas fuera del mu- 
nicipio, no es hábil para las que deban producirse dentro de 
él. Página 185. 

Prueba. — Deben ser recibidas antes del alegato de bien probado, las 
pruebas que no pudieron recibirse dentro del término, sin 
falta imputable á la parte. Página 247. 

Prueba pericial.— En la reivindicación de terrenos, es procedente la 
prueba pericial para determinar su ubicación. Página 233. 

Prti^fta .— Véase : Término extraordinario. 
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Reconocimiento de firma, — Si el emplazado por edictos no compare- 
ce á reconocer la firma, corresponde nombrarle defensor^ y 
no dar por reconocida- la firma. Página 166. 

Reconocimiento de firma.— No corresponde ordenar el reconocimien- 
to de firma al principio del juicio, si se trata de documentos 
que no tienen aparejada ejecución. Página 176. 

Reconocimiento periciaL— El que aparece ser endosatario del conoci- 
miento, puede pedir que los efectos sean reconocidos judi- 
cialmente. Página 188. 

Recurso.— La interpretación y aplicación de las leyes de procedimien- 
to por los tribunales de provincia, no autoriza el recurso á 
la Suprema Corte, contra sus resoluciones. Página 44. 

Recurso. — No procede contra las resoluciones de los tribunales ordi- 
narios, si el caso no es de los determinados en el articulo 14 
de la ley de jurisdicción. Página 73. 

Recurso. — La resolución de los tribunales ordinarios mandando de- 
volver un escrito por no estar firmado por letrado, no auto- 
riza el recurso á la Suprema Corte. Página 78. 

Recurso. — El extranjero que en asuntos de jurisdicción concurrente 
ha seguido el juicio ante el fuero común, no puede después 
invocar el iuero federal y recurrir á la Suprema Corte para 
que se anule lo obrado ante los tribunales ordinarios por fal- 
ta de competencia. Página 238. 

Recurso. — Procede para ante la Suprema Corte contra la resolución 
de lus tribunales de provincia que deniegan el cumplimiento 
án un exhorto de las autoridades judiciales de otra provin- 
cia por no venir autenticada. Página 249. 

Recurso. — La interpretación y aplicación de las leyes del Congreso 
relativas ai régimen y gobierno local de la Capital, no auto- 
riza el recurso á la Suprema Corte contra las resoluciones 
de los tribunales ordinarios de la Capital. Página 307. 

Recurso de hecho.— No procede si no hay denegación de recursos. Pá- 
gina 193. 
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Recasacion. — No es causal de recusación la amistad intima del juez 

con el abogado y procurador de la parte. Página 199. 
Recusación. — No es causal de recusación, el ser deudor de la parte, 

cuando ésta es el Banco de la Nación. Página 199. 
Registro de marina, — La adscripción á un registro de marina puede 

concederse mientras dure el impedimento de éste, y bajo 

su responsabilidad. Página 40. 
Rescisión, — Véase : Compra-venta. 

k 

Reivindicación. — Véase : Prueba pericia/. 

Representación fiscal. —La ley número 3367, que manda que el fisco 
sea representado en todo asunto en que demande ó sea de- 
mandado, por los funcionarios que determina, no se refiere 
á los asuntos pendientes. En estos puede el fisco ser repre- 
sentado por los fiscales ad hoc nombrados para seguirlos. 
Página 353. . 

S 

Servicio militar. — El hijo que provee á la subsistencia de la madre 
desamparada, está exceptuado del servicio militar. Pági- 
na 411. 

Servicio militar. — El hijo que provee á la subsistehcia de la madre 
viuda, está exceptuado del servicio militar activo. Pági- 
na 413. 

Servicio militar. — El hijo único de madre viuda está exceptuado de 
todo servicio militar. Página 436. 

Socio. — Véase : Personería. 

Suprema Corle. — No está en sus atribuciones proveer al nombra- 
miento de juez para una diligencia judicial. Página 20. 

Suprema Corte. — No puede entender en quejas que no sean lleva- 
das por alguno de los recursos legales, ni proveer sobre pe- 
ticiones generales. Página 302. 

Suprema Corte. — Véase : Recurso. 



480 FALLOS 1>E LA SLPAEMA c:OHT£ 



Tercería de dominio. — Después de trabado por demanda y por res* 
puesta el juicio de tercería de dominio, no es permitido al 
tercerista variarlo, y pedir durante él el alzamiento inmedia- 
to del embargo. Página 58. 

Terceria de dominio. — El cesionario del inmueble ya gravado por 
hipoteca, no puede oponer terceria de dominio á la venia 
del inmueble ordenada en el juicio ejecutivo contra el deu- 
dor cedente. Página 171. 

Término extraordinario. -— No debe hacerse lugar á la solicitud so- 
bre concesión de término extraordinario, si no reúne todos 
los requisitos de la ley. Página 180. 

Testigos. — Aun después de vencido el término debe fijarse nuevo 
dia para el examen de testigos, que no se haya practicado 
el dia señalado sin culpa de la parte. Página 164. 

Transporte. — La cláusula sin responsabilidad en caso de mu^te, en 
el contrato de transporte no exime á la empresa de toda res- 
ponsabilidad, sino que obliga al demandante á probar que 
ha habido culpa ó dolo por parte de ella ó de sus agentes. 
Página 151. 

Transporte. — Probada la culpa en el caso á que se refiere el suma- 
rio anterior, la empresa está obligada á abonar el valor del 
animal muerto, y á devolver lo recibido por el flete y man- 

« 

tención, y las costas si ha negado todo derecho á indemni- 
zación. Página 151 
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